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SENTENCIA DE FECHA 8 DE ABRIL DE 195111 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 25 
de abril de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Caridad Bernardino Vda. Aybar. 
Abogado: Dr. J. José Escalante Díaz. 

Recurrido: Francisco Gerardo Aybar y Manuel Aybar Pimentel 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Renés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día ocho del mi 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 115 de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caridad 
Bernardino Vda. Aybar, dominicana, mayor de edad, de gtoP-
haceres domésticos, soltera, domiciliada y residente en esta 
ciudad, cédula 3039, serie 1, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, contra sentencia dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en fecha veinticinco de abril de 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 25 
de abril de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Caridad Bernardino Vda. Aybar. 
Abogado: Dr. J. José Escalante Díaz. 

Recurrido: Francisco Gerardo Aybar y Manuel Aybar Pirocutel 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularménte constituida por los Jueces. licenciados 11. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Rergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-,  
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día ocho del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 115 de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Caridad 
Bernardino Vda. Aybar, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, soltera, domiciliada y residente en esta 
ciudad, cédula 3039, serie 1, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, contra sentencia dictada por d 
Tribunal Superior de Tierras en fecha veinticinco de abril de 
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mil novecientos cincuenta y ocho, en relación con el Solar 
No  7 de la Manzana N 9  355, del Distrito Catastral 1\19 1, del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

;Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10-

178, serie 37, sello 52202, en representación del Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 47, sello 59912, aboga-
do de los recurridos Francisco Gerardo Aybar, dominicano, 
mayor de edad, empleado público, casado, domiciliado y 
residente en esta ciudad, calle Charles Piet N° 22, cédula 
1017], serie 1, sello 59279, y Manuel Aybar Pimentel, domi-
nicano, mayor de edad casado, empleado público, domiciliado 
y residente en la ciudad de Santiago, calle 16 de agosto N" 
186, cédula 34156, serie 31, sello 40902, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
titrés de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
:por el Dr. J. José Escalante Díaz, cédula 28405, serie 1, sello 
Z917, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha siete de agosto 
de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. Dió-
genes del Orbe hijo, a nombre del recurrido Francisco Ge-
rardo Aybar Vázquez, y el de fecha once de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el mismo abo-
gado, a nombre de manuel A. Aybar Pimentel; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1401 del Código Civil; 
134 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
Caridad Bernardino Vda. Aybar, adquirió en fecha veinti-
nueve de abril de mil novecientos cuarenta y seis, por com-
pra a Teresa Tejera P. y durante su matrimonio con el hoy 
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finado Julio Aybar Ranché, el inmueble objeto de la litis; 
b) que fallecido el esposo de la compradora, el Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, actuando a nombre de sus herederos Manuel 
A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Aybar Vázquez, so-
metió una instancia encaminada a obtener que se declarara 
como bien perteneciente a la comunidad el citado inmueble, 
el cual había sido adquirido y registrado como bien propio 
de la esposa compradora; c) que designado el Juez de Juris-
dicción Original Dr. Héctor Flores Ortiz para conocer del 
caso, éste decidió la demanda rechazándola por improceden-
te e infundada, en fecha veintinueve de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
to por Manuel A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Ay-
bar Vázquez, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 
veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: 1°—Se acoge la apelación interpues-
ta en fecha 10 del mes de diciembre del año 1957, por el 
Dr. Diógenes del Orbe hijo, a nombre de los señores Manuel 
A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Aybar Vázquez; 2" 
—Se revoca la Decisión 1\1 9  2 del Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original, de fecha veintinueve de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, en relación con el solar 
N°  7, y sus mejoras, de la Manzana N -  355 del Distrito Ca-
tastral N°  1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo; 3°—Se 
declara que el solar N 9  7, y sus mejoras, de la Manzana N" 
355 del Distrito Catastral N°  1 del Distrito Nacional, Ciudad 
Trujillo, pertenece a la comunidad matrimonial de los espo-
sos Julio Aybar Ranché (fallecido), y Caridad Bernardino 
hoy Vda. Aybar; 4"—Se ordena al Registrador de Títulos 
del Distrito Nacional la cancelación del Certificado de Título 
N" 13407, de fecha 22 de junio del 1946, que ampara el dere-
cho de propiedad del solar N" 7 y sus mejoras de la Man-
zana N 9  355 del Distrito Catastral N'Y 1 del Distrito Nacio-
nal, y la expedición de uno nuevo en la forma siguiente: a) 
el 50% en favor de la señora Caridad Bernardino Vda. Ay- 
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mil novecientos cincuenta y ocho, en relación con el Solar 
1114 7 de la Manzana N 9  355, del Distrito Catastral N" 1, del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10-

178, serie 37, sello 52202, en representación del Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 47, sello 59912, aboga-
do de los recurridos Francisco Gerardo Aybar, dominicano, 
mayor de edad, empleado público, casado, domiciliado y 
residente en esta ciudad, calle Charles Piet 1\1' 22, cédula 
1017], serie 1, sello 59279, y Manuel Aybar Pimentel, domi-
nicano, mayor de edad casado, empleado público, domiciliado 
y residente en la ciudad de Santiago, calle 16 de agosto N 
186, cédula 34156, serie 31, sello 40902, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
titrés de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el Dr. J. José Escalante Díaz, cédula 28405, serie 1, sello 
:5917, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha siete de agosto 
de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. Dió-
genes del Orbe hijo, a nombre del recurrido Francisco Ge-
rardo Aybar Vázquez, y el de fecha once de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el mismo abo-
gado, a nombre de manuel A. Aybar Pimentel; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1401 del Código Civil; 
134 de la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
Caridad Bernardino Vda. Aybar, adquirió en fecha veinti-
nueve de abril de mil novecientos cuarenta y seis, por com-
pra a Teresa Tejera P. y durante su matrimonio con el hoy 

  

finado Julio Aybar Ranché, el inmueble objeto de la litis; 
b) que fallecido el esposo de la compradora, el Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, actuando a nombre de sus herederos Manuel 
A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Aybar Vázquez, so-
metió una instancia encaminada a obtener que se declarara 
como bien perteneciente a la comunidad el citado inmueble, 
el cual había sido adquirido y registrado como bien propio 
de la esposa compradora; c) que designado el Juez de Juris-
dicción Original Dr. Héctor Flores Ortiz para conocer del 
caso, éste decidió la demanda rechazándola por improceden-
te e infundada, en fecha veintinueve de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
to por Manuel A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Ay-
bar Vázquez, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 
veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: 1"—Se acoge la apelación interpues-
ta en fecha 10 del mes de diciembre del año 1957, por el 
Dr. Diógenes del Orbe hijo, a nombre de los señores Manuel 
A. Aybar Pimentel y Francisco Gerardo Aybar Vázquez; 2" 
—Se revoca la Decisión N° 2 del Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original, de fecha veintinueve de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, en relación con el solar 
1\19 7, y sus mejoras, de la Manzana N -  355 del Distrito Ca-
tastral N" 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo; 3"—Se 
declara que el solar N° 7, y sus mejoras, de la Manzana N -
355 del Distrito Catastral N" 1 del Distrito Nacional, Ciudad 
Trujillo, pertenece a la comunidad matrimonial de los espo-
sos Julio Aybar Ranché (fallecido), y Caridad Bernardino 
hoy Vda. Aybar; 4' —Se ordena al Registrador de Títulos 
del Distrito Nacional la cancelación del Certificado de Título 
N" 13407, de fecha 22 de junio del 1946, que ampara el dere-
cho de propiedad del solar N" 7 y sus mejoras de la Man-
zana N 9  355 del Distrito Catastral N" 1 del Distrito Nacio-
nal, y la expedición de uno nuevo en la forma siguiente: a) 
el 50% en favor de la señora Caridad Bernardino Vda. Ay- 
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bar, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, 
soltera, domiciliada y residente en Ciudad Trujillo, Cédula 
Personal de Identidad N9  3039, serie 11 ; b) El otro 50% en 
favor de los Sucesores de Julio Aybar Ranché, domiciliados 
y residentes en Ciudad Trujillo.— Comuníquese al Registra-
dor de Títulos del Disdito Nacional para los fines indicados"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1"—Falta de base legal y violación del 
artículo 1315 del Código Civil; y 2°—Violación de los artícu-
los 1401 y siguientes del Código Civil; que a su vez el recu-
rrido Manuel A. Aybar Pimentel, propone la nulidad del em-
plazamiento que le fué notificado el veintitrés de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

En cuanto a la nulidad del emplazamiento: 

Considerando que en su memorial de fecha once de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, el recurrido 
Manuel A. Aybar Pimentel alega en síntesis que el empla-
zamiento de fecha veintitrés de julio de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, no le fué notificado ni en su persona ni en su 
domicilio, sino en manos del otro recurrido y del Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, quien en ese momento no era abogado 
constituido por ninguno de ellos, ya que simplemente los 
había representado ante el Tribunal de Tierras; que en vir-
tud del artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación dicho emplazamiento es nulo, y si bien pudo en las 
condiciones antes dichas, producirse la caducidad del recur-
so contra él, la nulidad es la que procede a esta altura del 
proceso; pero 

Considerando que aún cuando el examen del acto de 
emplazamiento de fecha veintitrés de julio de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, diligenciado a requerimiento de Cari-
dad Bernardino Vda. Aybar, por el ministerial Eladio Mal-
donado, Alguacil Ordinario de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
muestra que efectivamente dicho acto fué notificado a am- 
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bos recurridos en la persona de uno de ellos, Francisco Ge-
rardo Aybar, en su domicilio de la calle Hilario Espertín NG 
13 de Ciudad Trujillo, y en la persona del abogado que los 
había representado ante el Tribunal de Tierras, Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, en su estudio de la calle Mercedes, esquina 
Sánchez de Ciudad Trujillo, esa irregularidad no ha ocasio-
nado perjuicio alguno al interés de la defensa del recurrida 
Manuel A.. Aybar Pimentel, puesto que no sólo él quedó 
oportunamente enterado del contenido y del alcance de di-
cho acto de emplazamiento, sino que ha estado en condicio-
nes de comparecer, como lo hizo, por medio de abogado y de 
presentar su defensa y conclusiones con motivo del recurso 
de casación deducido contra él por dicho acto, por lo cual, 
por aplicación de la máxima "no hay nulidad sin agravio", 
la excepción de nulidad por él propuesta, carece de funda-
mento y debe ser desestimada; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que la recurrente sostiene en el desarro-
llo del primer medio que toda sentencia debe justificarse de 
acuerdo con los motivos de la misma; que el Tribunal a quo 
ha violado la regla "actori incumbi probatio" y con ellas el 
artículo 1315 del Código Civil, pues hizo recaer sobre dicha 
recurrente, en su calidad de demandada ante la jurisdicción 
de Tierras, la obligación de probar que había comprado el 
inmueble con dinero que le había sido donado "con la expre-
sa voluntad del donante de que no entrara en la comunidad"; 
que correspondía a los demandantes Aybar Pimentel destruir 
con un contraescrito, tal como lo admitió el Juez de Juris-
dicción Original, la cláusula inserta en el acto de adquisición 
en donde el esposo hoy fallecido admitió que el dinero lo ha-
bía donado Enrique Pichardo, tío de la esposa adquiriente, 
con esa finalidad; que al considerar el caso de ese modo el 
Tribunal a quo no sólo violó la ley sino que presumió la 
mala fi, cuando esta debe ser probada; y que ante el Tribu-
nal Superior de Tierras, ella conservaba su papel de de-
mandada para fines de la regla de la prueba; pero, 
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bar, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, 
soltera, domiciliada y residente en Ciudad Trujillo, Cédula 
Personal de Identidad N° 3039, serie 1°; b) El otro 50% en 
favor de los Sucesores de Julio Aybar Ranché, domiciliados 
y residentes en Ciudad Trujillo.— Comuníquese al Registra-
dor de Títulos del Disttito Nacional para los fines indicados"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1°—Falta de base legal y violación del 
artículo 1315 del Código Civil; y 2^—Violación de los artícu-
los 1401 y siguientes del Código Civil; que a su vez el recu-
rrido Manuel A. Aybar Pimentel, propone la nulidad del em-
plazamiento que le fué notificado el veintitrés de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

En cuanto a la nulidad del emplazamiento: 

Considerando que en su memorial de fecha once de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, el recurrido 
Manuel A. Aybar Pimentel alega en síntesis que el empla-
zamiento de fecha veintitrés de julio de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, no le fué notificado ni en su persona ni en su 
domicilio, sino en manos del otro recurrido y del Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, quien en ese momento no era abogado 
constituido por ninguno de ellos, ya que simplemente los 
había representado ante el Tribunal de Tierras; que en vir-
tud del artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación dicho emplazamiento es nulo, y si bien pudo en las 
condiciones antes dichas, producirse la caducidad del recur-
so contra él, la nulidad es la que procede a esta altura del 
proceso; pero 

Considerando que aún cuando el examen del acto de 
emplazamiento de fecha veintitrés de julio de mil novecien- 
tos cincuenta y ocho, diligenciado a requerimiento de Cari- 
dad Bernardino Vda. Aybar, por el ministerial Eladio Mal- 
donado, Alguacil Ordinario de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 

tal 
muestra que efectivamente dicho acto fué notificado a am- 
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bos recurridos en la persona de uno de ellos, Francisco Ge-
rardo Aybar, en su domicilio de la calle Hilario Espertín N°  
13 de Ciudad Trujillo, y en la persona del abogado que los 
había representado ante el Tribunal de Tierras, Dr. Dióge-
nes del Orbe hijo, en su estudio de la calle Mercedes, esquina 
Sánchez de Ciudad Trujillo, esa irregularidad no ha ocasio-
nado perjuicio alguno al interés de la defensa del recurrida 
Manuel A.. Aybar Pimentel, puesto que no sólo él quedó 
oportunamente enterado del contenido y del alcance de di-
cho acto de emplazamiento, sino que ha estado en condicio-
nes de comparecer, como lo hizo, por medio de abogado y de 
presentar su defensa y conclusiones con motivo del recurso• 
de casación deducido contra él por dicho acto, por lo cual, 
por aplicación de la máxima "no hay nulidad sin agravio", 
la excepción de nulidad por él propuesta, carece de funda-
mento y debe ser desestimada; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que la recurrente sostiene en el desarro-
llo del primer medio que toda sentencia debe justificarse de 
acuerdo con los motivos de la misma; que el Tribunal a quo 
ha violado la regla "actori incumbi probatio" y con ellas el 
artículo 1315 del Código Civil, pues hizo recaer sobre dicha 
recurrente, en su calidad de demandada ante la jurisdicción 
de Tierras, la obligación de probar que había comprado el 
inmueble con dinero que le había sido donado "con la expre-
sa voluntad del donante de que no entrara en la comunidad"; 
que correspondía a los demandantes Aybar Pimentel destruir 
con un contraescrito, tal como lo admitió el Juez de Juris-
dicción Original, la cláusula inserta en el acto de adquisición 
en donde el esposo hoy fallecido admitió que el dinero lo ha-
bía donado Enrique Pichardo, tío de la esposa adquiriente, 
con esa finalidad; que al considerar el caso de ese modo el 
Tribunal a quo no sólo violó la ley sino que presumió la 
mala fó, cuando esta debe ser probada; y que ante el Tribu-
nal Superior de Tierras, ella conservaba su papel de de-
mandada para fines de la regla de la prueba; pero, 
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Considerando que según consta en la sentencia impug-
nada la esposa superviviente frente a la demanda que le fué 
lanzada por los herederos del esposo fallecido, arguyó que 
había comprado el inmueble con dinero que le donó su tío 
Enrique Pichardo con expresa disposición de que no entra-
ría en la comunidad, y para probar su aserto hizo valer la 
cláusula que figura en el acto de adquisición de fecha vein-
tinueve de abril de mil novecientos cuarenta y seis, la cual 
dice así: "En el presente contrato de venta el señor Julio 
Aybar Ranché, esposo de la compradora, interviene y decla-
ra que los RD$5,000.00 moneda de curso legal que en efec-
tivo recibe la vendedora por concepto de esta venta, los hu-
bo su esposa Doña Caridad Bernardino de Aybar, por ha-
berlos donado su tío Enrique Pichardo con el fin de que no 
entrara en la comunidad legal y que se emplearan en la com-
pra de una casa que sirviera de vivienda a dicha señora, de-
claración ésta que hace el señor Aybar Ranché, en cum-
plimiento de lo que establece el art. 1401-19 del Código Civil, 
declaración que acepta la señora Caridad Bernardino de 
Aybar; reconociendo el señor Aybar R., como se ha dicho, 
que esta casa no entra en la comunidad matrimonial"; 

Considerando que el Tribunal a quo, estimó, según cons-
ta en los motivos del fallo impugnado, que esa cláusula care-
eía de todo valor probatorio y agregó: "que situándose toda-
vía en la hipótesis de que la existencia del don manual hu-
biera sido probada, en el expediente no hay ninguna prueba 
de que lo hubiera sido con la expresa voluntad del donante 
de que no entrara en la comunidad matrimonial de los es-
posos Julio Aybar Ranché y Caridad Bernardino de Aybar"; 

Considerando que al razonar en la forma como lo hizo 
el Tribunal a quo no violó las reglas de la prueba, pues fren-
te a la presunción establecida por la ley, en el artículo 1401 
del Código Civil, corresponde al esposo que sostiene que un 
bien determinado no cae dentro de la comunidad a pesar de 
haber sido adquirido durante el matrimonio, el prgbar la 
causa de exclusión en que pretende estar situado; y si alega 
la existencia de un don manual, hecho con la expresa indi- 

catión de que se conservaría como un bien propio del esposo 
donatario, la prueba debe resultar de un documento, hecho 
con las formalidades legales y otorgado por el propio donan- • 
te, en donde haya quedado manifestada de manera inequí-
voca su voluntad o ,de hechos y circunstancias que hagan 
presumir esa voluntad; que, al afirmar el Tribunal a quo, en 
el presente caso, después de negar valor probatorio a la 
cláusula del acto de compra-venta precedentemente citada, 
que la esposa demandada no había hecho la prueba de su 
alegato, lejos de incurrir en la violación invocada, hizo una 
correcta aplicación de las reglas de prueba; que, por otra 
parte, en cuanto a su otro alegato de que la sentencia im-
pugnada carece de base legal en el aspecto que se analiza, 
el examen de dicho fallo muestra, por el contrario, que los 
motivos que le sirven de fundamento justifican su disposi-
tivo, ya que él contiene una relación completa de los hechos 
y circunstancias de la causa que permiten verificar que la 
ley ha sido bien aplicada; que, por consiguiente, el primer 
medio carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene la recurrente que se han violado los artículos 1401 
y siguientes del Código Civil, porque aún cuando el Tribunal 
a quo admitió "el principio" de que todo inmueble adquirido 
durante el matrimonio entra en la comunidad si no está pro-
bado que uno de los esposos tenía la propiedad o posesión 
antes del matrimonio, o que adquirió a título de donación, 
dicho Tribunal se pronunció en contra de esa regla cuando 
afirmó que el finado Julio Aybar Ranché, al hipotecar junto 
con la esposa el inmueble al Banco Agrícola, había destruí-
do la declaración que había hecho en el acto de compra 
venta, cuando eso se debió a que la esposa "no podía gestio-
nar ante la citada entidad bancaria un préstamo sin el con-
sentimiento del esposo"; pero 

Considerando que por todo cuanto se expuso al exami-
nar el primer medio del recurso, se advierte que el Tribunal 
a quo lejos de violar los artículos 1401 y siguientes del Código 
Civil, hizo una correcta aplicación de dichos textos legales, 
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Considerando que según consta en la sentencia impug-
nada la esposa superviviente frente a la demanda que le fué 
lanzada por los herederos del esposo fallecido, arguyó que 
había comprado el inmueble con dinero que le donó su tío 
Enrique Pichardo con expresa disposición de que no entra-
ría en la comunidad, y para probar su aserto hizo valer la 
cláusula que figura en el acto de adquisición de fecha vein-
tinueve de abril de mil novecientos cuarenta y seis, la cual 
dice así: "En el presente contrato de venta el señor Julio 
Aybar Ranché, esposo de la compradora, interviene y decla-
ra que los RD$5,000.00 moneda de curso legal que en efec-
tivo recibe la vendedora por concepto de esta venta, los hu-
bo su esposa Doña Caridad Bernardino de Aybar, por ha-
berlos donado su tío Enrique Pichardo con el fin de que no 
entrara en la comunidad legal y que se emplearan en la com-
pra de una casa que sirviera de vivienda a dicha señora, de-
claración ésta que hace el señor Aybar Ranché, en cum-
plimiento de lo que establece el art. 1401-19 del Código Civil, 
declaración que acepta la señora Caridad Bernardino de 
Aybar; reconociendo el señor Aybar R., como se ha dicho, 
que esta casa no entra en la comunidad matrimonial"; 

Considerando que el Tribunal a quo, estimó, según cons-
ta en los motivos del fallo impugnado, que esa cláusula care-
cía de todo valor probatorio y agregó: "que situándose toda-
vía en la hipótesis de que la existencia del don manual hu-
biera sido probada, en el expediente no hay ninguna prueba 
de que lo hubiera sido con la expresa voluntad del donante 
de que no entrara en la comunidad matrimonial de los es-
posos Julio Aybar Ranché y Caridad Bernardino de Aybar"; 

Considerando que al razonar en la forma como lo hizo 
el Tribunal a quo no violó las reglas de la prueba, pues fren-
te a la presunción establecida por la ley, en el artículo 1401 
del Código Civil, corresponde al esposo que sostiene que un 
bien determinado no cae dentro de la comunidad a pesar de 
haber sido adquirido durante el matrimonio, el prgbar la 
causa de exclusión en que pretende estar situado; y si alega 
la existencia de un don manual, hecho con la expresa indi- 

cación de que se conservaría como un bien propio del esposo 
donatario, la prueba debe resultar de un documento, hecho 
con las formalidades legales y otorgado por el propio donan-
te, en donde haya quedado manifestada de manera inequí-
voca su voluntad o de hechos y circunstancias que hagan 
presumir esa voluntad; que, al afirmar el Tribunal a quo, en 
el presente caso, después de negar valor probatorio a la 
cláusula del acto de compra-venta precedentemente citada, 
que la esposa demandada no había hecho la prueba de su 
alegato, lejos de incurrir en la violación invocada, hizo una 
correcta aplicación de las reglas de prueba; que, por otra 
parte, en cuanto a su otro alegato de que la sentencia im-
pugnada carece de base legal en el aspecto que se analiza, 
el examen de dicho fallo muestra, por el contrario, que los 
motivos que le sirven de fundamento justifican su disposi-
tivo, ya que él contiene una relación completa de los hechos 
y circunstancias de la causa que permiten verificar que la 
ley ha sido bien aplicada; que, por consiguiente, el primer 
medio carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene la recurrente que se han violado los artículos 1401 
y siguientes del Código Civil, porque aún cuando el Tribunal 
a quo admitió "el principio" de que todo inmueble adquirido 
durante el matrimonio entra en la comunidad si no está pro-
bado que uno de los esposos tenía la propiedad o posesión 
antes del matrimonio, o que adquirió a título de donación, 
dicho Tribunal se pronunció en contra de esa regla cuando 
afirmó que el finado Julio Aybar Ranché, al hipotecar junto 
con la esposa el inmueble al Banco Agrícola, había destruí-
do la declaración que había hecho en el acto de compra 
venta, cuando eso se debió a que la esposa "no podía gestio-
nar ante la citada entidad bancaria un préstamo sin el con-
sentimiento del esposo"; pero 

Considerando que por todo cuanto se expuso al exami-
nar el primer medio del recurso, se advierte que el Tribunal 
a quo lejos de violar los artículos 1401 y siguientes del Código 
Civil, hizo una correcta aplicación de dichos textos legales, 
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puesto que admitió la presunción consagrada por la ley, sal-
vo las excepciones que ella misma establece; y, si en la espe-
cie, después de descartar el valor probatorio de la cláusula 
en que fundaba la demandada su alegato de exclusión, entró 
a considerar también el hecho de que el esposo había consen-
tido, junto con la esposa, una hipoteca en favor del Banco 
Agrícola, lejos de incurrir en vicio alguno, lo que hizo fué 
ponderar todos los hechos y circunstancias del caso, para 
dejar reafirmado, a mayor abundamiento, el criterio jurí-
dico ya expuesto; que, por tanto, el segundo y último medio 
del recurso carecen también de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caridad Bernardino Vda. Aybar, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho, en relación con el solar N')  7 de la Manzana N^ 355 
del Distrito Catastral N9 1 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, con distracción de las mismas en favor del Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionez A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 7 de julio de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Algodonera, C. por A. 

Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Petronila Argentina Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida. por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve ,años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Algo-
donera, C. por A., empresa industrial organizada de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su principal 
establecimiento en esta ciudad, contra sentencia pronuncia-
da por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha siete de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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puesto que admitió la presunción consagrada por la ley, sal-
vo las excepciones que ella misma establece; y, si en la espe-
cie, después de descartar el valor probatorio de la cláusula 
en que fundaba la demandada su alegato de exclusión, entró 
a considerar también el hecho de que el esposo había consen-
tido, junto con la esposa, una hipoteca en favor del Banco 
Agrícola, lejos de incurrir en vicio alguno, lo que hizo fué 
ponderar todos los hechos y circunstancias del caso, para 
dejar reafirmado, a mayor abundamiento, el criterio jurí-
dico ya expuesto; que, por tanto, el segundo y último medio 
del recurso carecen también de fundamento y deben ser des-
estimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Caridad Bernardino Vda. Aybar, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho, en relación con el solar N" 7 de la Manzana N" 355 
del Distrito Catastral N" 1 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, con distracción de las mismas en favor del Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionez A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 7 de julio de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Algodonera, C. por A. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Recurrido: Petronila Argentina Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

in Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída• por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve ,años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Algo-
donera, C. por A., empresa industrial organizada de acuer-
do con las leyes de la República Dominicana, con su principal 
establecimiento en esta ciudad, contra sentencia pronuncia-
da por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha siete de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 12557, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los siguientes medios: "PRIMER ME-
DIO: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, Falta de Motivos"; y "SEGUNDO MEDIO: Violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil en otro 
aspecto"; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha veintisiete de enero del corriente año (1959), por la 
cual se declara el defecto contra la recurrida Petronila Ar-
gentina Santana, por no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil y 1, 20 y 65, ordinal 39, de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la demanda en pago de las prestaciones que el Código de 
Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, intentada por Petronila Argentina Santana con-
tra La Algodonera, C. por A., el Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, dictó en fecha dieciséis de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, 
como al efecto rechazamos, la demanda de la señorita Petro-
nila Argentina Santana, por improcedente y mal fundada, 
y SEGUNDO: Condena a la parte demandante, al pago de 
las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Petronila Argentina Santana ,e1 Tribunal a quo 

 

dictó el faltó ahora Hpughado, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Acoge por ser justo y 
reposar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter-
puesto por la obrera Petronila Argentina Santana, de gene-
rales que constan, contra la sentencia de trabajo del Juzga-
do de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 16 de septiembre de 1957, dictada en favor de la 
sociedad Comercial La Algodonera, C. por A.; SEGUNDO: 
Declara injustificado el despido de que ha sido objeto la obre-
ra Petronila Argentina Santana de parte de su patrono la 
Sociedad Comercial Algodonera, C. por A., y en consecuen-
cia: a) DeClara resuelto el contrato de trabajo indeterminado 
entre las partes en causa, por culpa de la compañía intimada; 
b) Revoca, por los motivos precedentemente expuestos la sen-
tencia recurrida ya mencionada; c) Condena a la Compañía 
Comercial Algodonera, C. por A., a pagar en provecho de 
la mencionada obrera intimante los valores correspondien-
tes a 24 días por concepto de auxilio de cesantía, todo a razón 
de RD$0.80 diarios, más los salarios que hubiera percibido 
desde la fecha de la demanda hasta que intervenga senten-
cia definitiva, suma esta que no podrá exceder a los salarios 
correspondientes a tres meses, y d) Condena a la mencionada 
compañía intimada que sucumbe ,a1 pago de los costos"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos, ale-
gada en el primer medio, que los jueces deben responder a 
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admi-
tirlos o rechazarlos, dando los motivos que sean pertinentes; 
que esta regla se aplica tanto a las conclusiones que conten-
gan una demanda, como a las conclusiones relativas a un 
medio de defensa, a una excepción o a un medio de inadmi-
sión; que, consecuentemente, cuando el Tribunal deniega 
una medida de instrucción debe exponer los motivos que jus-
tifiquen la improcedencia o la inutilidad de dicha medida; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que La 
Algodonera, C. por A., concluyó pidiendo ante el Tribunal 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 12557, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la recurrente, 
en el cual se invocan los siguientes medios: "PRIMER ME-
DIO: Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil, Falta de Motivos"; y "SEGUNDO MEDIO: Violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil en otro 
aspecto"; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha veintisiete de enero del corriente año (1959), por la 
cual se declara el defecto contra la recurrida Petronila Ar-
gentina Santana, por no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil y 1, 20 y 65, ordinal 39, de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la demanda en pago de las prestaciones que el Código de 
Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, intentada por Petronila Argentina Santana con-
tra La Algodonera, C. por A., el Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, dictó en fecha dieciséis de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, 
como al efecto rechazamos, la demanda de la señorita Petro-
nila Argentina Santana, por improcedente y mal fundada, 
y SEGUNDO: Condena a la parte demandante, al pago de 
las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Petronila Argentina Santana ,el Tribunal a quo  

dictó el fallti dhora iiñptigiutdo, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Acoge por ser justo y 
reposar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter-
puesto por la obrera Petronila Argentina Santana, de gene-
rales que constan, contra la sentencia de trabajo del Juzga-
do de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 16 de septiembre de 1957, dictada en favor de la 
sociedad Comercial La Algodonera, C. por A.; SEGUNDO: 
Declara injustificado el despido de que ha sido objeto la obre-
ra Petronila Argentina Santana de parte de su patrono la 
Sociedad Comercial Algodonera, C. por A., y en consecuen-
cia: a) DeClara resuelto el contrato de trabajo indeterminado 
entre las partes en causa, por culpa de la compañía intimada; 
b) Revoca, por los motivos precedentemente expuestos la sen-
tencia recurrida ya mencionada; c) Condena a la Compañía 
Comercial Algodonera, C. por A., a pagar en provecho de 
la mencionada obrera intimante los valores correspondien-
tes a 24 días por concepto de auxilio de cesantía, todo a razón 
de RD$0.80 diarios, más los salarios que hubiera percibido 
desde la fecha de la demanda hasta que intervenga senten-
cia definitiva, suma esta que no podrá exceder a los salarios 
correspondientes a tres meses, y d) Condena a la mencionada 
compañía intimada que sucumbe ,al pago de los costos"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos, ale-
gada en el primer medio, que los jueces deben responder a 
todos los puntos de las conclusiones de las partes para admi-
tirlos o rechazarlos, dando los motivos que sean pertinentes; 
que esta regla se aplica tanto a las conclusiones que conten-
gan una demanda, como a las conclusiones relativas a un 
medio de defensa, a una excepción o a un medio de inadmi-
sión; que, consecuentemente, cuando el Tribunal deniega 
una medida de instrucción debe exponer los motivos que jus-
tifiquen la improcedencia o la inutilidad de dicha medida; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que La 
Algodonera, C. por A., concluyó pidiendo ante el Tribunal 
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a quo que se ordenara una información testimonial para 
probar la justa causa del despido de la trabajadora Petronila 
Argentina Santana; que dicho Tribunal estatuyó sobre el 
fondo del litigio, sin ordenar la medida de instrucción soli-
citada, con lo cual rechazó implícitamente las conclusiones 
de la actual recurrente, sin dar ningún motivo que justifique 
la inutilidad o la improcedencia de la información testimoniaal 
por ella solicitada en interés de su defensa; que, por consi-
guiente, la sentencia impugnada ha violado, por falta de 
motivos, el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por lo cual el primer medio del recurso debe ser acogido, sin 
que sea necesario examinar el segundo medio; 

Considerando que al tenor del artículo 65, ordinal 3, 
de la Ley sobre 'Procedimiento de Casación, las costas po-
drán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada por 
falta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado, en fecha siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de 
fecha 21 de marzo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañia Dominicana de Minerales, C. por A. 

Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comercial 
constituida de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana, con su principal establecimiento en esta ciu-
dad, contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo 
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a quo que se ordenara una información testimonial para 
probar la justa causa del despido de la trabajadora Petronila 
Argentina Santana; que dicho Tribunal estatuyó sobre el 
fondo del litigio, sin ordenar la medida de instrucción soli-
citada, con lo cual rechazó implícitamente las conclusiones 
de la actual recurrente, sin dar ningún motivo que justifique 
la inutilidad o la improcedencia de la información testimonial 
por ella solicitada en interés de su defensa; que, por consi-
guiente, la sentencia impugnada ha violado, por falta de 
motivos, el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por lo cual el primer medio del recurso debe ser acogido, sin 
que sea necesario examinar el segundo medio; 

Considerando que al tenor del artículo 65, ordinal 3, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas po-
drán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada por 
falta o insuficiencia de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado, en fecha siete de julio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrel'a Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de 
fecha 21 de marzo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compafila Dominicana de Minerales, C. por A. 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comercial 
constituida de conformidad con las leyes de la República 
Dominicana, con su principal establecimiento en esta ciu-
dad, contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo 
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grado, en fecha veintiuno de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 12557, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el trece de 
junio de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la recurrente, en el 
cual se invoca el siguiente medio: "MEDIO UNICO: Viola-
ción del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil"; 

Vista la Resolución dictada en fecha veintisiete de ene-
ro del corriente año (1959), por la Suprema Corte de Justi-
cia, por medio de la cual se declara el defecto contra los 
recurridos Teófilo Guzmán y José Gabriel Almánzar, por 
no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia ,después de: haber deli-
berado, y vistos los artículos 170 del Código de Procedimien-
to Civil; 49 de la Ley 637, sobre Contratos de Trabajo de 
1944, y 691 del Código de Trabajo; 1 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones que 
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 
sin causa justificada, intentada por Teófilo Guzmán y José 
Gabriel Almánzar contra la Compañía Dominicana de Mine-
rales, C. por A., el Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó 
en fechas siete y veintiuno de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, respectivamente, dos sentencias con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoger como al 
efecto se acoge en parte, las conclusiones de la demanda 
interpuesta por el trabajador Teófilo Guzmán contra la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A., por encontrarla 
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justa y procedente.— SEGUNDO: Declara rescindido el con-
trato de trabajo por tiempo indefinido entre el trabajador" 
Teófilo Guzmán y la Compañía Dominicana de Minerales, 

C. por A. TERCERO: Condenar, como al efecto condena a 
la Compañía Dominicana de Minerales, C .por A., a pagarle. 

al  trabajador Teófilo Guzmán los salarios siguientes: a) vein-r 
ticuatro días de salarios por concepto de preaviso; b) treinta 
días de salarios por concepto de auxilio de cesantía; e) cator-
ce días de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas; 
y d) los salarios que habría recibido el trabajador desde 
día de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia. Esta suma no debe exceder de 
los salarios correspondientes a tres meses; todo computada 
de acuerdo al último salario devengado por el trabajador Teó-
filo Guzmán con la Compañía Dominicana de Minerales, C.. 
por A.—CUARTO: Condenar, como al efecto condena, a la . 

 Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., al pago de 
los costos del procedimiento";— "FALLA: PRIMERO: Aco-
ger, como al efecto acoge en parte, las conclusiones de la 
demanda interpuesta por el trabajador José Gabriel Almári-- 
zar, contra la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A.,. 
por encontrarla justa y procedente.— SEGUNDO: Declarar 
rescindido el contrato de trabajo por tiempo indefinido exis-- 
tente entre el trabajador José Gabriel Almánzar y la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A.— TERCERO: - 

 Condenar, como al efecto condena, a la Compañía Domini-
cana de Minerales, C. por A., a pagarle al trabajador José , 

 Gabriel Almánzar los salarios siguientes; a) veinticuatro., 
 días de salarios por concepto de pre-aviso; b) treinta días de-

salarios por concepto de auxilio de cesantía; e) catorce días; 
de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas; y d) 
los salarios que habría percibido el trabajador desde el día. 
de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dic-
tada en última instancia. Esta suma no debe exceder de los-- 
salarios correspondientes a tres meses, todo computado de-
acuerdo al último salario devengado por el trabajador Jos& 
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grado, en fecha veintiuno de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 

48, sello 12557, abogado de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el trece de 
junio de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la recurrente, en el 
cual se invoca el siguiente medio: "MEDIO UNICO: Viola-
ción del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil"; 

Vista la Resolución dictada en fecha veintisiete de ene-
ro del corriente año (1959), por la Suprema Corte de Justi-
cia, por medio de la cual se declara el defecto contra los 
recurridos Teófilo Guzmán y José Gabriel Almánzar, por 
no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia ,después de: haber deli-
berado, y vistos los artículos 170 del Código de Procedimien-
to Civil; 49 de la Ley 637, sobre Contratos de Trabajo de 
1944, y 691 del Código de Trabajo; 1 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones que 
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos 
sin causa justificada, intentada por Teófilo Guzmán y José 
Gabriel Almánzar contra la Compañía Dominicana de Mine-
rales, C. por A., el Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó 
en fechas siete y veintiuno de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, respectivamente, dos sentencias con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoger como al 
efecto se acoge en parte, las conclusiones de la demanda 
interpuesta por el trabajador Teófilo Guzmán contra la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A., por encontrarla 
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justa y procedente.— SEGUNDO: Declara rescindido el con.- 
trato de trabajo por tiempo indefinido entre el trabajador -
Teófilo Guzmán y la Compañía Dominicana de Minerales, 

C. por A. TERCERO: Condenar, como al efecto condena a: 
la Compañía Dominicana de Minerales, C .por A., a pagarle. 

al  trabajador Teófilo Guzmán los salarios siguientes: a) vein-: 
ticuatro días de salarios por concepto de preaviso; b) treinta 
días de salarios por concepto de auxilio de cesantía; e) cator-
ce días de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas; 
y d) los salarios que habría recibido el trabajador desde el-
día de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia. Esta suma no debe exceder de 
los salarios correspondientes a tres meses; todo comliutado 
de acuerdo al último salario devengado por el trabajador Teó-
filo Guzmán con la Compañía Dominicana de Minerales, C.. 
por A.—CUARTO: Condenar, como al efecto condena, a la' 
Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., al pago de 
los costos del procediMiento";— "FALLA: PRIMERO: Aco-
ger, como al efecto acoge en parte, las conclusiones de la 
demanda interpuesta por el trabajador José Gabriel Almár;-- 
zar, contra la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A.,. 
por encontrarla justa y procedente.— SEGUNDO: Declarar-
rescindido el contrato de trabajo por tiempo indefinido exis-
tente entre el trabajador José Gabriel Almánzar y la Com-
pañía Dominicana de Minerales, C. por A.— TERCERO: - 

 Condenar, como al efecto condena, a la Compañía Domini-
cana de Minerales, C. por A., a pagarle al trabajador José , 

 Gabriel Almánzar los salarios siguientes; a) veinticuatro., 
 días de salarios por concepto de pre-aviso; b) treinta días de-

salarios por concepto de auxilio de cesantía; c) catorce días; 
de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas; y d) 
los salarios que habría percibido el trabajador desde el día 
de su demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dic-
tada en última instancia. Esta suma no debe exceder de los 
salarios correspondientes a tres meses, todo computado de,  
acuerdo al último salario devengado por el trabajador Jos& 
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Gabriel Almánzar con la Compañía Dominicana de Minera-
les, C. por A.— CUARTO: Condenar como al efecto conde-
na, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
pueysto contra las mencionadas sentencias por la Compañía 
Dominicana de Minerales, C. por A., el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-

- nunciado en la audiencia contra los señores Teófilo Guzmán 
y José Gabriel Almánzar, por su falta de comparecer;— SE-
GUNDO: Declara de oficio la incompetencia de este Tri-
bunal para el conocimiento del presente recurso de apelación, 
en razón a que la competencia territorial en el presente caso 
es de orden Público;— TERCERO: Ordena que las partes se 
presenten ante quien fuese de derecho; CUARTO: Declara 
las costas de oficio"; 

Considerando ,en cuanto al único medio del recurso, en 
el cual se denuncia la violación del artículo 170 del Código de 
Procedimiento Civil, que el recurrente sostiene que de con-
formidad con el artículo 49 de la Ley sobre Contratos de 
Trabajo, los Juzgados de Primera Instancia, conocerán co-
mo tribunales de segundo grado, de las apelaciones contra 
las decisiones de los tribunales de trabajo, y que como "los 
tribunales establecidos por la ley para conocer de los recur-
sos de apelaciones contra las decisiones de los Juzgados de 
Paz, en sus atribuciones de Tribunales de Trabajo, son los 
Juzgados de Primera Instancia, . . . no puede haber incom-
petencia absoluta cuando a estos 'fines se apoderan, pudiendo 
sólo ocurrir que haya incompetencia en razón de la persona, 
esto es incompetencia relativa, que no da aplicación al ar-
tículo 170 del Código de Procedimiento Civil"; pero, 

Considerando que la incompetencia del tribunal apode-
rado es absoluta cuando se trata de materias para las cuales 
la ley ha atribuído exclusivamente jurisdicción a un tribunal 
determinado, como ocurre con la competencia de los tribu- 
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nales de segundo grado; que, en este orden de ideas, el Juz-
gado de Primera Instancia competente para estatuir, al 
tenor del artículo 49 de la Ley sobre Contratos de Trabajo, 
como tribunal de segundo grado de las apelaciones de las 
sentencias dictadas por los Juzgados de Paz en materia la-

boral, es exclusivamente el Juzgado de Primera Instancia 
en cuya jurisdicción se encuentra el Juzgado de Paz que-
dictó la decisión impugnada; que, por consiguiente, cualquier 
otro tribunal de apelación es incompetente de una manera, 
absoluta; 

Considerando que, en la especie, el tribunal competen-
te para estatuir sobré el recurso de apelación interpuesto por 
la actual recurrente contra sentencia del Juzgado de Paz del 
Municipio de Cotuí, en funciones de Tribunal de Trabajo de 
primer grado, es el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

trito Judicial de Sánchez Ramírez, y no la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de La Vega; 
Considerando que, por tanto, al declarar de oficio su 

incompetencia, el Tribunal a quo, lejos de violar el artículo 
170 del Código de Procedimiento Civil, invocada en el único 
medio del recurso, hizo una correcta aplicación del mencio-
nado texto legal; 

Considerando que no obstante haber sucumbido la re-
currente, no procede su condenación en costas, pues los re-
curridos no han podido pedirla por haber hecho defecto; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-

puesto por la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar- 
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Gabriel Almánzar con la Compañía Dominicana de Minera-
les, C. por A.— CUARTO: Condenar como al efecto conde-
na, a la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., al 
pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puepsto contra las mencionadas sentencias por la Compañía 
Dominicana de Minerales, C. por A., el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-

. nunciado en la audiencia contra los señores Teófilo Guzmán 
y José Gabriel Almánzar, por su falta de comparecer;— SE-
GUNDO: Declara de oficio la incompetencia de este Tri-
bunal para el conocimiento del presente recurso de apelación, 
en razón a que la competencia territorial en el presente caso 
es de orden Público;— TERCERO: Ordena que las partes se 
presenten ante quien fuese de derecho; CUARTO: Declara 
las costas de oficio"; 

Considerando ,en cuanto al único medio del recurso, en 
el cual se denuncia la violación del artículo 170 del Código de 
Procedimiento Civil, que el recurrente sostiene que de con-
formidad con el artículo 49 de la Ley sobre Contratos de 
Trabajo, los Juzgados de Primera Instancia, conocerán co-
mo tribunales de segundo grado, de las apelaciones contra 
las decisiones de los tribunales de trabajo, y que como "los 
tribunales establecidos por la ley para conocer de los recur-
sos de apelaciones contra las decisiones de los Juzgados de 
Paz, en sus atribuciones de Tribunales de Trabajo, son los 
Juzgados de Primera Instancia, . . . no puede haber incom-
petencia absoluta cuando a estos fines se apoderan, pudiendo 
sólo ocurrir que haya incompetencia en razón de la persona, 
esto es incompetencia relativa, que no da aplicación al ar-
tículo 170 del Código de Procedimiento Civil"; pero, 

Considerando que la incompetencia del tribunal apode-
rado es absoluta cuando se trata de materias para las cuales 
la ley ha atribuído exclusivamente jurisdicción a un tribunal 
determinado, como ocurre con la competencia de los tribu- 
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nales de segundo grado; que, en este orden de ideas, el Juz-
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absoluta; 
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te para estatuir sobré el recurso de apelación interpuesto por 
la actual recurrente contra sentencia del Juzgado de Paz del 
Municipio de Cotuí, en funciones de Tribunal de Trabajo de 
primer grado, es el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

trito Judicial de Sánchez Ramírez, y no la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de La Vega; 
Considerando que, por tanto, al declarar de oficio su 

incompetencia, el Tribunal a quo, lejos de violar el artículo 
170 del Código de Procedimiento Civil, invocada en el único 
medio del recurso, hizo una correcta aplicación del mencio-
nado texto legal; 

Considerando que no obstante haber sucumbido la re-
currente, no procede su condenación en costas, pues los re-
curridos no han podido pedirla por haber hecho defecto; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente., 
fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar- 
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the H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuej A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
»dieres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 5 de noviembre de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel Emilio Castro Gómez. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez. 

Recurrida: María Argentina Henríquez de Castro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, y doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día quince del mes de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de 
la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Emilio Castro Gómez, dominicano, negociante, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 6262, serie 46, sello 282-
280, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, dictada en sus atribuciones civiles, en fecha cinco 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

1 
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the H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 5 de noviembre de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel Emilio Castro Gómez. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez. 

Recurrida: María Argentina Henríquez de Castro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, y doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día quince del mes de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de 
la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 

Trujillo, dictada en sus atribuciones civiles, en fecha cinco 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Emilio Castro Gómez, dominicano, negociante, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 6262, serie 46, sello 282- 
280, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
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Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 1017, en representación del Lic. Quírico Elpidio Pérez, 
cédula 3726, serie 1, sello 5956, abogado del recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha die-
ciocho de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Quírico Elpidio Pérez, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vista la Resolución dictada por la Suprema Corte de 
Justicia en fecha quince de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, que declara la exclusión de la recurrida 
María Argentina Henríquez de Castro; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 131, 407 y 456 del Código de 
Procedimiento Civil; 15 de la Ley 1306-Bis de 1937; 1, 20 
y 65, ordinal, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: "a) que con motivo de una demanda civil de di-
vorcio por la causa determinada de injurias graves, intenta-
da por Manuel Emilio Castro Gómez contra su esposa Ma-
ría Argentina Henríquez Soto de Castro, la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones civiles, en fecha 
veintinueve (29) de octubre del año mil novecientos cincuen-
ta y seis, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: Primero: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia, por Manuel Emilio Castro Gómez, demandante, por 
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia, 
Admite el divorcio entre los esposos Manuel Emilio Castro 
Gómez y María Argentina Henríquez Soto de Castro, de-
mandada, por la causa ya dicha de Injurias Graves, (verba-
les) de parte de la esposa; Segundo: Ordena que los hijos 
comunes de dichos esposos, Manuel de Jesús, Rafael, Mayra 
y Raúl, de diez, nueve, siete y seis años de edad cumplidos, 
respectivamente, queden bajo la guarda y cuidado del pa- 

dre demandante y Argentina de ocho meses de nacida, 'que-
de bajo la guarda y cuidado de la madre demandada; Terce-
ro: Fija en la cantidad de Ciento Veinticinco Pesos Oro 
Dominicanos (RD$125.00), la pensión ad-litem que Manuel 
Emilio Castro Gómez, estará obligado a pasar a su cón-
yuge María Argentina Henríquez Soto de Castro; Cuarto: 
Compensa, pura y simplemente las costas entre cónyuges"; 
b) que notificada dicha sentencia en fecha doce de abril de 
mil novecientos cincuenta y siete, la esposa demandada, Ma-
ría Argentina Henríquez Soto de Castro, recurrió en ape-
lación por acto de fecha doce de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete que diligenció el ministerial Plinio B. Ber-
nabel, Alguacil de Estrados de la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por me-
dio del cual constituyó como abogado al Dr. José Dolores 
Galván; y al mismo tiempo citó y emplazó a Manuel Emilio 
Castro Gómez, para que "comparezca a la audiencia que 
con el fin de conocer del presente recurso de apelación cono-
cerá la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, ubicada en 
la Segunda Planta del Palacio de Justicia, el que se encuen-
tra situado en la esquina formada por las calles Beller, y 
Francisco J. Peynado, el día jueves que contaremos a cua-
tro a las nueve horas de la mañana del mes de junio del 
año en curso 1957"; c) que por acto de abogado a abogado 
de fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., se constituyó 
por Manuel Emilio Castro Gómez, y a su diligencia se fijó 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo la audiencia 
del día jueves tres de octubre de mil novecientos cincuenta 
y siete, a las nueve de la mañana, para conocer de la apela-
ción antes mencionada; d) que en dicha audiencia la parte 
apelante concluyó así: "PRIMERO: Declarando bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por la impetrante, 
contra la sentencia dictada en fecha veinte y nueve del mes 
de octubre del año 1956, por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, . 
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Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 1017, en representación del Lic. Quírico Elpidio Pérez, 
cédula 3726, serie 1, sello 5956, abogado del recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 
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y 65, ordinal, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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vorcio por la causa determinada de injurias graves, intenta-
da por Manuel Emilio Castro Gómez contra su esposa Ma-
ría Argentina Henríquez Soto de Castro, la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en sus atribuciones civiles, en fecha 
veintinueve (29) de octubre del año mil novecientos cincuen-
ta y seis, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: Primero: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia, por Manuel Emilio Castro Gómez, demandante, por 
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia, 
Admite el divorcio entre los esposos Manuel Emilio Castro 
Gómez y María Argentina Henríquez Soto de Castro, de-
mandada, por la causa ya dicha de Injurias Graves, (verba-
les) de parte de la esposa; Segundo: Ordena que los hijos 
comunes de dichos esposos, Manuel de Jesús, Rafael, Mayra 
y Raúl, de diez, nueve, siete y seis años de edad cumplidos, 
respectivamente, queden bajo la guarda y cuidado del pa- 

dre demandante y Argentina de ocho meses de nacida, .que-
de bajo la guarda y cuidado de la madre demandada; Terce-
ro: Fija en la cantidad de Ciento Veinticinco Pesos Oro 
Dominicanos (RD$125.00), la pensión ad-litem que Manuel 
Emilio Castro Gómez, estará obligado a pasar a su cón-
yuge María Argentina Henríquez Soto de Castro; Cuarto: 
Compensa, pura y simplemente las costas entre cónyuges"; 
b) que notificada dicha sentencia en fecha doce de abril de 
mil novecientos cincuenta y siete, la esposa demandada, Ma-
ría Argentina Henríquez Soto de Castro, recurrió en ape-
lación por acto de fecha doce de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete que diligenció el ministerial Plinio B. Ber-
nabel, Alguacil de Estrádos de la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por me-
dio del cual constituyó como abogado al Dr. José Dolores 
Galván; y al mismo tiempo citó y emplazó a Manuel Emilio 
Castro Gómez, para que "comparezca a la audiencia que 
con el fin de conocer del presente recurso de apelación cono-
cerá la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, ubicada en 
la Segunda Planta del Palacio de Justicia, el que se encuen-
tra situado en la esquina formada por las calles Beller, y 
Francisco J. Peynado, el día jueves que contaremos a cua-
tro a las nueve horas de la mañana del mes de junio del 
año en curso 1957"; e) que por acto de abogado a abogado 
de fecha veintiocho de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., se constituyó 
por Manuel Emilio Castro Gómez, y a su diligencia se fijó 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo la audiencia 
del día jueves tres de octubre de mil novecientos cincuenta 
y siete, a las nueve de la mañana, para conocer de la apela-
ción antes mencionada; d) que en dicha audiencia la parte 
apelante concluyó así: "PRIMERO: Declarando bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por la impetrante, 
contra la sentencia dictada en fecha veinte y nueve del mes 
de octubre del año 1956, por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
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en relación con la demanda de divorcio interpuesta por su 
legítimo esposo, señor Manuel Emilio Castro Gómez, por la 
causa determinada de Injurias Graves de parte de la esposa; 
SEGUNDO: Revocando la aludida sentencia en cuanto a sus 
ordinales primero y segundo, y que obrando por contrario 
imperio, rechacéis la demanda de divorcio interpuesta contra 
ella, en razón de no existir las injurias invocadas ni ninguna 
otra causa que motive el expresado divorcio; TERCERO: 
Ordenando, que previo conocer del fondo del asunto, se 
produzca un informativo que permita un mejor conocimien-
to dé la situación de hecho que justifica el presente pedi-
mento; CUARTO: Manteniendo la sentencia recurrida en 
cuanto a la pensión puesta a cargo del Cónyuge demandante, 
mientras duren los procedimientos de la demanda de que 
se trata; y QUINTO: Condenando al esposo al pago de las 
costas"; d) que a su vez Manuel Emilio Castro Gómez, parte 
apelada, concluyó así: "PRIMERO: Declarando nulo y sin 
ningún valor ni efecto, el acto de apelación notificado en 
fecha doce del mes de junio del año en curso, por el minis-
terial Plinio Bienvenido Bernabel, a requerimiento de la 
señora María, Argentina Henríquez Soto de Castro, por no 
contener plazo útil en que debía comparecer el intimado por 
ante la Corte de Apelación amparada, puesto de que habién-
dosele citado para una fecha fija, y en una época muy ante-
rior a la notificación del acto de apelación hacía imposible 
obtemperar al mismo equivale a ausencia de citación; y por 
el interés del concluyente en hacer pronunciar la nulidad 
para la termYnación del procedimiento del divorcio, y por la 
imposibilidad de reiterar el recurso de apelación de que se 
trata la intimante por haber transcurrido el plazo legal; y 
SEGUNDO: Compensando pura y simplemente las costas del 
presente recurso entre los cónyuges en causa"; 

Considerando que previo dictamen del Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, ésta dictó en fecha cinco de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, el fallo ahora impugnado en casación, 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

673 

cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación; SEGUNDO: Acoge el pedimento conte-
ilido en el ordinal Tercero de las conclusiones presentadas 
por la intimante María Argenfina Henríquez Soto de Castro 
y, en consecuencia, ordena un informativo sumario, fijándo-
se para la verificación de esta medida de instrucción la au-
diencia que celebrará esta Corte, a las nueve horas de la 
mañana del día Jueves diecinueve (19) del mes de diciem-
bre del año en curso, mil novecientos cincuenta y siete; TER-
CERO: Reserva el derecho a verificar el contra-informativo 
al intimado Manuel Emilio Castro Gómez; y CUARTO: Re-
serva las costas para que sean falladas conjuntamente con 
el fondo"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación de los Arts. 456 y 
61 del Código de Procedimiento Civil; combinados con el Art. 
15 de la Ley N 9  1306-Bis año de 1937; y Segundo: Violación 
del artículo 407 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
rrente sostiene en síntesis, que de acuerdo con la Ley 

e Divorcio, la apelación en esta materia se sustanciará co-  J 

mo asunto sumario, por lo cual el acto de apelación conten-
drá emplazamiento, en el término de la ley, a pena de nuli-
dad; que en la especie por el acto notificado el día doce de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete se le citó para 
una audiencia anterior a la fecha, cuatro de /junio, por lo 
cual está viciado de nulidad, ya que prácticamente hizo im-
posible su comparecencia el día fijado, sin que la intimante 
hiciera fijar nueva audiencia en los meses subsiguientes, ni 
notificara acto aclaratorio alguno; que, en tales condiciones, 
como el procedimiento estaba paralizado y afectaba su esta-
do civil, por acto de fecha veintiocho de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y siete constituyó abogado con las 
reservas necesarias para proponer la nulidad del acto de 
apelación; que sin embargo, la Corte de Apelación desestimó 
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en relación con la demanda de divorcio interpuesta por su 
legítimo esposo, señor Manuel Emilio Castro Gómez, por la 
causa determinada de Injurias Graves de parte de la esposa; 
SEGUNDO: Revocando la aludida sentencia en cuanto a sus 
ordinales primero y segundo, y que obrando por contrario 
imperio, rechacéis la demanda de divorcio interpuesta contra 
ella, en razón de no existir las injurias invocadas ni ninguna 
otra causa que motive el expresado divorcio; TERCERO: 
Ordenando, que previo conocer del fondo del asunto, se 
produzca un informativo que permita un mejor conocimien-
to dé la situación de hecho que justifica el presente pedi-
mento; CUARTO: Manteniendo la sentencia recurrida en 
cuanto a la pensión puesta a cargo del Cónyuge demandante, 
mientras duren los procedimientos de la demanda de que 
se trata; y QUINTO: Condenando al esposo al pago de las 
costas"; d) que a su vez Manuel Emilio Castro Gómez, parte 
apelada, concluyó así: "PRIMERO: Declarando nulo y sin 
ningún valor ni efecto, el acto de apelación notificado en 
fecha doce del mes de junio del año en curso, por el minis-
terial Plinio Bienvenido Bernabel, a requerimiento de la 
señora María. Argentina Henríquez Soto de Castro, por no 
contener plazo útil en que debía comparecer el intimado por 
ante la Corte de Apelación amparada, puesto de que habién-
dosele citado para una fecha fija, y en una época muy ante-
rior a la notificación del acto de apelación hacía imposible 
obtemperar al mismo equivale a ausencia de citación; y por 
el interés del concluyente en hacer pronunciar la nulidad 
para la terminación del procedimiento del divorcio, y por la 
imposibilidad de reiterar el recurso de apelación de que se 
trata la intimante por haber transcurrido el plazo legal; y 
SEGUNDO: Compensando pura y simplemente las costas del 
presente recurso entre los cónyuges en causa"; 

Considerando que previo dictamen del Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, ésta dictó en fecha cinco de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, el fallo ahora impugnado en casación,  

cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación; SEGUNDO: Acoge el pedimento conte-
nido en el ordinal Tercero de las conclusiones presentadas 
por la intimante María Argentina Henríquez Soto de Castro 
y, en consecuencia, ordena un informativo sumario, fijándo-
se para la verificación de esta medida de instrucción la au-
diencia que celebrará esta Corte, a las nueve horas de la 
mañana del día Jueves diecinueve (19) del mes de diciem-
bre del año en curso, mil novecientos cincuenta y siete; TER-
CERO: Reserva el derecho a verificar el contra-informativo 
al intimado Manuel Emilio Castro Gómez; y CUARTO: Re-
serva las costas para que sean falladas conjuntamente con 
el fondo"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación de los Arts. 456 y 
61 del Código de Procedimiento Civil; combinados con el Art. 
15 de la Ley N9  1306-Bis año de 1937; y Segundo: Violación 
del artículo 407 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
urrente sostiene en síntesis, que de acuerdo con la Ley 

e Divorcio, la apelación en esta materia se sustanciará co-
mo asunto sumario, por lo cual el acto de apelación conten-
drá emplazamiento, en el término de la ley, a pena de nuli-
dad; que en la especie por el acto notificado el día doce de 
junio de mil novecientos cincuenta y siete se le citó para 
una audiencia anterior a la fecha, cuatro de /junio, por lo 
cual está viciado de nulidad, ya que prácticamente hizo im-
posible su comparecencia el día fijado, sin que la intimante 
hiciera fijar nueva audiencia en los meses subsiguientes, ni 
notificara acto aclaratorio alguno; que, en tales condiciones, 
como el procedimiento estaba paralizado y afectaba su esta-
do civil, por acto de fecha veintiocho de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y siete constituyó abogado con las 
reservas necesarias para proponer la nulidad del acto de 
apelación; que sin embargo, la Corte de Apelación desestimó 
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sus conclusiones al respecto, estimando que se trataba de 
un simple error material que no le había ocasionado perjui-
cio, manera de razonar que "virtualmente hace inoperante 
los términos precisos de la ley en cuanto se refiere a las 
condiciones que debe tener el acta de apelación"; y, agrega 
que "las nulidades se proponen en justicia y proponerlas con-
lleva obligatoriamente una comparecencia de las partes ante 
el Tribunal apoderado del asunto"; pero 

Considerando que la Corte a qua para decidir el caso en 
la forma como lo hizo se basó esencialmente en que "la ape-
lación de la Henríquez Soto de Castro fué interpuesta el 
último día hábil del plazo que acuerda el artículo 443 del 
Código de Procedimiento Civil; que si ciertamente por el 
mismo acto de apelación se emplazó al intimado para una 
fecha anterior a la del recurso, a fin de discutirlo, es eviden-
te que ello obedeció a un simple error material, que no podíaj:_ 
causar ni causó perjuicio alguno al repetido intimado; que, 
en efecto, al no celebrarse la audiencia, como no podía ce-
lebrarse en la fecha indicada, el abogado del intimado la hizo 
fijar para otra fecha, en cuya oportunidad presentó la 
fensa de su representado; que la celebración de la audiencia: 
en que debía discutirse la mencionada apelación corría por' 
cuenta de la parte más diligente, que podía hacerla fijar 
después de notificada la constitución de abogado del intima-
do; que, en esas condiciones, procede que se declare regular 
y válida en la forma la presente alzada"; 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que la Corte a qua apreció en hecho que se trataba 
de un simple error material que no impidió al intimado pre-
sentar su defensa, toda vez que haciéndose parte diligente 
pudo hacer fijar, como lo hizo, una nueva audiencia, en la 
cual presentó su defensa y conclusiones con motivo del re-
curso de apelación deducido contra él por medio de ese acto, 
por lo cual, la irregularidad denunciada no causó perjuicio 
alguno al interés de la defensa del hoy recurrente en casa-
ción; que en esas condiciones el fallo impugnado hizo una 

correcta aplicación de la máxima "no hay nulidad sin agra-
vio", sin incurrir en las violaciones legales que han sido in-
vocadas; que, por tanto, el primer medio del recurso carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene en síntesis el recurrente que la Corte a qua para 
ordenar el informativo que solicitó la esposa apelante, se li-
mitó a expresar que acogía el pedimento contenido en el 
ordinal tercero de sus conclusiones; pero, sin especificar 
los hechos a probar, ni en el dispositivo ni en los motivos 
que le sirven de base, por lo cual hay una "ausencia absoluta 
de articulación de los hechos a probar", lo que está sancio-
nado con la nulidad, pues en las conclusiones presentadas 
tampoco se precisaron esos hechos; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues- 
a que la apelante en el ordinal tercero de sus conclusiones 

pidió a la Corte que ordenara un informativo "que permita 
un mejor conocimiento de la situación de hecho que justifica 
el presente pedimento"; que para acoger dichas conclusiones 
dicha Corte se expresó así: "que, en materia de divorcio los 
jueces pueden ordenar informativos cuando los estiman ne-
cesarios al esclarecimiento de los hechos y circunstancias de 
la causa; ajustándose a lo que determina el Código de Pro-
cedimiento Civil"; "que, esta Corte estima que la medida so-
licitada es fundada y pertinente, y que procede la celebra-
ción de un informativo testimonial, para probar por ese 
medio los hechos demostrativos de las causas en que las 
partes pretenden fundamentar sus respectivas pretensiones, 
por estar permitida esa prueba por la ley que rige la materia" 
que luego en el dispositivo se limita a expresar el fallo im-
pugnado lo siguiente: "Acoge el pedimento contenido en el 
ordinal Tercero de las conclusiones presentadas por la inti-
mante María Argentina Henríquez Soto de Castro y, en 
consecuencia, Ordena un Informativo Sumario, fijándose pa-
ra la verificación de esta medida de instrucción la audiencia 
que celebrará esta Corte, a las nueve horas de la mañana del 
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sus conclusiones al respecto, estimando que se trataba de 
un simple error material que no le había ocasionado perjui-
cio, manera de razonar que "virtualmente hace inoperante 
los términos precisos de la ley en cuanto se refiere a las 
condiciones que debe tener el acta de apelación"; y, agrega 
que "las nulidades se proponen en justicia y proponerlas con-
lleva obligatoriamente una comparecencia de las partes ante 
el Tribunal apoderado del asunto"; pero 

Considerando que la Corte a qua para decidir el caso en 
la forma como lo hizo se basó esencialmente en que "la ape-
lación de la Henríquez Soto de Castro fué interpuesta el 
último día hábil del plazo que acuerda el artículo 443 del 
Código de Procedimiento Civil; que si ciertamente por el 
mismo acto de apelación se emplazó al intimado para una 
fecha anterior a la del recurso, a fin de discutirlo, es eviden- 
te que ello obedeció a un simple error material, que no podía.i._ 
causar ni causó perjuicio alguno al repetido intimado; que, 
en efecto, al no celebrarse la audiencia, como no podía ce-
lebrarse en la fecha indicada, el abogado del intimado la hizo 
fijar para otra fecha, en cuya oportunidad presentó la elle: 
fensa de su representado; que la celebración de la audiencia 
en que debía discutirse la mencionada apelación corría Por' 
cuenta de la parte más diligente, que podía hacerla fijar 
después de notificada la constitución de abogado del intima-
do; que, en esas condiciones, procede que se declare regular 
y válida en la forma la presente alzada"; 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que la Corte a qua apreció en hecho que se trataba 
de un simple error material que no impidió al intimado pre-
sentar su defensa, toda vez que haciéndose parte diligente 
pudo hacer fijar, como lo hizo, una nueva audiencia, en la 
cual presentó su defensa y conclusiones con motivo del re-
curso de apelación deducido contra él por medio de ese acto, 
por lo cual, la irregularidad denunciada no causó perjuicio 
alguno al interés de la defensa del hoy recurrente en casa-
ción; que en esas condiciones el fallo impugnado hizo una  

correcta aplicación de la máxima "no hay nulidad sin agra-
vio", sin incurrir en las violaciones legales que han sido in-
vocadas; que, por tanto, el primer medio del recurso carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene en síntesis el recurrente que la Corte a qua para 
ordenar el informativo que solicitó la esposa apelante, se li-
mitó a expresar que acogía el pedimento contenido en el 
ordinal tercero de sus conclusiones; pero, sin especificar 
los hechos a probar, ni en el dispositivo ni en los motivos 
que le sirven de base, por lo cual hay una "ausencia absoluta 
de articulación de los hechos a probar", lo que está sancio-
nado con la nulidad, pues en las conclusiones presentadas 
tampoco se precisaron esos hechos; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues- 
a que la apelante en el ordinal tercero de sus conclusiones 

pidió a la Corte que ordenara un informativo "que permita 
un mejor conocimiento de la situación de hecho que justifica 
el presente pedimento"; que para acoger dichas conclusiones 
dicha Corte se expresó así: "que, en materia de divorcio los 
jueces pueden ordenar informativos cuando los estimen ne-
cesarios al esclarecimiento de los hechos y circunstancias de 
la causa; ajustándose a lo que determina el Código de Pro-
cedimiento Civil"; "que, esta Corte estima que la medida so-
licitada es fundada y pertinente, y que procede la celebra-
ción de un informativo testimonial, para probar por ese 
medio los hechos demostrativos de las causas en que las 
partes pretenden fundamentar sus respectivas pretensiones, 
por estar permitida esa prueba por la ley que rige la materia" 
que luego en el dispositivo se limita a expresar el fallo im-
pugnado lo siguiente: "Acoge el pedimento contenido en el 
ordinal Tercero de las conclusiones presentadas por la inti-
mante María Argentina Henríquez Soto de Castro y, en 
consecuencia, Ordena un Informativo Sumario, fijándose pa-
ra la verificación de esta medida de instrucción la audiencia 
que celebrará esta Corte, a las nueve horas de la mañana del 
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día jueves diecinueve (19) del mes de diciembre del año en 
curso, mil novecientos cincuenta y siete"; 

Considerando, en derecho, que si bien en materia suma-
ria la ley no exige que los hechos sean previamente articula-
dos, como lo exige el artículo 252 del Código de Procedimien-
to Civil para la materia ordinaria, ellos deben ser indicados 
a los jueces para permitirle apreciar si la prueba debe ser 
ordenada o rechazada, y para que la parte adversa pueda 
tener conocimiento de ellos en interés de su defensa; que 
así mismo la sentencia que admite el informativo debe, a 
pena de nulidad, en virtud de las disposiciones del Art. 407 del 
Código de Procedimiento Civil, contener la enunciación de 
los hechos a probar; que en el presente caso,. ni en las con-
clusiones de la parte apelante, ni en los motivos del fallo 
impugnado, ni en su dispositivo, fueron indicados o enuncia-
dos los hechos a probar, por lo cual es obvio que se incurrió 
en la violación del texto legal antes mencionado; que, en 
tales condiciones, el segundo medio del recurso debe ser aco-
gido, y la sentencia debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictada en 
sus atribuciones civiles en fecha cinco de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 de 
agosto de 1954. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Tomás Eligio Soñé. 

Abogados: Lic. Leoncio Ramos y Dr. Wellington Ramos Messina. 

Recurridos: Luis Fiorentino y José Antonio Jiménez. 
Abogados: Lic. Moisés de Soto y Dr. Rafael Richiez Savillón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Ii 	En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi- 
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Manuel A. Amiama, Ba-
rón T. Sánchez L., doctores Guarionex A. García de Peña 
y Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Eligio Soñé, dominicano, mayor de edad, casado, agrimen-
sor público, domiciliado y residente en la casa N" 25 de la 
calle Colón de la ciudad de San Pedro de Macorís, cédula 
3752, serie 23, sello 852, contra sentencia pronunciada por 
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha diecinueve de agos-
to de mil novecientos cincuenta y cuatro, en relación con la 
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día jueves diecinueve (19). del mes de diciembre del año en 
curso, mil novecientos cincuenta y siete"; 

Considerando, en derecho, que si bien en materia suma-
ria la ley no exige que los hechos sean previamente articula-
dos, como lo exige el artículo 252 del Código de Procedimien-
to Civil para la materia ordinaria, ellos deben ser indicados 
a los jueces para permitirle apreciar si la prueba debe ser 
ordenada o rechazada, y para que la parte adversa pueda 
tener conocimiento de ellos en interés de su defensa; que 
así mismo la sentencia que admite el informativo debe, a 
pena de nulidad, en virtud de las disposiciones del Art. 407 del 
Código de Procedimiento Civil, contener la enunciación de 
los hechos a probar; que en el presente caso,. ni en las con-
clusiones de la parte apelante, ni en los motivos del fallo 
impugnado, ni en su dispositivo, fueron indicados o enuncia-
dos los hechos a probar, por lo cual es obvio que se incurrió 
en la violación del texto legal antes mencionado; que, en 
tales condiciones, el segundo medio del recurso debe ser aco-
gido, y la sentencia debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictada en 
sus atribuciones civiles en fecha cinco de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 de 
agosto de 1954. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Tomás Eligio Soñé. 
Abogados: Lic. Leoncio Ramos y Dr. Wellington Ramos Messina. 

Recurridos: Luis Fiorentino y José Antonio Jiménez. 
Abogados: Lic. Moisés de Soto y Dr. Rafael Richiez Saviflón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

11 	En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi- 
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Manuel A. Amiama, Ba-
rón T. Sánchez L., doctores Guarionex A. García de Peña 
y Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día quince del mes de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Eligio Soñé, dominicano, mayor de edad, casado, agrimen-
sor público, domiciliado y residente en la casa N 9  25 de la 
calle Colón de la ciudad de San Pedro de Macorís, cédula 
3752, serie 23, sello 852, contra sentencia pronunciada por 
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha diecinueve de agos-
to de mil novecientos cincuenta y cuatro, en relación con la 
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depuración de títulos del sitio de Pulgarín, de la común de 
Los Llanos, Distrito Catastral N9 23, segunda parte, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Leoncio Ramos, cédula 3450, serie 1, sello 

3595, por sí y en representación del Dr. Wellington Ramos 
Messina, cédula 39084, serie 31, sello 250, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Moisés de Soto, cédula 5984, serie 23, sello 
57518, abogado del recurrido, Luis Fiorentino, dominicano, 
mayor de edad, soltero, comerciante, domiciliado y residen-
te en San Pedro de Macorís, cédula 2335, serie 23, sello 3023, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 1290, serie 
1, sello 49635, abogado del recurrido, José Antonio Jiménez 
Alvarez, dominicano, mayor de edad, casado, propietario, 
cédula 1035, serie 1, sello 965, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
cinueve de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
suscrito por el Licenciado Leoncio Ramos y por el Dr. Wel-
lington Ramos Messina, abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa, notificado en fecha vein-
ticuatro de agosto del mil novecientos cincuenta y seis, sus-
crito por el Lic. Moisés de Soto, abogado del recurrido Luis 
Fiorentino; 

Visto el memorial de defensa notificado el veintiséis 
de julio del mil novecientos cincuenta, suscrito por el Dr. 
Rafael Richiez Saviñón, abogado del recurrido José Antonio 
Jiménez Alvarez; 

Vista la Resolución dictada por esta Corte, en fecha 
veintiocho de abril del mil novecientos cincuenta y ocho, 
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por la cual se declara el defecto de los recurridos Darío Ri-
chiez, Juana Moscoso Viuda Corso, Francisca Castro, María 

H. Avelino y Coca, Francisco Avelino y Coca, Lucía Frías 
Viuda Castro, Gregorio Castro, Paulo Castro, Francisco (a) 
Pancho Castro, Paulino Castro, Leoncio Castro, María Cas-
tro, Pedro Avelino, Antonio Avelino, Rosario Avelino, Ra-
mona Castro de Canela, Fausto Bello hijo, Juliana Caraballo, 
Bernabela Caraballo, Francisco Caraballo, Cecilio de Pau-
la, Simeón Robles Santana, Inés Sánchez, Esperanza Sán-
chez, Rudecinda Sánchez, Enemencio Domínguez R., Pedro 
Nolasco, José María Caraballo, Nocario Robles, Jacinto Sán-
chez, Gregorio Sánchez, Antonio Sánchez, María Sánchez 
Paula Sánchez, Cipriano Sánchez, Luciano Sánchez, Ansel-
mo Sánchez, Higinia Sánchez, Julia del Rosario Avelino So-
riano, y Juana Josefa Avelino y Mejía; 

Vista la Resolución dictada por esta Corte en fecha 
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
mediante la cual se declara excluido del recurso de casa-
ción objeto de esta sentencia, al recurrido Luis Emilio Ci-
prián; 

Visto el auto dictado en fecha nueve del corriente mes 
de abril por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia Lic. H. Herrera Billini, por medio del cual se lla-
ma a los Magistrados Lic. Barón T. Sánchez L., doctores 
Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, 
Jueces de la Suprema Corte de Justicia, para que, de con-
formidad con la Ley N 9  684, de 1934, completen la mayoría 
en la deliberación y fallo del presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 42 y 88 de la Constitución; 
1350 del Código Civil; 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros del 1911; 
31 de la Ley 833 del 1945 (artículo 117 de la Ley de Regis-
tro de Tierras), y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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depuración de títulos del sitio de Pulgarín, de la común de 
Los Llanos, Distrito Catastral NP 23, segunda parte, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Leoncio Ramos, cédula 3450, serie 1, sello 

3595, por sí y en representación del Dr. Wellington Ramos 
Messina, cédula 39084, serie 31, sello 250, abogados del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Moisés de Soto, cédula 5984, serie 23, sello 
57518, abogado del recurrido, Luis Fiorentino, dominicano, 
mayor de edad, soltero, comerciante, domiciliado y residen-
te en San Pedro de Macorís, cédula 2335, serie 23, sello 3023, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 1290, serie 
1, sello 49635, abogado del recurrido, José Antonio Jiménez 
Alvarez, dominicano, mayor de edad, casado, propietario, 
cédula 1035, serie 1, sello 965, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
cinueve de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
suscrito por el Licenciado Leoncio Ramos y por el Dr. Wel-
lington Ramos Messina, abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa, notificado en fecha vein-
ticuatro de agosto del mil novecientos cincuenta y seis, sus-
crito por el Lic. Moisés de Soto, abogado del recurrido Luis 
Fiorentino; 

Visto el memorial de defensa notificado el veintiséis 
de julio del mil novecientos cincuenta, suscrito por el Dr. 
Rafael Richiez Saviñón, abogado del recurrido José Antonio 
Jiménez Alvarez; 

Vista la Resolución dictada por esta Corte, en fecha 
veintiocho de abril del mil novecientos cincuenta y ocho,  

por la cual se declara el defecto de los recurridos Darío Ri-
chiez, Juana Moscoso Viuda Corso, Francisca Castro, María 
H. Avelino y Coca, Francisco Avelino y Coca, Lucía Frías 
Viuda Castro, Gregorio Castro, Paulo Castro, Francisco (a) 
Pancho Castro, Paulino Castro, Leoncio Castro, María Cas-
tro, Pedro Avelino, Antonio Avelino, Rosario Avelino, Ra-
mona Castro de Canela, Fausto Bello hijo, Juliana Caraballo, 
Bernabela Caraballo, Francisco Caraballo, Cecilio de Pau-
la, Simeón Robles Santana, Inés Sánchez, Esperanza Sán-
chez, Rudecinda Sánchez, Enemencio Domínguez R., Pedro 
Nolasco, José María Caraballo, Nocario Robles, Jacinto Sán-
chez, Gregorio Sánchez, Antonio Sánchez, María Sánchez 
Paula Sánchez, Cipriano Sánchez, Luciano Sánchez, Ansel-
mo Sánchez, Higinia Sánchez, Julia del Rosario Avelino So-
riano, y Juana Josefa Avelino y Mejía; 

Vista la Resolución dictada por esta Corte en fecha 
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
mediante la cual se declara excluido del recurso de casa-
ción objeto de esta sentencia, al recurrido Luis Emilio Ci-
prián; 

Visto el auto dictado en fecha nueve del corriente mes 
de abril por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia Lic. H. Herrera Billini, por medio del cual se lla-
ma a los Magistrados Lic. Barón T. Sánchez L., doctores 
Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, 
Jueces de la Suprema Corte de Justicia, para que, de con-
formidad con la Ley N 9  684, de 1934, completen la mayoría 
en la deliberación y fallo del presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 42 y 88 de la Constitución; 
1350 del Código Civil; 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros del 1911; 
31 de la Ley 833 del 1945 (artículo 117 de la Ley de Regis-
tro de Tierras), y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte de agosto del mil novecientos cuarenta y 
cinco Tomás Eligio Soñé Nolasco, actual recurrente en ca-
sación, dirigió una instancia al Tribunal de Tierras por la 
cual solicitaba que se declarara válido un título de acciones 
de pesos del sitio comunero de "Pulgarín", de la común de 
Los Llanos, por valor de cien pesos, que había adquirido de 
Ramón Soñé Nolasco, quien a su vez las había comprado 
a Juan de Jesús Frías, pidiendo, además, que fueran decla-
rados excluidos los demás títulos que habían sido depositados 
en el procedimiento de depuración por estar "afectados de 
nulidad juris et de jure, por la caducidad que prescribe el 
artículo 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
del 21 de abril de 1911"; b) que el Juez encargado de la de-
puración de los títulos dictó su sentencia el diecisiete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual re-
chazó este último pedimento, fundándose en que el caso ha-
bía sido resuelto por sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras del veintiocho de noviembre del mil novecientos 
treinta y ocho, que 'fué mantenida en casación por sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia del treintiuno de agosto del 
mil novecientos treinta y nueve; c) que Tomás Eligio Soné 
recurrió en apelación y el Tribunal Superior dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
19 Se rechazan, por infundadas, las apelaciones de los señores 
Tomás Eligio Soñé Nolasco, Mariano de Sosa Herrera y de 
la Compañía Azucarera Dominicana, C. por A.— 29 Se aco-
gen, por ser justas y bien fundadas, las apelaciones de los 
Sucesores de Ramón Soñé y la del señor Luis Florentino; 
39  Se acogen los pedimentos de transferencia formulados 
por los señores José Antonio Jiménez Alvarez, Darío Richiez 
Acevedo y Luis Emilio Ciprián; 4 9  Se confirma con las mo-
dificaciones resultantes de las dos apelaciones admitidas y 
de los pedimentos de transferencias acogidos, la Decisión 
N9  1 de Jurisdicción Original de fecha 17 de septiembre de 
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1953, en relación con la depuración de títulos del sitio co- - 
munero de 'Pulgarín' del Distrito Catastral N^ 23-2 1  parte?, 
común de Los Llanos, Provincia de San Pedro de Macor14,- 
cuyo dispositivo en lo adelante regirá así: PRIMERO: Que 
debe rechazar y rechaza, por improcedente, la petición del 
señor Tomás Eligio Soñé, de que sean declarados nulos los 
títulos del sitio de `Pulgarin' que no fueron sometidos al 
Juez de Jurisdicción Original en el plazo de tres años, reini-
ciado el 23 de agosto del año 1923 (mil novecientos vein-
titxés).—;. .. SEXTO: Que debe acoger como al efecto aco-

ge, las conclusiones formuladas por el señor Luis Florentino , 
 relativas al traspaso a su favor de los títulos Nos. 42 y 43 

del señor Abelardo Blandino; SEPTIIVIO: Que debe declarar -
y declara buenos y válidos los títulos de pesos o acciones del: 
sitio comunero de `Pugarin', D.C. N° 23-29  parte, común de 
Los Llanos, Provincia de San Pedro de Macorís, que se indi-
can a continuación: 1.—Fausto Bello hijo o sus Sucs. RlY 
$70.20.— 2.— Tomás Eligio Soñé. .. $100.00.— 3.— Emilio. 
Méndez o sus sucesores $93.83.— 5.—Pedro Nolasco o sus 
sucesores $200.00.— 7.—José Antonio Jiménez Alvarez 
$3440.00.— 8.—Antonio Avelino y Coca, $29.933/4.— 9.— 
José Figuero o sus sucesores $60.00.— 10.—Sucesores de , 

 José Rosario Avelino $359.25.— 16:—Pedro Avelino $29.9341.. 
17.—Rosario Valino $59.87.— 18.—Dionisio de Castro $73.- 
25.— 19.— Mercedes de Castro Vda. Rozón $73.25.— 20.—
Juana Josefa Avelino y Mejía $358.25.— 23.—Sucesores de' 
María Higinia Avelino y Coca y de Francisco Avelino y 
Coca, en la proporción de la mitad ($273.94) para los pri-
meros y la otra mitad para los segundos.—$547.88.-25.-- 
Nemesio Domínguez Rojas $3.800.00.— 26.—Sucesores 
Aniceto de Paula $21.00.-41.—Juana Moscoso Vda. Corso y -
Sucs. de Rafael Corso $14.100.00.— 42.—Luis Fiorentino; 
$200.00.— 43.—Luis Florentino $3.500.00.— 44.—Suceso-
res de Anastacio Robles $20.00.— 45.—Darío Richiez Me-
vedo $1.863.90.— 46.—Luis Emilio Ciprián $918.03.— 48.-
Sucs. de José Caraballo y de María Josefa de Santa Ana $64.- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte de agosto del mil novecientos cuarenta y 
cinco Tomás Eligio Soñé Nolasco, actual recurrente en ca-
sación, dirigió una instancia al Tribunal de Tierras por la 
cual solicitaba que se declarara válido un título de acciones 
de pesos del sitio comunero de "Pulgarín", de la común de 
Los Llanos, por valor de cien pesos, que había adquirido de 
Ramón Soñé Nolasco, quien a su vez las había comprado 
a Juan de Jesús Frías, pidiendo, además, que fueran decla-
rados excluidos los demás títulos que habían sido depositados 
en el procedimiento de depuración por estar "afectados de 
nulidad juris et de jure, por la caducidad que prescribe el 
artículo 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
del 21 de abril de 1911"; b) que el Juez encargado de la de-
puración de los títulos dictó su sentencia el diecisiete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual re-
chazó este último pedimento, fundándose en que el caso ha-
bía sido resuelto por sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras del veintiocho de noviembre del mil novecientos 
treinta y ocho, que 'fué mantenida en casación por sentencia 
de la Suprema Corte de Justicia del treintiuno de agosto del 
mil novecientos treinta y nueve; c) que Tomás Eligio Soné 
recurrió en apelación y el Tribunal Superior dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
19 Se rechazan, por infundadas, las apelaciones de los señores 
Tomás Eligio Soñé Nolasco, Mariano de Sosa Herrera y de 
la Compañía Azucarera Dominicana, C. por A.— 29 Se aco-
gen, por ser justas y bien fundadas, las apelaciones de los 
Sucesores de Ramón Soñé y la del señor Luis Fiorentino; 
39  Se acogen los pedimentos de transferencia formulados 
por los señores José Antonio Jiménez Alvarez, Darío Richiez 
Acevedo y Luis Emilio Ciprián; 49  Se confirma con las mo-
dificaciones resultantes de las dos apelaciones admitidas y 
de los pedimentos de transferencias acogidos, la Decisión 
W 1 de Jurisdicción Original de fecha 17 de septiembre de 
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1953, en relación con la depuración de títulos del sitio co- - 
munero de `Pulgarín' del Distrito Catastral N^ 23-2 9  parte,. 
común de Los Llanos, Provincia de San Pedro de Macorisí-
cuyo dispositivo en lo adelante regirá así: PRIMERO: Que 
debe rechazar y rechaza, por improcedente, la petición del 
señor Tomás Eligio Soñé, de que sean declarados nulos los 
títulos del sitio de `Pulgarín' que no fueron sometidos al 
Juez de Jurisdicción Original en el plazo de tres años, reini-
ciado el 23 de agosto del año 1923 (mil novecientos vein-
titrés).—;. . SEXTO: Que debe acoger como al efecto aco-
ge, las conclusiones formuladas por el señor Luis Florentino , 

 relativas al traspaso a su favor de los títulos Nos. 42 y 4:1 
del señor Abelardo Blandino; SEPTIMO: Que debe declarar -

y declara buenos y válidos los títulos de pesos o acciones del 
sitio comunero de `Pugarín', D.C. N^ 23-2 9  parte, común de 
Los Llanos, Provincia de San Pedro de Macorís, que se indi-
can a continuación: 1.—Fausto Bello hijo o sus Sucs. RD1 
$70.20.— 2.— Tomás Eligio Soñé. . . $100.00.— 3.— Emilio? 
Méndez o sus sucesores $93.83.— 5.—Pedro Nolasco o sus 
sucesores $200.00.— 7.—José Antonio Jiménez Alvarez - 
$3440.00.— 8.—Antonio Avelino y Coca, $29.933/4.— 9.--
José Figuero o sus sucesores $60.00.— 10.—Sucesores de ,  
José Rosario Avelino $359.25.— 16:—Pedro Avelino $29.933/4.- 
17.—Rosario Valino $59.87.— 18.—Dionisio de Castro $73.- 
25.— 19.— Mercedes de Castro Vda. Rozón $73.25.— 20.—
Juana Josefa Avelino y Mejía $358.25.— 23.—Sucesores de , 

 María Higinia Avelino y Coca y de Francisco Avelino y • 
Coca, en la proporción de la mitad ($273.94) para los pri-
meros y la otra mitad para los segundos.—$547.88.-25.-- 
Nemesio Domínguez Rojas $3.800.00.— 26.—Sucesores de-
Aniceto de Paula $21.00.-41.—Juana Moscoso Vda. Corso y -
Sucs. de Rafael Corso $14.100.00.— 42.—Luis Florentina, 
$200.00.— 43.—Luis Florentino $3.500.00.— 44.—Suceso--
res de Anastacio Robles $20.00.— 45.—Darío Richiez Me-
vedo $1.863.90.— 46.—Luis Emilio Ciprián $918.03.— 48.-
Sucs. de José Caraballo y de María Josefa de Santa Ana $64.- 
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17%.-55.—Sucesores de Ambrosia Sánchez, Jacinto, Grego-
rio, Antonio, Paula, María, y Cipriano Sánchez, Luciano Sán-
chez o sus Sucs., y Sucs. de Camilo Sánchez; Anselmo, Higi-
nia y Victoria Sánchez, $25.00.-56.—Ramona Castro de Ca-
nela $875.00.-57.—Antonio Catalán o sus Sucs., $76.00.-58. 
Sucs. de Ramón Soñé $1.400.00.—: $32.858.75 3/4.— OCTA-
VO: Que debe declarar y declara que el monto de los títulos 
válidos del sitio comunero de Pulgarín' asciende a la canti-
dad de treinta y dos mil ochocientos cincuenta y ocho con 
setenta y cinco centavos y tres cuartos, ($32.858.75 3/4) la 
cual debe ser tomada en consideración para los fines de la 
partición de dicho sitio"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguiente; medios: a) falta de motivos; b) Desnaturaliza-
ción de los hechos; c) Falta de base legal; d) Violación del 
artículo 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros; 
e) Violación y falsa aplicación del artículo 31 de la antigua 
Ley NQ 833 en lo que hoy es el artículo 117 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; f) Violación del artículo 1350 del Código 
Civil; g) Violación al principio de que nadie está obligado a 
hacer lo que la ley no manda (artículo 88 de la Constitución) ; 
.y h) Violación del artículo 42 de la Constitución; 

En cuanto a la violación de los artículos 1350 del Códi-
go Civil; 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
y 31 de la Ley 1\19  833 (hoy artículo 117 de la Ley de Regis-
tro de Tierras) ; 

Considerando que el recurrente alega en resumen: que 
la sentencia de homologación de la partición del sitio co-
munero de Pulgarín, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís del 
dieciocho de octubre del mil novecientos veintitrés "era 
susceptible de adquirir la autoridad irrevocable de la cosa 
juzgada"; que las sentencias de homologación "sólo podían 
ser rectificadas en el plazo establecido por el artículo 7 de 
la Ley del 1911"; que "la Suprema Corte declaró que existía 
un nuevo plazo de tres años a contar de la fecha del Decreto 
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I•1.9  83 del 1923"; que los procedimientos realizados de acuer-
do con la mencionada Ley "eran rectificados estrictamente 
respecto del accionista negligente que obtenía la rectifica-
ción con exclusión de todos los demás que no actuaron en los 
3 años"; que "a la fecha del saneamiento inmobiliar la Ley 
del 1911 estaba en pleno vigor para el caso que nos ocupa, 
siendo ella la que regía el fondo del procedimiento de recti-
ficación"; que "la orden de mensura dictada el 10 de octu-
bre de 1925 no tuvo efecto frente a la sentencia dictada ocho 
días más tarde por no tener aquella autoridad de cosa juz-
gada y ser una cuestión de orden interno y de jurisdicción 
graciosa"; que "la sentencia de homologación adquirió fuer-
za irrevocable frente a los puntos que no fueron alterados 
por las sentencias posteriores"; que "el asunto planteada 
no ha sido objeto nunca de decisiones con la fuerza y la 
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada"; y que "la 
ley I\IQ 833 de 1945, no ha afectado la vigencia de la senten-
cia de homologación ni los derechos adquiridos en virtud de 
ella"; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo alega el 
recurrente, por la Orden Ejecutiva IV^ 590 del 1921 y por el 
Decreto 83 del 1923 se restablecieron las disposiciones de 
la Ley sobre División de Terrenos Comuneros del 1911 ex-
clusivamente para permitir, en los casos que ellos señalan, 
las homologaciones de los expedientes de partición, siempre 
que no hubiere sido ordenada una mensura catastral; que, al 
ordenarse el saneamiento del sitio de "Pulgarín", objeto de 
la litis, antes del vencimiento del plazo de tres años, —acor-
dado por el artículo 7 de dicha ley, a los accionistas negli-
gentes que quisieren rectificar la mensura—, todos los tene-
dores de títulos comuneros tenían derecho a reclamar sus 
acciones de pesos al Tribunal de Tierras, que era, desde ese 
momento, el único Tribunal competente para conocer y re-
solver todos los derechos relacionados con el terreno com-
prendido en la mensura catastral, de acuerdo con las dispo-
siciones del artículo 145 de la Ley de Registro de Tierras, 
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17Y4.-55.—Sucesores de Ambrosia Sánchez, Jacinto, Grego-
rio, Antonio, Paula, María, y Cipriano Sánchez, Luciano Sán-
chez o sus Sucs., y Sucs. de Camilo Sánchez; Anselmo, Higi-
nia y Victoria Sánchez, $25.00.-56.—Ramona Castro de Ca-
nela $875.00.-57.—Antonio Catalán o sus Sucs., $76.00.-58. 
Sucs. de Ramón Soñé $1.400.00.—: $32.858.75 3/4.— OCTA-
VO: Que debe declarar y declara que el monto de los títulos 
válidos del sitio comunero de `Pulgarín' asciende a la canti-
dad de treinta y dos mil ochocientos cincuenta y ocho con 
setenta y cinco centavos y tres cuartos, ($32.858.75 3/4) la 

• cual debe ser tomada en consideración para los fines de la 
partición de dicho sitio"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguiente; medios: a) falta de motivos; b) Desnaturaliza-
ción de los hechos; c) Falta de base legal; d) Violación del 
artículo 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros; 
e) Violación y falsa aplicación del artículo 31 de la antigua 
Ley NQ 833 en lo que hoy es el artículo 117 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; f) Violación del artículo 1350 del Código 
Civil; g) Violación al principio de que nadie está obligado a 
hacer lo que la ley no manda (artículo 88 de la Constitución) ; 
y h) Violación del artículo 42 de la Constitución; 

En cuanto a la violación de los artículos 1350 del Códi-
go Civil; 7 de la Ley sobre División de Terrenos Comuneros 
y 31 de la Ley NI> 833 (hoy artículo 117 de la Ley de Regis-
tro de Tierras) ; 

Considerando que el recurrente alega en resumen: que 
la sentencia de homologación de la partición del sitio co-
munero de Pulgarín, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís del 
dieciocho de octubre del mil novecientos veintitrés "era 
susceptible de adquirir la autoridad irrevocable de la cosa 
juzgada"; que las sentencias de homologación "sólo podían 
ser rectificadas en el plazo establecido por el artículo 7 de 
la Ley del 1911"; que "la Suprema Corte declaró que existía 
un nuevo plazo de tres años a contar de la fecha del Decreto 

N9  83 del 1923"; que los procedimientos realizados de acuer-
do con la mencionada Ley "eran rectificados estrictamente 
respecto del accionista negligente que obtenía la rectifica-. 
ción con exclusión de todos los demás que no actuaron en los 
3 años"; que "a la fecha del saneamiento inmobiliar la Ley 
del 1911 estaba en pleno vigor para el caso que nos ocupa»  
siendo ella la que regía el fondo del procedimiento de recti-
ficación"; que "la orden de mensura dictada el 10 de octu-
bre de 1925 no tuvo efecto frente a la sentencia dictada ocho 
días más tarde por no tener aquella autoridad de cosa juz-
gada y ser una cuestión de orden interno y de jurisdicción 
graciosa"; que "la sentencia de homologación adquirió fuer-
za irrevocable frente a los puntos que no fueron alterados 
por las sentencias posteriores"; que "el asunto planteado 
no ha sido objeto nunca de decisiones con la fuerza y la 
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada"; y que "la 
ley N" 833 'de 1945, no ha afectado la vigencia de la senten-
cia de homologación ni los derechos adquiridos en virtud de 
ella"; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo alega el 
recurrente, por la Orden Ejecutiva N° 590 del 1921 y por el 
Decreto 83 del 1923 se restablecieron las disposiciones de-
la Ley sobre División de Terrenos Comuneros del 1911 ex-
clusivamente para permitir, en los casos que ellos señalan, 
las homologaciones de los expedientes de partición, siempre 
que no hubiere sido ordenada una mensura catastral; que, al 
ordenarse el saneamiento del sitio de "Pulgarín", objeto de 
la litis, antes del vencimiento del plazo de tres años, —acor-
dado por el artículo 7 de dicha ley, a los accionistas negli-
gentes que quisieren rectificar la mensura—, todos los tene-
dores de títulos comuneros tenían derecho a reclamar sus 
acciones de pesos al Tribunal de Tierras, que era, desde ese 
momento, el único Tribunal competente para conocer y re-
solver todos los derechos relacionados con el terreno com-
prendido en la mensura catastral, de acuerdo con las dispo-
siciones del artículo 145 de la Ley de Registro de Tierras. 
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vigente en esa época, disposición legal que ha sido reprodu-
cida casi textualmente en la nueva Ley de Registro de Tie-
rras del año 1947 en su artículo 269; que, por consiguiente, 
al quedar sometidos esos terrenos al nuevo régimen implan-
tado por esta última Ley, el referido plazo de tres años, que 
habla sido prorrogado por la Orden Ejecutiva 590, primero, y 
por el Decreto 83, posteriormente, quedó sin efecto a causa 
de la mensura catastral, y la sentencia de homologación no 
adquirió por ese motivo, la autoridad de la cosa juzgada, 
lo que permitió que todos los accionistas que no habían 
concurrido a la partición del sitio, ordenada en virtud de la 
Ley del 1911, quedaran en condiciones de reclamar sus dere-
chos ante el Tribunal de Tierras dentro de los plazos y en la 
forma prescrita en la Ley de Registro de Tierras vigente 
en esa ocasión, cuyos artículos 82 al 88 organizaban el pro-
cedimiento para las particiones de terrenos comuneros in-
cluidos en una mensura catastral; procedimiento que luego 
fué sustituido por el de la Ley 833 del 1945, cuyo articulado 
fué más tarde incluido en la nueva Ley de Registro de Tie-
rras del 1947, y por estas razones las disposiciones de la Ley 
del 1911 sólo eran aplicables a aquellos terrenos én los cua-
les no se hubiere iniciado una mensura catastral; 

Considerando, que, por tanto, el Tribunal a quo estatuyó 
correctamente al declarar en la decisión impugnada, que la 
referida sentencia de homologación no había adquirido la 
autoridad de la cosa juzgada, y al admitir, en consecuencia, 
como reclamantes en la partición de lo comunero del sitio 
de Pulgarín, tanto al actual recurrente, como a los demás 
accionistas que no habían sometido sus títulos con motivo 
de la partición iniciada de acuerdo con la Ley del 1911, in-
clusive los que no presentaron sus reclamaciones al Tribunal 
de Tierras cuando se inició el saneamiento, ya que, confor-
me a la Ley de Registro de Tierras, cuyas disposiciones, co-
mo se expresa antes, eran las aplicables en el caso, las recla-
maciones podían presentarse en todo el curso del procedi-
miento; que, por estas razones en dicha sentencia no se ha 
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incurrido en las violaciones de la Ley alegadas por el recu- 
rrente; y, en consecuencia, los medios del recurso señalados 
en el memorial cori las letras d), e) y f) deben ser desesti- 
mados; 

En cuanto a la violación del artículo 42 de la Constitu-
ción de la República (artículo 47 de la nueva Constitución) ; 

Considerando que el recurrente alega que "las leyes no 
pueden afectar derechos adquiridos legalmente"; que una 
nueva ley no podía "anonadar los efectos de una sentencia 
de homologación con autoridad y fuerza de cosa definitiva-
mente juzgada que sólo era 'rectificable' parcialmente, de 
acuerdo con el artículo 7 de la Ley del 1911"; que "lo que 
procedía en nuestro caso era continuar lo que quedara pen-
diente, pero todo lo relativo al saneamiento de los títulos 
que era ya definitivo debía permanecer inalterable"; pero, 

Considerando que al proclamar dicho Tribunal, tal co-
mo se expresó en esta sentencia al examinar el medio ante-
rior, que el referido fallo no era irrevocable por no haber 
vencido el plazo de tres años acordado por la Ley del 1911 
a los accionistas negligentes para solicitar la rectificación 
de la mensura, hizo una aplicación correcta de dicha ley, por 
lo cual es obvio que el actual recurrente no había adquirido 
definitivamente los derechos que hoy reclama, y, en esas 
condiciones, el Tribunal a quo, pudo, como lo hizo, variar lo 
resuelto por el Juzgado de Primera Instancia, sin violar el 
principio constitucional de la irretroactividad de las leyes; 
que, por tanto, este medio del recurso debe ser desestimado; 
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Considerando que el recurrente alega por este medio 
que el Tribunal a quo violó en la sentencia impugnada el 
artículo 88 de la Constitución (artículo 9 dela nueva Cons-
titución de la República), por cuanto estimó que Tomás Eli-
gio Soné Nolasco no puede pretender que la sentencia de ho- 
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mologación de la partición del sitio de Pulgarín quedaba 
"vigente, pues el procedimiento estaba supeditado necesa-
riamente a los requisitos a que sometiera el Legislador las 
particiones de terrenos comuneros, de ahí en adelante; que 
esto obligaba a Tomás Eligio Soñé Nolasco a hacerse parte 
diligente (vencido el nuevo plazo de 3 años cuya prórroga 
como cuestión de derecho admitió la Suprema Corte de Jus-
ticia y que inició el Decreto 83) y a obtener una nueva ho-
mologación del proceso, lo que no hizo"; que "no es exacto 
afirmar que la ley haya creado tal obligación a cargo del 
recurrente, pues la caducidad se produce de pleno derecho, 
independientemente de que se solicite o no la homologación"; 
que de este modo el Tribunal a quo violó el principio de que 
nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda; pero, 

Considerando que, en efecto, el Tribunal a quo se ex-
presó en la sentencia impugnada en la forma antes indicada, 
sin tener en cuenta que de acuerdo con la Ley vigente en 
ese momento el actual recurrente no podía solicitar la homo-
logación; que, sin embargo, dicha sentencia contiene al res-
pecto otros motivos que justifican su dispositivo; que, por 
consiguiente, este medio del recurso debe ser también des-
estimado; 

En cuanto a la desnaturalización de los hechos, falta de 
motivos y falta de base legal; 

Considerando que el recurrente alega como primera 
desnaturalización, lo siguiente: que "en la página 9 de la 
sentencia, en el 'Considerando' que allí figura se atribuye al 
exponente un error, al expresar el Tribunal Superior de Tie-
rras que la sentencia de homologación fué anulada por el 
Tribunal de Tierras en Jurisdicción Original, cuyo fallo afir-
ma dicha sentencia, fué mantenido por la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha 28 de noviembre del 
1938, y por esa Suprema Corte por sentencia del 31 de agos-
to de 1939; pero no se da cuenta dicho Tribunal, de que, en 
el considerando de la página 20 de su sentencia del 28 de  

noviembre de 1938, aclara muy bien, que lo que procede es 
rectificar la sentencia de homologación; ahora bien, nunca 
hemos visto aplicar el término "rectificar' en otro sentido, 
que el de modificar parcialmente. Los términos de este con-
siderando, y los demás, son muy claros, pues dicen y repiten, 
que al existir un nuevo plazo de tres años, no procede anu-
lar, sino rectificar dicha sentencia de homologación. Todo 
esto se aplica a lo que dice la sentencia recurrida en su página 
10 último párrafo"; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues-
tra que el Tribunal, en el punto señalado por el recurrente, 
no le atribuye a éste un error determinado, sino que al re-
chazar sus alegatos expresó que éste había incurrido en un 
error de razonamiento, lo que es una cosa distinta y lo que 
no constituye una desnaturalización; que, por tanto, el vicio 
invocado por el recurrente carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que la segunda desnaturalización alegada 
por el recurrente consiste en que en la sentencia se afirma 
que Tomás Eligio Soñé pretende "excluir a todos los demás 
accionistas del sitio 'para sólo admitir su título, de $100.00', 
ya que como muy bien rezan sus conclusiones, sólo los accio-
nistas que no depositaron sus títulos en el nuevo plazo de 
tres años iniciados por el Decreto N° 83 deberían ser exclui-
dos; que, por tanto, este motivo es inoperante, además de 
desnaturalizar los hechos"; pero 

Considerando que no es cierto lo que afirma el recu-
rrente ya que el considerando de la sentencia impugnada que 
él señala dice lo siguiente: "que dentro del plazo de dos me-
ses que se iniciaba ese día los interesados podían hacer va-
ler sus títulos, sin que pudiese pretender el señor Tomás 
Eligio Soñé que debían ser excluidos para sólo admitir su 
título de $100.00 ó cualquier otro que hubiese sido deposita-
do en la prórroga de 3 años a que se refiere la Suprema Cor-
te de Justicia en su sentencia"; por lo cual es evidente que. 
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el Tribunal a quo no omitió en su fallo expresar que el recu-
rrente aceptaba con derechos en el sitio a los accionistas que 
habían presentado reclamaciones en el plazo de tres años ya 
referido; que, por tanto, en la sentencia impugnada no se ha 
incurrido en la desnaturalización ya mencionada; 

Considerandó que la tercera desnaturalización alegada 
por el recurrente consiste en que en el mismo considerando 
indicado precedentemente se expresa que el convertir a un 
solo accionista en propitario de todo el terreno en perjuicio 
de los demás crearía "un grave problema social con sus re-
percusiones inevitables"; pero 

Considerando que en el caso aparte de que lo afirmado 
por el Tribunal Superior de Tierras no implica ninguna des-
naturalización de los hechos, se trata de motivos superabun-
dantes que no alteran en nada la esencia del fallo impug-
nado el cual se sostiene por los otros motivos del mismo; 

Considerando que como cuarta desnaturalización el re-
currente alega que "todo lo que dijimos relativo a la primera 
desnaturalización de los hechos, se aplica a lo expuesto por 
el Tribunal Superior de Tierras al final de la página 12 y 
principio de la página 13 de la sentencia recurrida, al expre-
sar, que la sentencia de homologación no tuvo ni puede te-
ner hoy la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, 
por haber sido rectificada en parte y anulada en parte"; que 
"siendo las afirmaciones que acabamos de refutar la base y 
las premisas principales de la sentencia recurrida, es eviden-
te la desnaturalización de los hechos, la existencia de moti-
vos inoperantes y la falta de base legal"; pero, 

Considerando que estos alegatos constituyen una reite-
ración de los otros medios del recurso los cuales han sido 
contestados ya en esta sentencia; que, además, el examen del 
fallo impugnado revela que éste contiene, sin desnaturaliza-
ción alguna, motivos suficientes y pertinentes que justifican 
su dispositivo, y una relación completa de los hechos y eir-
.cunstancias de la causa que permiten verificar que la ley ha  

sido correctamente aplicada; por todo lo cual, estos medios 
del recurso deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Tomás Eligio Soñé, contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras del diecinueve de agosto del 
mil novecientos cincuenta y cuatro, en relación con la parti-
ción del sitio de Pulgarín, del Municipio de Los Llanos, Dis-
trito Catastral N 9  23, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Lic. Moisés de Soto, abogado del recurrido 
Luis Fiorentino y del Dr. Rafael Richiez Saviñón, abogado 
del recurrido José Antonio Jiménez Alvarez, quienes han 
afirmado haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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el Tribunal a quo no omitió en su fallo expresar que el recu-
rrente aceptaba con derechos en el sitio a los accionistas que 
habían presentado reclamaciones en el plazo de tres años ya 
referido; que, por tanto, en la sentencia impugnada no se ha 
incurrido en la desnaturalización ya mencionada; 

Considerando que la tercera desnaturalización alegada 
por el recurrente consiste en que en el mismo considerando 
indicado precedentemente se expresa que el convertir a un 
solo accionista en propitario de todo el terreno en perjuicio 
de los demás crearía "un grave problema social con sus re-
percusiones inevitables"; pero 

Considerando que en el caso aparte de que lo afirmado 
por el Tribunal Superior de Tierras no implica ninguna des-
naturalización de los hechos, se trata de motivos superabun-
dantes que no alteran en nada la esencia del fallo impug-
nado el cual se sostiene por los otros motivos del mismo; 

Considerando que como cuarta desnaturalización el re-
currente alega que "todo lo que dijimos relativo a la primera 
desnaturalización de los hechos, se aplica a lo expuesto por 
el Tribunal Superior de Tierras al final de la página 12 y 
principio de la página 13 de la sentencia recurrida, al expre-
sar, que la sentencia de homologación no tuvo ni puede te-
ner hoy la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, 
por haber sido rectificada en parte y anulada en parte"; que 
"siendo las afirmaciones que acabamos de refutar la base y 
las premisas principales de la sentencia recurrida, es eviden-
te la desnaturalización de los hechos, la existencia de moti-
vos inoperantes y la falta de base legal"; pero, 

Considerando que estos alegatos constituyen una reite-
ración de los otros medios del recurso los cuales han sido 
contestados ya en esta sentencia; que, además, el examen del 
fallo impugnado revela que éste contiene, sin desnaturaliza-
ción alguna, motivos suficientes y pertinentes que justifican 
su dispositivo, y una relación completa de los hechos y cir-
cunstancias de la causa que permiten verificar que la ley ha 



690 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 691 

mot 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 16 de 
mayo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Italo A. Villari. " 
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

hilos, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. 
García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de abril de mil nove- • 
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Italo A. Vi- 
. llari, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 16335, se- 

rie 37, sello 171357, domiciliado y residente en la Avenida 
Presidente Ríos N" 28 de esta ciudad, contra sentencia pro- 
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha dieciséis 

de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo se copia má.s adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha once 

de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 48, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, abogado del 
recurrente: en el cual se invoca el único medio que luego se 
indica; 

Vista la Resolución dictada por esta Suprema Corte de 
Justicia, en fecha diecisiete de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, por la cual se declaró el defecto de la 
recurrida Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., (Depar-
tamento Cartonera) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78 inciso 14 del Código de Tra-
bajo, 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada coi. -ta lo 
siguiente: a) que con motivo de una demanda en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, interpuesta por Ita-
lo A. Villari, contra la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por 
A., (Departamento Cartonera), el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, en atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha diez 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra, injustificado el despido del trabajador Italo A. Villari, 
por parte de la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., De-
partamento de la Industrial Cartonera Dominicana, C. por 
A., y resuelto el contrato de trabajo por culpa de éste; SE-
GUNDO: Condena a la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por 
A., Departamento de la Industrial Cartonera Dominicana, 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 16 de 
mayo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Italo A. Villari. 

Abogado: Dr. A. Ballester Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. 
García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Ba-
rón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día quince del mes de abril de mil nove- • 
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Italo A. Vi-
llari, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 16335, se-
rie 37, sello 171357, domiciliado y residente en la Avenida 
Presidente Ríos N° 28 de esta ciudad, contra sentencia pro-
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fecha dieciséis 
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de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la vRi  setpoú 
el  i  memorial morial de casación depositado en fecha once 

de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 48, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, abogado del 
recurrente, en el cual se invoca el único medio que luego se 

indiea i Vista la Resolución dictada por esta Suprema Corte de 
Justicia, en fecha diecisiete de noviembre de mil novecien- 

. tos cincuenta y ocho, por la cual se declaró el defecto de la 
recurrida Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., (Depar-
tamento Cartonera) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78 inciso 14 del Código de Tra-
bajo, 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada con-ta lo 
siguiente: a) que con motivo de una demanda en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, interpuesta por Ita-
lo A. Villari, contra la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por 
A., (Departamento Cartonera), el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, en atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha diez 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra, injustificado el despido del trabajador Italo A. Villari, 
por parte de la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., De-
partamento de la Industrial Cartonera Dominicana, C. por 
A., y resuelto el contrato de trabajo por culpa de éste; SE-
GUNDO: Condena a la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por 
A., Departamento de la Industrial Cartonera Dominicana, 
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que tampoco precisa cuál era el servicio que debía prestar 
Villari, y si en su nuevo trabajo estaba obligado a operar 
en la máquina de corte llamada Cizalla; y que .los motivos 
expuestos en la sentencia recurrida, son tan vagos e impre-
cisos, que la Suprema Corte de Justicia no puede verificar 
si el artículo 78 inciso 14 del Código de Trabajo, ha sido bien 

o mal aplicado; 
Considerando que el Juez a quo para justificar el dispo-

sitivo de la sentencia impugnada ha dado los siguientes mo-
tivos: "que del estudio de las declaraciones vertidas en esa 
audiencia y de la ponderación de las mismas el tribunal es-
tima, como hecho constante, los siguientes: que al trabaja-
dor mencionado le fué ordenado hacer un trabajo, a lo cual 
se negó; que el caso se originó con relación a un trabajo 
que debía ser hecho en la máquina llamada cizalla; que sobre 
la discrepancia absoluta entre ambas partes sobre este par-
ticular en que el patrono declara que dicho trabajador "es-
taba obligado a hacer el trabajo que se le dijo que hiciera" 
etc., y dicho trabajador de que trabajaba anteriormente en 
la cizalla, antes de irse Martínez y se me quiso obligar a 
hacer un trabajo a que yo no estaba obligado y "una o dos 
veces sí trabajé en las máquinas después de ser el encarga-
do", consta por declaraciones de testigos del informativo 
que el mencionado trabajador "a veces trabajaba en la ciza-
lla" y que él era el que "hacía siempre esos trabajos finos 
en dicha máquina, puesto que tenía de ella "un dominio ab-
soluto", él insistió en su negativa; que, "en realidad, en la 
confección de las cajas de que se trata interviene casi todo 
el personal, incluido el citado trabajador, puesto que el pro-
ceso consta de varias fases que no puede realizar uno solo"; 
que por todos esos motivos el tribunal estima que el traba-
jador cometió una falta al desobedecer la orden que le fué 
dada, en el.ejercicio de su trabajo, por lo cual el despido fué 
justificado y el recurso, en consecuencia, debe ser acogido"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78 inci-
so 14 del Código de Trabajo, el patrono puede dar por ter- 

- 
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C. por A., a pagarle al trabajador Italo A. Villari, los valores 
correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía 24 y 120 
días, respectivamente, a razón de Dos Pesos Oro con Cua-
renticinco Centavos (RD$2.45) por día; o sean RD$58.80 
(Cincuentiocho pesos oro con ochenta centavos), y RD$ 
294:00 (Doscientos noventicuatro Pesos Oro), respectiva-
mente; TERCERO: Condena, a dicha compañía a pagarle al 
trabajador Italo A. Villari, una suma igual a los salarios que 
habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta la 
fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
sin exceder de los salarios correspondientes a tres meses, 
así como al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., (De-
partamento Cartonera), la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Acoge, por fundado y se-
gún los motivos precedentemente expuestos el recurso, de 
apelación interpuesto por la Fábrica Nacional de Fósforos, 
C. por A., contra la sentencia de' Trabajo del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, de 
fecha 10 de julio de 1957, dictada en favor de Italo A. Villari, 
cuyas conclusiones Rechaza por infundadas, y, en conse-
cuencia Revoca la sentencia recurrida; SEGUNDO: Condena 
a Italo A. Villari, parte intimada que sucumbe, al pago de 
tan solo los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca el siguiente me-
dio de casación: "Violación del Artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil. Insuficiencia de Motivos, mas propia-
mente, falta de base legal"; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de casa-
ción el recurrente sostiene, en síntesis, lo siguiente: que la 
sentencia impugnada, no precisa si la desobediencia que se 
le atribuye al trabajador fué en relación con los servicios 
contratados o conexos con la ocupación que desempeñaba; 
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C. por A., a pagarle al trabajador Italo A. Villari, los valores 
correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía 24 y 120 
días, respectivamente, a razón de Dos Pesos Oro con Cua-
renticinco Centavos (RD$2.45) por día; o sean RD$58.80 
(Cincuentiocho pesos oro con ochenta centavos), y RD$ 
294:00 (Doscientos noventicuatro Pesos Oro), respectiva-
mente; TERCERO: Condena, a dicha compañía a pagarle al 
trabajador Italo A. Villari, una suma igual a los salarios que 
habría recibido éste, desde el día de su demanda hasta la 
fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
sin exceder de los salarios correspondientes a tres meses, 
así como al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la Fábrica Nacional de Fósforos, C. por A., (De-
partamento Cartonera), la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Acoge, por fundado y se-
gún los motivos precedentemente expuestos el recurso, de 
apelación interpuesto por la Fábrica Nacional de Fósforos, 
C. por A., contra la sentencia de Trabajo del Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, de 
fecha 10 de julio de 1957, dictada en favor de Italo A. Villari, 
cuyas conclusiones Rechaza por infundadas, y, en conse-
cuencia Revoca la sentencia recurrida; SEGUNDO: Condena 
a Italo A. Villari, parte intimada que sucumbe, al pago de 
tan solo los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca el siguiente me-
dio de casación: "Violación del Artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil. Insuficiencia de Motivos, mas propia-
mente, falta de base legal"; 

Considerando que en el desarrollo de su medio de casa-
ción el recurrente sostiene, en síntesis, lo siguiente: que la 
sentencia impugnada, no precisa si la desobediencia que se 
le atribuye al trabajador fué en relación con los servicios 
contratados o conexos con la ocupación que desempeñaba; 
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que tamp000 precisa cuál era el servicio que debía prestar 
Villari, y si en su nuevo trabajo estaba obligado a operar 
en la máquina de corte llamada Cizalla; y que los motivos 
expuestos en la sentencia recurrida, son tan vagos e impre-
cisos, que la Suprema Corte de Justicia no puede verificar 
si el artículo 78 inciso 14 del Código de Trabajo, ha sido bien 
o mal aplicado; 

Considerando que el Juez a quo para justificar el dispo-
sitivo de la sentencia impugnada ha dado los siguientes mo-
tivos: "que del estudio de las declaraciones vertidas en esa 
audiencia y de la ponderación de las mismas el tribunal es-
tima, como hecho constante, los siguientes: que al trabaja-
dor mencionado le fué ordenado hacer un trabajo, a lo cual 
se negó; que el caso se originó con relación a un trabajo 
que debía ser hecho en la máquina llamada cizalla; que sobre 
la discrepancia absoluta entre ambas partes sobre este par-
ticular en que el patrono declara que dicho trabajador "es-
taba obligado a hacer el trabajo que se le dijo que hiciera" 
etc., y dicho trabajador de que trabajaba anteriormente en 
la cizalla, antes de irse Martínez y se me quiso obligar a 
hacer un trabajo a que yo no estaba obligado y "una o dos 
veces sí trabajé en las máquinas después de ser el encarga-
do", consta por declaraciones de testigos del informativo 
que el mencionado trabajador "a veces trabajaba en la ciza-
lla" y que él era el que "hacía siempre esos trabajos finos 
en dicha máquina, puesto que tenía de ella "un dominio ab-
soluto", él insistió en su negativa; que, "en realidad, en la 
confección de las cajas de que se trata interviene casi todo 
el personal, incluido el citado trabajador, puesto que el pro-
ceso consta de varias fases que no puede realizar uno solo"; 
que por todos esos motivos el tribunal estima que el traba-
jador cometió una falta al desobedecer la orden que le fué 
dada, en el.ejercicio de su trabajo, por lo cual el despido fué 
justificado y el recurso, en consecuencia, debe ser acogido"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78 inci- 
so 14 del Código de Trabajo, el patrono puede dar por ter- 

. 
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minado el contrato de trabajo despidiendo al trabajador si 
éste le desobedece o si desobedece a los representantes de 
su patrono, Siempre que se trate del servicio contratado; que 
para la recta aplicación de estas disposiciones, se hace nece-
sario que los jueces del fondo, precisen en sus sentencias, 
cuál es el servicio que de conformidad con el contrato debe 
prestar el trabajador y además deben los jueces determiny 
si el trabajador estaba obligado o no, dentro de su contrato, 
a realizar la labor que no quiso ejecutar; 

Considerando que ciertamente, y tal como lo alega el re-
currente, en los motivos antes transcritos, no se determina 
si el trabajador estaba obligado o no a realizar el trabajo 
que le ordenó su patrono; que tampoco se precisa si "esos 
trabajos finos" que siempre hacía el trabajador Villari en 
la máquina llamada Cizalla, eran los que le correspondían eje-
cutar dentro de los servicios contratados; y si las "veces" que 
trabajó en dicha máquina lo hizo en cumplimiento directo 
de sus obligaciones, o si lo 'fué por espíritu de cooperación 
con la empresa, como se alega; que al no poder la Suprema 
Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar si en la 
especie se hizo o no una correcta aplicación del inciso 14 del 
artículo 78 del Código de Trabajo, la sentencia impugnada 
carece de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictada como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha dieciséis de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón 

Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Barón T. 
Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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minado el contrato de trabajo despidiendo al trabajador si 
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si el trabajador estaba obligado o no, dentro de su contrato, 
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Corte de Justicia, como Corte de Casación, verificar si en la 
especie se hizo o no una correcta aplicación del inciso 14 del 
artículo 78 del Código de Trabajo, la sentencia impugnada 
carece de base legal; 

Considerando que las costas podrán ser compensadas 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictada como Tribunal de Trabajo 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licencTados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, licenciado Barón T. 
Sánchez L., y doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quin-
ce del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Pi-
chardo o Félix Martínez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, natural y domiciliado en San Francisco de 
Jacagua, Municipio de Santiago, cédula 54858, serie 31, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia. dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
atribuciones criminales, de fecha treinta y uno de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Materia: Penal. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
31 de octubre de 1958. 

Recurrente: Félix Pichardo o Félix Martínez. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE ABRIL DE 1959 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rok 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente,. 
en fecha tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y' 
ocho, en la cual no se invoca ningún medio determinado de' 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295 y 304, párrafo II, del Có-
digo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los: 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de enero de mil novecientos cincuenta y ocho. 
el Abogado Ayudante del Magistrado Procurador Fiscal dele . 
Distrito Judicial de Santiago fué informado por la Policia 
Nacional de que en la sección de "El Aguacate de Jacagua"' 
acababa de ocurrir un hecho de sangre en el cual había: 
resultado muerto un hombre; b) que practicadas las prime-
ras 

 
 diligencias por dicho funcionario judicial, que se trasladó ,  

al lugar de los hechos acompañado del Magistrado Juez de ,  
Instrucción de la Primera Circunscripción de dicho Distrito., 

 Judicial, quedó en el acto debidamente apoderado del case-
dicho Magistrado Juez de Instrucción, quien, en fecha tre-
ce de febrero de ese mismo año, dictó su providencia califi-
cativa; y c) que apoderada del caso la Primera Cámara .  Pe-. 
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judiciali 
de Santiago, dictó una sentencia en fecha seis de junio de. 
mil novecientos cincuenta y ocho, por cuyo dispositivo, des-- 
pués de variar la calificación del Magistrado Juez de Ins-
trucción, en lo que respecta a Joaquín Pichardo y a Roque' 
Antonio Ventura: "Declara a los nombrados Félix Pichardow 
o Félix Martínez, Roque Antonio Ventura y Joaquín Pichar-
do (a) Porfirio, culpables del crimen de homicidio voluntario/ 
en perjuicio de Bruno Antonio López Peña, y en consecuen- 21 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licendrados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, licenciado Barón T. 
Sánchez L., y doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día quin-
ce del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Pi-
chardo o Félix Martínez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, natural y domiciliado en San Francisco de 
Jacagua, Municipio de Santiago, cédula 54858, serie 31, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia. dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
atribuciones criminales, de fecha treinta y uno de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Materia: Penal. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
31 de octubre de 1958. 

Recurrente: Félix Pichardo o Félix Martínez. 

SENTENCIA DE FEOTA 15 DE ABRIL DE 1959 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rok 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente,. 
en fecha tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y' 
ocho, en la cual no se invoca ningún medio determinado de' 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295 y 304, párrafo II, del Có-
digo Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los: 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, 
el Abogado Ayudante del Magistrado Procurador Fiscal del¿ . 

Distrito Judicial de Santiago fué informado por la Policía 
Nacional de que en la sección de "El Aguacate de Jacagua"' 
acababa de ocurrir un hecho de sangre en el cual había: 
resultado muerto un hombre; b) que practicadas las prime-
ras diligencias por dicho funcionario judicial, que se trasladó. 
al  lugar de los hechos acompañado del Magistrado Juez de , 

 Instrucción de la Primera Circunscripción de dicho Distrito., 
 Judicial, quedó en el acto debidamente apoderado del casa-

dicho Magistrado Juez de Instrucción, quien, en fecha tre-
ce de febrero de ese mismo año, dictó su providencia califi-
cativa; y c) que apoderada del caso la Primera Cámara Pe-• 
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial", 
de Santiago, dictó una sentencia en fecha seis de junio de. 
mil novecientos cincuenta y ocho, por cuyo dispositivo, des-
pués de variar la calificación del Magistrado Juez de Ins-
trucción, en lo que respecta a Joaquín Pichardo y a Roque,  
Antonio Ventura: "Declara a los nombrados Félix Pichardo 
o Félix Martínez, Roque Antonio Ventura y Joaquín Pichar-
do (a) Porfirio, culpables del crimen de homicidio voluntario' 

 en perjuicio de Bruno Antonio López Peña, y en consecuen- at 
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cia de su reconocida culpabilidad, condena a Félix Pichardo 
Félix Martínez y a Roque Antonio Ventura a sufrir 'Cinco 
Años de Trabajos Públicos, cada uno, y a Joaquín Pichardo 
,(a) Porfirio, a sufrir Dos Años de Prisión Correccional, aco-
giendo en favor de éste la excusa legal de la provocación"; 
Ordena la confiscación del cuchillo que figura en el expe-
diente como instrumento que sirvió para la comisión del he-
cho; y Condena a los mencionados acusados al pago solidario 
de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por dichos acusados, la Corte de Apelación de San-
tiago pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual tiene 

, e1 siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en 
la forma, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones cri-
minales, en fecha seis del mes de junio del año en curso, por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en cuanto condenó al nom-
brado Félix Pichardo o Félix Martínez, a sufrir la pena 
de cinco años de trabajos públicos por el crimen de homici-
dio voluntario en la persona del que en vida se llamó Bruno 
Antonio López Peña, y en cuanto ordenó la confiscación del 
cuchillo que figura como cuerpo del delito; TERCERO: Mo-
difica la expresada sentencia, en cuanto condenó al nom-
brado Roque Antonio Ventura, a sufrir la pena de cinco 
años de trabajos públicos, como coautor del mismo crimen, 
en el sentido de considerarlo cómplice del expresado hecho, 
y, como tal, lo condena a sufrir la pena de nueve meses de 
prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; CUARTO: Revoca, la aludida sentencia, en 
cuanto condenó al nombrado Joaquín Pichardo (a) Porfirio, 
a sufrir la pena de dos años de prisión correccional, como 
coautor del susodicho crimen; y, actuando por propia auto-
ridad, lo descarga del mencionado hecho, por insuficiencia 
de pruebas, ordenando que sea puesto inmediatamente en 
libertad, a no ser que se encuentre detenido por otra causa; 
IQUENTO: Condena a los acusados Félix Pichardo o Félix 

Martínez y Roque Antonio Ventura, al pago de las costas. 
solidariamente, y las declara de oficio en lo que respecta al 
acusado Joaquín Pichardo (a) Porfirio"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido, 
en resumen, los siguientes hechos: a) que en fecha doce 
de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, en la sección 
de "El Aguacate", del municipio de Santiago, siendo apro-
ximadamente las cuatro de la tarde, mientras se celebraba 
una fiesta en la casa de Pedro José Sosa, y con motivo de 
haberle Bruno Antonio López Peña solicitado a Joaquín Pi-
chardo la pareja para bailar con ella, y habérsela solicitado 
poco tiempo después Joaquín Pichardo a López Peña, quien 
se la negó, Pichardo insultó a López Peña, lo que dió motivo 
a que este último le diera una bofetada a Pichardo; por lo 
cual Roque Antonio Ventura, compañero y amigo de Pi-
chardo le fué encima a López Peña, y éste le dió un golpe 
en la frente, con un frasco; b) que en ese momento intervino 
Félix Pichardo o Martínez, quien, al ver abofeteado a su 
hermano Joaquín Pichardo, y herido a su amigo Roque An-
tonio Ventura, le infirió una herida, con un cuchillo, a Bru-
no Antonio López Peña, a consecuencia de la cual éste falle-
ció casi inmediatamente; 

Considerando que en los hechos y circunstancias asi 
comprobados y admitidos por la Corte a qua se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del crimen de homici-
dio voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal, 
y sancionado por el artículo 304, párrafo segundo, de ese 
mismo Código, con la pena de trabajos públicos; que, en 
consecuencia, al confirmar la sentencia dictada en atribucio-
nes criminales, en fecha seis de junio de mil noevcientos cin-
cuenta y ocho, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to condenó al único recurrente en casación, Félix Pichardo 
o Félix Martínez, a sufrir la pena de Cinco Años de Trabajos 
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cia de su reconocida culpabilidad, condena a Félix Pichardo 
Félix Martínez y a Roque Antonio Ventura a sufrir 'Cinco 
Años de Trabajos Públicos, cada uno, y a Joaquín Pichardo 
(a) Porfirio, a sufrir Dos Años de Prisión Correccional, aco-
giendo en favor de éste la excusa legal de la provocación"; 
Ordena la confiscación del cuchillo que figura en el expe-
diente como instrumento que sirvió para la comisión del he-
cho; y Condena a los mencionados acusados al pago solidario 
de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por dichos acusados, la Corte de Apel.ación de San-
tiago pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual tiene 

, el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en 
la forma, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones cri-
minales, en fecha seis del mes de junio del año en curso, por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, en cuanto condenó al nom-
brado Félix Pichardo o Félix Martínez, a sufrir la pena 
de cinco años de trabajos públicos por el crimen de homici-
dio voluntario en la persona del que en vida se llamó Bruno 
Antonio López Peña, y en cuanto ordenó la confiscación del 
cuchillo que figura como cuerpo del delito; TERCERO: Mo-
difica la expresada sentencia, en cuanto condenó al nom-
brado Roque Antonio Ventura, a sufrir la pena de cinco 
años de trabajos públicos, como coautor del mismo crimen, 
en el sentido de considerarlo cómplice del expresado hecho, 
y, corno tal, lo condena a sufrir la pena de nueve meses de 
prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; CUARTO: Revoca, la aludida sentencia, en 
cuanto condenó al nombrado Joaquín Pichardo (a) Porfirio, 
a sufrir la pena de dos años de prisión correccional, como 
coautor del susodicho crimen; y, actuando por propia auto-
ridad, lo descarga del mencionado hecho, por insuficiencia 
de pruebas, ordenando que sea puesto inmediatamente en 
libertad, a no ser que se encuentre detenido por otra causa; 
91JENTO: Condena a los acusados Félix Pichardo o Félix 

Martínez y Roque Antonio Ventura, al pago de las costas,, 
solidariamente, y las declara de oficio en lo que respecta al 
acusado Joaquín Pichardo (a) Porfirio"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecidoo, 
en resumen, los siguientes hechos: a) que en fecha doce 
de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, en la sección 
de "El Aguacate", del municipio de Santiago, siendo apro-
ximadamente las cuatro de la tarde, mientras se celebraba 
una fiesta en la casa de Pedro José Sosa, y con motivo de 
haberle Bruno Antonio López Peña solicitado a Joaquín Pi-
chardo la pareja para bailar con ella, y habérsela solicitado 
poco tiempo después Joaquín Pichardo a López Peña, quien 
se la negó, Pichardo insultó a López Peña, lo que dió motiva 
a que este último le diera una bofetada a Pichardo; por lo 
cual Roque Antonio Ventura, compañero y amigo de Pi-
chardo le fué encima a López Peña, y éste le dió un golpe 
en la frente, con un frasco; b) que en ese momento intervino 
Félix Pichardo o Martínez, quien, al ver abofeteado a su 
hermano Joaquín Pichardo, y herido a su amigo Roque An-
tonio Ventura, le infirió una herida, con un cuchillo, a Bru-
no Antonio López Peña, a consecuencia de la cual éste falle-
ció casi inmediatamente; 

Considerando que en los hechos y circunstancias asi 
comprobados y admitidos por la Corte a qua se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del crimen de homici-
dio voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Penal,, 
y sancionado por el artículo 304, párrafo segundo, de ese 
mismo Código, con la pena de trabajos públicos; que, en 
consecuencia, al confirmar la sentencia dictada en atribucio-
nes criminales, en fecha seis de junio de mil noevcientos cin-
cuenta y ocho, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to condenó al único recurrente en casación, Félix Pichardo 
o Félix Martínez, a sufrir la pena de Cinco Años de Trabajos 
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Públicos por el crimen de homicidio voluntario en la perso-
na del que en vida se llamó Bruno Antonio López Peña, 
después de declararlo culpable del referido crimen, le atri-
buyó a los hechos de la acusación la calificación legal que 
les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso a 
dicho acusado una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a la confiscación del cuchillo 
con el cual fué muerto López Peña, que la pena de confisca-
ción a que se refiere el artículo 11 del Código Penal sólo pue-
de ser ronunciada en los casos en que esté especialmente 
autorizada por el texto de la ley que castigue la infracción 
cometida; que los artículos 295 y 304 del Código Penal, apli-
cados en el presente caso, no establecen la pena de confis-
cación que fué impuesta por la sentencia impugnada; que 
la confiscación ordenada habría procedido, si el acusado hu-
biera Sido procesado, también, por el delito de porte ilegal 
de arma blanca, al tenor de la Ley N9 392, sobre Comercio, 
Porte y Tenencia de Armas, de fecha 20 de septiembre de 
1943, ya que el artículo 56 de dicha Ley consagra como pe-
na complementaria la confiscación de las armas cuyo porte 
prohibe; que, por consiguiente, al confirmar la Corte a qua 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones criminales, en 
fecha seis del mes de junio del año mil novecientos cincuenta 
y ocho, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, "en cuanto 
ordenó la confiscación del cuchillo que figura como cuerpo 
del delito", hizo una errónea aplicación del precitado artícu-
lo 11 del Código Penal; todo, sin perjuicio de las disposicio-
nes del artículo 57 de la citada Ley N 9  392, sobre Comercio, 
Porte y Tenencia de Armas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún otro vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión 
y sin envío, la sentencia pronunciada en atribuciones crimi-
nales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha treinta 
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y uno de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
cuanto ordena la confiscación del cuchillo que figura como 
cuerpo del delito; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos 
el recurso de casación interpuesto por Félix Pichardo o Fé-
lix Martínez contra la referida sentencia, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Barón T. Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso a 
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ción a que se refiere el artículo 11 del Código Penal sólo pue-
de ser ronunciada en los casos en que esté especialmente 
autorizada por el texto de la ley que castigue la infracción 
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cados en el presente caso, no establecen la pena de confis-
cación que fué impuesta por la sentencia impugnada; que 
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de arma blanca, al tenor de la Ley N° 392, sobre Comercio, 
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Porte y Tenencia de Armas; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún otro vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión 
y sin envío, la sentencia pronunciada en atribuciones crimi-
nales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha treinta  

y uno de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
cuanto ordena la confiscación del cuchillo que figura como 
cuerpo del delito; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos 
el recurso de casación interpuesto por Félix Pichardo o Fé-
lix Martínez contra la referida sentencia, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Tercero: 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
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siete, del Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. José Joaquín Pérez Páez, cédula 59, serie 

47, sello 7649 para 1957, abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Carlos R. Goico M., Abogado del Estado, 
en la especie, abogado del Tesorero Nacional como custodio 
del Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 
noviembre de mil novecientos cincuentisiete, suscrito por el 
Lic. José Joaquín Pérez Páez, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa de fecha treintiuno de 
octubre de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por el, 
Lic. Carlos R. Goico M., en su calidad ya expresada; 

Visto el escrito de ampliación de su memorial suscrito 
por el Lic. José Joaquín Pérez Páez, de fecha veintitrés de 
diciembre de mil novecientos cincuentiocho; 

Visto el Auto dictado por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha quince de abril de mil novecientos . 
cincuenta y nueve, por el cual se llama a los Magistrados 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
y Barón T. Sánchez L., para integrar la Suprema Corte de 
Justicia en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia ,después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 225 al 234 de la Ley de Registro 
de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 
• Considerando que, en la sentencia impugnada y en los-

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que • 

702 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
septiembre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Velázquez Fernández. 
(bogado: Lic. José Joaquín Pérez Páez. 

Recurrido: Tesorero Nacional. 
(bogado: Lic. Carlos R. Goico M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia„regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Guarionex A. García 
de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. 
Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio. 
nal, hoy día diecisiete del mes de abril del año mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de 
la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ve-
lázquez Fernández, español, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 
1640, Serie 13, sello 771, para 1957, contra sentencia de fe-
cha veintitrés de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
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siete, del Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. José Joaquín Pérez Páez, cédula 59, serie 

47, sello 7649 para 1957, abogado del recurrente, en la lec-

tura de sus conclusiones; 
Oído el Lic. Carlos R. Goico M., Abogado del Estado, 

en la especie, abogado del Tesorero Nacional como custodio , 
 del Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, en la lectura 

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 

noviembre de mil novecientos cincuentisiete, suscrito por el 
Lic. José Joaquín Pérez Páez, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa de fecha treintiuno de 
octubre de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por el 
Lic. Carlos R. Goico M., en su calidad ya expresada; 

Visto el escrito de ampliación de su memorial suscrito 
por el Lic. José Joaquín Pérez Páez, de fecha veintitrés de 
diciembre de mil novecientos cincuentiocho; 

Visto el Auto dictado por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha quince de abril de mil novecientos . 
cincuenta y nueve, por el cual se llama a los Magistrados 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
y Barón T. Sánchez L., para integrar la Suprema Corte de 
Justicia en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata; 

La Suprema Corte de Justicia ,después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 225 al 234 de la Ley de Registro • 
de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los-
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23 de 
septiembre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Velázquez Fernández. 
(bogado: Lic. José Joaquín Pérez Páez. 

Recurrido: Tesorero Nacional. 
(bogado: Lic. Carlos R. Goleo M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,,regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
flerrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Guarionex A. García 
de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. 
Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día diecisiete del mes de abril del año mil novecien-
tos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de 
la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ve-
lázquez Fernández, español, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 
1640, Serie 1 3, sello 771, para 1957, contra sentencia de fe-
cha veintitrés de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
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el recurrente, José Velázquez Fernández, como propietario 
de la Manzana N9 456, del Distrito Catastral N 9  1, del Dis-
trito Nacional, Ciudad Trujillo, obtuvo del Tribunal Supe-
rior de Tierras en fecha cuatro de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, una Resolución para realizar un replan-
teo de la Mensura de dicha manzana, por el Agrimensor Pú-
blico Claudio Fernández; b) que, realizada la indicada ope-
ración, y habiendo encontrado el recurrente, por el trabajo 
del Agrimensor ya dicho, que la Manzana N9 456 de su per-
tenencia tenía una extensión menor en 2,885.50 metros cua-
drados a la de 9,355.93 metros cuadrados que era la que re-
sultaba de su título, título que había obtenido por compra 
a la señora Josefina Díaz Bárcenas de Rivas Vásquez el tres 
de junio de mil novecientos cincuenta y cuatro, que ésta a 
su vez había obtenido por compra de la Industrial Antillana, 
C. por A., el treinta de septiembre de mil novecientos treinti-
nueve, y que ésta última compañía había recibido en adju-
dicación por saneamiento del Tribunal de Tierras del veinti-
siete de enero de mil novecientos treintinueve, el recurrente 
demandó en compensación al Tesorero Nacional como cus-
todio del Fondo de Seguro de Terrenos Registrados, por ins-
tancia de fecha doce de diciembre de mil novecientos cin-
cuenticinco; c) que, en fecha treinta de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, el Tribunal de Tierras en Juris-
dicción Original rechazó la demanda por su Decisión N° 1, 
cuyo dispositivo dice así: "Solares Números 1, 2, 3, 4, 5, 15 
y 16 de la Manzana Número 456. Unico: Rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la demanda en compensación 
contra el Tesorero Nacional como custodio del Fondo de 
Seguro de Terrenos Registrados, interpuesta en fecha doce 
de diciembre de mil novecientos cincuenticinco por el señor 
José Velázquez Fernández; d) que, sobre apelación del ac-
tual recurrente, el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
veintitrés de septiembre de mil novecientos cincuentisiete, 
decidió el caso por sentencia, que es la ahora impugnada en 
'casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 

Que debe rechazar y rechaza, por infundado, el recurso de 
apelación interpuesto por el señor José Velázquez Fernán-
dez, contra la Decisión N 9  1 dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, en fecha treinta de octubre de 
mil novecientos cincuenta y seis, en relación con los solares' 
1, 2, 3, 4, 5, 15 y 16 de la Manzana N9 456 del Distrito Ca-
tastral N9  1 del DistritoNacional, Ciudad Trujillo; SEGUN-
DO: Que debe rechazar y rechaza la demanda en compensa-
ción contra el Tesorero Nacional, en su calidad de custodio 
del Fondo de Aseguro de Terrenos Registrados, interpuesta 
por el señor José Velázquez Fernández, por haber sido hecha 
fuera del plazo de tres años estipulado por el artículo 229 
de la Ley de Registro de Tierras; confirmando así, aunque 
por otros motivos, la Decisión recurrida; TERCERO: Que 
debe declarar y declara que en lo concerniente a la Manza-
na N" 450-Reformada del Distrito Catastral N° 1 del Distrito 
Nacional, debe mantener y mantiene en toda su fuerza y vi-
gor los Certificados de Título que amparan los solares de es-
ta manzana, y que no hay lugar a modificación alguna de 
los planos, tal como fué decidido en la Resolución dictada por 
este Tribunal Superior en fecha 9 de diciembre de 1955"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada se 
alegan los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: 
Violación del artículo 229 de la Ley de Registro de Tierras"; 
"SEGUNDO MEDIO: Violación del principio de fé pública 
consagrado por los artículos 174 y 192 de la Ley de Registro 
de Tierras. Desconocimiento de la presunción de exactitud 
del Registro y del principio de inmutabilidad del Certificado 
de Título"; y "TERCER MEDIO: Violación del Derecho de 
defensa"; 

Considerando, que, en el desarrollo del primer medio, el 
recurrente sostiene que, en la especie, al decidir el Tribunal 
a quo que su acción en compensación contra el Fondo de 
Seguro estaba prescrita por haberla ejercido después de los 
tres años a contar del momento en que la Compañía adjudi-
cataria transfirió sus derechos a la señora Josefina Díaz 
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Seguro estaba prescrita por haberla ejercido después de los 
tres años a contar del momento en que la Compañía adjudi-
cataria transfirió sus derechos a la señora Josefina Díaz 
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Bárcenas de Rivas Vásquez, en fecha treinta de septiembre 
de mil novecientos treintinueve, hizo una errónea aplicación 
del artículo 229 de la Ley de Registro de Tierras, según el 
cual la acción en compensación contra el Fondo de Seguro 
"se sustentará dentro del término de tres años a contar del 
tiempo en que naciera el derecho a incoar la acción", siendo 
el criterio del recurrente que, en la especie, el tiempo o mo-
mento en que nació su derecho fué el momento en que se 
reveló la discordancia entre su Certificado de Título y el 
terreno que debía corresponderle en la Manzana N° 456 am-
parada por dicho Certificado; 

Considerando, que, conforme al artículo 229 de la Ley 
de Registro de Tierras, "Toda acción que de acuerdo con es-
ta Ley se establece en demanda de compensación por cual-
quier pérdida o privación de terreno o de cualquier derecho o 
interés en el mismo, se sustentará dentro del término de 
tres años a contar del tiempo en que naciere el derecho de 
incoar la acción"; que, conforme resulta del contexto del 
artículo 227 de la misma Ley la acción de que se trata am-
para tanto a los beneficiarios del primer registro de cual-
quier terreno o derecho o interés en el mismo, como a los 
causahabientes posteriores al primer registro; que, por tan-
to el punto de partida del plazo para el ejercicio de esta ac-
ción no puede ser el mismo para los dos casos, ya que, de ser 
así, en ciertas situaciones la acción no resultaría ejercible, 
por la pérdida del plazo antes de producirse la situación cu-
ya protección contra perjuicios quiere garantizar la Ley de 
Registro de Tierras en los artículos 225 a 234; que, en tales 
condiciones, cuando, como en la especie, de lo que se trata 
es de una discrepancia entre la extensión efectiva de un 
terreno y la extensión señalada en el título, que no puede 
subsanarse por las acciones reales prescritas en el artículo 
227 de la Ley, el punto de partida del plazo para incoar la 
acción en compensación no puede ser otro que el momento 
en que se revela el error que origina la discrepancia; que tal 
solución se impone en vista del carácter mismo del sistema 
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consagrado por la Ley de Registro de 'Tierras según el cual 
gozan de la garantía del Estado tanto los Certificados de 
Títulos que se expiden como resultado del saneamiento, co-
mo los Certificados de Títulos que surgen de transferencias 
posteriores al primer registro, puesto que en ambos casos 
actúan como expedidores a nombre del Estado los Registra-
dores de Títulos; que, por tales razonamientos, al no haber 
aplicado en el sentido que acaba de indicarse en relación con 
el punto de partida del plazo, el artículo 229 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, en la sentencia impugnada se ha hecho 
una aplicación errónea de dicho texto legal, y procede aco-
ger el primer medio de casación propuesto por el recurrente, 
anulándose la sentencia impugnada en todas sus partes, sin 
ponderar los demás medios de fondo alegados en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinti-
trés de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo, y envía el asunto al mismo Tribunal Superior; y Segun-
do: Condena al Fondo de Seguros de Terrenos Registrados, 
del cual es custodio el Tesorero Nacional, al pago de las cos-
tas del presente recurso. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Guarionex A. García de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ta Ley se establece en demanda de compensación por cual- 
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interés en el mismo, se sustentará dentro del término de 
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para tanto a los beneficiarios del primer registro de cual-
quier terreno o derecho o interés en el mismo, como a los 
causahabientes posteriores al primer registro; que, por tan-
to el punto de partida del plazo para el ejercicio de esta ac-
ción no puede ser el mismo para los dos casos, ya que, de ser 
así, en ciertas situaciones la acción no resultaría ejercible, 
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ya protección contra perjuicios quiere garantizar la Ley de 
Registro de Tierras en los artículos 225 a 234; que, en tales 
condiciones, cuando, como en la especie, de lo que se trata 
es de una discrepancia entre la extensión efectiva de un 
terreno y la extensión señalada en el título, que no puede 
subsanarse por las acciones reales prescritas en el artículo 
227 de la Ley, el punto de partida del plazo para incoar la 
acción en compensación no puede ser otro que el momento 
en que se revela el error que origina la discrepancia; que tal 
solución se impone en vista del carácter mismo del sistema 

consagrado por la Ley de Registro de 'tierras según el cual 
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Títulos que se expiden como resultado del saneamiento, co-
mo los Certificados de Títulos que surgen de transferencias 
posteriores al primer registro, puesto que en ambos casos 
actúan como expedidores a nombre del Estado los Registra-
dores de Títulos; que, por tales razonamientos, al no haber 
aplicado en el sentido que acaba de indicarse en relación con 
el punto de partida del plazo, el artículo 229 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, en la sentencia impugnada se ha hecho 
una aplicación errónea de dicho texto legal, y procede aco-
ger e] primer medio de casación propuesto por el recurrente, 
anulándose la sentencia impugnada en todas sus partes, sin 
ponderar los demás medios de fondo alegados en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes la 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinti-
trés de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presente 
fallo, y envía el asunto al mismo Tribunal Superior; y Segun-
do: Condena al Fondo de Seguros de Terrenos Registrados, 
del cual es custodio el Tesorero Nacional, al pago de las cos-
tas del presente recurso. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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primero de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
clispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Augusto Luis Sánchez S., cédula 44218, se-

rie 1, sello 9749, abogado de la parte recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Leoncio Ramos, cédula 3450, serie 1, sello 
3595, por sí y por los doctores Wellington J. Ramos Messina, 
cédula 39084, serie 31, sello 10106 y Leoncio Enmanuel Ra-
mos Messina, cédula 38912, serie 1, sello 6952, abogados de 
la parte recurrida, La Regia y Mella, C. por A., compañía 
comercial organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con su domicilio social en esta ciudad, representada 
por su Presidente Bruno Philipp, dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado y residente en esta misma ciudad, cédula 
39976, serie 1, sello 285, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visito el memorial de casación depositado en Secretaría 
el día siete de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa y el escrito de ampliación 
presentado por los abogados de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1101, 1116, 1131, 1315 del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veinticuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro fué suscrito un contrato de venta condicional de va-
rios muebles entre Luis Augusto Caminero y La Regia y 
Mella, C. por A.; b) que en fecha veinte de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco le fué nótificado al comprador un 
acto de alguacil, requeriéndole pagar varios pagarés vencí- 

  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 1 de julio de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Luis Augusto Caminero. 
Abogado: Dr. Augusto Luis Sánchez S. 

 

  

Recurrido: La Regia y Mella, C. por A. 
Abogados: Lic. Leoncio Ramos, Dr. Wellington J. Ramos Messina 

y Leoncio Enmanuel Ramos Messina. 

 

  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día diecisiete del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Au-
gusto Caminero, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do público, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
47226, serie 1, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones comerciales, en fecha 
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Abogado: Dr. Augusto Luis Sánchez S. 

Recurrido: La Regia y Mella, C. por A. 
Abogados: Lic. Leoncio Ramos, Dr. Wellington J. Ramos Messina 

y Leoncio Enmanuel Ramos Messina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día diecisiete del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Au-
gusto Caminero, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do público, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 
47226, serie 1, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones comerciales, en fecha  

primero de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
) dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Augusto Luis Sánchez S., cédula 44218, se-

rie 1, sello 9749, abogado de la parte recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Leoncio Ramos, cédula 3450, serie 1, sello 
3595, por sí y por los doctores Wellington J. Ramos Messina, 
cédula 39084, serie 31, sello 10106 y Leoncio Enmanuel Ra-
mos Messina, cédula 38912, serie 1, sello 6952, abogados de 
la parte recurrida, La Regia y Mella, C. por A., compañía 
comercial organizada de acuerdo con las leyes de la Repú-
blica, con su domicilio social en esta ciudad, representada 
por su Presidente Bruno Philipp, dominicano, mayor de edad, 
casado, domiciliado y residente en esta misma ciudad, cédula 
39976, serie 1, sello 285, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vio el memorial de casación depositado en Secretaría 
el día siete de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa y el escrito de ampliación 
presentado por los abogados de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1101, 1116, 1131, 1315 del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veinticuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro fué suscrito un contrato de venta condicional de va-
rios muebles entre Luis Augusto Caminero y La Regia y 
Mella, C. por A.; b) que en fecha veinte de julio de mil nove-
cientos cincuenta y cinco le fué nótificado al comprador un 
acto de alguacil, requeriéndole pagar varios pagarés vencí- 
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dos y no pagados, en el plazo de diez días, so pena de proce-
derse a la incautación de los muebles comprendidos en di-
cho contrato; e) que en vista de que el intimado Caminero no 
obtemperó a dicha intimación, la compañía vendedora pre-
sentó una querella ,la cual culminó con una sentencia de la 
Primera Cámara Penal del Distrito Nacional, dictada en fe-
cha veintitrés de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
cinco, que lo condenó, en defecto, por abuso de confianza, en 
perjuicio de la querellante, a seis meses de prisión y al pago 
de las costas; d) que contra esta sentencia interpuso la parte 
condenada recurso de oposición; e) que en la misma fecha 
de la sentencia que condenó en defecto a Caminero, éste de-
mandó en defecto a la Regia y Mella, C. por A., en nulidad 
del contrato de venta del 24 de noviembre de 1954, en rela-
ción con los muebles que eran de la propiedad del compra-
dor al momento de suscribirse el mencionado contrato, por 
causa de dolo; f) que en la audiencia fijada para el cono-
cimiento de la oposición, Caminero pidió el sobreseimiento 
de la causa hasta tanto los tribunales civiles decidieran su 
demanda en nulidad del contrato de venta; petición que fué 
acogida por sentencia de fecha catorce de febrero de mil 
novecientos cincuenta y seis; g) que en fecha cuatro de julio 
de mil novecientos cincuenta y siete la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, apoderada de la demanda en nulidad, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza, por los motivos precedentemente expuestos, en la de-
manda comercial en nulidad de contrato de venta condicional, 
interpuesta por Luis Augusto Caminero, contra La Regia y 
Mella, C. por A., la excepción de incompetencia propuesta 
por dicha parte demandada, por ser este Tribunal compe-
tente en el caso de que se trata; así como el pedimento de 
dicha misma parte sobre litis-pendencia y declinatoria ante 
la Jurisdicción Penal, por infundado; SEGUNDO: No acoge, 
por e] momento, los pedimentos contradictorios de ambas 
partes, acerca del fondo; y, en consecuencia, ordena, como 
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medidas de instrucción, la comparecencia personal de am- 
bas 

 e la 
partes, 	como la exhibición de los libros de comercio 

ademes'  andada, a los fines de constatar lo referente a los 
delos rt  en cuanto a todos los Contratos de Ventas Condicio-
nales suscritos entre dichas partes, que figurarán en el ex-
pediente; TERCERO: Da acta, como la ha pedido, al deman-
dante de su reservas de accionar en daños perjuicios a su 
contra-parte; CUARTO: Fija la audiencia pública del día 8 
de agosto próximo a las nueve de la mañana para que ten-
gan efecto tales medidas; QUINTO: Reserva las costas"; h) 
que después de verificada la medida de instrucción ordenada 
por esta sentencia, dicha Cámara de lo Civil y Comercial 
dictó un fallo que contiene este dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Acoge la demanda comercial en nulidad de venta 
condicional, por ser justa y reposar sobre prueba legal, y 
según los motivos precedentemente expuestos, intentada por 
Luis Augusto Caminero contra la Regia y Mella, C. por A., 
cuyas conclusiones rechaza por infundadas y, en consecuen-
cia, declara nulo el contrato suscrito entre las partes en 
fecha 24 de noviembre de 1954, de venta condicional, relati-
vamente a los muebles que ya eran de propiedad exclusiva 
del demandante al momento de suscribirse el mencionado 
contrato; SEGUNDO: Reserva los derechos que pudiere te-
ner dicho demandante, en tal caso, dándole acta, tal como 
ha pedido, de dicha reserva a los fines indicados; TERCERO: 
Condena a la Regia y Mella, C. por A., parte demandada 
que sucumbe al pago de las costas distrayéndolas en favor 
del Dr. Augusto Luis Sánchez S., quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; d) que contra esta última senten-
cia interpuso recurso de apelación la Regia y Mella, C. por 
A., en la forma y en el plazo señalado por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válida en la forma la apelación inter-
puesta por la Regia y Mella, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
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dos y no pagados, en el plazo de diez días, so pena de proce-
derse a la incautación de los muebles comprendidos en di-
cho contrato; c) que en vista de que el intimado Caminero no 
obtemperó a dicha intimación, la compañía vendedora pre-
sentó una querella ,la cual culminó con una sentencia de la 
Primera Cámara Penal del Distrito Nacional, dictada en fe-
cha veintitrés de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
cinco, que lo condenó, en defecto, por abuso de confianza, en 
perjuicio de la querellante, a seis meses de prisión y al pago 
de las costas; d) que contra esta sentencia interpuso la parte 
condenada recurso de oposición; e) que en la misma fecha 
de la sentencia que condenó en defecto a Caminero, éste de-
mandó en defecto a la Regia y Mella, C. por A., en nulidad 
del contrato de venta del 24 de noviembre de 1954, en rela-
ción con los muebles que eran de la propiedad del compra-
dor al momento de suscribirse el mencionado contrato, por 
causa de dolo; f) que en la audiencia fijada para el cono-
cimiento de la oposición, Caminero pidió el sobreseimiento 
de la causa hasta tanto los tribunales civiles decidieran su 
demanda en nulidad del contrato de venta; petición que fué 
acogida por sentencia de fecha catorce de febrero de mil 
novecientos cincuenta y seis; g) que en fecha cuatro de julio 
de mil novecientos cincuenta y siete la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, apoderada de la demanda en nulidad, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza, por los motivos precedentemente expuestos, en la de-
manda comercial en nulidad de contrato de venta condicional, 
interpuesta por Luis Augusto Caminero, contra La Regia y 
Mella, C. por A., la excepción de incompetencia propuesta 
por dicha parte demandada, por ser este Tribunal compe-
tente en el caso de que se trata; así como el pedimento de 
dicha misma parte sobre litis-pendencia y declinatoria ante 
la Jurisdicción Penal, por infundado; SEGUNDO: No acoge, 
por el momento, los pedimentos contradictorios de ambas 
partes, acerca del fondo; y, en consecuencia, ordena, como 

medidas de instrucción, la comparecencia personal de am-
bas partes, así como la exhibición de los libros de comercio 
de la demandada, a los fines de constatar lo referente a los 
pagos en cuanto a todos los Contratos de Ventas Condicio-
nales suscritos entre dichas partes, que figurarán en el ex-
pediente; TERCERO: Da acta, como la ha pedido, al deman-
dante de su reservas de accionar en daños perjuicios a su 
contra-parte; CUARTO: Fija la audiencia pública del día 8 
de agosto próximo a las nueve de la mañana para que ten-
gan efecto tales medidas; QUINTO: Reserva las costas"; h) 
que después de verificada la medida de instrucción ordenada 
por esta sentencia, dicha Cámara de lo Civil y Comercial 
dictó un fallo que contiene este dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Acoge la demanda comercial en nulidad de venta 
condicional, por ser justa y reposar sobre prueba legal, y 
según los motivos precedentemente expuestos, intentada por 
Luis Augusto Caminero contra la Regia y Mella, C. por A., 
cuyas conclusiones rechaza por infundadas y, en consecuen-
cia, declara nulo el contrato suscrito entre las partes en 
fecha 24 de noviembre de 1954, de venta condicional, relati-
vamente a los muebles que ya eran de propiedad exclusiva 
del demandante al momento de suscribirse el mencionado 
contrato; SEGUNDO: Reserva los derechos que pudiere te-
ner dicho demandante, en tal caso, dándole acta, tal como 
ha pedido, de dicha reserva a los fines indicados; TERCERO: 
Condena a la Regia y Mella, C. por A., parte demandada 
que sucumbe al pago de las costas distrayéndolas en favor 
del Dr. Augusto Luis Sánchez S., quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; d) que contra esta última senten-
cia interpuso recurso de apelación la Regia y Mella, C. por 
A., en la forma y en el plazo señalado por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válida en la forma la apelación inter-
puesta por la Regia y Mella, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
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Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha veintitrés 
del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia al comienzo del presente fallo; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia apelada, y en consecuencia, re-
chaza la demanda en nulidad del contrato de venta condicio-
nal de muebles de fecha 24 de noviembre del 1954, interve-
nido entre las partes en causa, intentada por Luis Augusto 
Caminero contra la Regia y Mella, C. por A., por improce-
dente y mal fundada; TERCERO: Rechaza, asimismo, el pe-
dimento de Luis Augusto Caminero tendiente a que se le 
de acta de las reservas que hace de demandar a la Regia y 
Mella, C. por A., por los daños y perjuicios materiales y 
morales que con su actuación dolosa le ha ocasionado; 
CUARTO: Condena a Luis Augusto Caminero al pago de las 
costas de primera y segunda instancia"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
motivos, y motivos falsos y erróneos, en violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa; Tercer Medio: 
Desconocimiento y violación de los artículos 1101 y 1131 
del Código Civil sobre las obligaciones sin causa; Cuarto 
Medio: Violación del artículo 1315 del Código Civil sobre el 
principio de prueba; Quinto Medio: Violación del artículo 
1116 del Código Civil sobre el dolo como vicio del consenti-
miento en combinación con el artículo 1315 sobre la prueba; 
medios que serán examinados en otro orden; 

Considerando, en cuanto a los medios tercero y cuarto, 
que por estos medios el recurrente alega que "para que un 
contrato sea válidamente formado es necesario, entre otras 
condiciones, qué haya una causa lícita, si ésta no existe, o 
si es una causa ilícita o 'falsa, no hay contrato válido"; que 
"este principio de derecho consagrado en los Arts. 1101, 
1131 y otros del Código Civil, ha sido francamente desco-
nocido y violado por la Corte a qua en la sentencia ahora re-
currida en casación, a pesar de haber aportado el señor Ca- 

minero las pruebas escritas suficientes para demostrar que 
el derecho de propiedad sobre la mayoría de los muebles que 
figuran como objetos de la venta en el contrato del 24 de 
noviembre de 1954, ya le había sido trasmitido por La Regia 
y Mella, C. por A. al señor Caminero con anterioridad a esa 
fecha y mediante otros contratos de ventas condicionales cu-
yos precios habían sido pagados en su totalidad por el señor 
Caminero y que, por tanto, en lo que se refiere a esos obje-
tos, no había causa para el comprador"; que la Regia y Me-
lla, C. por A., no pudo probar su afirmación, de que el recu-
rrente debía al momento de suscribir cada contrato, parte 
del precio del contrato anterior; pero 

Considerando que la Corte a qua, mediante el examen' 
de los documentos de la causa, establece en su fallo como 
hechos constantes: "a) que entre la Regia y Mella, C. por A., 
y el señor Luis Augusto Caminero, intervinieron cuatro con-
tratos de ventas condicionales de muebles, bajo el imperio 
de la Ley N° 1608 del 29 de diciembre de 1947, en las fechas 
y por los muebles y precios que a continuación se detallan: 
el primero, en fecha 12 de diciembre de 1953, por la suma de 
RD$85.00, sobre dos camas de plaza y media cada una y 
una mesita de noche, según factura N 5000; el segundo, en 
fecha 13 de marzo de 1954, por la suma de RD$160.00, sobre 
dos camas de plaza y media cada una, una mesita de noche-
y una coqueta, según facturas Nos. 5000 y 5436; el tercero,. 
en fecha 22 de abril de 1954, por la suma de RD$340.00, so-
bre dos camas de plaza y media cada una, una mesita de no-- 
che, una coqueta y un juego de sala imitación bambú, según 
facturas Nos. 5000, 5436 y 5619; y el cuarto, en fecha 24 de 
noviembre de 1954, por la suma de RD$590.00, sobre dos 
camas de plaza y media cada una, una mesita de noche, una_ 
coqueta, un juego de sala imitación bambú, un colchón Dum-- 
lopillo, dos almohadas de goma, un gavetero y un cambio de-
bastidor, según facturas Nos. 5000, 5436, 5619 y 6577; b) 
que en este último contrato se consigna un 'plazo (pago) 
inicial de RD$40.00; valor en cuenta por pagos anteriorea; 
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Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha veintitrés 
del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia al comienzo del presente fallo; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia apelada, y en consecuencia, re-
chaza la demanda en nulidad del contrato de venta condicio-
nal de muebles de fecha 24 de noviembre del 1954, interve-
nido entre las partes en causa, intentada por Luis Augusto 
Caminero contra la Regia y Mella, C. por A., por improce-
dente y mal fundada; TERCERO: Rechaza, asimismo, el pe-
dimento de Luis Augusto Caminero tendiente a que se le 
de acta de las reservas que hace de demandar a la Regia y 
Mella, C. por A., por los daños y perjuicios materiales y 
morales que con su actuación dolosa le ha ocasionado; 
CUARTO: Condena a Luis Augusto Caminero al pago de las 
costas de primera y segunda instancia"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta de 
motivos, y motivos falsos y erróneos, en violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: 
Desnaturalización de los hechos de la causa; Tercer Medio: 
Desconocimiento y violación de los artículos 1101 y 1131 
del Código Civil sobre las obligaciones sin causa; Cuarto 
Medio: Violación del artículo 1315 del Código Civil sobre el 
principio de prueba; Quinto Medio: Violación del artículo 
1116 del Código Civil sobre el dolo como vicio del consenti-
miento en combinación con el artículo 1315 sobre la prueba; 
medios que serán examinados en otro orden; 

Considerando, en cuanto a los medios tercero y cuarto, 
que por estos medios el recurrente alega que "para que un 
contrato sea válidamente formado es necesario, entre otras 
condiciones, qué haya una causa lícita, si ésta no existe, o 
si es una causa ilícita o falsa, no hay contrato válido"; que 
"este principio de derecho con :;agrado en los Arts. 1101, 
1131 y otros del Código Civil, ha sido francamente desco-
nocido y violado por la Corte a qua en la sentencia ahora re-
currida en casación, a pesar de haber aportado el señor Ca- 
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minero las pruebas escritas suficientes para demostrar que 
el derecho de propiedad sobre la mayoría de los muebles que 
figuran como objetos de la venta en el contrato del 24 de 
noviembre de 1954, ya le había sido trasmitido por La Regia 
y Mella, C. por A. al señor Caminero con anterioridad a esa. 
fecha y mediante otros contratos de ventas condicionales cu-
yos precios habían sido pagados en su totalidad por el señor 
Caminero y que, por tanto, en lo que se refiere a esos obje-
tos, no había causa para el comprador"; que la Regia y Me-
lla, C. por A., no pudo probar su afirmación, de que el recu-
rrente debía al momento de suscribir cada contrato, parte 
del precio del contrato anterior; pero 

Considerando que la Corte a qua, mediante el examen 
de los documentos de la causa, establece en su fallo como 
hechos constantes: "a) que entre la Regia y Mella, C. por A., 
y el señor Luis Augusto Caminero, intervinieron cuatro con-
tratos de ventas condicionales de muebles, bajo el imperio 
de la Ley N^ 1608 del 29 de diciembre de 1947, en las fechas 
y por los muebles y precios que a continuación se detallan: 
el primero, en fecha 12 de diciembre de 1953, por la suma de 
RD$85.00, sobre dos camas de plaza y media cada una y 
una mesita de noche, según factura N 5000; el segundo, en 
fecha 13 de marzo de 1954, por la suma de RD$160.00, sobre 
dos camas de plaza y media cada una, una mesita de noche 
y una coqueta, según facturas Nos. 5000 y 5436; el tercero,. 
en fecha 22 de abril de 1954, por la suma de RD$340.00, so.. 
bre dos camas de plaza y media cada una, una mesita de no-
che, una coqueta y un juego de sala imitación bambú, según 
facturas Nos. 5000, 5436 y 5619; y el cuarto, en fecha 24 de-
noviembre de 1954, por la suma de RD$590.00, sobre dos 
camas de plaza y media cada una, una mesita de noche, una_ 
coqueta, un juego de sala imitación bambú, un colchón Dum-- 
lopillo, dos almohadas de goma, un gavetero y un cambio de 
bastidor, según facturas Nos. 5000, 5436, 5619 y 6577; b) 
que en este último contrato se consigna un 'plazo (pago) 
inicial de RD$40.00; valor en cuenta por pagos anteriores; 
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-11D$290.00; quedando un balance de RD$260.00', y que 'este 
contrato sustituye el contrato de fecha 22 de abril de 1954, 
-facturas Nos. 5000, 5436 y 5619', sustitución que venía ope-
Irán' dose sucesivamente desde la suscripción del segundo con-
trato de Techa 13 de marzo de 1954"; 

Considerando que, como se advierte, la Corte a qua pa-
ra establecer que el recurrente debía al momento de suscri-
bir cada contrato parte del precio del contrato anterior, se 
funda, en definitiva, en el contenido de las estipulaciones 

'consignadas en esos mismos contratos, en relación con el 
pago inicial del precio de venta, con los balances anteriores 
y la sustitución de unos contratos por otros; que, en tales 
condiciones, la Corte a qua no ha violado, como se pretende, 

_los principios de la prueba; 
-Considerando, en cuanto a la causa, que de conformidad 

-con la cláusula primera de dichos contratos el comprador 
no adquiere la propiedad de los muebles vendidos sino cuan-
do realice el pago completo del precio de la venta; que, en 
el presente caso, no siendo el comprador dueño de los mue-
bles consignados en cada contrato, por no haber pagado el 
precio total de la venta al realizar cada una de dichas ope-
raciones ,la causa de las obligaciones de las partes resulta 
evidente, en todos y en cada uno de dichos contratos, así 
como su carácter lícito, puesto que en la venta la causa de 
la obligación del vendedor es el pago del precio y recíproca-
mente, la causa de la obligación del comprador es la trasmi-
2iiin de la propiedad de la cosa vendida, y ambas obligacio-
nes estaban pendientes cuando se hizo la intimación de pa-
go; que, por consiguiente, y en razón de todo lo expuesto, los 
medios de casación que se acaban de examinar carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que por el quinto medio se invoca que "la 
Corte a qua ha fundado su sentencia, en lo que se refiere al 
dolo, alegando que el dolo no se presume y que el señor 
Caminero no hizo la prueba de los hechos graves, precisos y 
ironcordantes que determinaron la comisión del dolo por par- 

te de La Regia y Mella, C. por A."; que, para proceder asá 
dicha Corte no tuvo en cuenta las pruebas escritas aportadas 
por el recurrente al debate, a saber: los cuatro contratos de 
ventas condicionales; los recibos y pagarés que comprueban 
el pago del precio de venta de los tres primeros contratos; los 
recibos de abonos del último contrato y el acto de incauta-
ción por el cual se requería la entrega de todos los muebles. 
aún de aquellos que ya eran propiedad del recurrente; que. 
además —sostiene el mismo recurrente— la Corte a qua no 
tuvo tampoco en cuenta que en el presente caso la Regia y 
Mella logró hacer que el recurrente firmara el contrato coma 
lo hizo argumentando que era una costumbre de la compañía 
y que el comprador, que ya era cliente de la casa, y no 
teniendo la posibilidad de comprar de contado los objetos 
muebles que les interesaba comprar, suscribió dicho contra-
to, con la mejor buena fé, permitiendo que en el mismo se• 
incluyeran todos los muebles que ya eran de su propiedad. 
muy lejos de imaginarse los planes de la compañía que eraur 
incautarse de la totalidad de los muebles tan pronto se atra-
sara o suspendiera los pagos del último contrato; pero 

Considerando que al tenor del artículo 1116 del Código 
Civil, el dolo es causa de nulidad de las convenciones, cuando 
los medios puestos en práctica por uno de los contratantes 
son tales, que queda evidenciado que sin ellos no hubiese 
contratado la otra parte; y que el dolo no se presume y debe 
probarse; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, para 
excluir la existencia del dolo alegado por el recurrente ex-
presa en su fallo lo que sigue: "que si, ciertamente, al afir-
mar el referido contrato cuya nulidad persigue, el compra-
dor hizo figurar en él, para que sirvieran de garantía de 
conformidad con el régimen consagrado por la Ley N 9 1608 
del 29 de diciembre de 1947, varios muebles que había ad-
quirido antes de la misma Compañía vendedora, nada se opo-
ne a que dentro del principio de la libertad de las conven-
ciones así lo hiciere, sobre todo cuando se liberaba del pago 
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• 
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no era propietario de los muebles comprendidos en el último 
contrato ella le hizo producir a las cláusulas de los contratos 
sucesivos, la consecuencia jurídica que era pertinente; que, 
en consecuencia, estos dos medios de casación deben ser tam-
bién desestimados como los demás. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto _por Luis Augusto Caminero, contra sen-
tencia pronunciad la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha primero de julio de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, en sus atribuciones comerciales, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Inicial que es de rigor en esa clase de ventas condicionales 
de muebles, se le reconocían los pagos anteriores que había 
hecho y se beneficiaba con otras ventajas, que resultaban 
de resumir en un solo contrato las obligaciones que había 
contraído con los demás, fijando un solo pago mensual y 
evitándose gastos que, por contratos distintos o separados, 
hubieran sido más crecidos"; 

'Considerando que en presencia de estos hechos, que han 
sido comprobados por los jueces del fondo sin incurrir en des-
naturalización alguna, la Corte a qua ha procedido correc-
tamente al declarar que en' esos hechos no está constituido 
el dolo invocado por el recurrente, ni sorpresa o engaño que 
viciara su consentimiento; que, por tanto, este medio de ca-
sación carece también de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por los medios primero y segundo del 
memorial de casación se alega que la sentencia impugnada 
"carece de motivación suficiente y la mayoría de los motivos 
que expone son falsos, puesto que no ha determinado por 
qué ha descartado los medios de prueba escritos sometidos 
por el señor Caminero; que, además, el recurrente alega, 
en síntesis, que la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos 
de la causa al expresar que él "adeudaba, al firmar el con- 
trate del 24 de noviembre de 1954, parte de los precios de 
ventas de los tres contratos anteriores, cuando los hechos 
son muy distintos, según las pruebas escritas aportadas"; 

Considerando que en el examen de los medios anteriores 
se pone de manifiesto que la Corte a qua ha dado en su fallo 
los motivos que justifican su decisión, con los cuales queda- 
ron rechazados al mismo tiempo los argumentos aducidos 
por el recurrente tendientes a demostrar la existencia de 
maniobras dolosas por parte de la Regia y Mella, C. por A., 
en la conclusión del contrato; que, por otra parte, la Corte 
a qua tampoco ha incurrido en su fallo en la desnaturaliza- 
ción de los hechos de la causa, que se pretende, porque para 
establecer que en las circunstancias anotadas el comprador 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fe-
cha 27 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

le 
Recurrente: Félix María Santos Rodríguez. 
Abogado: Lic. R. Furcy Castellanos. 

Interviniente: Eladia Sosa Mirabal. 

Abogado: Dr. César Augusto Cornielle Carrasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecisiete del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Ma-
ría Santos Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado y residente en la calle Francisco 
Villaespesa N° 7, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, 
cédula 7448, serie 34, sello 157830, contra sentencia de sim- 

ple policía dictada en fecha veintisiete de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, en grado de apelación por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Miguel Angel Luna Morales, cédula 39879, 

serie 31, sello 55105, en representación del Lic. R. Furcy 
Castellanos, cédula 7104, serie 1, sello 3320, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Augusto Cornielle Carrasco, cédula 
355, serie 76, sello 3644385, abogado de la interviniente Ela-
dia Sosa Mirabal, dominicana, mayor de edad, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la calle Onofre de Lora 
N9  33, de la ciudad de Santiago, cédula 23488, serie 31, sello 
1587831, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
seis de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, por 
ante la Secretaría de la Cámara a qua a solicitud del propio 
recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de marzo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. R. 
Furcy Castellanos O., en el cual se alegan contra la sen-
tencia impugnada los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de intervención de fecha seis de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Dr. 
César Augusto Cornielle Carrasco; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 161 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1" del Código de Procedimiento Civil, y 1°, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta y 
ocho Eladia Sosa presentó querella ante la Policía Nacional 
destacada en Santiago contra Félix María Santos Rodríguez 
por haber mordido un perro de éste a su hijo menor Tulio 
Herminio Pichardo; b) que en fecha veinticinco de agosto 
de mil novecientos cincuenta y ocho, el Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Municipio de Santiago dictó 
acerca del caso una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: Primero: Que debe declarar como al efecto decla-
ra a los nombrados Félix María Santos Rodríguez y a Wil-
liam Jorge Santos, de generales anotadas, culpables de violar 
el artículo 26-2 de la Ley de Policía; y, en consecuencia, se 
condena al pago de una multa de RD$3.00 (tres pesos oro), 
cada uno; Segundo: Que debe condenarlos además, al pago 
de las costas del procedimiento; Tercero: Que debe rechazar 
y rechaza la constitución en parte civil hecha por la señora 
Eladia Sosa, por intermedio de su abogado César Augusto 
Cornielle Carrasco, en contra del señor Félix María Santos 
Rodríguez, por no haberse podido establecer en audiencia 
cual de los dos perros ocasionó la mordida al menor Tulio 
Herminio Pichardo, y en consecuencia, rechaza dicha cons-
titución por improcedente y mal fundada"; c) que, sobre 
apelación de la parte civil Eladia Sosa, la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, dictó acerca del caso en fecha veintisiete de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, una senten-
cia, que es la ahora impugnada en casación, con el dispositi-
vo siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar, como 
al efecto declara, regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el Dr. César Augusto Cornielle Carrasco a 
nombre y representación de la señora Eladia Sosa, madre 
del menor Tulio Herminio Pichardo, contra sentencia N" 143, 
de fecha 25 del mes de agosto del año 1958, pronunciada por 
el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Munici- 
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pio de Santiago, que rechazó la constitución en parte civil 
intentada por ella, en contra del nombrado Félix María 
Santos Rodríguez; Segundo: Que debe revocar como al efec-
to revoca la antes expresada sentencia en cuanto al aspecto 
civil se refiere, y en consecuencia, obrando por contrario im-
perio, declara regular y válida la constitución en parte civil 
de la señora Eladia Sosa a nombre y representación de su 
hijo menor Tulio Herminio Pichardo, en contra del nom-
brado Félix María Santos Rodríguez, propietario del perro 
que ocasionó la mordida al menor, y en consecuencia, lo con-
dena al pago de una indeínnización de trescientos pesos oro 
(RD$300.00), en favor de la parte civil constituida, por los 
daños materiales y morales recibidos; Tercero: Que debe 
condenar como al efecto condena a Félix María Santos Ro-
dríguez al pago de las costas civiles de ambas instancias, con 
distracción a favor del Dr. César Augusto Cornielle, quien 
afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada se 
alegan los siguientes medios de casación: 1" Desnaturaliza-
ción, por falsa interpretación de los hechos de la causa; y 
2° Insuficiencia de motivos y, en consecuencia, falta de base 

legal; 
Considerando, que, conforme al artículo 161 del Código 

de Procedimiento Criminal, cuando el procesado se hallare 
convicto de contravención de policía, los Jueces de Paz, a 
la vez que impongan la pena, estatuirán por el mismo fallo 
sobre las demandas de restitución, y de daños y perjuicios, 
"si estas no excedieren los límites de su competencia"; que, 
conforme al artículo 1' del Código de Procedimiento Civil, 
el límite de la competencia de las demandas en daños y per-
juicios es el valor de cien pesos, salvo los casos especiales 
que la ley señala taxativamente; 

Considerando, que, en la misma materia, si ocurre ape-
lación de la parte querellante, constituida en parte civil, 
quien la sentencia apelada ha denegado la constitución e 
parte civil, la jurisdicción de apelación puede modificar 1 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciocho de julio de mil novecientos cincuenta y 
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por haber mordido un perro de éste a su hijo menor Tulio 
Herminio Pichardo; b) que en fecha veinticinco de agosto 
de mil novecientos cincuenta y ocho, el Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Municipio de Santiago dictó 
acerca del caso una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: Primero: Que debe declarar como al efecto decla-
ra a los nombrados Félix María Santos Rodríguez y a Wil-
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el artículo 26-2 de la Ley de Policía; y, en consecuencia, se 
condena al pago de una multa de RD$3.00 (tres pesos oro), 
cada uno; Segundo: Que debe condenarlos además, al pago 
de las costas del procedimiento; Tercero: Que debe rechazar 
y rechaza la constitución en parte civil hecha por la señora 
Eladia Sosa, por intermedio de su abogado César Augusto 
Cornielle Carrasco, en contra del señor Félix María Santos 
Rodríguez, por no haberse podido establecer en audiencia , 

 cual de los dos perros ocasionó la mordida al menor Tulio 
Herminio Pichardo, y en consecuencia, rechaza dicha cons-
titución por improcedente y mal fundada"; c) que, sobre 
apelación de la parte civil Eladia Sosa, la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, una senten-
cia, que es la ahora impugnada en casación, con el dispositi-
vo siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar, como 
al efecto declara, regular y válido el recurso de apelación 
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Santos Rodríguez; Segundo: Que debe revocar como al efec-
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brado Félix María Santos Rodríguez, propietario del perro 
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29  Insuficiencia de motivos y, en consecuencia, falta de base 
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convicto de contravención de policía, los Jueces de Paz, a 
la vez que impongan la pena, estatuirán por el mismo fallo 
sobre las demandas de restitución, y de daños y perjuicios, 
"si estas no excedieren los límites de su competencia"; que, 
conforme al artículo 1° del Código de Procedimiento Civil, 
el límite de la competencia de las demandas en daños y per-
juicios es el valor de cien pesos, salvo los casos especiales 
que la ley señala taxativamente; 

Considerando, que, en la misma materia, si ocurre ape-
lación de la parte querellante, constituida en parte civil, 
quien la sentencia apelada ha denegado la constitución e 
parte civil, la jurisdicción de apelación puede modificar 



BOLETÍN JUDICIAL 	 723 

de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

decisión admitiendo la constitución en parte civil si estima 
que ello es de lugar, y condenar al infractor a la indemni-
zación pedida o a una menor, si ello es de lugar, pero siem-
pre que la demanda no exceda los límites de la competencia 
de los Jueces de Paz, límites que, en tales casos, constituyen 
igualmente, la competencia de los Juzgados de Primera Ins-
tancia que en tales casos actúan como juzgados de apelación; 

Considerando, que, en la especie, la demanda en daños 
y perjuicios hecha por la parte civil ante la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago fué por el valor de mil pesos oro, por lo cual, en 
vista de lo expuesto en los Considerandos anteriores, excedía 
los límites de la competencia de los Jueces que conocieron 
del caso, los cuales sobre tal motivo debieron declarar in-
admisible esa demanda, para que la parte civil, si así lo 
deseaba, la introdujera ante jurisdicción competente, desde ) 
el punto de vista de la cuantía; 

Considerando, que, en la especie, por tratarse de una 
**cuestión de competencia, la Suprema Corte de Justicia puede 

suplir el medio de casación que acaba de ser expuesto; 

Por tales motivos, y sin ponderar los medios propuestos 
or el recurrente, Primero: Casa la sentencia de la Segunda 

Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
udicial de Santiago, de fecha veintisiete de noviembre de 
il novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se ha 

transcrito en parte anterior del presente fallo, y designa 
para conocer del caso a la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
t iago; Segundo: Condena a la parte interviniente al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La- 
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia- 

"Ilma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
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del caso, los cuales sobre tal motivo debieron declarar in-
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Considerando, que, en la especie, por tratarse de una 
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Por tales motivos, y sin ponderar los medios propuestos 
por el recurrente, Primero: Casa la sentencia de la Segunda 
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mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se ha 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
12 de agosto de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Juan Esteban Peña Marte, Eugenio Antonio Rivera 
Medina y Amado A. Sandoval Morillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente, 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani, y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecisiete del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Este-
ban Peña Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, mecá-
nico, domiciliado y residente en la ciudad de La Vega, cédula 
31859, serie 47, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente; Eugenio Antonio Rivera Medina, dominicano, 
mayor de edad, casado, radiotécnico, domiciliado y residente 
en La Vega, cédula 29950, serie 47, y Armando Antonio San-
doval Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul- 

tor, domiciliado y residente en La Vega, sin cédula personal 

de identidad, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, en atribuciones correccionales, de fecha 

doce de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte de Apelación de La Vega, a requeri-
miento del doctor Marcos A. González Hardy, cédula 17112, 
serie 47, sello 53953, a nombre y representación de Juan Es-
teban Peña Marte y compartes, en fecha dieciocho de ese 
mismo mes de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-

sación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 386 del Código Penal; 10 de la Ley 
N" 1014, del año 1935; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho, María Consuelo Genao compareció por ante el Oficial 
del Día de la Policía Nacional, de la Ciudad de La Vega, y 
presentó formal querella contra Eugenio Antonio Rivera 
Medina, Armando Antonio Sandoval Morillo y Juan Peña 
Marte, por haberle sustraído la suma de Ciento Siete Pesos 
(RD$107.00) y un reloj; habiéndose constituido en parte 
civil en la misma fecha; y b) que apoderada del caso la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, por sentencia de fecha veinticinco de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, N9  762, dictada en 
atribuciones correccionales, rechazó, por no existir indicios 
suficientes de que se había cometido un crimen, la petición 
formulada por la parte civil, María Consuelo Genao, de que 
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se declinara el asunto por ante el Juzgado de Instrucción; 
c) y, en esa misma fecha, dicha Cámara Penal dictó otra 
sentencia, N" 762 bis, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA -  PRIMERO: Pronuncia defecto contra la parte Civil 
Constituida María Consuelo Genao por falta de concluir; 
SEGUNDO: Descarga a los prevenidos Juan Peña marte, 
Eugenio Antonio Rivera y Armando Antonio Sandoval MG-
rillo del delito de Robo el primero y los dos últimos de com-
plicidad en el mismo hecho en perjuicio de Consuelo Genao, 
por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Condena a la par-
te civil constituida Maria Consuelo Genao, al pago de las 
costas civiles, ordenándose la distracción de las mismas en 
provecho de los abogados Dr. Marco A. González S, y Luis 
Manuel Despradel M., por haber manifestado que las avan-
zaron en su mayor parte; CUARTO: Declara las costas pe-
nales de oficio"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos, respectivamente: el primero, por María Consuelo 
Genao, en 'fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, contra la sentencia de la Cámara Penal que rechazó 
el pedimento de declinatoria formulado por dicha parte ci-
vil; y el segundo, por el Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de La Vega, a nombré y en representación 
del Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación 
de La Vega, en fecha siete de ese mismo mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, contra la sentencia que 
pronunció el defecto de la parte civil, por falta de concluir; 
descargó a los prevenidos, y condenó a la parte civil al pago 
de las costas civiles, la Corte de Apelación de La Vega, sobre 
dichos recursos de apelación, después de un reenvío para una 
mejor sustanciación del caso, pronunció la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara buenos y válidos, en sus formas respectivas, 
los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Anula la 
sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega en fecha 

veinticinco de abril del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
que descargó a los prevenidos Juan Peña Marte, Eugenio 
Antonio Rivera Medina y Armando Antonio Sandovál Mori-
llo, como autores el primero del delito de robo y los últirhos 
como cómplices en el mismo hecho, por insuficiencia de prue-
bas, por haber juzgado mal acerca de su competencia; TER-
CERO: Declina el expediente a fin de que sea instruido por 
el Juez de Instrucción correspondiente, por haber en los 
hechos de la causa indicios del crimen de robo de noche 
cometido por más de dos personas; CUARTO: Reserva las 
costas"; 

Considerando que cuando los tribunales están apodera-
dos de un hecho calificado delito, la declinatoria debe pro-
nunciarse, aún de oficio, tan pronto como los caracteres de 
un crimen se revelen, sea por el acto mismo de apoderamien-
to, o bien por los debates o por las circunstancias que con-
curran en el caso; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, median-
te la ponderación de los elementos de la causa, estimó que el 
hecho puesto a cargo de los recurrentes Juan Esteban Peña 
Marte, Eugenio Antonio Rivera Medina y Armando Antonio 
Sandoval Morillo, debía declinarse, como en efecto lo declino, 
por haber en los hechos de la causa, indicios de haberse rea-
lizado un robo de noche y por dos o más personas, hecho san-
cionado por el artículo 386 del Código Penal; con lo cual 
dicha Corte hizo una correcta aplicación del artículo 10 de 
la Ley N" 1014, del año 1935; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Esteban Peña Marte, Eugenio 
Antonio Rivera Medina y Armando Antonio Sandoval Mo-
rillo contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
La Vega, de fecha doce de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, en atribuciones correccionales, cuyo dispo- 
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impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara buenos y válidos, en sus formas respectivas, 
los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Anula la 
sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega en fecha  

veinticinco de abril del año mil novecientos Cincuenta y ocho, 
que descargó a los prevenidos Juan Pella Marte, Eugenio 
Antonio Rivera Medina y Armando Antonio Sandoval Mori-
llo, como autores el primero del delito de robo y los últimos 
como cómplices en el mismo hecho, por insuficiencia de prue-
bas, por haber juzgado mal acerca de su competencia; TER-
CERO: Declina el expediente a fin de que sea instruido por 
el Juez de Instrucción correspondiente, por haber en los 
hechos de la causa indicios del crimen de robo de noche 
cometido por más de dos personas; CUARTO: Reserva las 
costas"; 

Considerando que cuando los tribunales están apodera-
dos de un hecho calificado delito, la declinatoria debe pro-
nunciarse, aún de oficio, tan pronto como los caracteres de 
un crimen se revelen, sea por el acto mismo de apoderamien-
to, o bien por los debates o por las circunstancias que con-
curran en el caso; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, median-
te la ponderación de los elementos de la causa, estimó que el 
hecho puesto a cargo de los recurrentes Juan Esteban Peña 
Marte, Eugenio Antonio Rivera Medina y Armando Antonio 
Sandoval Morillo, debía declinarse, como en efecto lo declino, 
por haber en los hechos de la causa, indicios de haberse rea-
lizado un robo de noche y por dos o más personas, hecho san-
cionado por el artículo 386 del Código Penal; con lo cual 
dicha Corte hizo una correcta aplicación del artículo 10 de 
la Ley N" 1014, del año 1935; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Esteban Peña Marte, Eugenio 
Antonio Rivera Medina y Armando Antonio Sandoval Mo-
rillo contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
La Vega, de fecha doce de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, en atribuciones correccionales, cuyo dispo- 
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sitivo está copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.-
Luis Logroño Cohén.— Carlos ML Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Barón 
T. Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fechas 
4 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Plinio Rafael Taveras Caba, y José Dolores Infante.. 

Dios Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de JustiL-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-- 
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente,. 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña,, 
Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenti-
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, coma 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Plinioi 
Rafael Taveras Caba, dominicano, mayor de edad, soltero, 
empleado público, cédula 5439, serie 35, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, del domicilio y residencia 
de Licey al Medio, municipio de Santiago, y José Dolores.• 
Infante, dominicano, mayor de edad, soltero, barbero, sin 
cédula personal de identidad, domiciliado y residente en la: 
ciudad de Santiago de los Caballeros, contra sentencia dicta-
da en atribuciones criminales en fecha cuatro de noviero 
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sitivo está copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 
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velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Barón 
T. Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

4 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Plinio Rafael Taveras Caba, y José Dolores Infante.. 

Dios Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente,. 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores-. 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña,, 
Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L.,. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy' 
día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenti-
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración: 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como) 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Plinio 
Rafael Taveras Caba, dominicano, mayor de edad, soltero s., 
empleado público, cédula 5439, serie 35, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, del domicilio y residencia. 
de Licey al Medio, municipio de Santiago, y José Dolores-
Infante, dominicano, mayor de edad, soltero, barbero, sin-
cédula personal de identidad, domiciliado y residente en las 
ciudad de Santiago de los Caballeros, contra sentencia dicta-
da en atribuciones criminales en fecha cuatro de novienx- 
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bre del año de mil novecientos cincuentiocho, por la Corte 
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos levantadas en la Secre-

taría de la Corte a qua, a requerimiento del acusado José 
Dolores Infante, en fecha diez de noviembre de mil nove-

• cientos cincuentiocho, y del acusado Plinio Rafael Taveras 
Caba, en fecha cuatro del mismo mes y año; actas en las 
cuales no se especifica ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, .después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2, 295, 304, Inciso Segundo, 379, 
384 y 463, Inciso Tercero, del Código Penal; y 1, y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por providencia calificativa de fecha veinticinco de abril del 
año de mil novecientos cincuentiocho, el Magistrado Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Judi-
cial de Santiago, envió a ser juzgado por ante el Tribunal 
Criminal al nombrado José Dolores Infante, como autor del 
crimen de tentativa de robo, de noche, con fractura. y en 

casa habitada, en agravio del comerciante Antonio Fernán-
dez, y a Plinio Rafael Taveras, por el crimen de homicidio 
voluntario en la persona de Ramón Enrique Alfonso Piña, 
raso que fué de la Policía Nacional; b) que contra dicha pro-
videncia calificativa recurrió en oposición el acusado Plinio 
Rafael Taveras Caba, recurso que fué rechazado por el 
Jurado de Oposición; c) que en fecha primero de agosto del 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
'FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado José Dolores 
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Infante (a) Volibol culpable del crimen de tentativa de ro-
bo de noche con fractura y en casa habitada, en perjuicio 
del señor Antonio Fernández y en consecuencia condena al 
aludido acusado a sufrir Cinco Añaos de Trabajos Públicos; 
SEGUNDO: Declara al nombrado Plinio Rafael Taveras Ca-
ba, culpable del crimen de homicidio voluntario con error 
de la persona, en perjuicio de Ramón Enrique Alfonso Piña 
y en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes con-
dena al mencionado acusado Plinio Rafael Taveras Caba a 
sufrir Dos Años de Prisión Correccional; TERCERO: Admi-
te la constitución en parte civil de la señora Idalia Merce-
des Clariot Fernández de Alfonso, en su calidad de cónyuge 
superviviente de la víctima, contra el acusado Plinio Rafael 
Taveras Caba; CUARTO: Condena a Plinio Rafael Taveras 
Caba al pago de una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco 
Mil Pesos Oro) en provecho de la parte civil constituida, 
como justa reparación de los daños morales y materiales por 
ésta experimentados, y Ordena, que en caso de insolvencia, 
dicha indemnización sea perseguible con prisión correccio-
nal de Seis Meses; QUINTO: Ordena la confiscación de una 
"pata de cabra" que figura como instrumento que sirvió pa-
ra cometer la tentativa de robo a cargo de José Dolores In-
fante; SEXTO: Condena a Plinio Rafael Taveras Caba at 
pago de las costas civiles; SEPTIMO: Condena a ambos 
acusados al pago de las costas penales"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrieron en 
apelación ambos acusados, y la Corte de Apelación de San-
tiago, apoderada de dicho recurso, dictó en fecha cuatro de 
noviembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma los presentes re-
cursos de apelación; SEGUNDO: Rechaza por improcedente 
e infundado el pedimento formulado por los abogados de la 
defensa del acusado Plinio Rafael Taveras Caba, tendiente 
a que se acoja en favor de éste la legítima defensa; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada ,dictada en atribuciones 
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bre del año de mil novecientos cincuentiocho, por la Corte 
de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos levantadas en la Secre-

taria de la Corte a qua, a requerimiento del acusado José 
Dolores Infante, en fecha diez de noviembre de mil nove-
cientos cincuentiocho, y del acusado Plinio Rafael Taveras 
Caba, en fecha cuatro del mismo mes y año; actas en las 
cuales no se especifica ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, ,después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2, 295, 304, Inciso Segundo, 379, 
384 y 463, Inciso Tercero, del Código Penal; y 1, y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por providencia calificativa de fecha veinticinco de abril del 
año de mil novecientos cincuentiocho, el Magistrado Juez de 
Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Judi-
cial de Santiago, envió a ser juzgado por ante el Tribunal 
Criminal al nombrado José Dolores Infante, como autor del 
crimen de tentativa de robo, de noche, con fractura y en 

:casa habitada, en agravio del comerciante Antonio Fernán-
dez, y a Plinio Rafael Taveras, por el crimen de homicidio 
voluntario en la persona de Ramón Enrique Alfonso Piña, 
raso que fué de la Policía Nacional; b) que contra dicha pro-
videncia calificativa recurrió en oposición el acusado Plinio 
Rafael Taveras Caba, recurso que fué rechazado por el 
Jurado de Oposición; c) que en fecha primero de agosto del 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado José Dolores 

BOLETtN JUDICIAL 	 751 

infante (a) Volibol culpable del crimen de tentativa de ro-

bo de noche con fractura y en casa habitada, en perjuicio 
del señor Antonio Fernández y en consecuencia condena al 
aludido acusado a sufrir Cinco Añaos de Trabajos Públicos:, 
SEGUNDO: Declara al nombrado Plinio Rafael Taveras Ca-

ba, culpable del crimen de homicidio voluntario con error 
de la persona, en perjuicio de Ramón Enrique Alfonso Piña 
y en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes con-

dena al mencionado acusado Plinio Rafael Taveras Caba a 

sufrir Dos Años de Prisión Correccional; TERCERO: Admi-

te la constitución en parte civil de la señora Idalia Merce-
des Clariot Fernández de Alfonso, en su calidad de cónyuge 
superviviente de la víctima, contra el acusado Plinio Rafael 
Taveras Caba; CUARTO: Condena a Plinio Rafael Taveras 
Caba al pago de una indemnización de RDS5,000.00 (Cinco 
Mil Pesos Oro) en provecho de la parte civil constituida s 

 como justa reparación de los daños morales y materiales por 
ésta experimentados, y Ordena, que en caso de insolvencia, 
dicha indemnización sea perseguible con prisión correccio-
nal de Seis Meses; QUINTO: Ordena la confiscación de una 
"pata de cabra" que figura como instrumento que sirvió pa-

ra cometer la tentativa de robo a cargo de José Dolores In-

fante; SEXTO: Condena a Plinio Rafael Taveras Caha at 
pago de las costas civiles; SEPTIMO: Condena a ambos 
acusados al pago de las costas penales"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrieron en 
apelación ambos acusados, y la Corte de Apelación de San-

tiago, apoderada de dicho recurso, dictó en fecha cuatro de 
noviembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma los presentes re-

cursos de apelación; SEGUNDO: Rechaza por improcedente 
e infundado el pedimento formulado por los abogados de la 
defensa del acusado Plinio Rafael Taveras Caba, tendiente 
a que se acoja en favor de éste la legítima defensa; TERCE-
RO: Confirma la sentencia apelada ,dictada en atribuciones.  
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criminales, en fecha primero del mes de agosto del año en 
curso (1958), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to condenó al nombrado José Dolores Infante (a) Volibol, a 
sufrir la pena de Cinco Años de Trabajos Públicos, por el 
crimen de Tentativa de Robo, de noche, con fractura y en 
casa habitada, en perjuicio del señor Antonio Fernández; 
en cuanto condenó al nombrado Plinio Rafael Taveras Ca-
ba, a sufrir la pena de Dos Años de Prisión Correccional, por 
el crimen de homicidio voluntario con error de la persona 
en perjuicio de Ramón Enrique Alfonso Piña, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; en cuanto admitió la 
constitución en parte civil de la señora Idalia Mercedes .Cla-
riot Fernández de Alfonso, en su calidad de cónyuge super-
viviente de la víctima, contra el acusado Plinio Rafael Ta-
veras Caba; en cuanto condenó al nombrado Plinio Rafael 
Taveras Caba al pago de una indemnización de Cinco Mil 
Pesos Oro, en provecho de la parte civil constituida, como 
justa reparación de los daños morales y materiales, que ha 
experimentado; en cuanto ordenó la confiscación de una 
pata de cabra que figura como instrumento que sirvió para 
cometer la tentativa de robo a cargo del nombrado José 
Dolores Infante (a) Volibol; en cuanto condenó al nombrado 
Plinio Rafael Taveras Caba, al pago de las costas civiles; y 
en cuanto condenó a ambos acusados al pago de las costas 
penales; CUARTO: Modifica la expresada sentencia, en 
cuanto ordenó que en caso de insolvencia, la indemnización 
sea perseguible con prisión correccional de seis meses, en el 
sentido de fijar en seis meses de prisión la duración del refe-
rido apremio corporal; QUINTO: Condena a los acusados al 
pago solidario de las costas penales y compensa las costas 
civiles de esta alzada"; 

Considerando en cuanto a ambos recursos, que la Cor-
te a qua dió por establecido mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa: a) que en la madrugada del 
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día siete del mes de enero del año de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, el nombrado José Dolores Infante, desprendió con 
una herramienta llamada "pata de cabra", el cerrojo de la 
puerta principal del establecimiento comercial de Antonio 
Fernández, en la calle Arté, esquina García Copley, de la 
ciudad de Santiago, con el propósito de robar; b) que tan 
pronto el acusado Infante penetró en el establecimiento, que 
estaba a oscuras, el agente de la Policía Nacional Taveras 
Caba, que se había situado allí dentro, junto con su compa-
ñero de organización Ramón Enrique Alfonso Piña, y el 
dueño del negocio, esperando al ladrón, de cuyos proyectos 
ya tenían conocimiento, le disparó por error al raso Alfonso 
Piña, "creyendo que era al ladrón que estaba realizando el 
robo"; c) que dicho raso, alcanzado por una bala en la cabe-
za, quedó muerto instantáneamente, mientras el acusado In-
fante se dió a la fuga, siendo capturado más tarde; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobe-
ranamente por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de tentativa de robo con 
fractura, y además de noche y en casa habitada, y el de 
homicidio voluntario, previsto y sancionado el primero de 
dichos crímenes, por los artículos 2, 379, 381, y 384 del Có-
digo Penal, con la, pena de cinco a veinte años de trabajos 
públicos, y el de homicidio previsto por el artículo 295 del 
Código Penal y sancionado por su artículo 304, inciso segun-
do, con la pena de trabajos públicos de tres a veinte años; 
que, en consecuencia, al declarar la sentencia impugnada la 
culpabilidad de ambos acusados, y confirmar la de primera 
instancia que condenó a José Dolores Infante a cinco años 
de trabajos públicos, y a Plinio Rafael Taveras Caba, a dos 
años de prisión correccional, acogiendo en favor de este últi-
mo circunstancias atenuantes, atribuyó a los hechos de la 
causa la calificación legal que les corresponde según su na-
turaleza, e impuso a los acusados una sanción que está ajus-
tada a la ley; 
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criminales, en fecha primero del mes de agosto del año en 
curso (1958), por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en cuan-
to condenó al nombrado José Dolores Infante (a) Volibol, a 
sufrir la pena de Cinco Años de Trabajos Públicos, por el 
crimen de Tentativa de Robo, de noche, con fractura y en 
casa habitada, en perjuicio del señor Antonio Fernández; 
en cuanto condenó al nombrado Plinio Rafael Taveras Ca-
ba, a sufrir la pena de Dos Años de Prisión Correccional, por 
el crimen de homicidio voluntario con error de la persona 
en perjuicio de Ramón Enrique Alfonso Piña, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; en cuanto admitió la 
constitución en parte civil de la señora Idalia Mercedes ,Cla-
riot Fernández de Alfonso, en su calidad de cónyuge super-
viviente de la víctima, contra el acusado Plinio Rafael Ta-
veras Caba; en cuanto condenó al nombrado Plinio Rafael 
Taveras Caba al pago de una indemnización de Cinco Mil 
Pesos Oro, en provecho de la parte civil constituida, como 
justa reparación de los daños morales y materiales, que ha 
experimentado; en cuanto ordenó la confiscación de una 
pata de cabra que figura como instrumento que sirvió para 
cometer la tentativa de robo a cargo del nombrado José 
Dolores Infante (a) Volibol; en cuanto condenó al nombrado 
Plinio Rafael Taveras Caba, al pago de las costas civiles; y 
en cuanto condenó a ambos acusados al pago de las costas 
penales; CUARTO: Modifica la expresada sentencia, en 
cuanto ordenó que en caso de insolvencia, la indemnización 
sea perseguible con prisión correccional de seis meses, en el 
sentido de fijar en seis meses de prisión la duración del refe-
rido apremio corporal; QUINTO: Condena a los acusados al 
pago solidario de las costas penales y compensa las costas 
civiles de esta alzada"; 

Considerando en cuanto a ambos recursos, que la Cor-
te a qua dió por establecido mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente administrados 
en la instrucción de la causa: a) que en la madrugada del 
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día siete del mes de enero del año de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, el nombrado José Dolores Infante, desprendió con 
una herramienta llamada "pata de cabra", el cerrojo de la 
puerta principal del establecimiento comercial de Antonio 
Fernández, en la calle Arté, esquina García Copley, de la 
ciudad de Santiago, con el propósito de robar; b) que tan 
pronto el acusado Infante penetró en el establecimiento, que 
estaba a oscuras, el agente de la Policía Nacional Taveras 
Caba, que se había situado allí dentro, junto con su compa-
ñero de organización Ramón Enrique Alfonso Piña, y el 
dueño del negocio, esperando al ladrón, de cuyos proyectos 
ya tenían conocimiento, le disparó por error al raso Alfonso 
Piña, "creyendo que era al ladrón que estaba realizando el 
robo"; c) que dicho raso, alcanzado por una bala en la cabe-
za, quedó muerto instantáneamente, mientras el acusado In-
fante se dió a la fuga, siendo capturado más tarde; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobe-
ranamente por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del crimen de tentativa de robo con 
fractura, y además de noche y en casa habitada, y el de 
homicidio voluntario, previsto y sancionado el primero de 
dichos crímenes, por los artículos 2, 379, 381, y 384 del Có-
digo Penal, con la. pena de cinco a veinte años de trabajos 
públicos, y el de homicidio previsto por el artículo 295 del 
Código Penal y sancionado por su artículo 304, inciso segun-
do, con la pena de trabajos públicos de tres a veinte años; 
que, en consecuencia, al declarar la sentencia impugnada la 
culpabilidad de ambos acusados, y confirmar la de primera 
instancia que condenó a José Dolores Infante a cinco años 
de trabajos públicos, y a Plinio Rafael Taveras Caba, a dos 
años de prisión correccional, acogiendo en favor de este últi-
mo circunstancias atenuantes, atribuyó a los hechos de la 
causa la calificación legal que les corresponde según su na-
turaleza, e impuso a los acusados una sanción que está ajus-
tada a la ley; 
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Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
que el crimen de homicidio cometido por el acusado Taveras 
Caba, causó daños morales y materiales a la esposa de la 
víctima, Idalia Mercedes Clariot Fernández viuda Alfonso, 
constituida en parte civil; que por tanto, al condenar a di-
cho acusado a pagar a la parte civil constituida una indem-
nización de cinco mil pesos oro, cuyo monto fué apreciado 
soberanamente por los jueces del fondo, en la sentencia im-
pugnada se ha hecho una correcta aplicación del artículo 
1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos respectivamente por José Dolores Infan-
te y Plinio Rafael Taveras Caba, contra sentencia dictada en 
fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 
Ravelo de la Fuente:— Manuel A. Amiama. —Manuel Ra-
món Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel 
D. Bergés Chupani. —Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señoras Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito. 
Judicial de Espaillat de fecha 25 de septiembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Prudencio Cabral Reynoso. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida pOr los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, y Licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecisiete del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Prudencio 
Cabral Reynoso, dominicano, mayor de edad, agricultor, do-
miciliado y residente en Las Lagunas; del municipio de Moca, 
cédula 5472, serie 54, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia correccional pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat, en fecha veinticinco del mes-
de septiembre ciel año mil novecientos cincuentiocho, cuyos 
dispositivo se copia más adelante; 
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Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
que el crimen de homicidio cometido por el acusado Taveras 
Caba, causó daños morales y materiales a la esposa de la 
víctima, Idalia Mercedes Clariot Fernández viuda Alfonso, 
constituida en parte civil; que por tanto, al condenar a di-
cho acusado a pagar a la parte civil constituida una indem-
nización de cinco mil pesos oro, cuyo monto fué apreciado 
soberanamente por los jueces del fondo, en la sentencia im-
pugnada se ha hecho una correcta aplicación del artículo 
1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos respectivamente por José Dolores Infan-
te y Plinio Rafael Taveras Caba, contra sentencia dictada en 
fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.-
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. —Manuel Ra-
món Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel 
D. Bergés Chupani. —Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto ,Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat de fecha 25 de septiembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Prudencio Cabral Reynoso. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, y Licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecisiete del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Prudencio 
Cabral Reynoso, dominicano, mayor de edad, agricultor, do-
miciliado y residente en Las Lagunas, del municipio de Moca, 
cédula 5472, serie 54, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia correccional pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat, en fecha veinticinco del mes 
de septiembre del año mil novecientos cincuentiocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro del mes de 
-octubre del año mil novecientos cincuentiocho, a requeri-
miento de Prudencio Cabral Reynoso, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311, párrafo I, del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que el 
-día quince de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Espaillat fué in-
formado de un hecho de sangre ocurrido en la ciudad de 
Moca, en la calle Presidente Trujillo esquina a la Hostos, 
adonde se trasladó dicho funcionario acompañado del Juez 
de Instrucción y otras autoridades para realizar las prime-
ras diligencias; que el Juez de Instrucción, asistido de su 
Secretario, interrogó a Nereida Altagracia Estévez, agra-
viada, a Domingo Antonio Mercedes Hernández y Bienve-
nida Mercedes Rodríguez Guzmán, testigos, y a Prudencio 
Cabral Reynoso, autor del hecho, quien ya se encontraba 
detenido en la cárcel pública de aquella ciudad, levantándose 
-el acta correspondiente; que una vez terminadas las dili-
gencias preliminares, el Procurador Fiscal dictó prisión pre-
ventiva contra Prudencio Cabral Reynoso, "prevenido de 
heridas voluntarias en perjuicio de Nereyda Altagracia Es-
tévez y uso indebido de arma de fuego"; que en la misma 
fecha del hecho, el doctor Antonio F. Rojas B. expidió, a 
'requerimiento del Juez de Instrucción, un certificado médico 
-que dice así: "Haber examinado a la señora Nereida Alta-
gracia Estévez, quien presenta una herida de bala, con ori- 
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ficio de entrada en la región dorsal a nivel del octavo espa-
cio intercostal derecho y orificio de salida a nivel del se-
gundo espacio intercostal derecho y línea axilar anterior. 
Pronóstico reservado"; que apoderado del conocimiento del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, lo declinó al Juzgado de Paz del Municipio de Mo-
ca, "por ser de aquella competencia, en razón de la materia"; 
que en fecha (9) nueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, el Juzgado de Paz del Municipio de Moca 
dictó una sentencia con el dispositivo que sigue: "Primero: 
Que debe descargar como al efecto descarga al nombrado 
Prudencio Cabral Reinoso (a) Nene, del delito de violación 
al Art. 311 del Código Penal, por insuficiencias de pruebas; 
Segundo: Que debe ordenar como al efecto ordena la devo-
lución del cuerpo del delito, en la especie un revólver Marca 
S.&W., Calibre 38 N^ 1272203, 5 cápsulas llenas y una vacía; 
Tercero: Que debe declarar como al efecto declara las costas 
de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el Ministerio Público, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat dictó, en fecha vein-
ticinco del mes de enero del año mil novecientos cincuenti-
ocho, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: 1) Acoge como bueno y válido el recurso de 
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal 
contra sentencia de fecha 9 de septiembre (1958), que des-
cargó al señor Prudencio Cabral Reynoso (a) Nene, del deli-
to de heridas voluntarias curables en menos de diez días en 
perjuicio de Nereida Estévez; 2) Revoca dicha sentencia y 
le declara culpable del delito puesto a su cargo y le condena 
a pagar una multa de RD$60.00 pesos oro; 3) Ordena la 
confiscación del revólver marca Smith & Wetson N' 1272203 
y de seis cápsulas como cuerpo del delito; 4) Le condena 
además, al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los testimonios que fueron re- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuentiocho, a requeri-
miento de Prudencio Cabral Reynoso, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311, párrafo I, del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que el 
-día quince de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Espaillat fué in-
formado de un hecho de sangre ocurrido en la ciudad de 
Moca, en la calle Presidente Trujillo esquina a la Hostos, 
adonde se trasladó dicho funcionario acompañado del Juez 
-de Instrucción y otras autoridades para realizar las prime-
ras diligencias; que el Juez de Instrucción, asistido de su 
Secretario, interrogó a Nereida Altagracia Estévez, agra-
viada, a Domingo Antonio Mercedes Hernández y Bienve-
nida Mercedes Rodríguez Guzmán, testigos, y a Prudencio 
Cabral Reynoso, autor del hecho, quien ya se encontraba 
detenido en la cárcel pública de aquella ciudad, levantándose 
-el acta correspondiente; que una vez terminadas las dili-
gencias preliminares, el Procurador Fiscal dictó prisión pre-
ventiva contra Prudencio Cabral Reynoso, "prevenido de 
heridas voluntarias en perjuicio de Nereyda Altagracia Es-
tévez y uso indebido de arma de fuego"; que en la misma 
fecha del hecho, el doctor Antonio F. Rojas B. expidió, a 
requerimiento del Juez de Instrucción, un certificado médico 
-que dice así: "Haber examinado a la señora Nereida Alta-
gracia Estévez, quien presenta una herida de bala, con ori- 

ficio de entrada en la región dorsal a nivel del octavo espa-
cio intercostal derecho y orificio de salida a nivel del se-
gundo espacio intercostal derecho y línea axilar anterior. 
Pronóstico reservado"; que apoderado del conocimiento del 
caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, lo declinó al Juzgado de Paz del Municipio de Mo-
ca, "por ser de aquella competencia, en razón de la materia"; 
que en fecha (9) nueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, el Juzgado de Paz del Municipio de Moca 
dictó una sentencia con el dispositivo que sigue: "Primero: 
Que debe descargar como al efecto descarga al nombrado 
Prudencio Cabral Reinoso (a) Nene, del delito de violación 
al Art. 311 del Código Penal, por insuficiencias de pruebas; 
Segundo: Que debe ordenar como al efecto ordena la devo-
lución del cuerpo del delito, en la especie un revólver Marca 
S.&W., Calibre 38 N^ 1272203, 5 cápsulas llenas y una vacía; 
Tercero: Que debe declarar como al efecto declara las costas 
de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el Ministerio Público, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat dictó, en fecha vein-
ticinco del mes de enero del año mil novecientos cincuenti-
ocho, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: 1) Acoge como bueno y válido el recurso de 
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal 
contra sentencia de fecha 9 de septiembre (1958), que des-
cargó al señor Prudencio Cabral Reynoso (a) Nene, del deli-
to de heridas voluntarias curables en menos de diez días en 
perjuicio de Nereida Estévez; 2) Revoca dicha sentencia y 
le declara culpable del delito puesto a su cargo y le condena 
a pagar una multa de RD$60.00 pesos oro; 3) Ordena la 
confiscación del revólver marca Smith & Wetson N" 1272203 
y de seis cápsulas como cuerpo del delito; 4) Le condena 
además, al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los testimonios que fueron re- 
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—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figura -1i en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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gularmente administrados en la instrucción de la causa, y es-
pecialmente por la confesión del prevenido, apreciada discre-
cionalmente por el Juez del fondo, que dicho prevenido infi-
rió una herida de bala con el revólver que portaba a Nereida 
Altagracia Estévez, imposibilitándola para su trabajo habi-
tual por un período menor de diez días; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos soberanamente por el tribunal a quo, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de herida vo-
luntaria previsto por el artículo 309 del Código Penal y san-
cionado por el párrafo I del artículo 311, reformado, del 
mismo Código; que, en consecuencia, al declarar la sentencia 
impugnada que el prevenido es culpable del delito de heri-
da voluntaria que curó antes de diez días en perjuicio de 
Nereida Altagracia Estévez, y condenarlo a una multa de 
(RD$60.00) sesenta pesos oro, dicho tribunal atribuyó a 
los hechos de la prevención la calificación que le correspon-
den según su propia naturaleza y aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Prudencio Cabral Reynoso contra la 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en atri-
buciones correccionales, en fecha veinticinco de septiembre 
de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido 
copiado íntegramente en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
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gularmente administrados en la instrucción de la causa, y es-
pecialmente por la confesión del prevenido, apreciada discre-
cionalmente por el Juez del fondo, que dicho prevenido infi-
rió una herida de bala con el revólver que portaba a Nereida 
Altagracia Estévez, imposibilitándola para su trabajo habi-
tual por un período menor de diez días; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos soberanamente por el tribunal a quo, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de herida vo-
luntaria previsto por el artículo 309 del Código Penal y san-
cionado por el párrafo I del artículo 311, reformado, del 
mismo Código; que, en consecuencia, al declarar la sentencia 
impugnada que el prevenido es culpable del delito de heri-
da voluntaria que curó antes de diez días en perjuicio de 
Nereida Altagracia Estévez, y condenarlo a una multa de 
(RD$60.00) sesenta pesos oro, dicho tribunal atribuyó a 
los hechos de la prevención la calificación que le correspon-
den según su propia naturaleza y aplicó una sanción ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Prudencio Cabral Reynoso contra la 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en atri-
buciones correccionales, en fecha veinticinco de septiembre 
de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido 
copiado íntegramente en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.  

—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 15 
de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

pecurrente: Luis Germán Jiminián Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida poli los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ger-
mán Jiminián Hernández, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado de comercio, cédula 25366, serie 31, cuyo se-
llo de renovación no consta en el expediente, domiciliado y 
residente en la ciudad y municipio de Santiago de los Caba-
lleros, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha 
quince del mes de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 

la Corte a qua, en fecha diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta ,a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19 de la Ley 1608, de 1947, so-
bre Ventas Condicionales de Muebles; 406 y 463, 6°, del Códi-
go Penal; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
la R. Esteva & Cía. C. por A., en fecha 22 de mayo de 1957 
presentó querella contra Luis Germán Jiminián Hernández, 
por "el hecho de haber dispuesto éste de un radio marca 
`Phillips', qu ele fué vendido por la querellante" bajo el ré-
gimen de la Ley 1608, sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles, sin haber pagado el precio total de dicho mueble"; b) 
que la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del he-
cho, pronunció en fecha doce de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, la sentencia en defecto que contiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar y pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Ger-
mán Jiminián Hernández, de generales ignoradas, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; SEGUNDO: Que debe declarar y declara a/ 
referido procesado culpable del delito de Abuso de Confian-
za en perjuicio de R. Esteva & Co. C. por A., y en conse-
cuencia lo condena a sufrir seis meses de prisión correccio-
nal, y al pago de una multa de RD$50.00 (cincuenta pesos 
oro); y TERCERO: Que debe condenar y condena al pre-
citado inculpado al pago de las costas del procedimiento"; 
c) que sobre la oposición del prevenido, el indicado tribunal 
pronunció en fecha cuatro de julio de mil novecientos cin- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta ,a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 19 de la Ley 1608, de 1947, so-

bre Ventas Condicionales de Muebles; 406 y 463, 69, del Códi-
go Penal; 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
la R. Esteva & Cía. C. por A., en fecha 22 de mayo de 1957 
presentó querella contra Luis Germán Jiminián Hernández, 
por "el hecho de haber dispuesto éste de un radio marca 

qu ele fué vendido por la querellante" bajo el ré-
gimen de la Ley 1608, sobre Ventas Condicionales de Mue-
bles, sin haber pagado el precio total de dicho mueble"; b) 
que la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del he-
cho, pronunció en fecha doce de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete, la sentencia en defecto que contiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar y pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Ger-
mán Jiminián Hernández, de generales ignoradas, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante estar legal-
mente citado; SEGUNDO: Que debe declarar y declara al 
referido procesado culpable del delito de Abuso de Confian-
za en perjuicio de R. Esteva & Co. C. por A., y en conse-
cuencia lo condena a sufrir seis meses de prisión correccio-
nal, y al pago de una multa de RD$50.00 (cincuenta pesos 
oro); y TERCERO: Que debe condenar y condena al pre-
citado inculpado al pago de las costas del procedimiento"; 
e) que sobre la oposición del prevenido, el indicado tribunal 
pronunció en fecha cuatro de julio de mil novecientos chi- 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 15 
de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

pecurrente: Luis Germán Jiminián Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida poi' los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ger-
mán Jiminián Hernández, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado de comercio, cédula 25366, serie 31, cuyo se-
llo de renovación no consta en el expediente, domiciliado y 
residente en la ciudad y municipio de Santiago de los Caba-
lleros, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha 
quince del mes de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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cuenta y siete, la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, nulo, sin 
ningún efecto, el recurso de oposición interpuesto por el 
nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, de generales 
ignoradas, contra sentencia No 734, de fecha 12 del mes de 
junio del año 1957, dictada en defecto por este Tribunal, que 
lo condenó a sufrir la pena de seis meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de cincuenta pesos oro, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, por el delito 
de abuso de confianza, en perjuicio de la R. Esteva, C. por 
A., condenándolo además al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe condenar y condena al susodicho procesado, al 
pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que sobre el recurso de alzada del preve-
nido la Corte de Apelación de Santiago, después de varios 
reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció en 
defecto, en fecha siete de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, la sentencia que contiene el dispositivo 
siguiente: "PRIMERO: Admite en la forma el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pro-
cesado Luis Germán Jiminián Hernández, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales, en fecha cuatro del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y siete, por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual declaró nulo, 
sin ningún valor ni efecto, el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, con-
tra sentencia de fecha doce del mes de junio del referido año, 
dictada por la mencionada Cámara Penal, que lo condenó a 
sufrir la pena de seis meses de prisión correccional, al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro y a las costas, por el 
delito de abuso de confianza, en perjuicio de R. Esteva & 
Co. C. por A., y condenó, además, a dicho procesado al 
pago de las costas de la oposición, acogiendo en su favor  

circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena al procesado 
al pago de las costas"; 

Considerando que sobre la oposición del prevenido la 
Corte de Santiago pronunció la sentencia ahora impugnada 
la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición inter-
puesto por el nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, 
contra sentencia de esta Corte dictada en defecto, en fecha 
siete del mes de noviembre del año en curso (1958), que 
confirmó la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha cuatro del mes de julio del año mil 
novecientos cincuenta y siete, por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, mediante la cual declaró nulo, sin ningún valor 
ni efecto, el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Luis Germán Jiminián Hernández, contra sentencia de fecha 
doce del mes de junio del referido año, por la expresada Cá-
mara Penal que lo condenó a sufrir la pena de seis meses 
de prisión correccional, al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro y a las costas, por el delito de abuso de confianza, 
en perjuicio de la R. Esteva & Co. C. por A., y condenó, ade-
más, a dicho procesado al pago de las costas de la oposición, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; en razón 
de no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado; SEGUNDO: Condena al procesado al 
pago de las costas"; 

Considerando que, como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto que 
estatuyó sobre el fondo de la prevención procede el examen 
de ambas decisiones; 

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció la 
nulidad de la oposición, o sea la dictada en fecha quince de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho; que al tenor 
de los artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Cri- 
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cuenta y siete, la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, nulo, sin 
ningún efecto, el recurso de oposición interpuesto por el 
nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, de generales 
ignoradas, contra sentencia N 9  734, de fecha 12 del mes de 
junio del año 1957, dictada en defecto por este Tribunal, que 
lo condenó a sufrir la pena de seis meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de cincuenta pesos oro, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, por el delito 
de abuso de confianza, en perjuicio de la R. Esteva, C. por 
A., condenándolo además al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe condenar y condena al susodicho procesado, al 
pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que sobre el recurso de alzada del preve-
nido la Corte de Apelación de Santiago, después de varios 
reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció en 
defecto, en fecha siete de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, la sentencia que contiene el dispositivo 
siguiente: "PRIMERO: Admite en la forma el recurso de 
apelación; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pro-
cesado Luis Germán Jiminián Hernández, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente 
citado; TERCERO: Confirma la sentencia apelada, dictada 
en atribuciones correccionales, en fecha cuatro del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y siete, por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual declaró nulo, 
sin ningún valor ni efecto, el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, con-
tra sentencia de fecha doce del mes de junio del referido año, 
dictada por la mencionada Cámara Penal, que lo condenó a 
sufrir la pena de seis meses de prisión correccional, al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro y a las costas, por el 
delito de abuso de confianza, en perjuicio de R. Esteva & 
Co. C. por A., y condenó, además, a dicho procesado al 
pago de las costas de la oposición, acogiendo en su favor  

circunstancias atenuantes; CUARTO: Condena al procesado 
al pago de las costas"; 

Considerando que sobre la oposición del prevenido la 
Corte de Santiago pronunció la sentencia ahora impugnada 
la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición inter-
puesto por el nombrado Luis Germán Jiminián Hernández, 
contra sentencia de esta Corte dictada en defecto, en fecha 
siete del mes de noviembre del año en curso (1958), que 
confirmó la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha cuatro del mes de julio del año mil 
novecientos cincuenta y siete, por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, mediante la cual declaró nulo, sin ningún valor 
ni efecto, el recurso de oposición interpuesto por el nombrado 
Luis Germán Jiminián Hernández, contra sentencia de fecha 
doce del mes de junio del referido año, por la expresada Cá-
mara Penal que lo condenó a sufrir la pena de seis meses 
de prisión correccional, al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro y a las costas, por el delito de abuso de confianza, 
en perjuicio de la R. Esteva & Co. C. por A., y condenó, ade-
más, a dicho procesado al pago de las costas de la oposición, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; en razón 
de no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado; SEGUNDO: Condena al procesado al 
pago de las costas"; 

Considerando que, como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto que 
estatuyó sobre el fondo de la prevención procede el examen 
de ambas decisiones; 

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció la 
nulidad de la oposición, o sea la dictada en fecha quince de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho; que al tenor 
de los artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Cri- 
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minal, la oposición a una sentencia en defecto pronunciada 
en materia correccional es nula si el oponente no comparecie-
re a sostener la oposición; que en la sentencia impugnada 
consta que el oponente no compareció a la audiencia fijada 
para el conocimiento del recurso, no obstante haber sido le-
galmente citado, y que el ministerio público pidió en sus 
conclusiones la nulidad de la oposición; que, en tales condi-
ciones, la Corte a qua aplicó correctamente los mencionados 
textos legales al pronunciar la nulidad del recurso de opo-
sición interpuesto por Luis Germán Jiminián Hernández, 
contra la sentencia en defecto del siete de noviembre del 
mil novecientos cincuenta y ocho que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha expresado ya, el presente recur-
so de casación; que la Corte a qua dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de prueba aportados 
a la causa, entre otros hechos, los que a continuación se 
exponen: 1) que entre la R. Esteva & Cía. C. por A., y Luis 
Germán Jiminián Hernández, fué suscrito en fecha veinti-
trés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, un 
contrato de venta condicional de mueble, regido por la Ley 
1608, del año 1947, mediante el cual la primera vendió al 
segundo un radio marca "Phillips", modelo BX-327-U, serie 
33019, por la suma de ochenta pesos oro; 2) que al suscri-
birse dicho contrato el comprador pagó la suma de quince 
pesos oro, comprometiéndose a pagar la diferencia, o sea la 
cantidad de sesenta y cinco pesos, en el plazo de once meses, 
a razón de seis pesos mensuales, suscribiendo a esos fines los 
pagarés correspondientes; 3) que el comprador no realizó 
el pago de esa suma, a pesar de haberle sido requerida; 4) 
que la R. Esteva 'Cía. C. por A., obtuvo en fecha veinticinco 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, un auto de in-
cautación del referido radio, en el Juzgado de Paz de la Cuar-
ta Circunscripción del Distrito Nacional, auto éste que fué 
notificado al deudor en fecha diez de abril de mil novecientos 

cincuenta y siete, por el ministerial José R. Domínguez, al- - 
guacil ordinario de la Corte de Apelación de Santiago, quien 
a la vez requirió del deudor la entrega del mueble indicado,-
respondiendo este último "que no hacía entrega de dicho 
radio . . . por haberlo vendido"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-. 
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos que caracterizan el delito de abuso de confianza pre-
visto por el inciso e) del artículo 19 de la Ley N" 1608, del: 
año 1947, y sancionado con las penas de prisión correccio-
nal de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta 
pesos oro ,ni excederá el tanto de la tercera parte de las 
restituciones e indemnizaciones que se deban al agraviado, 
de conformidad con las disposiciones del artículo 406 del`" 
Código Penal, aplicable en el caso, según lo establece la. 
mencionada ley; 

-Considerando, en consecuencia, que al declarar la Corte) 
a qua que el indicado prevenido es culpable del delito puesto , 

 a su cargo, le atribuyó a los hechos de la prevención la cali-
ficación legal que les corresponde según su propia naturaleza 
y al condenarlo a seis meses de prisión correccional y al pago= 
de una multa de cincuenta pesos oro, acogiendo circunstan- • 
cias atenuantes, le impuso una sanción que se encuentra 
ajustada a los artículos 406 y 463, apartado 6° del Códiga. 
Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la.: 
sentencia que se examina, no contiene ningún vicio que jus-
tifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Germán Jiminián Hernández,.. 
contra la sentencia pronunciada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha quince. 
de diciembre del año mil novecientos- cincuenta y ocho, cuya , 

 dispositivo se copia en parte anterior del presente presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas_ 
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cincuenta y siete, por el ministerial José R. Domínguez, al- - 
guacil ordinario de la Corte de Apelación de Santiago, quien- 
a la vez requirió del deudor la entrega del mueble indicado, .. 
respondiendo este último "que no hacía entrega de dicho 
radio. .. por haberlo vendido"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-. 
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos que caracterizan el delito de abuso de confianza pre-
visto por el inciso e) del artículo 19 de la Ley N° 1608, del' 
año 1947, y sancionado con las penas de prisión correccio-
nal de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta 
pesos oro ,ni excederá el tanto de la tercera parte de lasz 
restituciones e indemnizaciones que se deban al agraviado, 
de conformidad con las disposiciones del artículo 406 del ,. 
Código Penal, aplicable en el caso, según lo establece la_ 
mencionada ley; 

/Considerando, en consecuencia, que al declarar la Corte) 
a qua que el indicado prevenido es culpable del delito puesto , 

 a su cargo, le atribuyó a los hechos de la prevención la cali-
ficación legal que les corresponde según su propia naturaleza 
y al condenarlo a seis meses de prisión correccional y al pago= 
de una multa de cincuenta pesos oro, acogiendo circunstan-
cias atenuantes, le impuso una sanción que se encuentra ' 

ajustada a los artículos 406 y 463, apartado 6° del Código. 
Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, las 
sentencia que se examina, no contiene ningún vicio que jus-
tifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Germán Jiminián Hernández,. 
contra la sentencia pronunciada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha quince' 
de diciembre del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuya. 
dispositivo se copia en parte anterior del presente presente-
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas 
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minal, la oposición a una sentencia en defecto pronunciada 
en materia correccional es nula si el oponente no comparecie-
re a sostener la oposición; que en la sentencia impugnada 
consta que el oponente no compareció a la audiencia fijada 
para el conocimiento del recurso, no obstante haber sido le-
galmente citado, y que el ministerio público pidió en sus 
conclusiones la nulidad de la oposición; que, en tales condi-
ciones, la Corte a qua aplicó correctamente los mencionados 
textos legales al pronunciar la nulidad del recurso de opo-
sición interpuesto por Luis Germán Jiminián Hernández, 
contra la sentencia en defecto del siete de noviembre del 
mil novecientos cincuenta y ocho que estatuyó sobre el fondo 
de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha expresado ya, el presente recur-
so de casación; que la Corte a qua dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de prueba aportados 
a la causa, entre otros hechos, los que a continuación se 
exponen: 1) que entre la R. Esteva & Cía. C. por A., y Luis 
Germán Jiminián Hernández, fué suscrito en fecha veinti-
trés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, un 
contrato de venta condicional de mueble, regido por la Ley 
1608, del año 1947, mediante el cual la primera vendió al 
segundo un radio marca "Phillips", modelo BX-327-U, serie 
33019, por la suma de ochenta pesos oro; 2) que al suscri-
birse dicho contrato el comprador pagó la suma de quince 
pesos oro, comprometiéndose a pagar la diferencia, o sea la 
cantidad de sesenta y cinco pesos, en el plazo de once meses, 
a razón de seis pesos mensuales, suscribiendo a esos fines los 
pagarés correspondientes; 3) que el comprador no realizó 
el pago de esa suma, a pesar de haberle sido requerida; 4) 
que la R. Esteva 'Cía. C. por A., obtuvo en fecha veinticinco 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, un auto de in-
cautación del referido radio, en el Juzgado de Paz de la Cuar-
ta Circunscripción del Distrito Nacional, auto éste que fué 
notificado al deudor en fecha diez de abril de mil novecientos 



((Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe. 
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

_firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, que 
-certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 24 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Mercedes Núñez Fermín. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96 de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Merce-
des Núñez Fermín, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, cédula 17190, serie 54, sello 1781771, do-
miciliada y residente en esta ciudad, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veinte y cuatro de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



((Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

_firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, que 
-certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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fecha 24 de noviembre de 1958. 
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Recurrente: Ana Mercedes Núñez Fermín. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96 de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Merce-
des Núñez Fermín, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, cédula 17190, serie 54, sello 1781771, do-
miciliada y residente en esta ciudad, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
fecha veinte y cuatro de noviembre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402, del año 1950 
y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Ana Mercedes Núñez Fermín, presentó querella ante 
la Policía Nacional contra Manuel de Jesús Hidalgo, por el 
hecho de no cumplir éste sus obligaciones de padre, respecto 
de la menor Sahara, de dos meses de nacida, procreada con 
la querellante, quien pidió le fuera asignada la suma de quin-
ce pesos oro mensuales para las atenciones de dicha menor; 
b) que pasado el expediente al Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, para los fines legales 
de la conciliación, ésta no pudo tener efecto, ya que el inti-
mado Manuel de Jesús Hidalgo negó ser el padre de la men-
cionada menor, de todo lo cual se levantó en fecha veinti-
ocho de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, el acta 
correspondiente; c) que apoderada del hecho la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha diez y siete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho fué pronunciada la sentencia que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Declara, padre 
al nombrado Manuel de Jesús Hidalgo de la menor Sahara, 
procreada con la señora Ana Mercedes Núñez Fermín; Se-
gundo: Declara, al nombrado Manuel de Jesús Hidalgo, de 
generales anotadas, culpable del delito de violación a la 
Ley N9  2402, en perjuicio de la menor Sahara, procreada 
con la señora Ana Mercedes Núñez Fermín, y en consecuen-
cia, se le condena a dos años de prisión correccional; Tercero: 
tea, en lá suma de ocho pesos oro (RD$8.00) mensuales, el 
monto de la pensión alimenticia que deberá suministrarle a 
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la madre querellante, para las atenciones y necesidades de la 
menor en referencia; Cuarto: Ordena, la ejecución provisio-
nal de la sentencia a partir de la fecha de la querella; Quinto: 
Condena, al prevenido al pago de las costas penales cau- 
sadas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo pronunció 
la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto al monto de la pensión se refiere, la sentencia apela-
da, dictada en atribuciones correccionales por la Primera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha diecisiete (17) del mes de octu-
bre del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obran-
do por propia autoridad, 'fija en la suma de cinco pesos oro 
(RD$5.00), la pensión mensual que el prevenido Manuel 
de Jesús Hidalgo, debe pasar a la madre querellante señora 
Ana Mercedes Núñez Fermín, para subvenir a las atenciones 
y necesidades de la menor Sahara Benigna, de 6 meses de 
edad, procreada por ambos; TERCERO: Condena al preve-
nido Manuel de Jesús Hidalgo, al pago de las costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional que le fué im-
puesta por la sentencia pronunciada por el Tribunal de pri-
mer grado, el presente recurso de casación interpuesto por 
la madre querellante, se circunscribe necesariamente al mon-
to de la pensión alimenticia que fué fijada por la Corte a qua; 

Considerando en cuanto a este aspecto, que al tenor 
del artículo 1 de la Ley 2402, del año 1950, los jueces del 
fondo al fijar el monto de la pensión que deben suministrar 
los padres para subvenir a las necesidades de sus hijos me-
nores de diez y ocho años, deben tener en cuenta las nece-
sidades de los menores y los medios económicos de que pue- 
dan disponer los padres; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402, del año 1950 
y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Ana Mercedes Núñez Fermín, presentó querella ante 
la Policía Nacional contra Manuel de Jesús Hidalgo, por el 
hecho de no cumplir éste sus obligaciones de padre, respecto 
de la menor Sahara, de dos meses de nacida, procreada con 
la querellante, quien pidió le fuera asignada la suma de quin-
ce pesos oro mensuales para las atenciones de dicha menor; 
b) que pasado el expediente al Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, para los fines legales 
de la conciliación, ésta no pudo tener efecto, ya que el inti-
mado Manuel de Jesús Hidalgo negó ser el padre de la men-
cionada menor, de todo lo cual se levantó en fecha veinti-
ocho de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, el acta 
correspondiente; c) que apoderada del hecho la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha diez y siete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho fué pronunciada la sentencia que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Declara, padre 
al nombrado Manuel de Jesús Hidalgo de la menor Sahara, 
procreada con la señora Ana Mercedes Núñez Fermín; Se-
gundo: Declara, al nombrado Manuel de Jesús Hidalgo, de 
generales anotadas, culpable del delito de violación a la 
Ley N9  2402, en perjuicio de la menor Sahara, procreada 
con la señora Ana Mercedes Núñez Fermín, y en consecuen-
cia, se le condena a dos años de prisión correccional; Tercero: 
Fija, en lá suma de ocho pesos oro (RD$8.00) mensuales, el 
monto de la pensión alimenticia que deberá suministrarle a 
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la 
madre querellante, para las atenciones y necesidades de la 

menor en referencia; Cuarto: Ordena, la ejecución provisio-
nal de la sentencia a partir de la fecha de la querella; Quinto: 
Condena, al prevenido al pago de las costas penales cau- 
sadas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo pronunció 
la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto al monto de la pensión se refiere, la sentencia apela- 
da, dictada en atribuciones correccionales por la Primera 

,• Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha diecisiete (17) del mes de octu-
bre del año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obran-
do por propia autoridad, fija en la suma de cinco pesos oro 
(RD$5.00), la pensión mensual que el prevenido Manuel 
de Jesús Hidalgo, debe pasar a la madre querellante señora 
Ana Mercedes Núñez Fermín, para subvenir a las atenciones 
y necesidades de la menor Sahara Benigna, de 6 meses de 
edad, procreada por ambos; TERCERO: Condena al preve-
nido Manuel de Jesús Hidalgo, al pago de las costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional que le fué im-
puesta por la sentencia pronunciada por el Tribunal de pri-
mer grado, el presente recurso de casación interpuesto por 
la madre querellante, se circunscribe necesariamente al mon-
to de la pensión alimenticia que fué fijada por la Corte a qua; 

Considerando en cuanto a este aspecto, que al tenor 
del artículo 1 de la Ley 2402, del año 1950, los jueces del 
fondo al fijar el monto de la pensión que deben suministrar 
los padres para subvenir a las necesidades de sus hijos me-
nores de diez y ocho años, deben tener en cuenta las nece-
sidades de los menores y los medios económicos de que pue- 
dan disponer los padres; 
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Considerando que, en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua para fijar 
en cinco pesos oro mensuales el monto de la pensión que el 
prevenido Manuel de Jesús Hidalgo debía pagar a la madre 
querellante Ana Mercedes Núñez Fermín, para subvenir a 
las necesidades de la menor Sahara, de seis meses de edad, 
tuvo en cuenta los elementos de juicio a que se refiere el 
mencionado texto legal, el cual ha sido consecuentemente 
bien aplicado; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, ningún vicio ha sido observado que justifi-
que su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Mercedes Núñez Fermín contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha veinte 
y cuatro de noviembre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che Henríquez.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. 
García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto ,Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 28• 
de noviembre de 1958. 

Máteria: Penal. 

géburrente: Rubén de Lara Viñas. 
Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente, Luis 
Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Ma-
nuel D. Bergés Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rubén de 
Lara Viñas, dominicano, mayor de edad, casado, contable, del 
domicilio y residencia de Moca, cédula 8348, serie 54, sello 
312079/58, contra sentencia dictada en grado de apelación, 
en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha veintiocho del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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namente comprobados por los jueces del fondo, sin incurrir 
en desnaturalización alguna; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
• sación interpuesto por Altagracia Cubilete contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha si-

. do transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrae-

-ción de las mismas en provecho de los Licenciados Salvador 
Espinal Miranda y Félix Tomás Del Monte, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

tencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 28 de enero de 1959. 

Orla: Penal. 

rente: José Dolores Martinó. 

Dios, Patria y- Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces licenciados EL 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional 
hoy día veintidós del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-
res Martinó, dominicano, mayor de edad, soltero, relojero, 
domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa N" 95 de 
la Avenida José Trujillo Valdez, cédula 23207, serie 1, sello 
326335, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, el veintiocho de enero del conien-
te ario, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Pronuncia el defecto contra las partes, por no 
haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citadas; SEGUNDO: Declara regular y válida 
en la forma, la presente apelación; TERCERO: Confirma 
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sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Primera Cámara de le Penal del Juzgado de Ppimera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 22 del mes de agos-
to del año 1958, cuyo dispositivo copiado textualmente dice 
así: 'Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto contra José Dolores Martinó, por no haber compa-
recido a esta aUdiencia, para la cual fué regularmente cita-
do; Segundo: Que debe declarar y declara, al nombrado Jo-
sé Dolores Martinó, de generales ignoradas, culpable del 
delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio de los 
menores Reyes Antonio y María Victoria, procreados con 
la señora Nelly Saviñón y en consecuencia, se le condena 
a dos años de prisión correccional; Tercero: Que debe fijar y 
fija, en la suma de veinte pesos oro (RD$20.00), mensuales; 
el monto de la pensión alimenticia que el prevenido deberá 
suministrarle a la madre querellante, para las atenciones y 
necesidades de los menores en referencia; CUARTO: Que de-
be ordenar y ordena, la ejecución provisional de la sentencia 
a partir de la fecha de la querella; Quinto: Que debe conde-
nar y condena al prevenido al pago de las costas penales 
causadas';—CUARTO: Condena al prevenido José Dolores 
Martinó al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recuiso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del Dr. José Dolores Galván A., cédula 33207, se-
rie 1, sello 80182, abogado, actuando en nombre y repre-
sentación de/ recurrente José Dolores Martinó, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950, 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una  

pena' que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado 
a la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, al tenor de los ar-
tículos 7 y 8 de la citada Ley N° 2402, de 1950; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Dolores Martino', 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha veintiocho de enero del corriente 
ario (1959), cuyo dispositivo se copia en otra parte del 

presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Primera Cámara de le Penal del Juzgado de PPimera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 22 del mes de agos-
to del año 1958, cuyo dispositivo copiado textualmente dice 
asi: 'Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto contra José Dolores Martinó, por no haber compa-
recido a esta aUdiencia, para la cual fué regularmente cita-
do; Segundo: Que debe declarar y declara, al nombrado Jo-
sé Dolores Martinó, de generales ignoradas, culpable del 
delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio de los 
menores Reyes Antonio y María Victoria, procreados con 
la señora Nelly Saviñón y en consecuencia, se le condena 
a dos arios de prisión correccional; Tercero: Que debe fijar y 
fija, en la suma de veinte pesos oro (RD$20.00), mensuales; 
el monto de la pensión alimenticia que el prevenido deberá 
suministrarle a la madre querellante, para las atenciones y 
necesidades de los menores en referencia; CUARTO: Que de-
be ordenar y ordena, la ejecución provisional de la sentencia 
a partir de la fecha de la querella; Quinto: Que debe conde-
nar y condena al prevenido al pago de las costas penales 
causadas';—CUARTO: Condena al prevenido José Dolores 
blartinó al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del Dr. José Dolores Galván A., cédula 33207, se-
rie 1, sello 80182, abogado, actuando en nombre y repre-
sentación dei recurrente José Dolores Martinó, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950, 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una  

pena' que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado 
a la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, al tenor de los ar-
tículos 7 y 8 de la citada Ley N° 2402, de 1950; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Dolores Martinó, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha veintiocho de enero del corriente 
año (1959), cuyo dispositivo se copia en otra parte del 

presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, rnes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que, en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua para fijar 
en cinco pesos oro mensuales el monto de la pensión que el 
prevenido Manuel de Jesús Hidalgo debía pagar a la madre 
querellante Ana Mercedes Núñez Fermín, para subvenir a 
las necesidades de la menor Sahara, de seis meses de edad, 
tuvo en cuenta los elementos de juicio a que se refiere el 
mencionado texto legal, el cual ha sido consecuentemente 
bien aplicado; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, ningún vicio ha sido observado que justifi-
que su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Mercedes Núñez Fermín contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha veinte 
y cuatro de noviembre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che Henríquez.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. 
García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto ,Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 28• 

de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Mé'currente: Rubén de Lara Viñas. 
Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Presi 
dente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente, Luis 
Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Ma-
nuel D. Bergés Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rubén de 
Lara Viñas, dominicano, mayor de edad, casado, contable, del 
domicilio y residencia de Moca, cédula 8348, serie 54, sello 
312079/58, contra sentencia dictada en grado de apelación, 
en atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha veintiocho del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, y en la cual 
no se expresa ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación y el escrito de ampliación 
del mismo, de fechas trece y dieciséis de febrero del año de 
mil novecientos cincuentinueve, respectivamente, suscritos 
por el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, serie 19, 
sello 52260, abogado del recurrente, y en los cuales se invo-
can los medios de casación que más adelante serán expre-
sados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 380, 408 y 463, inciso 3Q del 
Código Penal; 243, 244 y 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; 16 de la Ley N' 1014; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta que por Providencia 
calificativa dictada en fecha treinta de mayo del año de mil 
novecientos cincuentiocho, por el Magistrado Juez de Ins-
trucción del Distrito Judicial de Duarte, fué enviado a ser 
juzgado por ante el Tribunal criminal, Rubén de Lara Viñas, 
para ser juzgado por crimen de abuso de confianza, siendo 
asalariado, y por una suma mayor de cinco mil pesos, en 
perjuicio de la sociedad Mario de Lara Sucesores, de Moca; 
b) que contra dicha providencia recurrió en oposición opor-
tunamente el acusado Rubén de Lara Viñas, recurso que fué 
rechazado por el Jurado de Oposición del Distrito Judicial 
de Espaillat, mediante su veredicto de fecha trece de junio 
del año de mil novecientos cincuentiocho; c) que en fecha 
veintiocho de julio del mismo año, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Moca, juzgando en atribu-
ciones criminales, dictó una sentencia, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza el incidente propuesto 
por la defensa del procesado, por improcedente y mal funda- 

da, y al no establecerse hechos y pruebas nuevos; SEGUN-
DO: Declara al procesado Rubén de Lara Viñas culpable de 
los hechos puestos en su contra, y le condena a sufrir Seis 
Años de Trabajos Públicos; TERCERO: Lo condena además 
al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrió en 
apelación el acusado Lara Viñas, y la Corte de Apelación de 
La Vega, sobre dicho recurso, dictó en fecha veintiocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a su forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica en 
cuanto a la pena, la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat en fecha 
veintiocho del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, que condenó al acusado y apelante Rubén de Lara 
Viñas, —de generales conocidas—, como autor del crimen 
de abuso de confianza siendo asalariado, por una suma ma-
yor de cinco mil pesos, en perjuicio de la firma "Mario de 
Lara Sucesores", en el sentido de condenarlo a Dos Años de 
Reclusión; TERCERO: Condena además a Rubén de Lara 
Viñas al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que por su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio, Viola-
ción del Derecho de Defensa.— Segundo Medio, Violación del 
Art. 408 del Código Penal.— Tercer Medio, Violación de las 
reglas de la prescripción (Arts. 454 y 455 del Código de Pro-
cedimiento Criminal). Omisión de estatuir y falta de base 
legal.— Quinto Medio, Violación de los artículos 242 y 244 
del Código de Procedimiento Criminal.— Sexto medio, Vio-
lación del artículo 244 del Código de Procedimiento Crimi-
nal.— Séptimo Medio, Violación del Art. 246 del Código de 
Procedimiento Criminal"; 

Considerando en cuanto a la violación de las reglas de 
la prescripción, o sea de los artículos 454 y 455 del Código 
de Procedimiento Criminal, invocada en el tercer medio; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, y en la cual 
no se expresa ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación y el escrito de ampliación 
del mismo, de fechas trece y dieciséis de febrero del año de 
mil novecientos cincuentinueve, respectivamente, suscritos 
por el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, serie la, 
sello 52260, abogado del recurrente, y en los cuales se invo-
can los medios de casación que más adelante serán expre-
sados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 380, 408 y 463, inciso 39 del 
Código Penal; 243, 244 y 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; 16 de la Ley N° 1014; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta que por Providencia 
calificativa dictada en fecha treinta de mayo del año de mil 
novecientos cincuentiocho, por el Magistrado Juez de Ins-
trucción del Distrito Judicial de Duarte, fué enviado a ser 
juzgado por ante el Tribunal criminal, Rubén de Lara Viñas, 
para ser juzgado por crimen de abuso de confianza, siendo 
asalariado, y por una suma mayor de cinco mil pesos, en 
perjuicio de la sociedad Mario de Lara Sucesores, de Moca; 
b) que contra dicha providencia recurrió en oposición opor-
tunamente el acusado Rubén de Lara Viñas, recurso que fué 
rechazado por el Jurado de Oposición del Distrito Judicial 
de Espaillat, mediante su veredicto de fecha trece de junio 
del año de mil novecientos cincuentiocho; c) que en fecha 
veintiocho de julio del mismo año, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Moca, juzgando en atribu-
ciones criminales, dictó una sentencia, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza el incidente propuesto 
por la defensa del procesado, por improcedente y mal funda- 

da, y al no establecerse hechos y pruebas nuevos; SEGUN-
DO: Declara al procesado Rubén de Lara Viñas culpable de 
los hechos puestos en su contra, y le condena a sufrir Seis 
Años de Trabajos Públicos; TERCERO: Lo condena además 
al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que contra dicha sentencia recurrió en 
apelación el acusado Lara Viñas, y la Corte de Apelación de 
La Vega, sobre dicho recurso, dictó en fecha veintiocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a su forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica en 
cuanto a la pena, la sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat en fecha 
veintiocho del mes de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, que condenó al acusado y apelante Rubén de Lara 
Viñas, —de generales conocidas—, como autor del crimen 
de abuso de confianza siendo asalariado, por una suma ma-
yor de cinco mil pesos, en perjuicio de la firma "Mario de 
Lara Sucesores", en el sentido de condenarlo a Dos Años de 
Reclusión; TERCERO: Condena además a Rubén de Lara 
Viñas al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que por su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio, Viola-
ción del Derecho de Defensa.— Segundo Medio, Violación del 
Art. 408 del Código Penal.— Tercer Medio, Violación de las 
reglas de la prescripción (Arts. 454 y 455 del Código de Pro-
cedimiento Criminal). Omisión de estatuir y falta de base 
legal.— Quinto Medio, Violación de los artículos 242 y 244 
del Código de Procedimiento Criminal.— Sexto medio, Vio-
lación del artículo 244 del Código de Procedimiento Crimi-
nal.— Séptimo Medio, Violación del Art. 246 del Código de 
Procedimiento Criminal"; 

Considerando en cuanto a la violación de las reglas de 
la prescripción, o sea de los artículos 454 y 455 del Código 
de Procedimiento Criminal, invocada en el tercer medio; 
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que en apoyo de su alegación el recurrente expresa que en 
la sentencia impugnada no se llega a establecer "la fecha 
de la primera sustracción de valores confiados en "man-
dato", cuestión de importancia evidente, ya que es el punto 
de partida de la prescripción de la acción pública"; que si se 
concluye con la Corte en el sentido de que el recurrente 
"trabajó desde 1944 al 1958 en la casa comercial. .. es pues 
evidente que hay catorce años largos, que extinguen una 
acción nacida de un abuso de confianza hecho diez años 
atrás. .. que si la suma global faltante fué sacada poco a 
poco, mes por mes, cada acto era un delito aislado que a los 
tres años prescribía"; "que prescritos varios de ellos, los 
más, por no decir todos, se caería en que, al final, la suma 
que se le pudiera imputar como dilapidada ... podría sólo 
ser RD$100.00 y en ese caso. .. no habría crimen sino deli-
to"; pero 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido que 
las apropiaciones ilícitas sucesivamente hechas por el acu-
sado, se realizaron hasta el año de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, inclusive; que, en consecuencia, y dado el carác-
ter de criminal que comunica a su acción, la condición de 
asalariado del recurrente, es forzoso reconocer que ninguna 
de las infracciones a que dieron lugar las apropiaciones con-
sumadas entre los años de mil novecientos cuarentiocho y 
mil novecientos cincuentiocho, cualquiera que fuera su mon-
to individual, se encuentran extinguidas por la prescripción 
de diez años, que es la a considerar en el presente caso; que, 
en consecuencia, el presente medio carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 380 
del Código Penal, omisión de estatuir y falta de base legal, 
invocadas en el cuarto medio, sobre el fundamento de que 
habiendo concluido el recurrente ante la Corte a qua, en el 
sentido de que se aplicara en su beneficio el artículo 380 del 
Código Penal, en razón del parentesco que lo une con Blanca 
Lara de Rojas, de quien es tío, y con Celestina Ortega Vda. 

Lara, de quien es cuñado, y ambas socias únicas de la firma 
perjudicada, dicha Corte no hizo pronunciamiento ninguno; 
pero 

Considerando que al condenar al recurrente a las penas 
que le fueron impuestas, es evidente que la Corte a qua esta-
tuyó implícitamente con respecto a dicho pedimento, recha-
zándolo; que aunque la sentencia recurrida no contiene mo-
tivos de lo así decidido, su examen revela que los jueces del 
fondo dieron por comprobado que la infracción cometida 
por el prevenido, fué en perjuicio de una persona moral y no 
física, la Mario de Lara Sucesores, sociedad en nombre co-
lectivo con patrimonio propio y necesariamente distinto del 
de sus asociados; que habiendo sido consagrada la inmunidad 
del artículo 380 del Código Penal para regir solamente entre 
cónyuges, descendientes y sus afines, la decisión impugnada 
está suficientemente justificada, por lo que el presenta medio 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto al primer medio del recurso, 
por el cual se alega la violación del derecho de defensa, fun-
dado en que el acusado "ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia y ante la Corte de La Vega, pidió formalmeite 
por intermedio de su defensor el reenvío formal de la causa, 
con fines de que se depositaran en el expediente los libros de 
la compañía "Mario de Lara Sucesores", para que se viera 
la forma que se seguía al llevarlos, y a las muchas cuestio-
nes que interesaban a la defensa, como eran las enmiendas 
y borraduras del libro de caja"; pero 

Considerando que ni en el acta de audiencia ni en la 
sentencia de apelación consta que el recurrente produjera 
otras conclusiones que las siguientes: "1"—Que se descar-
gue al prevenido Rubén de Lara Viñas, no culpable del cri-
men que se le imputa, por insuficiencia de pruebas, o por 
no haber cometido el hecho, o por no ser responsable de 
acuerdo con el artículo 380 del Código Penal. 2°—Que se 
declaren de oficio las costas penales"; que en consecuencia 
e] medio carece de justificación y debe ser desestimado; 
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que en apoyo de su alegación el recurrente expresa que en 
la sentencia impugnada no se llega a establecer "la fecha 
de la primera sustracción de valores confiados en "man-
dato", cuestión de importancia evidente, ya que es el punto 
de partida de la prescripción de la acción pública"; que si se 
concluye con la Corte en el sentido de que el recurrente 
"trabajó desde 1944 al 1958 en la casa comercial. .. es pues 
evidente que hay catorce años largos, que extinguen una 
acción nacida de un abuso de confianza hecho diez años 
atrás. . . que si la suma global faltante fué sacada poco a 
poco, mes por mes, cada acto era un delito aislado que a los 
tres años prescribía"; "que prescritos varios de ellos, los 
más, por no decir todos, se caería en que, al final, la suma 
que se le pudiera imputar como dilapidada ... podría sólo 
ser RD$100.00 y en ese caso. .. no habría crimen sino deli- 
to"; pero 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido que 
las apropiaciones ilícitas sucesivamente hechas por el acu-
sado, se realizaron hasta el año de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, inclusive; que, en consecuencia, y dado el carác-
ter de criminal que comunica a su acción, la condición de 

' asalariado del recurrente, es forzoso reconocer que ninguna 
de las infracciones a que dieron lugar las apropiaciones con-
sumadas entre los años de mil novecientos cuarentiocho y 
mil novecientos cincuentiocho, cualquiera que fuera su mon-
to individual, se encuentran extinguidas por la prescripción 
de diez años, que es la a considerar en el presente caso; que, 
en consecuencia, el presente medio carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 380 
del Código Penal, omisión de estatuir y falta de base legal, 
invocadas en el cuarto medio, sobre el fundamento de que 
habiendo concluido el recurrente ante la Corte a qua, en el 
sentido de que se aplicara en su beneficio el artículo 380 del 
Código Penal, en razón del parentesco que lo une con Blanca 
Lara de Rojas, de quien es tío, y con Celestina Ortega Vda. 
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Lara, de quien es cuñado, y ambas socias únicas de la firma 
perjudicada, dicha Corte no hizo pronunciamiento ninguno; 
pero 

Considerando que al condenar al recurrente a las penas 
que le fueron impuestas, es evidente que la Corte a qua esta-
tuyó implicitamente con respecto a dicho pedimento, recha-
zándolo; que aunque la sentencia recurrida no contiene mo-
tivos de lo así decidido, su examen revela que los jueces del 
fondo dieron por comprobado que la infracción cometida 
por el prevenido, fué en perjuicio de una persona moral y no 
física, la Mario de Lara Sucesores, sociedad en nombre co-
lectivo con patrimonio propio y necesariamente distinto del 
de sus asociados; que habiendo sido consagrada la inmunidad 
del artículo 380 del Código Penal para regir solamente entre 
cónyuges, descendientes y sus afines, la decisión impugnada 
está suficientemente justificada, por lo que el presenta medio 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto al primer medio del recurso, 
por el cual se alega la violación del derecho de defensa, fun-
dado en que el acusado "ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia y ante la Corte de La Vega, pidió formalme -ite. 
por intermedio de su defensor el reenvío formal de la causa, 
con fines de que se depositaran en el expediente los libros de 
la compañía "Mario de Lara Sucesores", para que se viera 
la forma que se seguía al llevarlos, y a las muchas cuestio-
nes que interesaban a la defensa, como eran las enmiendas 
y borraduras del libro de caja"; pero 

Considerando que ni en el acta de audiencia ni en la 
sentencia de apelación consta que el recurrente produjera 
otras conclusiones que las siguientes: "1"—Que se descar-
gue al prevenido Rubén de Lara Viñas, no culpable del cri-
men que se le imputa, por insuficiencia de pruebas, o por 
no haber cometido el hecho, o por no ser responsable de 
acuerdo con el artículo 380 del Código Penal. 2"—Que se 
declaren de oficio las costas penales"; que en consecuencia 
e] medio carece de justificación y debe ser desestimado; 
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Considerando en cuanto al quinto medio del recurso; 
que por dicho medio se invoca la violación de los artículos 
242 y 243 del Código de Procedimiento Criminal, en razón 
de que al acusado no le fué notificada la lista de los testigos 
de la causa, oyéndose por tanto testigos "que el acusado vino 
a saber que iban a ser oídos, cuando ya estaban comenzando 
los debates"; pero 

Considerando que si tal como es alegado, en los docu-
mentos del proceso no hay constancia cierta de que la lista 
de los testigos oídos en la instrucción de la causa, fuera no-
tificada previamente al acusado, de conformidad con lo que 
preceptúa el artículo 242 del Código de Procedimiento Cri-
minal, dicha omisión, en la especie, carece de consecuencia 
alguna; que, en efecto, en materia criminal, la nulidad de 
las deposiciones de los testigos cuyos nombres no hubiesen 
sido notificados al acusado dentro del término mínimo esta-
blecido por ley, sólo es incurrida cuando dichos testimonios 
han sido recibidos a pesar de la oposición que haya hecho 
el acusado, fundándose en los términos del artículo 243 del 
Código de Procedimiento Criminal; oposición de la que no 
hay ninguna constancia en el acta de audiencia ni en la 
sentencia impugnada; que, a mayor abundamiento, el interés 
que tiende a proteger el artículo 242, ya mencionado, quedó 
ampliamente satisfecho, con respecto al recurrente, desde 
la jurisdicción de primer grado, ya que los testigos oídos o 
cuyas declaraciones fueran leídas allí, fueron los mismos 
de la instancia de apelación; que, en consecuencia, el pre-
sente medio carece de fundamento, y debe ser desestimado; 

Considerando que por el sexto medio del recurso se ale-
ga la violación del artículo 244 del Código de Procedimiento 
Criminal, basado en que los testigos oídos en la audiencia 
de primera instancia, como en la de apelación, no fueron 

. juramentados ciñéndose a la forma sacramental instituida 
por dicho texto legal, a pena de nulidad; pero 

Considerando que en el acta de la audiencia de apela-
ción consta que Julio César Sardiñas Tejera, Genelio Caba 
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y el Dr. Carlos María Rojas Badía, fueron los únicos testi-
gos oídos de viva voz; que el mismo documento pone de ma-
nifiesto que antes de declarar dichos testigos fueron jura-
mentados ajustándose a la fórmula literal del artículo cuya 
violación ha sido invocada, texto del cual se hace expresa 
mención, en relación con el juramento de cada deponente; 
que, en consecuencia el medio invocado carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando que por el séptimo medio se alega viola-
ción del artículo 246 del Código de Procedimiento Criminal; 
que en apoyo de este medio se invoca que "hay constancia 
de que la señora Blanca Lara de Rojas y Ana Rodríguez de 
Santelises, no comparecieron a las audiencias y que se dió 
lectura a las declaraciones de ellas, sin que haya constancia 
de que el acusado fué interpelado acerca de este asunto, ní 
mucho menos de que diera su asentimiento para que las 
declaraciones fueran leídas"; pero 

Considerando que el artículo 16 de la Ley l\1 9  1014fttle 
fecha 11 de octubre de 1935, dispone que las causas en ma-
teria criminal no podrán ser reenviadas por falta de compa-
recencia de testigos, salvo el caso de que la declaración de 
alguno de ellos fuese considerada indispensable, a juicio del 
tribunal"; que es evidente que al quedar así abandonada a la 
apreciación soberana del tribunal el proceder o no a la 
continuación de la causa cuando alguno de los testigos no 
comparece, sin que haya que interpelar al respecto al acu-
sado, dicha ley deroga y sustituye el antiguo sistema del 
artículo 242 del Código de Procedimiento Criminal, según 
el cual, la continuación de la causa sin que fueran oídos 
los testigos no comparecientes, no podía efectuarse sin la 
previa anuencia del acusado; que, en consecuencia, la Corte 
a qua, pudo correctamente, en la especie, continuar la vista 
de la causa, sin incurrir por ello en la violación invocada, 
por lo que el presente medio debe ser desestimado por care-
cer de fundamento; 
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Considerando en cuanto al quinto medio del recurso; 
que por dicho medio se invoca la violación de los artículos 
242 y 243 del Código de Procedimiento Criminal, en razón 
de que al acusado no le fué notificada la lista de los testigos 
de la causa, oyéndose por tanto testigos "que el acusado vino 
a saber que iban a ser oídos, cuando ya estaban comenzando 
los debates"; pero 

Considerando que si tal como es alegado, en los docu-
mentos del proceso no hay constancia cierta de que la lista 
de los testigos oídos en la instrucción de la causa, fuera no-
tificada previamente al acusado, de conformidad con lo que 
preceptúa el artículo 242 del Código de Procedimiento Cri-
minal, dicha omisión, en la especie, carece de consecuencia 
alguna; que, en efecto, en materia criminal, la nulidad de 
las deposiciones de los testigos cuyos nombres no hubiesen 
sido notificados al acusado dentro del término mínimo esta-
blecido por ley, sólo es incurrida cuando dichos testimonios 
han sido recibidos a pesar de la oposición que haya hecho 
el acusado, fundándose en los términos del artículo 243 del 
Código de Procedimiento Criminal; oposición de la que no 
hay ninguna constancia en el acta de audiencia ni en la 
sentencia impugnada; que, a mayor abundamiento, el interés 
que tiende a proteger el artículo 242, ya mencionado, quedó 
ampliamente satisfecho, con respecto al recurrente, desde 
la jurisdicción de primer grado, ya que los testigos oídos o 
cuyas declaraciones fueran leídas allí, fueron los mismos 
de la instancia de apelación; que, en consecuencia, el pre-
sente medio carece de fundamento, y debe ser desestimado; 

Considerando que por el sexto medio del recurso se ale-
ga la violación del artículo 244 del Código de Procedimiento 
Criminal, basado en que los testigos oídos en la audiencia 
de primera instancia, como en la de apelación, no fueron 
juramentados ciñéndose a la forma sacramental instituida 
por dicho texto legal, a pena de nulidad; pero 

Considerando que en el acta de la audiencia de apela-
ción consta que Julio César Sardiñas Tejera, Genelio Caba  

y el Dr. Carlos María Rojas Badía, fueron los únicos testi-
gos oídos de viva voz; que el mismo documento pone de ma-
nifiesto que antes de declarar dichos testigos fueron jura-
mentados ajustándose a la fórmula literal del artículo cuya 
violación ha sido invocada, texto del cual se hace expresa 
mención, en relación con el juramento de cada deponente; 
que, en consecuencia el medio invocado carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando que por el séptimo medio se alega viola-
ción del artículo 246 del Código de Procedimiento Criminal; 
que en apoyo de este medio se invoca que "hay constancia 
de que la señora Blanca Lara de Rojas y Ana Rodríguez de 
Santelises, no comparecieron a las audiencias y que se dió 
lectura a las declaraciones de ellas, sin que haya constancia 
de que el acusado fué interpelado acerca de este asunto, ní 
mucho menos de que diera su asentimiento para que las 
declaraciones fueran leídas"; pero 

Considerando que el artículo 16 de la Ley N9 1014-de 
fecha 11 de octubre de 1935, dispone que las causas en ma-
teria criminal no podrán ser reenviadas por falta de compa-
recencia de testigos, salvo el caso de que la declaración de 
alguno de ellos fuese considerada indispensable, a juicio del 
tribunal"; que es evidente que al quedar así abandonada a la 
apreciación soberana del tribunal el proceder o no a la 
continuación de la causa cuando alguno de los testigos no 
comparece, sin que haya que interpelar al respecto al acu-
sado, dicha ley deroga y sustituye el antiguo sistema del 
artículo 242 del Código de Procedimiento Criminal, según 
el cual, la continuación de la causa sin que fueran oídos 
los testigos no comparecientes, no podía efectuarse sin la 
previa anuencia del acusado; que, en consecuencia, la Corte 
a qua, pudo correctamente, en la especie, continuar la vista 
de la causa, sin incurrir por ello en la violación invocada, 
por lo que el presente medio debe ser desestimado por care-
cer de fundamento; 

iháit., • 
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Considerando en cuanto a la violación del artículo 408 
del Código Penal, invocada en el tercer medio; que el recu-
rrente invoca en apoyo de su alegación, que "la sentencia 
de la Corte se limita a señalar que el señor De Lara desempe-
ñaba labores de contable y que por su labor recibía un sala-
rio, por lo que cojea al fallar que ello es más o menos un 
mandato asalariado. . . no existiendo tal mandato. .. sino 
un verdadero contrato de empresa, el cual no está incluido 
dentro de la enumeración del artículo 408"; pero 

Considerando que el abuso de confianza no solamente 
se comete cuando se trate de cualquiera de los contratos 
limitativamente especificados por el artículo 408 del Código 
Penal, sino también cuando, conforme a la parte final de 
dicho texto, los efectos, capitales, mercaderías, etc., etc., 
hayan sido distraídos o disipados por aquél a quien les ha-
yan sido confiados para un trabajo sujeto o no a remune-
ración, y cuando exista de parte del culpable la obligación 
de devolver o presentar la cosa recibida, o cuando tenía apli-
cación determinada; que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, entre ellos la propia confesión del acusado: a) que 
el recurrente era un empleado asalariado de la casa Rubén 
de Lara Sucesores, sociedad en nombre colectivo, radicada 
en Moca, donde se dedicaba al negocio de operaciones ban-
carias; b) que dicho recurrente desempeñaba el cargo de 
contable en dicha casa, y que en esa calidad recibía periódi-
camente de la cajera de la firma, Blanca Lara de Rojas, to-
dos los cheques que habían sido pagados, a fin de que Lara 
Viñas hiciera en sus libros las anotaciones correspondientes, 
antes de que se solicitara de las entidades bancarias, el reem-
bolso de dichos cheques; e) que varios de dichos cheques se 
los apropió el recurrente, endosándolos personalmente a al-
gunas casas distribuidoras de películas de Ciudad Trujillo, de 
las cuales era Lara Viñas representante en Moca; d) que 
estas operaciones las realizaba el recurrente, para encubrir 
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la apropiación que en su provecho personal hacía del valor 
de los alquileres de películas que le pagaba el Teatro Maritza 
de la localidad; e) que estas apropiaciones ilícitas, cuyo mon-
to ascendió según fué comprobado, a la suma de seis mil 
doscientos setenta y siete pesos oro con setenta y nueve cen-
tavos (RD$6,277.79), las venía realizando periódicamente, 
entre los años de mil novecientos cuarenta y cuatro al año 
de mil novecientos cincuenta y ocho; que de consiguiente al 
declarar la Corte a qua al acusado culpable del crimen de 
abuso de confianza, por haberse apropiado en su calidad de 
asalariado de Mario de Lara Sucesores, como se hace cons-
tar en la sentencia, "capitales que les han sido entregados 
para un trabajo sujeto a remuneración", y que "el acusado 
estaba obligado a entregar", e imponerle además la pena de 
dos años de prisión correccional, por aplicación de los ar-
tículos 406, 408 y 463, Inciso a' del Código Penal, ha hecho 
en el caso una correcta aplicación de la ley a los hechos 
establecidos en la sentencia; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia recurrida no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario de Lara Viñas, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones 
criminales, de fecha veintiocho del mes de noviembre del 
año de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
LuisLogroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-
nex A. García de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto •Curiel hijo. 
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Considerando en cuanto a la violación del artículo 408 
del Código Penal, invocada en el tercer medio; que el recu-
rrente invoca en apoyo de su alegación, que "la sentencia 
de la Corte se limita a señalar que el señor De Lara desempe-
ñaba labores de contable y que por su labor recibía un sala-
rio, por lo que cojea al fallar que ello es más o menos un 
mandato asalariado... no existiendo tal mandato. .. sino 
un verdadero contrato de empresa, el cual no está incluido 
dentro de la enumeración del artículo 408"; pero 

Considerando que el abuso de confianza no solamente 
se comete cuando se trate de cualquiera de los contratos 
limitativamente especificados por el artículo 408 del Código 
Penal, sino también cuando, conforme a la parte final de 
dicho texto, los efectos, capitales, mercaderías, etc., etc., 
hayan sido distraídos o disipados por aquél a quien les ha-
yan sido confiados para un trabajo sujeto o no a remune-
ración, y cuando exista de parte del culpable la obligación 
de devolver o presentar la cosa recibida, o cuando tenía apli-
cación determinada; que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, entre ellos la propia confesión del acusado: a) que 
el recurrente era un empleado asalariado de la casa Rubén 
de Lara Sucesores, sociedad en nombre colectivo, radicada 
en Moca, donde se dedicaba al negocio de operaciones ban-
carias; b) que dicho recurrente desempeñaba el cargo de 
contable en dicha casa, y que en esa calidad recibía periódi-
camente de la cajera de la firma, Blanca Lara de Rojas, to-
dos los cheques que habían sido pagados, a fin de que Lara 
Viñas hiciera en sus libros las anotaciones correspondientes, 
antes de que se solicitara de las entidades bancarias, el reem-
bolso de dichos cheques; c) que varios de dichos cheques se 
los apropió el recurrente, endosándolos personalmente a al-
gunas casas distribuidoras de películas de Ciudad Trujillo, de 
las cuales era Lara Viñas representante en Moca; d) que 
estas operaciones las realizaba el recurrente, para encubrir  

la apropiación que en su provecho personal hacía del valor 
de los alquileres de películas que le pagaba el Teatro Maritza 
de la localidad; e) que estas apropiaciones ilícitas, cuyo mon-
to ascendió según fué comprobado, a la suma de seis mil 
doscientos setenta y siete pesos oro con setenta y nueve cen-
tavos (RD$6,277.79), las venía realizando periódicamente, 
entre los años de mil novecientos cuarenta y cuatro al año 
de mil novecientos cincuenta y ocho; que de consiguiente al 
declarar la Corte a qua al acusado culpable del crimen de 
abuso de confianza, por haberse apropiado en su calidad de 
asalariado de Mario de Lara Sucesores, como se hace cons-
tar en la sentencia, "capitales que les han sido entregados 
para un trabajo sujeto a remuneración", y que "el acusado 
estaba obligado a entregar", e imponerle además la pena de 
dos años de prisión correccional, por aplicación de los ar-
tículos 406, 408 y 463, Inciso a' del Código Penal, ha hecho 
en el caso una correcta aplicación de la ley a los hechos 
establecidos en la sentencia; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia recurrida no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario de Lara Viñas, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones 
criminales, de fecha veintiocho del mes de noviembre del 
año de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a 
dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
LuisLogroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-
nex A. García de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto ,Curiel hijo. 

1 
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Nacional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, ea 
fecha nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie 1, sellas 

4455, por sí y en representación del Dr. Hugo Matos Rodri-
guez, cédula 50824, serie 1, sello 60485, abogados del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Hipólito Peguero Asencio, cédula 7840, se-
rie 1, sello 66196, abogado de la recurrida Dra. Hebe Mer-
cedes Castillo Namías, dominicana, mayor de edad, soltera,. 
farmacéutica, cédula 2394, serie 56, sello 28273, domiciliada, 
y residente en la casa N9  9 de la calle Francisco Cerón de 
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General. 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez; 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de 
ampliación, suscrito por el Lic. Vetilio A. Matos, por si y-
por el Dr. Hugo Matos Rodríguez, abogados del recurrente,. 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Hipó-
lito Peguero Asencio, abogado de la recurrida, notificado a . 
los abogados del recurrente en fecha veinte de diciembre de. 
mil novecientos cincuenta y ocho; 

La Suprema Corlee de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 17, 77,. 
84 y 691 del Código de Trabajo; 133 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de,  
Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en Ios docu-
mentos a que él se refiere, consta que con motivo de la de-
manda en pago de preaviso, auxilio de cesantía y otros fines,. 
interpuesta por Hebe Mercedes Castillo Namías contra Ama-
ble Blandino, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo de' 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de 
octubre de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Amble Blandino. 

Abogados: Lic. Vetilio A. Matos y Dr. Hugo Matos Rodriguez 

Recurrido: Dra. Hebe Mercedes Castillo Namias. 
Abogado: Dr. Hipólito Peguero Asencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amable 
Blandino, dominicano, mayor de edad, negociante, domici-
liado y residente en esta ciudad, cédula 30081, serie 3, sello 
24010, contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Nacional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, ea 
fecha nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie 1, sellos 

4455, por sí y en representación del Dr. Hugo Mato .s Rodri-
gueZ, cédula 50824, serie 1, sello 60485, abogados del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Hipólito Peguero Asencio, cédula 7840, se-
rie 1, sello 66196, abogado de la recurrida Dra. Hebe Mer-
cedes Castillo Namías, dominicana, mayor de edad, soltera,. 
farmacéutica, cédula 2394, serie 56, sello 28273, domiciliada 
y residente en la casa N9 9 de la calle Francisco Cerón de-
esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General. 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de 
ampliación, suscrito por el Lic. Vetilio A. Matos, por sí y 
por el Dr. Hugo Matos Rodríguez, abogados del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Hipó-
lito Peguero Asencio, abogado de la recurrida, notificado a 
los abogados del recurrente en fecha veinte de diciembre de ,  
mil novecientos cincuenta y ocho; 

La Suprema Corlee de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 17, 77,. 
84 y 691 del Código de Trabajo; 133 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de» 
Casación; 

Considerando que en el 'fallo impugnado y en Ios docu-
mentos a que él se refiere, consta que con motivo de la de-
manda en pago de preaviso, auxilio de cesantía y otros fines,. 
interpuesta por Hebe Mercedes Castillo Namías contra Ama-
ble Blandino, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo de' 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de 
octubre de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Amble Blandino. 

Abogados: Lic. Vetilio A. Matos y Dr. Hugo Matos Rodriguez 

Recurrido: Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías. 	
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Abogado: Dr. Hipólito Peguero Asencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. 1VIorel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amable 
Blandino, dominicano, mayor de edad, negociante, domici-
liado y residente en esta ciudad, cédula 30081, serie 3, sello 
24010, contra sentencia pronunciada por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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(RD$140.00) por concepto de 4 semanas de salarios corres-
pondientes a las vacaciones de los dos últimos años de tra-- 
bajo que no le fueron acordados; OCTAVO: Condenar, coma 
al efecto condena a la parte demandada Amable Blandino 
Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namiw 
de Blandino, la suma de ciento veintidós pesos oro (Rl 

$122.00) por concepto de 150 horas de trabajo extraordina-

rio durante el último mes de trabajo a razón de 5 horas ex-
tras diariamente, calculadas con un 30<j ,  de aumento sobre 
el valor normal de la obra de trabajo. NOVENO: Condenar, 
como al efecto condena a la parte demandada Amable Blan-
dino, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de 
Blandino, la suma de quinientos setenticinco pesos oro (RD 
$575.00) por concepto de ciento quince días de descanso se-
manal durante dos años y dos meses y medio que no le fue-

ron concedidos; DECIMO: Condenar, como al efecto condena 
a la parte demandada Amable Blandino Cabral, a pagarle a 
la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de Blandino Cabral, 
la suma de doscientos veinte pesos oro (RDS220.00) por 
concepto de 44 días 'feriados que hubo en el tiempo que du-

ró el contrato de trabajo y en los cuales no se le dió el des-

canso correspondiente; DECIMOPRIMERO: Condenar, co-
mo al efecto condena a la parte demandada Amable Blandi-
no Cabral a pagarle a la Dra. Mercedes Castillo Namías de 

Blandino Cabral, la suma de trescientos sesentidós pesos ora 
(RD$362.00) por concepto de sueldo de Navidad de dos 
años y 5 meses, de acuerdo con el salario de RD$150.00 que 
ganaba mensualmente la demandante; DECIMOSEGUNDO: 
Condenar, como al efecto condena a la parte demandada 
Amable Blandino Cabral al pago de las costas del procedi-
miento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Amable Blandino, el Tribunal a quo dictó, des-

pués de realizada la medida de instrucción ordenada en fecha 
doce de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti- 
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,:primer grado, dictó en fecha dieciocho de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto 
acoge favorablemente la demanda intentada por la Doctora 
.Hebe Mercedes Castillo Namías de Blandino, contra el señor 
Amable Blandino, por encontrarla justa y procedente; SE-
GUNDO: Declarar, como al efecto declara resuelto el con-
trato de trabajo existente entre la parte demandante Dra. 
Hebe Mercedes 'Castillo Namías de Blandino, y la parte de-

- rnandada Amable Blandino Cabral, por considerar injusti-
nricado el despido héchole a la parte demandante. TERCERO: 
Condenar, como El efecto condena a la parte demandada 
Amable Blandino Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes 
Castillo Nainías de Blandino, parte demandante, la suma de 
ciento veinte pesos oro (RD$120.00) por concepto de 24 días 
de salarios como desahucios. CUARTO: Condenar, como al 
efecto condena a la parte demandada Amable Blandido Ca-
bral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de 
Blandino, la suma de trescientos pesos oro (RD$300.00) por 
concepto de 60 días de auxilio de cesantía; QUINTO: Conde-
nar, como al efecto condena a la parte demandada Amable 
Blandino Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Cas- 
tillo Namías de Blandino, la suma de cuatrocientos cincuen- 
ta pesos oro (RD$450.00), por concepto de 90 días de salarios 
como justa indemnización por despedirla del trabajo injusti- 
ficadamente. SEXTO: Condenar como al efecto condena a 
la parte demandada Amable Blandino Cabral a pagarle in- 
mediatamente a la doctora Hebe Mercedes Castillo Namías 
-de Blandino la suma de cuatro mil novecientos ochenticinco 
pesos oro (RD$4,985.00) por concepto de 26 1A mensualida- 
des dejadas de pagar durante dos años y dos meses y medio 
que duró el contrato de trabajo con sueldo mensual de cien- 
to cincuenta pesos oro (RD$150.00); SEPTIMO: Condenar, 
como al efecto condena a la parte demandada Amable Blan- 
dino Cabral a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Na- 
.mias de Blandino, la suma de ciento cuarenta pesos oro 
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(RD$140.00) por concepto de 4 semanas de salarios corres-
pondientes a las vacaciones de los dos últimos años de Wat-

bajo que no le fueron acordados; OCTAVO: Condenar, como 
al efecto condena a la parte demandada Amable Blandino 
Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías 
de Blandino, la suma de ciento veintidós pesos oro (RD 
$122.00) por concepto de 150 horas de trabajo extraordina-
rio durante el último mes de trabajo a razón de 5 horas ex-
tras diariamente, calculadas con un 30% de aumento sobre 
el valor normal de la obra de trabajo. NOVENO: Condenar,, 
como al efecto condena a la parte demandada Amable Blan-
dino, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de 

Blandino, la suma de quinientos setenticinco pesos oro (RD 

$575.00) por concepto de ciento quince días de descanso se-

manal durante dos años y dos meses y medio que no le fue-

ron concedidos; DECIMO: Condenar, como al efecto condena 
a la parte demandada Amable Blandino Cabral, a pagarle a 
la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de Blandino Cabral, 
la suma de doscientos veinte pesos oro (RD$220.00) por 
concepto de 44 días feriados que hubo en el tiempo que du-

ró el contrato de trabajo y en los cuales no se le dió el des-
canso correspondiente; DECIMOPRIMERO: Condenar, co-
mo al efecto condena a la parte demandada Amable Blandi-. 
no Cabral a pagarle a la Dra. Mercedes Castillo Namías de 
Blandino Cabral, la suma de trescientos sesentidós pesos ora 

(RD$362.00) por concepto de sueldo de Navidad de dos 
años y 5 meses, de acuerdo con el salario de RD$150.00 que 
ganaba mensualmente la demandante; DECIMOSEGUNDO: 
Condenar, como al efecto condena a la parte demandada 
Amable Blandino Cabral al pago de las costas del procedi-
miento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Amable Blandino, el Tribunal a quo dictó, des-

pués de realizada la medida de instrucción ordenada en fecha 
doce de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti- 
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primer grado, dictó en fecha dieciocho de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto 
acoge favorablemente la demanda intentada por la Doctora 
Bebe Mercedes Castillo Namías de Blandino, contra el señor 
Amable Blandino, por encontrarla justa y procedente; SE- 
GUNDO: Declarar, como al efecto declara resuelto el con- 
trato de trabajo existente entre la parte demandante Dra. 
Hebe Mercedes Castillo Namías de Blandino, y la parte de-

-mandada Amable Blandino Cabral, por considerar injusti-
►ficado el despido héchole a la parte demandante. TERCERO: 
Condenar, como al efecto condena a la parte demandada 
Amable Blandino Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes 
Castillo Nainías de Blandino, parte demandante, la suma de 
ciento veinte pesos oro (RD$120.00) por concepto de 24 días 
de salarios como desahucios. CUARTO: Condenar, como al 
efecto condena a la parte demandada Amable Blandido Ca-
bral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Namías de 
Blandino, la suma de trescientos pesos oro (RD$300.00) por 
concepto de 60 días de auxilio de cesantía; QUINTO: Conde-
liar, como al efecto condena a la parte demandada Amable 
.Blandino Cabral, a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Cas-
tillo Namías de Blandino, la suma de cuatrocientos cincuen-
ta pesos oro (RD$450.00), por concepto de 90 días de salarios 
como justa indemnización por despedirla del trabajo injusti-
ficadamente. SEXTO: Condenar como al efecto condena a 
.a parte demandada Amable Blandino Cabral a pagarle in-
mediatamente a la doctora Hebe Mercedes Castillo Namías 
de Blandino la suma de cuatro mil novecientos ochenticinco 
pesos oro (RD$4,985.00) por concepto de 261,:, mensualida-
des dejadas de pagar durante dos años y dos meses y medio 
que duró el contrato de trabajo con sueldo mensual de cien-
to cincuenta pesos oro (RD$150.00); SEPTIMO: Condenar, 
como al efecto condena a la parte demandada Amable Blan-
dino Cabral a pagarle a la Dra. Hebe Mercedes Castillo Na-
•mias de Blandino, la suma de ciento cuarenta pesos oro 
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nuación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos, el recurso de apelación inter-
puesto por Amable Blandino contra la sentencia del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de fecha 18 de noviem-
bre de 1957, dictada en favor de Hebe Mercedes Castillo 
Narnías de Blandino, cuyas conclusiones acoge, en parte, 
y, en consecuencia, confirma la sentencia en cuanto al fon-
do, esto es, en cuanto declara resuelto el contrato de trabajo 
por considerar injustificado el despido, así como confirma, 
los ordinales noveno y décimo y modifica los otros ordinales, 
en el sentido siguiente: el Sexto para que no abarque sino 
tan sólo tres meses de mensualidades; el Séptimo: sólo en 
cuanto a dos semanas correspondientes al último año, por 
vacaciones; y Décimoprimero, tan sólo en cuanto acuerda 
cinco meses del año en que ocurrió el despido; SEGUNDO: 
Condena a la parte intimante que sucumbe, al pago de tan 
sólo los costos"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio de casación: Violación del art. 1315 
del Código Civil.— Falsa aplicación del art. 17 del Código 
de Trabajo.— Falta de base legal y de motivos"; "Segundo 
Medio de casación: Mala aplicación de los artículos 77 y 74 
del Código de Trabajo y desnaturalización de los hechos de 
la causa"; 

Considerando, en cuanto a los dos medios del recurso, 
reunidos, que el recurrente alega esencialmente que él no 
fué que despidió a la empleada Hebe Mercedes Castillo Na-
rrias, sino Marcos Blandino Cabral, quien no era su repre-
sentante, sino un empleado de la farmacia, sin calidad para 
actuar en nombre de su patrono; que, por otra parte, el re-
currente sostiene que los hechos de la causa no caracterizan 
ningún despido, y que se está en presencia de una dimisión 
del trabajador; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo admitió en hecho, 
cano resultado del "estudio del expediente y particularmen-
te del estudio de las declaraciones" de los testigos que fue- 
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ron oídos 
en el informativo, que la Dra. Hebe Mercedes Cas-

tillo fué despedida por Marcos Blandino Cabral, y que éste 
administraba el establecimiento farmacéutico" pretende que 

del patrono; 

Considerando, además, que el recurrente  
la sentencia impugnada no mencione los documentos en los 
cuales fundó su decisión el Tribunal a quo, constituye el vi-

cio de "falta de base legal, de prueba y de motivos"; 
Considerando, sin embargo, que la sentencia impugna-

da expresa que, entre otros documentos, la parte intimada 

depositó 
bajo inventario: el acta de no conciliación levanta-

da ante el Departamento de Trabajo, en la que consta que 
la Dra. Hebe Mercedes Castillo alegó ante el Jedfe 

espedida 
de la Sec-

ción de Querellas y Conciliación, que "fué sin 
causa justificada el 14 de mayo de 1957"; Y 

cuatro copias 

de los informativos celebrados en el Juzgado de Paz de la 
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, de las cuales 
resultó la prueba, según lo admitió el Tribunal 

a quo, de que 

Marcos Antonio Blandino administraba la farmacia en don-
de prestaba sus servicios la recurrida; que, por otra parte, 
del examen del acta de la información testimonial celebrada 

ante el Tribunal a quo el diez de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, resultó también la prueba de que Marcos 
Blandino Cabral, administraba la farmacia de su padre y 
de que, además, él despidió a la actual recuel Tribunal a quo 

rrida; 

Considerando que, por consiguiente,  

no 
ha violado el artículo 1315 del Código Civil, ni los artíc que si- 

los 17, 77 y 84 del Código de Trabajo, y al admitir 
	se 

estaba en presencia de un despido injustificado hecho por 
el representante del patrono, dicho tribunal no ha desnatu- 
ralizado los hechos de la causa, sino que los ha apreci do haciéndoles 
libremente, dentro de sus facultades soberanas, 
producir las consecuencias pertinentes; que, por último, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes que

os hechos 
justifican 

su dispositivo y una exposición completa de l 
	y 

-circunstancias de la causa, que han permitido verificar que 
en la especie la ley ha sido correctamente aplicada; 
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filiación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos, el recurso de apelación inter-
puesto por Amable Blandino contra la sentencia del Juzgado 
de Paz de la Segunda Circunscripción de fecha 18 de noviem-
bre de 1957, dictada en favor de Hebe Mercedes Castillo 
Namías de Blandino, cuyas conclusiones acoge, en parte, 
y, en consecuencia, confirma la sentencia en cuanto al fon-
do, esto es, en cuanto declara resuelto el contrato de trabajo 
por considerar injustificado el despido, así como confirma, 
los ordinales noveno y décimo y modifica los otros ordinales, 
en el sentido siguiente: el Sexto para que no abarque sino 
tan sólo tres meses de mensualidades; el Séptimo: sólo en 
cuanto a dos semanas correspondientes al último año, por 
vacaciones; y Décimoprimero, tan sólo en cuanto acuerda 
cinco meses del año en que ocurrió el despido; SEGUNDO: 
Condena a la parte intimante que sucumbe, al pago de tan 
sólo los costos"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio de casación: Violación del art. 1315 
del Código Civil.— Falsa aplicación del art. 17 del Código 
de Trabajo.— Falta de base legal y de motivos"; "Segundo 
Medio de casación: Mala aplicación de los artículos 77 y 74 
del Código de Trabajo y desnaturalización de los hechos de 
la causa"; 

Considerando, en cuanto a los dos medios del recurso, 
reunidos, que el recurrente alega esencialmente que él no 
fué que despidió a la empleada Hebe Mercedes Castillo Na-
tillas, sino Marcos Blandino Cabral, quien no era su repre-
sentante, sino un empleado de la farmacia, sin calidad para 
actuar en nombre de su patrono; que, por otra parte, el re-
currente sostiene que los hechos de la causa no caracterizan 
ningún despido, y que se está en presencia de una dimisión 
del trabajador; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo admitió en hecho, 
como resultado del "estudio del expediente y particularmen-
te del estudio de las declaraciones" de los testigos que fue- 
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ron oídos en el informativo, que la Dra. Hebe Mercedes Cas- 
tillo fué despedida por Marcos Blandino Cabral, y que éste 
administraba el establecimiento farmacéutico" del patrono; 

Considerando, además, que el recurrente pretende que 
la sentencia impugnada no mencione los documentos en los 
cuales fundó su decisión el Tribunal a quo, constituye el vi-

cio de "falta de base legal, de prueba y de motivos"; 
Considerando, sin embargo, que la sentencia impugna-

da expresa que, entre otros documentos, la parte intimada 
depositó bajo inventario: el acta de no conciliación 

l
consta que 

evanta-

da ante el Departamento de Trabajo, en la que  
la Dra. Hebe Mercedes Castillo alegó ante el Jefe despedida sin 

de la Sec-

ción de Querellas y Conciliación, que "fué  
causa justificada el 14 de mayo de 1957"; y cuatro copias 
de los informativos celebrados de las cuales 

en el Juzgado de Paz de la 

Segunda Circunscripción del Distrito Nacional,  
resultó la prueba, según lo admitió el Tribunal 

a quo, de que 

Marcos Antonio Blandino administraba la farmacia otra parte, 
en don-

de prestaba sus servicios la recurrida; que, por  
del examen del acta de la información testimonial celebrada 

ante el Tribunal a quo el diez de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, resultó también la prueba de que Marcos 
Blandino Cabral, administraba la farmacia de su padre y 
de que, además, él despidió a la actual recurrida; 

Considerando que, por consiguiente, el Tribunal 
a quo 

no ha violado el artículo 1315 del Código Civila, dmiti ni lor que se 
s artícu- 

los 17, 77 y 84 del Código de Trabajo, y al  
estaba en presencia de un despido injustificado hecho por 
el representante del patrono, dicho tribunal no ha desnatu- 
ralizado los hechos de la causa, sino que los ha apreciado 
libremente, dentro de sus facultades soberanas, hacién último,

doles 
 el 

producir las consecuencias pertinentes; que, por  
fallo impugnado contiene motivos suficientes que justifican 
su dispositivo y una exposición completa de los hechos y 
-circunstancias de la causa, que han permitido verificar que 
en la especie la ley ha sido correctamente aplicada; 
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Por tales motivos, Prii:nero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Amable Blandino contra la sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal 
de Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Dr. Hipólito Peguero Asencio, abogado de la 
recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 5 
de febrero de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Altagracia Cubilete. 
Abogado: Lic. Angel S. Cano Pelletier. 

Recurrido: Lorenzo de los Santos Alcántara. 
Ahogados: Lics. Félix Tomás del Monte A. y Salvador Espinal Mi-

randa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados II. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
1,.amarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupa-
ni y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Inde-
pendencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia 
Cubilete, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, del domicilio y residencia de la sección de Guanito, 
Municipio de San Juan de la Maguana, cédula 1423, serie 
10, sello 2912, contra sentencia del Tribunal Superior de 
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SENTENC4 DE FECHA, Z2 DE ABRIL DE 1959 

sentencia, impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 5 

de febrero de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Altagracia Cubilete. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurrido: Lorenzo de los Santos Alcántara. 
Albogados: Lics. Félix Tomás del Monte A. y Salvador Espinal Mi-

randa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupa-
ni y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo., Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Inde-
pendencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia 
Cubilete, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, del domicilio y residencia de la sección de Guanito, 
Municipio de San Juan de la Maguana, cédula 1423, serie-
10, sello 2912, contra sentencia del 'Tribunal Superior de- 

767 7.6 	 49441Thr Jun1Q4444 

PAr taleS motivos, Primero: Rechaz.a el recurso de ca-
sación interpuesto por Amable Blandino contra la sentencia 
pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal 
de Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Dr. Hipólito Peguero Asencio, abogado de la 
recurrida, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firrnados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de Felicita Suero y los hermanos Lorenzo y Jovino de los 
Santos Alcántara y el Tribunal Superior de Tierras por su 
decisión N9 6, de fecha quince de junio del mil novecientos 
cincuenta, ordenó la celebración de un nuevo juicio; c) que el 
juez encargado del nuevo juicio rechazó la reclamación de los 
sucesores de Felicita Suero sobre una porción de la Parcela 
N9 14; rechazó las pretensiones de Altagracia Cubilete ten-
dientes a que fuera declarada comunera la referida parcela, 
y declaró de mala fé las mejoras levantadas por esta última 
en dicha parcela y ordenó su registro, con sus mejoras en 
favor de Lorenzo de los Santos Alcántara; d) que contra 
esta sentencia interpuso recurso de apelación ,Altagracia 
Cubilete y el Tribunal Superior de Tierras, por sentencia del 
seis de mayo de mil novecientos cincuenta y tres rechazó 
dicho recurso y confirmó la sentencia apelada; e) que Alta-
gracia Cubilete recurrió en casación contra la decisión del 
Tribunal Superior y la Suprema Corte de Justicia dictó 
sentencia en fecha once de agosto del mil novecientos cin-
cuenta y cuatro por la cual casó la decisión recurrida en lo 
que respecta a las cuatrocientas tareas adquiridas por Lo-
renzo de los Santos Alcántara de Alejandro Paniagua Ma-
teo, en razón de que el Tribunal a quo no dió motivos preci-
sos relativos al hecho invocado por Altagracia Cubilete de 
que las cuatrocientas tareas no estaban ubicadas en la Par-
cela N9 14, sino en la número 38, "a pesar de que esa cues-
tión fué planteada oportunamente a los jueces del fondo 
por los adversarios de Lorenzo de los Santos Akántara"; 
f ) que apoderado el Tribunal Superior de Tierras por el en-
vío de la Suprema Corte de Justicia, dictó su fallo de fecha 
veintisiete de enero del mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo dice así: "PARCELA NUMERO 14: Area: 
50 Hs., 09 As. 91 Cas.— 1Q— Se Declara comunera, dentro 
de esta parcela la extensión de 25 Hs., 15 As., 45 Cas., 60 Dc., 
equivalentes a 400 tareas, para que sea dividida entre los 
accionistas del sitio; 2n— Se Ordena el registro del derecho 
de propiedad del resto de esta parcela, con sus mejoras, en 
favor del señor Lorenzo de los Santos Alcántara, dominicano, 
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Tierras del cinco de febrero del mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos los Licenciados Félix Tomás del Monte A., cédula 

988, serie 1, sello 2001, y Salvador Espinal Miranda, cédula 
8632, serie 1, sello 30021, abogados del recurrido, Lorenzo 
de los Santos Alcántara, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en la sección de Las 
Zanjas, Municipio de San Juan de la Maguana, cédula 1883, 
serie 12, suyo sello de renovación no consta en el expediente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veintiocho, 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 
3179, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los Licen-
ciados Félix Tomás del Monte y Salvador Espinal Miranda, 
abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 544, 711, 1582, y 1583 del 
Código Civil; 78, 79 y 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por decisión N9 1 del Tribunal de Tierras de jurisdicción ori-
ginal de fecha doce de noviembre del mil no<le.cientos cua-
renta y nueve, fueron rechazadas las reclamaciones pre-
sentadas por Lorenzo de los Santos Alcántara y por los 
Sucesores de Felicita Suero sobre la Parcela N9 14, del Dis-
trito Catastral NQ 4 del Municipio de San Juan de la Ma-
guana, la cual fué declarada comunera; b) que contra esta 
sentencia interpusieron recurso de apelación los Sucesores 
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Tierras del cinco de febrero del mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oídos los Licenciados Félix Tomás del Monte A., cédula 

988, serie 1, sello 2001, y Salvador Espinal Miranda, cédula 
8632, serie 1, sello 30021, abogados del recurrido, Lorenzo 
de los Santos Alcántara, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en la sección de Las 
Zanjas, Municipio de San Juan de la Maguana, cédula 1883, 
serie 12, suyo sello de renovación no consta en el expediente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veintiocho, 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 
3179, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los Licen-
ciados Félix Tomás del Monte y Salvador F,spinal Miranda, 
abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 544, 711, 1582, y 1583 del 
Código Civil; 78, 79 y 84 de la Ley de Registro de Tierras; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por decisión N9 1 del Tribunal de Tierras de jurisdicción ori-
ginal de fecha doce de noviembre del mil no ■Oe.cientos cua-
renta y nueve, fueron rechazadas las reclamaciones pre-
sentadas por Lorenzo de los Santos Alcántara y por los 
Sucesores de Felicita Suero sobre la Parcela N9 14, del Dis-
trito Catastral NQ 4 del Municipio de San Juan de la Ma-
guana, la cual fué declarada comunera; b) que contra esta 
sentencia interpusieron recurso de apelación los Sucesores  

de Felicita Suero y los hermanos Lorenzo y Jovino de los 
Santos Alcántara y el Tribunal Superior de Tierras por su 
decisión N" 6, de fecha quince de junio del mil novecientos 
cincuenta, ordenó la celebración de un nuevo juicio; c) que el 
juez encargado del nuevo juicio rechazó la reclamación de los 
sucesores de Felicita Suero sobre una porción de la Parcela 
N9 14; rechazó las pretensiones de Altagracia Cubilete ten-
dientes a que fuera declarada comunera la referida parcela, 
y declaró de mala fé las mejoras levantadas por esta última 
en dicha parcela y ordenó su registro, con sus mejoras en 
favor de Lorenzo de los Santos Alcántara; d) que contra 
esta sentencia interpuso recurso de apelación Altagracia 
Cubilete y el Tribunal Superior de Tierras, por sentencia del 
seis de mayo de mil novecientos cincuenta y tres rechazó 
dicho recurso y confirmó la sentencia apelada; e) que Alta-
gracia Cubilete recurrió en casación contra la decisión del 
Tribunal Superior y la Suprema Corte de Justicia dictó 
sentencia en fecha once de agosto del mil novecientos cin-
cuenta y cuatro por la cual casó la decisión recurrida en lo 
que respecta a las cuatrocientas tareas adquiridas por Lo-
renzo de los Santos Alcántara de Alejandro Paniagua Ma-
teo, en razón de que el Tribunal a quo no dió motivos preci-
sos relativos al hecho invocado por Altagracia Cubilete de 
que las cuatrocientas tareas no estaban ubicadas en la Par-
cela N9 14, sino en la número 38, "a pesar de que esa cues-
tión fué planteada oportunamente a los jueces del fondo 
por los adversarios de Lorenzo de los Santos Akántara"; 
f) que apoderado el Tribunal Superior de Tierras por el en-
vío de la Suprema Corte de Justicia, dictó su fallo de fecha 
veintisiete de enero del mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo dice así: "PARCELA NUMERO 14: Area: 
50 Hs., 09 As. 91 Cas.— le— Se Declara comunera, dentro 
de esta parcela la extensión de 25 Hs., 15 As., 45 Cas., 60 Dc., 
equivalentes a 400 tareas, para que sea dividida entre los 
accionistas del sitio; 2°— Se Ordena el registro del derecho 
de propiedad del resto de esta parcela, con sus mejoras, en 
favor del señor Lorenzo de los Santos Alcántara, dominicano, 

é 
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mayor de edad, soltero, domiciliado y residente en la sección 
de Las Zanjas, San Juan de la Maguana, portador de la 
cédula personal de identidad N9 1883, serie 12; 39—Se De-
claran de mala fé las mejoras fomentadas en esta parcela 
por la señorita Altagracia Cubilete, consistentes en una 
cerca de alambre de púas, quedando regidas por la primera 
parte del Art. 555 del Código Civil. Se Ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras que después de recibidos por él los 
planos definitivos preparado por el Agrimensor-Contratista 
y aprobados por la Dirección General de Mensuras Catastra-
les, de acuerdo con los términos de esta decisión, y trans-
currido el plazo de dos meses acordado por la ley para recu-
rrir en casación contra esta sentencia, sin que este recurso 
haya sido interpuesto, proceda a la expedición del corres-
pondiente Decreto de Registro"; g) que contra esta decisión 
recurrió en casación Lorenzo de los Santos Alcántara y la 
Suprema Corte de Justicia dictó su sentencia el veinticinco 
de enero del mil novecientos cincuenta y siete, por la cual ca-
só la sentencia recurrida en razón de "que el Tribunal a quo 
estatuyó sobre el fondo del litigio y ubicó las cuatrocientas 
tareas de que se trata en la Parcela N' 38, ateniéndose ex-
clusivamente al resultado del informe sometido por el Ins-
pector de Mensuras Catastrales, y al estatuir de ese modo 
el Tribunal Superior de Tierras ha violado las reglas relati-
vas a la administración de la prueba y, consecuentemente el 
derecho de defensa del actual recurrente, pues se ha apo-
yado, como único elemento de juicio, en dicho informe, en 
vez de ordenar una información testimonial, con sujeción a 
las reglas establecidas por la ley, para garantizar el derecho 
de defensa, u otra medida de instrucción útil para esclarecer 
su religión"; h) que el Tribunal Superior de Tierras, apode-
rado del envío, dictó en fecha tres de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y ocho la. sentencia ahora impugnada. cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: r — Que debe Rechazar 
y Rechaza, por infundado, el recurso de apelación interpues-
to por la señorita Altagracia Cubilete; 29— Que debe Recha-
Zar y Rechaza, por infundadas, las pretensiones de los 
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Sucesores de Felicita Suero; 39— Que debe Rechazar y Re-
chaz,a, por infundada, la reclamación formulada por los Su-
cesores de Guillermo Bello, en calidad de intervinientes; 4"— 
Que debe Ordenar y Ordena, el registro del derecho de pro-
piedad de una extensión superficial de 25 Has., 15 As., 45.4 
Cas., equivalentes a 400 tareas, con sus mejoras, dentro de 
la Parcela número 14 del Distrito Catastral 1\l'' 4 del Muni-
cipio de San Juan de la Maguana, Provincia Benefactor, si-
tio de "Charcas de los Garabitos", en favor del señor Loren-
zo de los Santos Alcántara, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en la Sección de 
"Las Zanjas", Municipio de San Juan de la Maguana, por-
tador de la cédula personal de identidad N- 1883, serie 12, 
quien de esta manera ha venido a ser único adjudicatario 
de toda esta parcela y sus mejoras, la cual tiene una exten-
sión superficial de 50 Has., 09 As., 91 Cas.; Haciéndose 
constar que las mejoras que dentro de estas 400 tareas pudo 
haber fomentado Altagracia Cubilete, son de mala fé"; 

Considerando que en su memorial los recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: 
Motivos falsos, contradictorios e insuficientes y, en conse-
cuencia, violación del articulo 84 de la Ley de Registro de 
Tierras y, falta de base legal; SEGUNDO MEDIO: Desnatu-
ralización de los hechos, documentos, circunstancias y tes-
timonios de la causa y, en consecuencia, violación de los ar-
tículos 2262, 544, 711, 1582, 1583, 1319 y 1320 del Código Ci-
vil y falta de base legal; TERCER MEDIO: Violación de los 
artículos 78 y 79 de la Ley de Registro de Tierras. CUARTO 
MEDIO: Violación del derecho de defensa"; 

Considerando que por el primer medio la recurrente ale-
ga que "la sentencia recurrida establece que las parcelas 
14, 15, 38 y 12 constituían un solo paño de terreno antes de 
la mensura de que fueron objeto; que ese paño de terreno 
pertenecía al recurrido por haberlo adquirido en esta forma: 
una parte por herencia de su padre Demetrio de los Santos; 
otra parte, constante de 400 tareas, por compra al señor Ale- 
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mayor de edad, soltero, domiciliado y residente en la sección 
de Las Zanjas, San Juan de la Maguana, portador de la 
cédula personal de identidad N9 1883, serie 12; 39—Se De-
claran de mala fé las mejoras fomentadas en esta parcela 
por la señorita Altagracia Cubilete, consistentes en una 
cerca de alambre de púas, quedando regidas por la primera 
parte del Art. 555 del Código Civil. Se Ordena al Secretario 
del Tribunal de Tierras que después de recibidos por él los 
planos definitivos preparado por el Agrimensor-Contratista 
y aprobados por la Dirección General de Mensuras Catastra-
les, de acuerdo con los términos de esta decisión, y trans-
currido el plazo de dos meses acordado por la ley para recu-
rrir en casación contra esta sentencia, sin que este recurso 
haya sido interpuesto, proceda a la expedición del corres-
pondiente Decreto de Registro"; g) que contra esta decisión 
recurrió en casación Lorenzo de los Santos Alcántara y la 
Suprema Corte de Justicia dictó su sentencia el veinticinco 
de enero del mil novecientos cincuenta y siete, por la cual ca-
só la sentencia recurrida en razón de "que el Tribunal a quo 
estatuyó sobre el fondo del litigio y ubicó las cuatrocientas 
tareas de que se trata en la Parcela N" 38, ateniéndose ex-
clusivamente al resultado del informe sometido por el Ins-
pector de Mensuras Catastrales, y al estatuir de ese modo 
el Tribunal Superior de Tierras ha violado las reglas relati-
vas a la administración de la prueba y consecuentemente el 
derecho de defensa del actual recurrente, pues se ha apo-
yado, como único elemento de juicio, en dicho informe, en 
vez de ordenar una información testimonial, con sujeción a 
las reglas establecidas por la ley, para garantizar el derecho 
de defensa, u otra medida de instrucción útil para esclarecer 
su religión"; h) que el Tribunal Superior de Tierras, apode-
rado del envío, dictó en fecha tres de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y ocho la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: 1°— Que debe Rechazar 
y Rechaza, por infundado, el recurso de apelación interpues-
to por la señorita Altagracia Cubilete; 2°— Que debe Recha-
Zar y Rechaza, por infundadas, las pretensiones de los 
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Sucesores de Felicita Suero; 39— Que debe Rechazar y Re-
chaza, por infundada, la reclamación formulada por los Su-
cesores de Guillermo Bello, en calidad de intervinientes; 4"— 
Que debe Ordenar y Ordena, el registro del derecho de pro-
piedad de una extensión superficial de 25 Has., 15 As., 45.4 
Cas., equivalentes a 400 tareas, con sus mejoras, dentro de 
la Parcela número 14 del Distrito Catastral N" 4 del Muni-
cipio de San Juan de la Maguana, Provincia Benefactor, si-
tio de "Charcas de los Garabitos", en favor del señor Loren-
zo de los Santos Alcántara, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en la Sección de 
"Las Zanjas", Municipio cle San Juan de la Maguana, por-
tador de la cédula personal de identidad N" 1883, serie 12, 
quien de esta manera ha venido a ser único adjudicatario 
de toda esta parcela y sus mejoras, la cual tiene una exten-
sión superficial de 50 Has., 09 As., 91 Cas.; Haciéndose 
constar que las mejoras que dentro de estas 400 tareas pudo 
haber fomentado Altagracia Cubilete, son de mala fé"; 

Considerando que en su memorial los recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: 
Motivos falsos, contradictorios e insuficientes y, en conse-
cuencia, violación del articulo 84 de la Ley de Registro de 
Tierras y falta de base legal; SEGUNDO MEDIO: Desnatu-
ralización de los hechos, documentos, circunstancias y tes-
timonios de la causa y, en consecuencia, violación de los ar-
tículos 2262, 544, 711, 1582, 1583, 1319 y 1320 del Código Ci-
vil y falta de base legal; TERCER MEDIO: Violación de los 
artículos 78 y 79 de la Ley de Registro de Tierras. CUARTO 
MEDIO: Violación del derecho de defensa"; 

Considerando que por el primer medio la recurrente ale-
ga que "la sentencia recurrida establece que las parcelas 
14, 15, 38 y 12 constituían un solo paño de terreno antes de 
la mensura de que fueron objeto; que ese paño de terreno 
pertenecía al recurrido por haberlo adquirido en esta forma: 
una parte por herencia de su padre Demetrio de los Santos; 
otra parte, constante de 400 tareas, por compra al señor Ale- 
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jandro Paniagua Mateo; y otra parte por haber comprado el 
terreno y las acciones al señor Suzafia; pero resulta que 
por su último considerando la sentencia recurrida da por 
averiguado que las cuatrocientas tareas de terreno en dis-
cusión no son las que comprara el señor Lorenzo de los San-
tos Alcántara al señor Alejandro Paniagua Mateo, pues las 
de éste se hallan enclavadas en la Parcela N9 38"; que en 
dicha sentencia no se expresa quien fué el primitivo dueño 
de se terreno ni cómo pasó a manos de Lorenzo de los Santos 
Alcántara; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo alega la 
recurrente, en la sentencia impugnada se precisa con toda 
claridad cómo hubo estos terrenos Lorenzo de los Santos 
Alcántara; que a los jueces del saneamiento les basta com-
probar, cuando se alega la más larga prescripción, que el 
reclamante ha poseído el terreno por el tiempo y en las con-
diciones establecidas en los artículos 2229 y 2262 del Código 
Civil, sin que sea necesario que se determine quienes fueron 
los dueños anteriores; que al efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa lo siguiente: "que si bien es cierto que este 
Tribunal Superior ha comprobado por las colindancias que 
se dan en el acto N9 14 de fecha 8 de julio de 1948, así como 
por las declaraciones de los testigos Jerónimo Cordero y 
Alejandro Paniagua Mateo, el primero oído en jurisdicción 
original y el segundo ante este Tribunal Superior, que las 
400 tareas vendidas por Paniagua Mateo a Lorenzo de los 
Santos Alcántara se encuentran ubicadas dentro del ámbito 
de la Parcela N9 38, no es menos verdad que los demás tes-
timonios consignados precedentemente revelan sin lugar a 
dudas que el finado Demetrio de los Santos, padre del señor 
Lorenzo de los Santos, y el también finado Miguel Suzaña, 
eran dueños de amplias porciones de terrenos en el sitio de 
"Charcas de los Garabitos", del Municipio de San Juan de 
la Maguana, las cuales abarcaban, entre otras, la Parcela N° 
14, de cuyo saneamiento se trata, en parte, y que Miguel 
Suzaña le vendió dichos terrenos al señor Lorenzo de los 

Santos Alcántara, tal como lo han reconocido sus hijos 
José Lucía y Sinencio Antonio Suzaña, prueba a la cual 
nadie se opuso por conclusiones formales; que el intimado, 
por sí y por sus causantes, ha poseído los terrenos integran-
tes de la Parcela N° 14 desde hacía 35 ó 40 arios al día de la 
primera audiencia contradictoria verificada el 15 de marzo 
de 1949, esto es, desde la fecha en que estaba en la Presi-
dencia de la República el General Ramón Cáceres; que dicha 
posesión se ejerció en forma continua y no interrumpida, 
pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario; que 
en este orden de ideas preciso es reconocer que el derecho 
de propiedad de las 400 tareas que faltan por sanear dentro 
de la Parcela N° 14, con sus mejoras, pertenece al señor 
Lorenzo de los Santos Alcántara, toda vez que su hermano 
Aníbal de los Santos Alcántara renunció a los derechos que 
como heredero de Demetrio de los Santos podían corres-
ponderle en la repetida Parcela N9 14"; que al fallar de este 
modo el Txibunal a quo ha procedido correctamente, sin 
incurrir en los vicios y violaciones de la ley alegados por la 
recurrente; que por tanto, el primer medio del recurso debe 
ser desestimado; 

Considerando que la recurrente alega por el segundo me-
dio lo siguiente: que "la sentencia recurrida se apoya para 
decidir en la forma ya indicada, en el testimonio de los se-
ñores Miguel Romance, José del Carmen Solís, Luciolo He-
rrera Suazo, José Ramón Oviedo Espejo, José Lucía Suzaña 
Herrera, Sinencio Antonio Suzaña de la Cruz, Victoriano 
Javier, Gerónimo Gilberto Cordero y José del Carmen Ca-
rrasco", cuyas declaraciones han sido completaniente des-
naturalizadas y desviadas de su verdadero alcance; que los 
testigos Buenaventura Colón, Lauro Rodríguez, Cástulo Es-
pejo Solís y Angel Lucía Noboa, informaron que el terreno 
en discusión nunca fué objeto de Posesión por parte de nin-
guna persona, sino después que se construyó el canal de rie-
go denominado Mijo, en el año 1944; pero 

Considerando que el recurrenteno ha precisado en su 
memorial en qué consiste la desnaturalización alegada; que 
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Santos Akántara, tal como lo han reconocido sus hijos 
José Lucía y Sinencio Antonio Suzaña, prueba a la cual 
nadie se opuso por conclusiones formales; que el intimado, 
por sí y por sus causantes, ha poseído los terrenos integran-
tes de la Parcela N° 14 desde hacía 35 ó 40 años al día de la 
primera audiencia contradictoria verificada el 15 de marzo 
de 1949, esto es, desde la fecha en que estaba en la Presi-
dencia de la República el General Ramón Cáceres; que dicha 
posesión se ejerció en forma continua y no interrumpida, 
pacífica, pública, inequívoca y a título de propietario; que 
en este orden de ideas preciso es reconocer que el derecho 
de propiedad de las 400 tareas que faltan por sanear dentro 
de la Parcela N° 14, con sus mejoras, pertenece al señor 
Lorenzo de los Santos Alcántara, toda vez que su hermano 
Aníbal de los Santos Alcántara renunció a los derechos que 
como heredero de Demetrio de los Santos podían corres-
ponderle en la repetida Parcela N9 14"; que al fallar de este 
modo el T.ribunal a quo ha procedido correctamente, sin 
incurrir en los vicios y violaciones de la ley alegados por la 
recurrente; que por tanto, el primer medio del recurso debe 
ser desestimado; 

Considerando que la recurrente alega por el segundo me-
dio lo siguiente: que "la sentencia recurrida se apoya para 
decidir en la forma ya indicada, en el testimonio de los se-
ñores Miguel Romance, José del Carmen Solis, Luciolo He-
rrera Suazo, José Ramón Oviedo Espejo, José Lucía Suzaña 
Herrera, Sinencio Antonio Suzaña de la Cruz, Victoriano 
Javier, Gerónimo Gilberto Cordero y José del Carmen Ca-
rrasco", cuyas declaraciones han sido completaMente des-
naturalizadas y desviadas de su verdadero alcance; que los 
testigos Buenaventura Colón, Lauro Rodríguez, Cástulo Es-
pejo Solís y Angel Lucía Noboa, informaron que el terreno 
en discusión nunca fué objeto de bosesión por parte de nin-
guna persona, sino después que se construyó el canal de rie-
go denominado Mijo, en el ario 1944; pero 

Considerando que el recurrenteno ha precisado en su 
memorial en qué consiste la desnaturalización alegada; que 
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jandro Paniagua Mateo; y otra parte por haber comprado el 
terreno y las acciones al señor Suzaña; pero resulta que 
por su último considerando la sentencia recurrida da por 
averiguado que las cuatrocientas tareas de terreno en dis-
cusión no son las que comprara el señor Lorenzo de los San-
tos Alcántara al señor Alejandro Paniagua Mateo, pues las 
de éste se hallan enclavadas en la Parcela N9 38"; que en 
dicha sentencia no se expresa quien fué el primitivo dueño 
de se terreno ni cómo pasó a manos de Lorenzo de los Santos 
Alcántara; pero 

Considerando que, contrariamente a como lo alega la 
recurrente, en la sentencia impugnada se precisa con toda 
claridad cómo hubo estos terrenos Lorenzo de los Santos 
Alcántara; que a los jueces del saneamiento les basta com-
probar, cuando se alega la más larga prescripción, que el 
reclamante ha poseído el terreno por el tiempo y en las con-
diciones establecidas en los artículos 2229 y 2262 del Código 
Civil, sin que sea necesario que se determine quienes fueron 
los dueños anteriores; que al efecto, en la sentencia impug-
nada se expresa lo siguiente: "que si bien es cierto que este 
Tribunal Superior ha comprobado por las colindancias que 
se dan en el acto N9 14 de fecha 8 de julio de 1948, así como 
por las declaraciones de los testigos Jerónimo Cordero y 
Alejandro Paniagua Mateo, el primero oído en jurisdicción 
original y el segundo ante este Tribunal Superior, que las 
400 tareas vendidas por Paniagua Mateo a Lorenzo de los 
Santos Alcántara se encuentran ubicadas dentro del ámbito 
de la Parcela N9 38, no es menos verdad que los demás tes-
timonios consignados precedentemente revelan sin lugar a 
dudas que el finado Demetrio de los Santos, padre del señor 
Lorenzo de los Santos, y el también finado Miguel Suzaña, 
eran dueños de amplias porciones de terrenos en el sitio de 
"Charcas de los Garabitos", del Municipio de San Juan de 
la Maguana, las cuales abarcaban, entre otras, la Parcela N° 
14, de cuyo saneamiento se trata, en parte, y que Miguel 
Suzaña le vendió dichos terrenos al señor Lorenzo de los 
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si bien existen contradicciones entre las declaraciones de 
unos testigos y las de otros, los jueces del fondo tienen un 
poder soberano para apreciar el valor del testimonio en jus-
ticia, poder que en el caso específico del Tribunal de Tierras 
está consagrado en el artículo 82 de la Ley de Registro de 
Tierras, y pueden, por tanto, cuando existe divergencia en 
los testimonios, acoger las deposiciones que aprecien corno 
más dignas de crédito; 

Considerando que el recurrente alega también por el 
segundo medio que el documento sometido a debate contra-
dictorio, por el cual se comprueba que Miguel Suzaña vendió 
a Lorenzo de los Santos Alcántara acciones de pesos del 
predio de las Charcas de los Garabitos, "no expresa que 
también se le vende una posesión determinada"; que se ha 
desnaturalizado dicho documento "cuando se le atribuye 
fuerza para probar que el terreno en discusión fué en épocas 
pretéritas de la propiedad de Miguel Suzaña", que tampoco 
expresa la sentencia impugnada, aleea el recurrente, en qué 
época comenzó a poseer el terreno Demetrio de los Santos, 
ni en la forma en que ejerció los actos de posesión, ni hasta 
cuando estuvo en su poder; que "si expresare todo esto, 
entonces no es Lorenzo de los Santos Alcántara el dueño, 
sino los Sucesores del finado en referencia, puesto que la 
posesión del recurrido resultaría entonces precaria; que la 
sentencia impugnada tampoco expresa hasta cuando poseyó 
el terreno Guillermo Bello ni en la forma en que lo hizo; ni 
cuando comenzó a poseer Miguel Suzaña, ni cuando pasó el 
terreno a manos del actual recurrido; pero 

Considerando que nada se opone a que el adquiriente de 
acciones de pesos pueda válidamente invocar la posesión 
comenzada por su causante, aunque en el acto de venta no 
se haya indicado la posesión; pues tal como se expresó en 
esta sentencia cuando fué examinada el primer medio del 
recurso, el Tribunal a quo estableció por medio de los tes-
timonios aportados a la causa, que Miguel Suzaña había 
mantenido en el terreno una posesión con todos los carac- 

teres exigidos por la ley para adquirirlo por prescripción, 
posesión que en la misma forma fué continuada por el com-
prador Lorenzo de los Santos Alcántara; que en cuanto al 
punto de partida de la prescripción, contrariamente a lo ale-
gado por la recurrente, en la sentencia impugnada se expresa 
claramente, según se comprueba por el considerando de di-
cha sentencia que se copia precedentemente, cuando se es-
tudia el primer medio del recurso, que Lorenzo de los Santos 
Alcántara ha poseído por sí y por sus causantes estos terre-
nos desde la época en que era Presidente de la República el 
General Ramón Cáceres, o sea, por lo menos, desde el ario 
1911; que en cuanto al alegato de que los jueces debieron 
adjudicar el terreno a la Sucesión de Demetrio de los Santos 
y no de modo exclusivo en favor de uno de sus herederos, 
la recurrente carece de interés en sus pretensiones por 
cuanto cualquiera de las dos soluciones que fuere adoptada 
en el caso ella no recibiría ningún beneficio; que en cuanto 
a que los jueces no indicaron en la sentencia impugnada có-
mo poseyeron esos terrenos los causantes de Lorenzo de los 
Santos Alcántara, bastaba con expresar, como al efecto ex-
presaron en su sentencia, que dichos causantes se comporta-
ron como dueños de todo el predio durante ese tiempo; que, 
por tanto, en la sentencia impugnada no se ha incurrido en 
los vicios y violaciones alegadas por la recurrente y, en con-
secuencia, el segundo medio del recurso debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el tercer medio la recurrente ale-
ga que "José Lucía Suzaña Herrera y Sinencio Antonio 
Suzaña de la Cruz han sido considerados como partes en el 
proceso y sin embargo fueron juramentados", y que en cuan-
to a José del Carmen Ramírez Carrasco "no fué juramen-
tado por su condición de cuñado de la recurrente y sin em-
bargo su información, aunque desnaturalizada, ha sido con-
siderada por los jueces del fondo como orientadora para 
decidir"; pero 

Considerando que del examen de la sentencia impugna-
da ni de los documentos a que ella se refiere se ha compro- 
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teres exigidos por la ley para adquirirlo por prescripción, 
posesión que en la misma forma fué continuada por el com-
prador Lorenzo de los Santos Alcántara; que en cuanto al 
punto de partida de la prescripción, contrariamente a lo ale-
gado por la recurrente, en la sentencia impugnada se expresa 
claramente, según se comprueba por el considerando de di-
cha sentencia que se copia precedentemente, cuando se es-
tudia el primer medio del recurso, que Lorenzo de los Santos 
Alcántara ha poseído por sí y por sus causantes estos terre-
nos desde la época en que era Presidente de la República el 
General Ramón Cáceres, o sea, por lo menos, desde el ario 
1911; que en cuanto al alegato de que los jueces debieron 
adjudicar el terreno a la Sucesión de Demetrio de los Santos 
y no de modo exclusivo en favor de uno de sus herederos, 
la recurrente careoe de interés en sus pretensiones por 
cuanto cualquiera de las dos soluciones que fuere adoptada 
en el caso ella no recibiría ningún beneficio; que en cuanto 
a que los jueces no indicaron en la sentencia impugnada có-
mo poseyeron esos terrenos los causantes de Lorenzo de los 
Santos Alcántara, bastaba con expresar, como al efecto ex-
presaron en su sentencia, que dichos causantes se comporta-
ron como dueños de todo el predio durante ese tiempo; que, 
por tanto, en la sentencia impugnada no se ha incurrido en 
los vicios y violaciones alegadas por la recurrente y, en con-
secuencia, el segundo medio del recurso debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el tercer medio la recurrente ale-
ga que "José Lucía Suzaña Herrera y Sinencio Antonio 
Suzaña de la Cruz han sido considerados como partes en el 
proceso y sin embargo fueron juramentados", y que en cuan-
to a José del Carmen Ramírez Carrasco "no fué juramen-
tado por su condición de cuñado de la recurrente y sin em-
bargo su información, aunque desnaturalizada, ha sido con-
siderada por los jueces del fondo como orientadora para 
decidir"; pero 

Considerando que del examen de la sentencia impugna-
da ni de los documentos a que ella se refiere se ha compro- 
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si bien existen contradicciones entre las declaraciones de 
unos testigos y las de otros, los jueces del fondo tienen un 
poder soberano para apreciar el valor del testimonio en jus-
ticia, poder que en el caso específico del Tribunal de Tierras 
está consagrado en el artículo 82 de la Ley de Registro de 
Tierras, y pueden, por tanto, cuando existe divergencia en 
los testimonios, acoger las deposiciones que aprecien COM 
más dignas de crédito; 

Considerando que el recurrente alega también por el 
segundo medio que el documento sometido a debate contra-
dictorio, por el cual se comprueba que Miguel Suzaña vendió 
a Lorenzo de los Santos Alcántara acciones de pesos del 
predio de las Charcas de los Garabitos, "no expresa que 
también se le vende una posesión determinada"; que se ha 
desnaturalizado dicho documento "cuando se le atribuye 
fuerza para probar que el terreno en discusión fué en épocas 
pretéritas cle la propiedad de Miguel Suzaña", que tampoco 
expresa la sentencia impugnada, alega el recurrente, en qué 
época comenzó a poseer el terreno Demetrio de los Santos, 
ni en la forma en que ejerció los actos de posesión, ni hasta 
cuando estuvo en su poder; que "si expresare todo esto, 
entonces no es Lorenzo de los Santos Alcántara el dueño, 
sino los Sucesores del finado en referencia, puesto que la 
posesión del recurrido resultaría entonces precaria; que la 
sentencia impugnada tampoco expresa hasta cuando poseyó 
el terreno Guillermo Bello ni en la forma en que lo hizo; ni 
cuando comenzó a poseer Miguel Suzaña, ni cuando pasó el 
terreno a manos del actual recurrido; pero 

Considerando que nada se opone a que el adquiriente de 
acciones de pesos pueda válidamente invocar la posesión 
comenzada por su causante, aunque en el acto de venta no 
se haya indicado la posesión; pues tal como se expresó en 
esta sentencia cuando fué examinada el primer medio del 
recurso, el Tribunal a quo estableció por medio de los tes-
timonios aportados a la causa, que Miguel Suzaña había 
mantenido en el terreno una posesión con todos los caree- 
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no; que por oficio de fecha once de septiembre de mil nove- - 
cientos cincuenta y siete, el Secretario del Tribunal de Tie--- 
rras se dirigió al Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, 
sándole que las notas estenográficas habían sido transcritas 

y que a partir de esa fecha comenzaría a correr el plazo de 
veinte días que le fué acordado para presentar su escrito; 
que en fecha veintiocho del citado mes de septiembre el Lic.. 
Canó Pelletier solicitó un plazo adicional de diez días para. 
presentar su escrito de defensa y el Tribunal le otorgó quince- • 
días para esos fines; que dentro de ese plazo el mencionado, 
abogado depositó su escrito, el cual fué comunicado al Lic._ 
Salvador Espinal Miranda, abogado de Lorenzo de los San-
tos Alcántara, para que produjera su defensa en el plazo de. 
veinte días que le había sido concedido; que, previa prórroga 
del plazo, solicitada por el Lic. Félix Tomás del Monte en 
nombre de Lorenzo de los Santos Alcántara, dicho abogado, 
depositó su escrito el once de septiembre del mil novecientos 
cincuenta y siete; que este escrito no tenía que ser notificado, 
a Altagracia Cubilete, por cuanto Lorenzo de los Santos 
Alcántara era el intimado en esa demanda y por tanto era 
el último con derecho a replicar; que, además, los intimantes: 
no solicitaron del Tribunal Superior de Tierras la presenta-
ción de contrarréplicas, caso en el cual, de haberse acogido, 
el pedimento, el Tribunal habría estado en la obligación de 
notificarle ese escrito para que él lo contestara; que por. 
esas razones el alegato de la recurrente de violación del de-- 
recho de defensa carece de fundamento y, en consecuencia„ 
el cuarto y último medio del recurso debe ser desestimado;-: 

Considerando en cuanto a la falta de motivos, falta def 
base legal y desnaturalización de los hechos, alegados por 
la recurrente; que la sentencia impugnada contiene motivos: 
suficientes y pertinentes que justifican plenamente su dis-
positivo, así como una exposición completa de los hechos y-
una descripción de las circunstancias de la causa que hatt 
permitido verificar que dicho fallo es el resultado de una. 
exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron sobera- 
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bado que la actual recurrente haya presentado ante los jue-
ces del fondo tacha alguna contra los testigos oídos por di-
chos jueces, como era indispensable que lo hiciera por su 
conclusiones, si pretendía que estos testigos no debían ser 
oídos; que además, la sentencia impugnada no se funda en 
esas únicas declaraciones, sino también en las de otros tes-
tigos que fueron oídos ante dicho Tribunal Superior y en 
las audiencias celebradas en jurisdicción original, según cons-
ta en la referida sentencia; que en cuanto se refiere al testi-

-go José del Carmen Ramírez Carrasco, no es cierto, como 
lo alega la recurrente, que su información fué considerada 
como "orientadora para decidir", ya que sus declaraciones 
más bien desmentían las que el Tribunal a quo tomó como 
fundamento de su fallo; que, en efecto, en uno de los inte-
rrogatorios realizados en jurisdicción original dicho testigo 
declaró que cuando practicó la mensura de esas parcelas no 
encontró a ninguna persona en posesión de ellas, mientras 
en la sentencia impugnada se establece que el terreno había 
sido poseído desde el 1911 por los causantes de Lorenzo de 
los Santos Alcántara y luego por este último; que, por tanto, 
estos alegatos carecen de fundamento y por consiguiente el 
tercer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto medio la recurrente ale-
ga que las defensas de los sucesores del finado Guillermo 
Bello, así como la de Lorenzo de los Santos Alcántara no 
le fueron notificadas a Altagracia Cubilete, "con lo que se 
ha violado el derecho de defensa de la recurrente"; pero; 

Considerando que según consta en la sentencia impug-
nada el Tribunal a quo dispuso en la audiencia celebrada 
para Conocer del envío ordenado por esta Corte, conceder 
un plazo de veinte días a partir de la transcripción de las 
notas estenográficas, al abogado de la apelante Altagracia 
Cubilete, Lic. Canó Pelletier, y otro plazo de veinte días a 
partir de la fecha en que recibieran el escrito anterior, a Lo-
renzo de los Santos Alcántara y Sucesores de Guillermo Be- 
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cientos cincuenta y siete, el Secretario del Tribunal de' Tie-- 
rras se dirigió al Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, 
sándole que las notas estenográficas habían sido transcrita& 

y que a partir de esa fecha comenzaría a correr el plazo de 
veinte días que le fué acordado para presentar su escrito; 
que en fecha veintiocho del citado mes de septiembre el Lic. 
Canó Pelletier solicitó un plazo adicional de diez días para. 
presentar su escrito de defensa y el Tribunal le otorgó quince. 
días para esos fines; que dentro de ese plazo el mencionada, 
abogado depositó su escrito, el cual fué comunicado al Lic._ 
Salvador Espinal Miranda, abogado de Lorenzo de los San—
tos Alcántara, para que produjera su defensa en el plazo de, 
veinte días que le había sido concedido; que, previa prórroga 
del plazo, solicitada por el Lic. Félix Tomás del Monte en 
nombre de Lorenzo de los Santos Alcántara, dicho abogada, 
depositó su escrito el once de septiembre del mil novecientos 
cincuenta y siete; que este escrito no tenía que ser notificado, 
a Altagracia Cubilete, por cuanto Lorenzo de los Sarxtos. 
Alcántara era el intimado en esa demanda y por tanto era 
el último con derecho a replicar; que, además, los intimantes: 
no solicitaron del Tribunal Superior de Tierras la presenta-
ción de contrarréplicas, caso en el cual, de haberse acogido, 
el pedimento, el Tribunal habría estado en la obligación de• 
notificarle ese escrito para que él lo contestara; que por-
esas razones el alegato de la recurrente de violación del de-- 
recho de defensa carece de fundamento y, en consecuencia, 
el cuarto y último medio del recurso debe ser desestimado;-, 

Considerando en cuanto a la falta de motivos, falta de! 
base legal y desnaturalización de los hechos, alegados por 
la recurrente; que la sentencia impugnada contiene motivos: 
suficientes y pertinentes que justifican plenamente su dis—
positivo, así como una exposición completa de los hechos y-
una descripción de las circunstancias de la causa que hatu 
permitido verificar que dicho fallo es el resultado de una 
exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron sobera— 
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bado que la actual recurrente haya presentado ante los jue-
ces del fondo tacha alguna contra los testigos oídos por di-
chos jueces, como era indispensable que lo hiciera por su 
conclusiones, si pretendía que estos testigos no debían ser 
oídos; que además, la sentencia impugnada no se funda en 
esas únicas declaraciones, sino también en las de otros tes-
tigos que fueron oídos ante dicho Tribunal Superior y en 
las audiencias celebradas en jurisdicción original, según cons-
ta en la referida sentencia; que en cuanto se refiere al testi-

-go José del Carmen Ramírez Carrasco, no es cierto, como 
lo alega la recurrente, que su información fué considerada 
como "orientadora para decidir", ya que sus declaraciones 
más bien desmentían las que el Tribunal a quo tomó como 
fundamento de su fallo; que, en efecto, en uno de los inte-
rrogatorios realizados en jurisdicción original dicho testigo 
declaró que cuando practicó la mensura de esas parcelas no 
encontró a ninguna persona en posesión de ellas, mientras 
en la sentencia impugnada se establece que el terreno había 
sido poseído desde el 1911 por los causantes de Lorenzo de 
los Santos Alcántara y luego por este último; que, por tanto, 
estos alegatos carecen de fundamento y por consiguiente el 
tercer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el cuarto medio la recurrente ale-
ga que las defensas de los sucesores del finado Guillermo 
Bello, así como la de Lorenzo de los Santos Alcántara no 
le fueron notificadas a Altagracia Cubilete, "con lo que se 
ha violado el derecho de defensa de la recurrente"; pero; 

Considerando que según consta en la sentencia impug-
nada el Tribunal a quo dispuso en la audiencia celebrada 
para zonocer del envío ordenado por esta Corte, conceder 
un plazo de veinte días a partir de la transcripción de las 
notas estenográficas, al abogado de la apelante Altagracia 
Cubilete, Lic. Canó Pelletier, y otro plazo de veinte días a 
partir de la fecha en que recibieran el escrito anteiior, a Lo-
renzo de los Santos Alcántara y Sucesores de Guillermo Be- 



BOLETÍN JUD/CIAL 

namente comprobados por los jueces del fondo, sin incurrir 
en desnaturalización alguna; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
•sación interpuesto por Altagracia Cubilete contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha si-

. do transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segimdo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrae-

-ción de las mismas en provecho de los Licenciados Salvador 
Espinal Miranda y Félix Tomás Del Monte, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.— 
-luan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
•señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Cludad Trujillo de 
fecha 28 de enero de 1959. 

Saberla: Penal. 

Recurrente: José Dolores Martinó. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día veintidós del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-
res Martinó, dominicano, mayor de edad, soltero, relojero, 
domiciliado y residente en esta ciudad, en la casa N" 95 de 
la Avenida José Trujillo Valdez, cédula 23207, serie 1, sello 
326335, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, el veintiocho de enero del corrien-
te ario, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Pronuncia el defecto contra las partes, por no, 
haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citadas; SEGUNDO: Declara regular y válida 
en la forma, la presente apelación; TERCERO: Confirma la 



SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia irnpugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 3 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 
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Recurrente: Compañia Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A." 
Abogado: Lic. Federico Nina hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; Luis 
Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y 
Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independen-
cia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Nacional de Seguros, "San Rafael, C. por A.", con su 
domicilio social en esta ciudad, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha tres de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, se-

llo 1017, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 
la Corte a qua, en fecha cinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. Federico 
Nina hijo, en nombre y representación de la San Rafael, 
C. por A.; 

Visto el memorial de casación y el escrito de amplia-
ción suscritos por el abogado de la parte recurrente, Lic. Fe-
derico Nina hijo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional Bajo Fianza; 1, 23 inciso 5^ y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecisiete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó con motivo 
de la causa seguida al acusado Narciso Abreu Pagán, una 
sentencia incidental cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe reenviar, como al efecto reenvía, 
el conocimiento de la causa seguida al nombrado Narciso 
Abreu Pagán, acusado del crimen de Abuso de Confianza 
por una suma mayor de mil pesos, en perjuicio del Dr. Héc-
tor S. Purcell Peña, para una próxima audiencia; SEGUN-
DO: Que debe ordenar y ordena, la cancelación de la Fianza 
que para obtener su libertad provisional depositó el pre-
nombrado Narciso Abreu Pagán, por no haber comparecido, 
con excusa legal, a la audiencia para la cual fué legalmente 
citado; TERCERO: Que debe condenar, y condena al refe-
rido acusado al pago de las costas"; b) que, sobre el recurso 
de apelación interpuesto contra dicha sentencia por el acu-- 
sado Narciso Abreu Pagán, la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, apoderada del caso, dictó su sentencia de fe-- 
cha veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1958 

Sentencia bnpugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 3 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañia Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A." 
Abogado: Lic. Federico Nina hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblic,a Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; Luis 
Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña y 
Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes de abril de mil 
novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independen-
cia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Nacional de Seguros, "San Rafael, C. por A.", con su 
domicilio social en esta ciudad, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha tres de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, se-

llo 1017, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 

la Corte a qua, en fecha cinco de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. Federico 
Nina hijo, en nombre y representación de la San Rafael, 

C. por A.; 
Visto el memorial de casación y el escrito de amplia-

ción suscritos por el abogado de la parte recurrente, Lic. Fe-
derico Nina hijo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley sobre Libertad 
Provisional Bajo Fianza; 1, 23 inciso 5^ y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecisiete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó con motivo 
de la causa seguida al acusado Narciso Abreu Pagán, una 
sentencia incidental cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe reenviar, como al efecto reenvía, 
el conocimiento de la causa seguida al nombrado Narciso 
Abreu Pagán, acusado del crimen de Abuso de Confianza 
por una suma mayor de mil pesos, en perjuicio del Dr. Héc-
tor S. Purcell Peña, para una próxima audiencia; SEGUN-
DO: Que debe ordenar y ordena, la cancelación de la Fianza 
que para obtener su libertad provisional depositó el pre-
nombrado Narciso Abreu Pagán, por no haber comparecido, 
con excusa legal, a la audiencia para la cual fué legalmente 
citado; TERCERO: Que debe condenar, y condena al refe-
rido acusado al pago de las costas"; b) que, sobre el recurso 
de apelación interpuesto contra dicha sentencia por el acu-
sado Narciso Abreu Pagán, la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, apoderada del caso, dictó su sentencia de fe-
cha veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, 
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cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válida en la forma, la presente apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia apelada, dictada en fecha die-
cisiete (17) del mes de diciembre del ario mil novecientos 
cincuentisiete, por la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, mediante 
la cual reenvió la causa seguida a Narciso Abreu Pagán, acu-
sado del crimen de Abuso de Confianza por una suma ma-
yor de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en perjuicio de Héctor 
S. Purcell Peña; y declaró vencida la fianza que para obte-
ner su libertad provisional prestó el acusado Narciso Abreu 
Pagán; TERCERO: Condena al mencionado acusado Narci-
so Abreu Pagán al pago de las costas"; c) que contra este 
fallo interpuso el acusado recurso de casación, el cual fué 
rechazado por sentencia de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha veintitrés de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho; d) que la mencionada sentencia del veinti-
nueve de abril de mil novecientos cincuenta y ocho le fué no-
tificada por acto de alguacil del veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Magistrado 
Procurador de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, a 
la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A.; 
e) que esta compañía, en fecha veintitrés del mismo mes 
interpuso contra la misma, recurso de oposición; 

Considerando que la sentencia impugnada en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válida la intervención de la San Rafael, C. 
por A.; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas en 
esta audiencia por la. San Rafael, C. por A., por improce-
dentes y mal fundadas; TERCERO: Condena a la San Ra-
fael, C. por A., al pago de las costas derivadas de su acción"; 

Considerando que la recurrente alega en su memorial de 
casación los siguientes medios: "1°—Violación del Art. 10 
de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo Fianza.; 29— Vio-
lación del derecho de defensa; 39—Falta de motivos y de 
base legal"; 

Considerando que por el primer medio se alega la "viola-
ción, por falsa y errónea aplicación de las disposiciones del 
Art. 10 de la Ley de Libertad Provisional Bajo Fianza, en 
razdn de que, contrariamente a dichas disposiciones, se ha 
valido la sentencia de la Segunda Cámara Penal, en primer 
grado, sin que previamente fueran citados a los fines expre-
sos y formales de la cancelación de la fianza, o vencimiento 
de la misma, tanto al afianzado como la compañía fiadora"; 
pero, 

Considerando que el artículo 10 de la citada Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza está así concebido: "Si el 
procesado, sin un motivo legítimo de excusa, estuviere en 
defecto de presentarse en cualquier acto del procedimiento, 
o para la ejecución de la sentencia, se declarará vencida la 
fianza; y en tal caso quedará perdido el derecho del depo-
sitante al valor del depósito, o autorizado el Ministerio Pú-
blico a requerir y obtener de la compañía de seguros el pago 
de la suma garantizada por ella o a ejecutar la hipoteca. 
La legitimidad de la excusa o el vencimiento de la fianza 
serán declarados, a pedimento del Ministerio Público, de la 
parte civil, por el Presidente del Tribunal o de la Corte de 
Apelación, según que no se esté en grado de apelación o que 
se esté en él. Este fallo será susceptible de alzada por ante 
la Corte de Apelación"; 

Considerando que, como se advierte, el transcrito texto 
legal no impone al ministerio público la obligación de citar 
a la compañía de seguros para los fines del vencimiento de 
la fianza cuando el procesado no haya comparecido a un acto 
de procedimiento; que la cuestión que se plantea se reduce, 
en consecuencia, a saber si se ha violado el derecho de de-
fensa en perjuicio de dicha compañía, como ella lo pretende; 

Considerando, en efecto, que por el segundo medio se 
alega que "por la misma sentencia se ha violado, por des-
conocimiento, el sagrado derecho de la defensa al negar a la 
San Rafael, C. por A., el derecho a intervenir previa notifica-
ción de la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal 
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cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válida en la forma, la presente apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia apelada, dictada en fecha die-
cisiete (17) del mes de diciembre del ario mil novecientos 
cincuentisiete, por la Segunda Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, mediante 
la cual reenvió la causa seguida a Narciso Abreu Pagán, acu-
sado del crimen de Abuso de Confianza por una suma ma-
yor de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), en perjuicio de Héctor 
S. Purcell Peña; y declaró vencida la fianza que para obte-
ner su libertad provisional prestó el acusado Narciso Abreu 
Pagán; TERCERO: Condena al mencionado acusado Narci-
so Abreu Pagán al pago de las costas"; c) que contra este 
fallo interpuso el acusado recurso de casación, el cual fué 
rechazado por sentencia de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha veintitrés de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho; d) que la mencionada sentencia del veinti-
nueve de abril de mil novecientos cincuenta y ocho le fué no-
tificada por acto de alguacil del veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Magistrado 
Procurador de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, a 
la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A.; 
e) que esta compañía, en fecha veintitrés del mismo mes 
interpuso contra la misma, recurso de oposición; 

Considerando que la sentencia impugnada en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válida la intervención de la San Rafael, C. 
por A.; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones presentadas en 
esta audiencia por la. San Rafael, C. por A., por improce-
dentes y mal fundadas; TERCERO: Condena a la San Ra-
fael, C. por A., al pago de las costas derivadas de su acción"; 

Considerando que la recurrente alega en su memorial de 
casación los siguientes medios: "1°—Violación del Art. 10 
de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo Fianza.; 29— Vio-
lación del derecho de defensa; 3^—Falta de motivos y de 
base legal"; 

Considerando que por el primer medio se alega la "viola-
ción, por falsa y errónea aplicación de las disposiciones del 
Art. 10 de la Ley de Libertad Provisional Bajo Fianza, en 
razdn de que, contrariamente a dichas disposiciones, se ha 
valido la sentencia de la Segunda Cámara Penal, en primer 
grado, sin que previamente fueran citados a los fines expre-
sos y formales de la cancelación de la fianza, o vencimiento 
de la misma, tanto al afianzado como la compañía fiadora"; 
pero, 

Considerando que el artículo 10 de la citada Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza está así concebido: "Si el 
procesado, sin un motivo legítimo de excusa, estuviere en 
defecto de presentarse en cualquier acto del procedimiento, 
o para la ejecución de la sentencia, se declarará vencida la 
fianza; y en tal caso quedará perdido el derecho del depo-
sitante al valor del depósito, o autorizado el Ministerio Pú-
blico a requerir y obtener de la compañía de seguros el pago 
de la suma garantizada por ella o a ejecutar la hipoteca. 
La legitimidad de la excusa o el vencimiento de la fianza 
serán declarados, a pedimento del Ministerio Público, de la 
parte civil, por el Presidente del Tribunal o de la Corte de 
Apelación, según que no se esté en grado de apelación o que 
se esté en él. Este fallo será susceptible de alzada por ante 
la Corte de Apelación"; 

Considerando que, como se advierte, el transcrito texto 
legal no impone al ministerio público la obligación de citar 
a la compañía de seguros para los fines del vencimiento de 
la fianza cuando el procesado no haya comparecido a un acto 
de procedimiento; que la cuestión que se plantea se reduce, 
en consecuencia, a saber si se ha violado el derecho de de-
fensa en perjuicio de dicha compañía, como ella lo pretende; 

Considerando, en efecto, que por el segundo medio se 
alega que "por la misma, sentencia se ha violado, por des-
conocimiento, el sagrado derecho de la defensa al negar a la 
San Rafael, C. por A., el derecho a intervenir previa notifica-
ción de la sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal 
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que estatuyó sobre la cancelación de la fianza que esa com-
pañía había prestado, en el juicio que debía reabrir dicha 
Cámara sobre el recurso de apelación a que la compañía 
perjudicada con la decisión tenía facultad, violación del de-
recho de defensa que, en síntesis, se constituye en un vicio 
de falta de base legal"; pero, 

Considerando que, el derecho de defensa de la compa-
ñía aseguradora no ha sido vulnerado, puesto que a ella se le 
reconoció el derecho de hacer oposición al fallo que le fué 
notificado y de hacer valer por esa vía los medios de defen-
sa que juzgara conveniente para sus intereses; que, por otra 

..1 parte, la sentencia de primer grado se fundó, para declarar 
, vencida la fianza, en que el procesado no compareció, sin 
presentar excusa alguna, a la audiencia para la cual fué de-
"!bidamente citado y no fué sino en apelación, en virtud del , 

recurso interpuesto por el procesado cuando se planteó por 
- primera vez la legitimidad de la excusa presentada por él; 

que, en tales condiciones, la Corte a qua no ha incurrido en 
- ninguno de los vicios que se señalan en el presente medio de 

casación; 

Considerando que por el último medio el recurrente de-
nuncia que la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos de la 
causa al ponderar los motivos legítimos de la excusa ofrecida 
por el prevenido, y ha dado además, en su fallo, motivos in-
suficientes y contradictorios; 

Considerando que la Corte a qua para desestimar la ex-
cusa presentada por el procesado dice lo siguiente: 'que aún 
admitiéndose que el acusado Narciso Abreu Pagán alegara' 
que sí había comparecido a la Segunda Cámara Penal en el 
día indicado por la citación, pero que esa comparecencia ha-
bía sido momentos después de haberse pronunciado el de-
fecto pero antes de que se concluyeran las audiencias de 
ese día, y que el retardo tuvo su origen en que se había visto 
precisado a realizar diligencias personales que tenían por 
propósito recabar fondos y proveer el pago de los valores 
que constituían el objeto de la acusación, ese alegato no sa- 

tisface para justificar su incomparecencia, ya que él mismo 
confiesa que llegó a la audiencia para la cual fué legalmen-
te citado después de la hora indicada en la citación y a la 
que fué llamado, no encontrándose presente, como era su 
obligación; sin que pueda servirle de excusa que estuviese 
realizando diligencias 'que tenían por propósito recabar fon-
dos y proveer el pago de los valores que constituían el ob-
jeto de la acusación' —que en síntesis son diligencias perso-
nales-- porque este hecho en nada disminuye el compro-
miso que hizo al obtener su libertad provisional bajo fianza 
de presentarse en cualquier acto del procedimiento cuando 
fuera requerido a ello; que así lo estableció esta Corte por 
sentencia anterior, contra la cual recurrió en casación el 
acusado, siendo rechazado dicho recurso, como se ha dicho, 
por la Suprema Corte de Justicia mediante su fallo del 23 de 
septiembre del ario que discurre"; 

Considerando que la Corte a qua, para apreciar, en he-
cho, que el acusado no tuvo un motivo legitimo de excusa 
que justificara su incomparecencia a la audiencia para la 
cual fué debidamente citado, no incurrió en desnaturaliza-
ción alguna; que, además, lo que se acaba de transcribir 
pone de manifiesto que dicha Corte dió al respecto motivos 
suficientes y pertinentes; que, por tanto, este último medio 
debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la San Rafael, C. por A., contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha tres de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario- 
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tisface para justificar su incomparecencia, ya que él mismo 
confiesa que llegó a la audiencia para la cual fué legalmen-
te citado después de la hora indicada en la citación y a la 
que fué llamado, no encontrándose presente, como era su 
obligación; sin que pueda servirle de excusa que estuviese 
realizando diligencias 'que tenían por propósito recabar fon-
dos y proveer el pago de los valores que constituían el ob-
jeto de la acusación' —que en síntesis son diligencias perso-
nales-- porque este hecho en nada disminuye el compro-
miso que hizo al obtener su libertad provisional bajo fianza 
de presentarse en cualquier acto del procedimiento cuando 
fuera requerido a ello; que así lo estableció esta Corte por 
sentencia anterior, contra la cual recurrió en casación el 
acusado, siendo rechazado dicho recurso, como se ha dicho, 
por la Suprema Corte de Justicia mediante su fallo del 23 de 
septiembre del ario que discurre"; 

Considerando que la Corte a qua, para apreciar, en he-
cho, que el acusado no tuvo un motivo legítimo de excusa 
que justificara su incomparecencia a la audiencia para la 
cual fué debidamente citado, no incurrió en desnaturaliza-
ción alguna; que, además, lo que se acaba de transcribir 
pone de manifiesto que dicha Corte dió al respecto motivos 
suficientes y pertinentes; que, por tanto, este último medio 
debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la San Rafael, C. por A., contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha tres de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario- 
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que estatuyó sobre la cancelación de la fianza que esa com-
pañía había prestado, en el juicio que debía reabrir dicha 
Cámara sobre el recurso de apelación a que la compañía 
perjudicada con la decisión tenía facultad, violación del de-
recho de defensa que, en síntesis, se constituye en un vicio 
de falta de base legal"; pero, 

Considerando que, el derecho de defensa de la compa-
ñía aseguradora no ha sido vulnerado, puesto que a ella se le 
reconoció el derecho de hacer oposición al fallo que le fué 
notificado y de hacer valer por esa vía los medios de defen-
sa que juzgara conveniente para sus intereses; que, por otra 
parte, la sentencia de primer grado se fundó, para declarar 
vencida la fianza, en que el procesado no compareció, sin 
presentar excusa alguna, a la audiencia para la cual fué de-
bidamente citado y no fué sino en apelación, en virtud del 
recurso interpuesto por el procesado cuando se planteó por 
primera vez la legitimidad de la excusa presentada por él; 
que, en tales condiciones, la Corte a qua no ha incurrido en 
ninguno de los vicios que se señalan en el presente medio de 
casación; 

Considerando que por el último medio el recurrente de-
nuncia que la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos de la 
causa al ponderar los motivos legítimos de la excusa ofrecida 
por el prevenido, y ha dado además, en su fallo, motivos in-
suficientes y contradictorios; 

Considerando que la Corte a qua para desestimar la ex-
cusa presentada por el procesado dice lo siguiente: 'que aún 
admitiéndose que el acusado Narciso Abreu Pagán alegara' 
que sí había comparecido a la Segunda Cámara Penal en el 
día indicado por la citación, pero que esa comparecencia ha-
bía sido momentos después de haberse pronunciado el de-
fecto pero antes de que se concluyeran las audiencias de 
ese día, y que el retardo tuvo su origen en que se había visto 
precisado a realizar diligencias personales que tenían por 
propósito recabar fondos y proveer el pago de los valores 
que constituían el objeto de la acusación, ese alegato no sa- 
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nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certkfico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DÉ1959 

sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de Jánico, de 
fecha 2 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Sergio Augusto Collado y Collado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominica,na. 

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós deI 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio Au-
gusto Collado y Collado, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado y residente en la calle San-
to Tomás de la villa de Jánico, cédula, 5576, serie 35, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia de fecha dos de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, pronunciada por el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Jánico, en atribuciones de simple policía, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE-1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de Jánico, de 
fecha 2 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Sergio Augusto Collado y Collado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós deI 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio Au-
gusto Collado y Collado, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado y residente en la calle San-
to Tomás de la villa de Jánico, cédula 5576, serie 35, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia de fecha dos de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, pronunciada por el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Jánico, en atribuciones de simple policía, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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dicho Juzgado atribuyó fé a esa acta, frente a las divergen-
tes deposiciones testimoniales hechas en la audiencia, lo que 
regularmente podía hacer; que, en el hecho así comprobado 
y admitido están constituidos los elementos de la contra-
vención prevista en el artículo 26, inciso 11, de la Ley de 
Policía de 1911, —escandalizar en la vía pública—, sancio-
nado con las penas de uno a cinco días de prisión y uno a 
cinco pesos oro de multa, o una de esas penal solamente, en 
la parte capital del mismo artículo, texto que ha sustituído 
el inciso 12, de lartículo 471 del Código Penal, y que por 
tanto, debió ser el texto aplicado a este caso; 

Considerando, sin embargo, que, en el presente caso la 
pena aplicada está justificada, por no exceder de los límites 
de la que correspondía aplicar; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos de interés para el recurrente, tampoco 
presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales Motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sergio Augusto Collado y Collado 
contra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Jánico, 
de fechas dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, dictada en primera y última instancia en atribuciones 
de simple policía, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte 
anterior del presente fallo; y Seg-undo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 

nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho ante 
la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del propio 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determÁ-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 26, inciso 11, de la Ley de 
Policía de 1911, y 1°, 28 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 'los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, el Jefe de Puesto del Ejército Nacional de 
Jánico sometió a Sergio Augusto Collado y Collado a la 
acción judicial por escandalizar embriagado en sitio público 
en la noche del veintidós del mismo mes; b) que, previo apo-
deramiento del Fiscalizador, el Juzgado de Paz de Jánico 
dictó en el caso una sentencia en primera y última instancia 
y en atribuciones de simple policía, en fecha dos de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, que es la ahora im-
pugnada en casación, con. el siguiente dispositivo: "Falla: 
Que debe condenar y condena al nombrado Sergio Augusto 
Collado y Collado, de generales anotadas, a RD$1.00 de 
multa y al pago de las costas, por el hecho de molestar 
mientras se celebraba un acto político-social, escandalizando 
en estado de embriaguez"; 

Considerando, que, para dar por establecido el hecho 
que acaba de ser expuesto, el Juzgado a quo se fundó en el 
acta con que sometió el caso a la acción judicial el Jefe de 
Puesto del Ejército Nacional en Jánico, en la cual consta 
que fué el mismo funcionario militar quien comprobó el 
hecho, funcionario que, conforme al Reglamento General 
de la Policía de 1923, tiene atribuciones policiales, y que 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 

nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho ante 
la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del propio 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determir 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 26, inciso 11, de la Ley de 
Policía de 1911, y 1°, 28 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en .los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticuatro de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, el Jefe de Puesto del Ejército Nacional de 
Jánico sometió a Sergio Augusto Collado y Collado a la 
acción judicial por escandalizar embriagado en sitio público 
en la noche del veintidós del mismo mes; b) que, previo apo-
deramiento del Fiscalizador, el Juzgado de Paz de Jánico 
dictó en el caso una sentencia en primera y última instancia 
y en atribuciones de simple policía, en fecha dos de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, que es la ahora im-
pugnada en casación, con. el siguiente dispositivo: "Falla: 
Que debe condenar y condena al nombrado Sergio Augusto 
Collado y Collado, de generales anotadas, a RD$1.00 de 
multa y al pago de las costas, por el hecho de molestar 
mientras se celebraba un acto político-social, escandalizando 
en estado de embriaguez"; 

Considerando, que, para dar por establecido el hecho 
que acaba de ser expuesto, el Juzgado a quo se fundó en el 
acta con que sometió el caso a la acción judicial el Jefe de 
Puesto del Ejército Nacional en Jánico, en la cual consta 
que fué el mismo funcionario militar quien comprobó el 
hecho, funcionario que, conforme al Reglamento General 
de la Policía de 1923, tiene atribuciones policiales, y que  

dicho Juzgado atribuyó fé a esa acta, frente a las divergen-
tes deposiciones testimoniales hechas en la audiencia, lo que 
regularmente podía hacer; que, en el hecho así comprobado 
y admitido están constituidos los elementos de la contra-
vención prevista en el artículo 26, inciso 11, de la Ley de 
Policía de 1911, —escandalizar en la vía pública—, sancio-
nado con las penas de uno a cinco días de prisión y uno a 
cinco pesos oro de multa, o una de esas penal solamente, en 
la parte capital del mismo artículo, texto que ha sustituído 
el inciso 12, de lartículo 471 del Código Penal, y que por 
tanto, debió ser el texto aplicado a este caso; 

Considerando, sin embargo, que, en el presente caso la 
pena aplicada está justificada, por no exceder de los límites 
de la que correspondía aplicar; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos de interés para el recurrente, tampoco 
presenta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales Motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sergio Augusto Collado y Collado 
contra sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Jánico, 
de fechas dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, dictada en primera y última instancia en atribuciones 
de simple policía, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte 
anterior del presente fallo; y Seg-undo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Pas-
cual, dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, do-
miciliado y residente en Puerto Plata, cédula 11844, serie 
37, sello 767175, contra sentencia dictada en fecha siete de 
octubre del niil novecientos cincuenta y ocho, en atribucio-
nes correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Puerto Plata de fecha 7 de octubre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Julio Pascual. 

el 	̂gr. 	- 	. 
SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General; 
de la República; 
,„ Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha nueve de octubre de 

mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 410, reformado por la Ley 3664 

del 1953; 463, apartado 6, del Código Penal y 1 y 65 de la, 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los; 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que-
en fecha trece de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho:, 
Julio Pascual fué sometido a la justicia por el Oficial Co—
mandante de la 8va. Compañía del Ejército Nacional del. 
Destacamento de Puerto Plata, prevenido del delito de cele-- 
brar "rifa de aguante", habiendo sido sorprendido en la co-
misión del hecho por un miembro del Ejército Nacional en 
la fecha antes indicada; b) que en fecha veintidós de agosto. 
del mismo ario el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Pla-
ta dictó en el caso su sentencia, cuyo dispositivo figura en 
el de la ahora impugnada, el cual se copia más adelante;: 
c) que sobre el recurso de apelación del Magistrado Procu-• 
rador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata el Juzgado-
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial dictó en fe-- 
cha siete de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, la. 
senTencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositiva; 
dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara 
regular y válido el presente recurso de apelación, en cuanto, 
a la forma, por haber sido intentado en tiempo hábil y con 
sujeción a las normas legales de procedimiento; SEGUNDO: 
que debe revocar y revoca la sentencia apelada, dictada por-
el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata, en fecha 
veintidós de agosto del ario en curso, mil novecientos cin—
cuenta y ocho, que descarga al nombrado Julio Pascual, de 

‘ generales que constan en el expediente, del delito de viola— ,, II 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada:. Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata de fecha 7 de octubre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Julio Pascual. 

Dios, Patria y- Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrere. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Pas-
cual, dominicano, mayor de edad, soltero, comerciante, do-
miciliado y residente en Puerto Plata, cédula 11844, serie 
37, sello 767175, contra sentencia dictada en fecha siete de 
octubre del mil novecientos cincuenta y ocho, en atribucio-
nes correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

• 	 - 	 : 

BOLETÍN JUDICIAL 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador GeneraL 
e la República; 

Vista el acta del mcurso de casación levantada en hl 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha nueve de octubre de 
rail novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca 

ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 410, reformado por la Ley 3664 

del 1953; 463, apartado 6, del Código Penal y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los-
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que-

en fecha trece de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho:, 
julio Pascual fué sometido a la justicia por el Oficial Co-
mandante de la 8va. Compañía del Ejército Nacional del 
Destacamento de Puerto Plata, prevenido del delito de cele-
brar "rifa de aguante", habiendo sido sorprendido en la co-
misión del hecho por un miembro del Ejército Nacional en 
la fecha antes indicada; b) que en fecha veintidós de agosto 
del mismo ario el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Pla-
ta dictó en el caso su sentencia, cuyo dispositivo figura en 
el de la ahora impugnada, el cual se ,copia más adelante; 
c) que sobre el recurso de apelación del Magistrado Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata el Juzgado 
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial dictó en fe-- 
cha siete de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, la 
senTencia ahora impug,nada en casación, cuyo dispositivo, 
dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara 
regular y válido el presente recurso de apelación, en cuanto, 
a la forma, por haber sido intentado en tiempo hábil y con' 
sujeción a las normas legales de procedimiento; SEGUNDO:-._ 
que debe revocar y revoca la sentencia apelada, dictada por-
el Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata, en fecha 
veintidós de agosto del año en curso, mil novecientos cin-
cuenta y ocho, que descarga al nombrado Julio Pascual, de! 
generales que constan en el expediente, del delito de viola:- 
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Ción al articulo 410, reformado, del Código Penal (15t-qa de 
Aguante), por insuficiencia de pruebas; y juzgando por con_ 
trario imperio, condena al referido Julio Pascual al pago 
de una multa de cien pesos oro (RD$100.00) y al pago de 
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, 
por el delito de celebrar una rifa no autorizada por la Ley; 
ordenándose la confiscación del cuerpo de delito; TERCERO: 
Que debe condenar y condena a Julio Pascual al pago de las 
costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo para revocar el 
fallo apelado dió por establecido en la sentencia impugnada, 
de acuerdo con la declaración del Cabo del Ejército Nacio-
nal Manuel Emilio Navarro, que "existían denuncias de que 
:Julio Pascual se dedicaba a celebrar rifas de aguante; que 

dia en que éste fué hecho prisionero, él lo sorprendió pró-
_ 'dm° a su casa con un grupo de individuos, los cuales al 
verlo se "dieron a la fuga, y que al ser registrado Julio Pas-
cual se le encontró encima una lista numerada con algunos 
nombres, así como la suma de dos pesos. .."; y que, según 
se expresa en el fallo impugnado, de las circunstancias de 
"habérsele ocupado una lista numerada del 1 al 100, en la 
cual figuran los nombres de varias personas y anotaciones 
de partidas de centavos, así como cierta suma de dinero, y 
que las personas que se hallaban con aquél, en el momento de 
ser sorprendido se dieran a la fuga al ver al agente del 
ilército Nacional, se desprende, sin lugar a dudas, que en 
aquel momento dicho acusado se dedicaba a celebrar algu-
na de las rifas no autorizadas por la Ley, posiblemente de 
dinero"; 

Considerando que en presencia de la generalidad, im-
precisión y vaguedad de los motivos de hecho expuestos en 
el fallo impugnado, el juez a quo no ha justificado legalmen-
te su decisión, pues la Suprema Corte de Justicia, en fun-
ciones de Corte de Casación, no está en condiciones de veri-
ficar si el citado artículo 410 del Código Penal ha sido co-
"rectamente aplicado; 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pla-

ta 
de fecha siete de octubre del mil novecientos cincuenta y 

ocho, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presen-
te fallo, y envía el asunto por ante la Primera Cámara Penal 

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Santiago; y Segundo: Declara de oficio las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la. Fuente. —Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-

ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez I-- 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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Ción al articulo 410, reformado, del Código Penal (Rifa de 
Aguante), por insuficiencia de pruebas; y juzgando por con_ 
-trario imperio, condena al referido Julio Pascual al pago 
de una multa de cien pesos oro (RD$100.00) y al pago de 
las costas, acogiendo en su favor circtmstancias atenuantes, 
por el delito de celebrar una rifa no autorizada por la Ley; 
ordenándose la confiscación del cuerpo de delito; TERCERO: 
Que debe condenar y condena a Julio Pascual al pago de las 
costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo para revocar el 
fallo apelado dió por establecido en la sentencia impugnada,- 
de acuerdo con la declaración del Cabo del Ejército Nacio-
nal Manuel Emilio Navarro, que "existían denuncias de que 
;Julio Pascual se dedicaba a celebrar rifas de aguante; que 

dia en que éste fué hecho prisionero, él lo sorprendió pró-
_ ximo a su casa con un grupo de individuos, los cuales al 
-verlo se 'dieron a la fuga, y que al ser registrado Julio Pas-
cual se le encontró encima una lista numerada con algunos 
nombres, así como la suma de dos pesos. .."; y que, según 
se expresa en el fallo impugnado, de las circunstancias de 
"habérsele ocupado una lista numerada del 1 al 100, en la 
cual figuran los nombres de varias personas y anotaciones 
de partidas de centavos, así como cierta suma de dinero, y 
que las personas que se hallaban con aquél, en el momento de 
ser sorprendido se dieran a la fuga al ver al agente del 
Ejército Nacional, se desprende, sin lugar a dudas, que en 
aquel momento dicho acusado se dedicaba a celebrar algu-
na de las rifas no autorizadas por la Ley, posiblemente de 
dinero"; 

Considerando que en presencia de la generalidad, im-
precisión y vaguedad de los motivos de hecho expuestos en 
el fallo impugnado, el juez a quo no ha justificado legalmen-
te su decisión, pues la Suprema Corte de Justicia, en fun-
ciones de Corte de Casación, no está en condiciones de veri-
ficar si el citado artículo 410 del Código Penal ha sido co-
"rectamente aplicado; 
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juzga-

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pía-

de 'fecha siete de octubre del mil novecientos cincuenta y 
o, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presen-

talla y envía el asunto por ante la Primera Cámara Pena/ 

1 Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

ntiago; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

uan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-

e H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— 

nuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-

- Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 

esto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

encia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 
	 - 

dente/lela impugnada: Corte de Apelación de Barahona de f 
28 de noviembre de 1958. 

Materia: Pupa'. 

liteeurrente: La Rosa Batista. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Su.stituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
ole rresidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Larnarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Ompani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
"Indad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de le Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

slguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por La Rosa 

Batista, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
máciliado y residente en la sección de Juancho, del munici-
pio de Oviedo, cédula 2751, serie 18, sello 99743, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, 
en fecha veintiocho de noviembre del pasado año, (1958), cu-
-,o dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de /a República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la arte a qua> a requerimiento 'del recurrente, 
en fecha dos de diciernbre del ario mili novecientos cineuenta 

y ocho,-eri la cual ne se invoca ningún medio determinado 
de casación; • 

Stihrema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley No 43; de 1930; 
463, inciso 6, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) que 
en fecha veinticinco de septiembre del ario mil novecientos 
cincuenta y ocho, °limpia Pérez, compareció ante el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Pedernales, 
y le presentó querella contra La Rosa Batista, por el hecho 
de éste habérsele introducido en su propiedad rural a coger 
de los productos de dicha propiedad sin su consen-
timiento; 2) que en fecha catorce de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Pedernales, apoderado del caso, dictó 
sentencia con el dispositivo que figura inserto en el de la 
sentencia ahora recurrida en casación; 3) que sobre recurso 
de apelación del prevenido la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación, interpuesto por 
el prevenido La Rosa Batista; SEGUNDO: En cuanto al 
fondo, confirma en todas sus partes la Sentencia Contra la 
cual se apela, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Pedernales, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha 14 de octubre de 1958, cuyo dispositi-
vo dice así: 'PRIMERO: Declarar y al efecto declara a La 
Rosa Batista, de generales anotadas, culpable de violación 
de propiedad (Ley N9 43) y en consecuencia se le condena a 
RD$5.00 de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; SEGUNDO: Se condena al prevenido al pago de'las 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 
	 - 

ideutencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 
28 de noviembre de 1958. 

Materia: Pekpal. 

*ocurrente: La Rosa Batista. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

E'n Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
!Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
ae rresidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
-rejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
"Indad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de le Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Rosa 
Batista, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
tniciliado y residente en la sección de Juancho, del munici-
pfo de Oviedo, cédula 2751, serie 18, sello 99743, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, 
en fecha veintiocho de noviembre del pasado ario, (1958), cu-
-un dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oldo el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-

. cretaria de la Cdrte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha dos de diciernbre del ario mil. noVecientos'cincuenta 

y ocho, en la cual no se invoca ningún medio-determinado 

de casación; 

La Stibrema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley NQ 43; de 1930; 

463, inciso 6, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) que 
en fecha veinticinco de septiembre del ario mil novecientos 
cincuenta y ocho, Olimpia Pérez, compareció ante el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Pedernales, 
y le presentó querella contra La Rosa Batista, por eí hecho 

de éste habérsele introducido en su propiedad rural a coger 
de los productos de dicha propiedad sin su consen-
timiento; 2) que en fecha catorce de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Pedernales, apoderado del caso, dictó 
sentencia con el dispositivo que figura inserto en el de la 
sentencia ahora recurrida en casación; 3) que sobre recurso 
de apelación del prevenido la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación, interpuesto por 
el prevenido La Rosa Batista; SEGUÑDO: En cuanto al 
fondo, confirma en todas sus partes la gentencia contra la 
cual se apela, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Pedernales, en sus atribuciones co-
ffeccionales, en fecha 14 de octubre de 1958, cuyo dispositi-
vo dice así: 'PRIMERO: Declarar y al efecto declara a La 
Rosa Batista, de generales anotadas, culpable de violación 
de propiedad (Ley No 43) y en consecuencia se le condena o. 
RD$5.00 de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; SEGUNDO: Se condena al prevenido al pago de'las 
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costas'.— TERCERO: Condena al recurrente La Rosa Ba-
tista, al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, de 
acuerdo con los alementos de prueba que fueron aportados 
en la instrucción de la causa, que La Rosa Batista y Olimpia 
Pérez, vivieron en concubinato durante más de veinte arios 
y en ese lapso fomentaron entre los dos una pequeña finca 
cultivada de cocos, frutos menores y yerbas; que hace más 
o menos dos años disolvieron el concubinato y se dividieron 
por mitad la propiedad; que La Rosa Batista se fué de la 
sección de Juancho, después que vendió a José María Gutié-
rrez, por la suma de ciento cinco pesos, la mitad de la 
propiedad que le correspondió en la división; que al regre-
sar a la sección de Juancho, después de dos arios del conve-
nio celebrado con Olimpia Pérez, sin el permiso de ésta se 
introdujo en su predio; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad puesto a cargo 
del prevenido La Rosa Batista, previsto y castigado por el 
artículo 1 de la Ley N9 43, del ario 1930, con las penas de 
tres meses a un ario de prisión correccional y multa de cin-
co a cien pesos; que, en consecuencia, al condenar a dicho 
prevenido a una multa de cinco pesos, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, de acuerdo con las disposi-
ciones de los artículos 2 de la citada ley y 463, inciso 6, del 
Código Penal, después de declararlo culpable del delito de 
violación de propiedad, la Corte a qua ha dado a los hechos 
la calificación que les corresponde y le impuso al prevenido 
una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Rosa Batista, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, en fe- 
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cha veintiochq de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 

fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera 	Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 

—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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costas'.— TERCERO: Condena al recurrente La Rosa Ba-
tista, al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, de 
acuerdo con los alementos de prueba que fueron aportados 
en la instrucción de la causa, que La Rosa Batista y Olimpia 
Pérez, vivieron en concubinato durante más de veinte años 
y en ese lapso fomentaron entre los dos una pequeña finca 
cultivada de cocos, frutos menores y yerbas; que hace más 
o menos dos arios disolvieron el concubinato y se dividieron 
por mitad la propiedad; que La Rosa Batista se fué de la 
sección de Juancho, después que vendió a José María Gutié-
rrez, por la suma de ciento cinco pesos, la mitad de la 
propiedad que le correspondió en la división; que al regre-
sar a la sección de Juancho, después de dos años del conve-
nio celebrado con °limpia Pérez, sin el permiso de ésta se 
introdujo en SU predio; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de violación de propiedad puesto a cargo 
del prevenido La Rosa Batista, previsto y castigado por el 
artículo 1 de la Ley 1\79 43, del ario 1930, con las penas de 
tres meses a un ario de prisión correccional y multa de cin-
co a cien pesos; que, en consecuencia, al condenar a dicho 
prevenido a una multa de cinco pesos, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, de acuerdo con las disposi-
ciones de los artículos 2 de la citada ley y 463, inciso 6, del 
Código Penal, después de declararlo culpable del delito de 
violación de propiedad, la Corte a qua ha dado a los hechos 
la calificación que les corresponde y le impuso al prevenido 
una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Rosa Batista, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, en fe- 
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veintiochq de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
1Vlanuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que. 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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TERCERO: Modifica la sentencia apelada, en cuanto a la 
penaimPuesta arprevenido. Juan Peguerwy lo condena por 
violación a la! LEiy Núm:.2022;-(hornicidio involuntario) en 
perjuicio de Wilfredo Reyes, a sufrir -Un Ario de prisión co-
rreccional -y .a pagar una multa de Doscientos Cincuenta 
Pesos Oro Dominicanos (RD$254.00), acogiendo en su favor 
la circunstancia de.la imprudencia de la víctima; CUARTO: 
Ordena la cancelación de la licencia para manejar vehículos 
de motor expedida a Juan Peguero, por un período de diez 
añoS, a partir de la extinción -de la pena impuesta; QUINTO: 
Confirma los ordinales Tercero, Cuarto y Quinto de la sen-
tencia impugnada, los que copiados textualmente dicen así: 
"Tercero: Que debe declarar, corno en efecto declara, regu-
lar y válida la constitución en parte 'civil hecha por la seño-
ra Rosa Julia Reyes, en contra de la Arenera, C. por A., y el 
prevenido uan Peguero, por haber sido hecha conforme a la 
Ley, y, en consecuencia, condena a 'éstos al pago de una 
indemnización solidaria de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos 
Oro Dominicanos), en favor de la parte civil constituida, 
oponible a la The Hannover Fire Insurance Company; Cuar-
to: que debe condenar, como en efecto condena, a Juan Pe-
guero, al pago de las costas penales causadas; Quinto; que 
debe condenar, como en efecto condena, al mencionado Juan 
Peguero, y a la Arenera, C. por A., al pago solidario de las 
costas civiles causadas, oponibles estas a la The Hannover 
Fire Insurance Company, distraídas en favor del Lic. José 
Díaz Valdepares y Dra. Luz del Alba Saldaña, quienes afir-
man haberlas avanzado"; SEXTO: Condena al prevenido 
Juan Peguero al pago de las costas relativas a la acción 
pública"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Rafael 
Anibal Solimán 'Pérez, cédula 6067, serie 28, sello 52166, 
en fecha primero de septiembre de mil novecientos cincuen- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 
- 	,,;, 	91 	l'r, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 25 de agosto de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Peguero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintidós del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pe-
guero, dominicano, mayor de edad, chófer, de este domicilio 
y residencia, cédula 34778, serie 1, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, del veinticinco de agosto del 
ario mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regula-
res y válidos en sus respectivas formas, las presentes apela-
ciones; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la parte civil 
y la persona civilmente responsable, por falta de comparecer; 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 
nt • 1,r. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 25 de agosto de 1958. 

Materia: Penal. 

Rfturrente: Juan Peguero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal. hoy día veintidós del mes de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pe-
guero, dominicano, mayor de edad, chófer, de este domicilio 
y residencia, cédula 34778, serie 1, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, del veinticinco de agosto del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regula-
res y válidos en sus respectivas formas, las presentes apela-
ciones; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la parte civil 
y la persona civilmente responsable, por falta de comparecer; 

TERCERO: Modifica la sentencia apelada, en cuanto a la 
pena impuesta. al  prevenido Juan Peguero-y lo condena por 
violación a la Ley Núm. 2022, (homicidio involuntario) en 
perjuicio de Wilfredo Rey-es, a sufrir Un Año de prisión co-
rreccional y a pagar una multa de Doscientos Cincuenta 
Pesos Oro Dominicanos (RD$250.00), acogiendo en su favor 
la circunstancia de.la imprudencia de la víctima; CUARTO: 
Ordena la cancelación de la licencia para manejar vehículos 
de motor expedida a Juan Peguero, por un período de diez 
años, a partir de la extinción de la pena impuesta; QUINTO: 
Confirma los ordinales Tercero, 'Cuarto y Quinto de la sen-
tencia impugnada, los que copiados textualmente dicen así: 
"Tercero: Que debe declarar., como en efecto declara, regu-
lar y válida la constitución en parte civil hecha por la seño-
ra Rosa Julia Reyes, en contra de la Arenera, C. por A., y el 
prevenido uan Peguero, por haber sido hecha conforme a la 
Ley, y, en consecuencia, condena a éstos al pago de una 
indemnización solidaria de RDS5,000.00 (Cinco Mil Pesos 
Oro Dominicanos), en favor de la parte civil constituida, 
oponible a la The Hannover Fire Insurance Company; Cuar-
to: que debe condenar, como en efecto condena, a Juan Pe-
guero, al pago de las costas penales causadas; Quinto: que 
debe condenar, como en efecto condena, al mencionado Juan 
Peguero, y a la Arenera, C. por A., al pago solidario de las 
costas civiles causadas, oponibles estas a la The Hannover 
Fire Insurance Company, distraídas en favor del Lic. José 
Díaz Valdepares y Dra. Luz del Alba Saldaña, quienes afir-
man haberles avanzado"; SEXTO: Condena al prevenido 
Juan Peguero al pago de las costas relativas a la acción 
pública"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Rafael 
Aníbal Solimán Pérez, cédula 6067, serie 28, sello 52166, 
en fecha primero de septiembre de mil novecientos cincuen- 



BOLETÍN JUDICIAL 
	 803 

802 	 BOLETÍN JUDICIAL 

ta y ocho, en nombre y representación de Juan Peguero, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia no pueden ser impugnadas en casación, 
mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún por 
aquellas partes respecto de quienes la sentencia es contra-
dictoria; que por tanto cuando la parte civil o la persona 
civilmente responsable hace defecto, el prevenido compare-
ciente no puede recurrir en casación sino después de ven-
cido el plazo de la oposición; que, en tales casos, por apli-
cación del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, el plazo de la casación comenzará a correr, respecto 
de todas las partes, a partir del vencimiento del plazo de la 
oposición; 

Considerando que en la especie la sentencia impugnada 
fué dictada en defecto contra la parte civil Rosa Julia Reyes 
y la persona civilmente responsable Arenera, C. por A., 
apelantes, en fecha veinticinco de agosto de mil novecientos 
cincuenta y ocho; que el presente recurso de casación fué 
interpuesto por el prevenido Juan Peguero en fecha primero 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho; que en 
el expediente no hay constancia de que la sentencia impug-
nada fuera notificada a las partes que hicieron defecto; 

Considerando que no habiendo sido notificada la sen-
tencia impugnada a la parte civil ni a la persona civilmente 
responsable que hicieron defecto, no pudo correr contra 
ellas el plazo de la oposición; que, en tales condiciones, el 
presente recurso de casación es prematuro por haber sido 
interpuesto en una fecha en que el fallo impugnado no había 
adquirido carácter contradictorio respecto de todas las par- 

tes en causa, por estar aún abierto, en provecho de la parte 
civil y-de la persona civilmente responsable, la vía de la opo- 

sición; 
Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Juan Peguero contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad 'Trujillo de fecha 
veinticinco de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



BOLETÍN JUDICIAL • 803 

802 	 BOLETÍN JUDICIAL 
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mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún por 
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ciente no puede recurrir en casación sino después de ven-
cido el plazo de la oposición; que, en tales casos, por apli-
cación del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, el plazo de la casación comenzará a correr, respecto 
de todas las partes, a partir del vencimiento del plazo de la 
oposición; 

Considerando que en la especie la sentencia impugnada 
fué dictada en defecto contra la parte civil Rosa Julia Reyes 
y la persona civilmente responsable Arenera, C. por A., 
apelantes, en fecha veinticinco de agosto de mil novecientos 
cincuenta y ocho; que el presente recurso de casación fué 
interpuesto por el prevenido Juan Peguero en fecha primero 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho; que en 
el expediente no hay constancia de que la sentencia impug-
nada fuera notificada a las partes que hicieron defecto; 

Considerando que no habiendo sido notificada la sen-
tencia impugnada a la parte civil ni a la persona civilmente 
responsable que hicieron defecto, no pudo correr contra 
ellas el plazo de la oposición; que, en tales condiciones, el 

, presente recurso de casación es prematuro por haber sido 
interpuesto en una fecha en que el fallo impugnado no había 
adquirido carácter contradictorio respecto de todas las par- 

tes en causa, por estar aún abierto, en provecho de la parte 
civil y-de la persona civilmente responsable, la vía de la opo- 

sición; 
Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Juan Peguero contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
veinticinco de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
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Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 28 
de octubre de 1958. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema orte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 

'Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama; doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve., años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio An-
tonio Potter, dominicano, mayor de edad, empleado público, )  
domiciliado y residente en Cotuí, cédula 44921, serie 65, 
sello 43973, y por el doctor Flavio R. Sosa, abogado domi- 
ciliado y residente en Puerto Plata, cédula 61541, serie 5, 

f.,1 1  sello 61180, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veintiocho del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

1.1J0 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

805 
• 	. 

Oído el aguacil, de turno,en la lectura del rol; 
Oídael doctorMaximiliano Marte Marión, cédula 18222, 

serie 37, sello 58796,. abogado de los recurrentes, en la lectu-

ra de .sus conclusiones; 
Oídcrel dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; . . 
Vista el acta del recurso de casación levantada- en la 

Secretaría de la Corte• qua, en fecha once de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del doctor 
Flavio Darío Espinal, en la cual se expresa que se limita "el 
presente recurso de casación al ordinal tercero de la refe-
rida sentencia en cuanto compensó las costas civiles, ya que 
el, señor Emilio Antonio Potter no sucumbió en sus pre-
tensiones"; 

Visto el memorial de casación de fecha dieciséis de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
doctor Maximiliano Marte Marión„abogado de los recurren-
tes, invocando el siguiente medio: "Errónea interpretación 
y falsa aplicación de los artículos 130 y 131 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 130 y 131 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en- los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha tres 
del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
Emilio. Antonio Potter compareció por ante el Comandante 
del Destacamento de la Policía Nacional en. Puerto Plata 
Y presentó querella contra Julia Guzmán, por esta haberlo 
"difamado"; que apoderado del conocimiento del caso el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puer-
to Plata s  lo,decidió por su sentencia de fecha trece de agos-
to de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: ,  ,Que debe declarar y declara, que 
la nombrada Julia Guzmán, de generales que constan en el 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 2S 
de octubre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Emilio Antonio Potter y Dr. Flavio R. Sosa. 
Abogado: Dr. Maximiliano Marte Marión. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema orte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintidós del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio An-
tonio Potter, dominicano, mayor de edad, empleado público, 
domiciliado y residente en Cotuí, cédula 44921, serie 65, 
sello 43973, y por el doctor Flavio R. Sosa, abogado domi-
ciliado y residente en Puerto Plata, cédula 61541, serie 5, 
sello 61180, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha veintiocho del mes de octubre del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el aguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Maximiliano Marte Marión, cédula 18222, 

serie 37, sello 58796, abogado de los recurrentes, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha once de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del doctor 
Flavio Darío Espinal, en la cual se expresa que se limita "el 
presente recurso de casación al ordinal tercero de la refe-
rida sentencia en cuanto compensó las costas civiles, ya que 
el señor Emilio Antonio Potter no sucumbió en sus pre-
tensiones"; 

Visto el memorial de casación de fecha dieciséis de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
doctor Maximiliano Marte Marión, abogado de los recurren-
tes, invocando el siguiente medio: "Errónea interpretación 
y falsa aplicación de los artículos 130 y 131 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 130 y 131 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha tres 
del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
Emilio Antonio Potter compareció por ante el Comandante 
del Destacamento de la Policía Nacional en Puerto Plata 
y presentó querella contra Julia Guzmán, por esta haberlo 
"difamado"; que apoderado del conocimiento del caso eI 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puer-
to Plata, lo. decidió por su sentencia de fecha trece de agos-
to de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, que 
la nombrada Julia Guzmán, de generales que constan en el 
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expediente, es culpabe del delito de difamación en agravio 
del señor Emilio Potter, Inspector de la Caja Dominicana de 
Seguros Sociales.y mientras actuaba en el ejercicio de tales 
funciones; y, en consecuencia, la condena al pago de una 
multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00) ; SEGUNDO: Que debe 
declarar y declara, regular y válida, en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil hecha por el señor Emilio An-
tonio Potter, contra la prevenida Julia Guzmán, de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 3", del Código de Procedi-
miento Criminal; TERCERO: Que debe condenar y condena '- 
a dicha Julia Guzmán, al pago de una indemnización de Cien 
Pesos Oro (RD$100.00), en provecho del agraviado Emilio 
Antonio Potter, como reparación de los daños y perjuicios de 
todo orden que le ha causado el hecho delictuoso cometido 
por Julia Guzmán; y CUARTO: Que debe condenar y con-
dena a la prevenida Julia Guzmán, al pago de las costas 
penales y civiles, ordenándose la distracción de estas últimas 
en provecho del abogado, doctor A. Flavio R. Sosa, quién 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; y que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por la prevenida y la 
parte civil, la Corte de Apelación de Santiago dictó la sen-
tencia ahora impugnada, que contiene el dispositivo que se 
transcribe a continuación: "PRIMERO: ADMITE en la for-
ma los recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha trece del mes de agosto del año en curso (1958), por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, mediante la cual declaró a la nombrada Julia 
Guzmán, culpable del delito de difamación en agravio del 

...señor Emilio Antonio Potter, Inspector de la Caja Domi-
-plcana de Seguros Sociales, y la condenó al pago de una 
multa de Diez Pesos Oro; declaró regular y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por el 
señor Emilio Antonio Potter, contra la prevenida Julia Guz-
mán; condenó a la expresada procesada al pago de una 
indemnización de Cien Pesos Oro y condenó, además, a la 

repetida Julia Guzmán, al pago de las costas penales y civiles, 
ordenando la distracción de estas últimas ven provecho del 
abogado Dr. A. Flavio R. Sosa, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; en el sentido de variar la califica-
ción dada al hecho de delito de difamación en perjuicio de 
Emilio Antonio Potter, por la de delito de injurias públicas, y 
de reducir la indemnización a la suma de veinte pesos oro, 
confirmando la expresada sentencia en sus demás aspec-
tos; TERCERO: Condena a la procesada al pago de las cos-
tas penales de esta instancia y compensa las civiles"; 

En cuanto al recurso del abogado Flaivio R. Sosa 

Considerando que sólo pueden recurrir en casación las 
personas que han figurado como partes en la instancia o 
aquellas que hayan sido condenadas por la sentencia inter-
venida o que vayan a sufrir las consecuencias de la conde-

, nación; que, en la especie, el abogado recurrente no fué par-
te en la instancia ni condenado por la sentencia impugnada; 
que, por consiguiente, el recurso de casación interpuesto 
por el abogado Flavio R. Sosa debe ser declarado inadmisi-
ble, por falta de calidad del recurrente; 

En cuanto al recurso de Emilio Antonio Potter 

Considerando que en el desarrollo del único medio de 
casación propuesto, el recurrente alega, en síntesis: que él 
"desde el punto de vista legal y jurisprudencia], no ha su-
cumbido en ninguna de sus pretensiones, como erradamente 
lo ha pronunciado la Corte a qua"; que "habiendo los recu-
rrentes, en sus respectivas calidades, concluido tanto en pri-
mera instancia como por ante la Corte a qua, solicitando que 
la indemnización fuera de quinientos pesos oro (RD$500.00) 
o la cantidad cuya cuantía dejaba a la soberana apreciación 
de la Corte", no procedía la compensación de las costas pro-
nunciada por la sentencia recurrida; que ha sido decidido 
que, "cuando la parte demandada es condenada a una indem-
nización de un monto inferior al solicitado por la parte de- 
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expediente, es culpabe del delito de difamación en agravio 
del señor Emilio Potter, Inspector de la Caja Dominicana de 
Seguros Sociales y mientras actuaba en el ejercicio de tales 
funciones; y, en consecuencia, la condena al pago de una 
multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00); SEGUNDO: Que debe 
declarar y declara, regular y válida, en cuanto a la forma, 
la constitución en parte civil hecha por el señor Emilio An-
tonio Potter, contra la prevenida Julia Guzmán, de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 3", del Código de Procedi-
miento Criminal; TERCERO: Que debe condenar y condena '- 
a dicha Julia Guzmán, al pago de una indemnización de Cien 
Pesos Oro (RD$100.00), en provecho del agraviado Emilio 
Antonio Potter, como reparación de los daños y perjuicios de 
todo orden que le ha causado el hecho delictuoso cometido 
por Julia Guzmán; y CUARTO: Que debe condenar y con-
dena a la prevenida Julia Guzmán, al pago de las costas 
penales y civiles, ordenándose la distracción de estas últimas 
en provecho del abogado, doctor A. Flavio R. Sosa, quién 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; y que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por la prevenida y la 
parte civil, la Corte de Apelación de Santiago dictó la sen-
tencia ahora impugnada, que contiene el dispositivo que se 
transcribe a continuación: "PRIMERO: ADMITE en la for-
ma los recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha trece del mes de agosto del año en curso (1958), por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, mediante la cual declaró a la nombrada Julia 
Guzmán, culpable del delito de difamación en agravio del 
señor Emilio Antonio Potter, Inspector de la Caja Domi-
nicana de Seguros Sociales, y la condenó al pago de una 
multa de Diez Pesos Oro; declaró regular y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por el 
señor Emilio Antonio Potter, contra la prevenida Julia Guz-
mán; condenó a la expresada procesada al pago de una 
indemnización de Cien Pesos Oro y condenó, además, a la 
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repetida Julia Guzmán, al pago de las costas penales y civiles, 
ordenando la distracción de estas últimas oren provecho del 
abogado Dr. A. Flavio R. Sosa, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; en el sentido de variar la califica-
ción dada al hecho de delito de difamación en perjuicio de 
Emilio Antonio Potter, por la de delito de injurias públicas, y 
de reducir la indemnización a la suma de veinte pesos oro, 
confirmando la expresada sentencia en sus demás aspec-
tos; TERCERO: Condena a la procesada al pago de las cos-
tas penales de esta instancia y compensa las civiles"; 

En cuanto al recurso del abogado Fla4vio R. Sosa 

Considerando que sólo pueden recurrir en casación las 
personas que han figurado como partes en la instancia o 
aquellas que hayan sido condenadas por la sentencia inter-
venida o que vayan a sufrir las consecuencias de la conde-
nación; que, en la especie, el abogado recurrente no fué par-
te en la instancia ni condenado por la sentencia impugnada; 
que, por consiguiente, el recurso de casación interpuesto 
por el abogado Flavio R. Sosa debe ser declarado inadmisi-
ble, por falta de calidad del recurrente; 

En cuanto al recurso de Emilio Antonio Potter 

Considerando que en el desarrollo del único medio de 
casación propuesto, el recurrente alega, en síntesis: que él 
"desde el punto de vista legal y jurisprudencial, no ha su-
cumbido en ninguna de sus pretensiones, como erradamente 
lo ha pronunciado la Corte a qua"; que "habiendo los recu-
rrentes, en sus respectivas calidades, concluido tanto en pri-
mera instancia como por ante la Corte a qua, solicitando que 
la indemnización fuera de quinientos pesos oro (RD$500.00) 
o la cantidad cuya cuantía dejaba a la soberana apreciación 
de la Corte", no procedía la compensación de las costas pro-
nunciada por la sentencia recurrida; que ha sido decidido 
que, "cuando la parte demandada es condenada a una indem-
nización de un monto inferior al solicitado por la parte de- 
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mandante, los jueces pueden condenar al dIntntiado al pa-, 
go de las costas"; que "si bien es cierto que los jueces del 
fondo pueden compensar las costas cuando las partes hayan 
sucumbido en algunas de sus pretensiones, cosa que no ha 
sucedido en el presente caso, no es menos cierto que la tota-
lidad de las costas puede ser impuesta a cargo del deman-
dado"; pero, 

Sa acción civil, después de condenar a la prevenida a una 
Considerando que para compensar las costas relativas ,  

multa de diez pesos oro (RD$10.00), por el delito de injurias 
públicas, y a una indemnización de veinte pesos oro (RD$20.- 
00) en favor de la parte civil la Corte a qua afirma en la sen-
tencia impugnada "que la parte civil constituida solicitó ante 
el Juez a quo que fuera acordada, en su favor, una indemniza-
ción de quinientos pesos oro, pero ésta fué fijada solamente 
en la suma de cien pesos oro y la referida parte civil cons-

. tituída recurrió en apelación contra el fallo del tribunal 
a quo; que si bien ante esta Corte, Emilio Antonio Potter 
concluyó solicitando que la indemnización fuera aumentada 
a la suma de quinientos pesos oro "o a la cantidad cuya 
cuantía deja a la soberana apreciación de la Corte", es evi-
dente que su petición ante este Tribunal de Segundo Grado 
está enderezada en el sentido de que la indemnización sea 
acordada en quinientos o menos pesos pero siempre en más 
de cien pesos, ya que, de conformarse Potter con esta última 
suma, no hubiera recurrido)en apelación y su recurso care-
ciera de interés; que, en fin, pretendiendo Emilio Antonio 
Potter una indemnización, en su favor, superior a la que le 
fué acordada por el Juez a quo y habiendo esta Corte desesti-
mado su petición, en cuanto al monto de la indemnización, 
al extremo de que ésta se estima justa en la suma de veinte 
pesos oro, en esas circunstancias es ostensible que la referi-
da parte civil constituida ha sucumbido parcialmente en su 
recurso y que, por tanto es procedente que sean compensa-
das las costas civiles de la presente instancia"; 

Considerando que por los motivos precedentemente 
transcritos se advierte que la Corte a qua decidió correcta- 
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mente que la parte civil y la prevenida sucumbieron en sus 
respectivas apelaciones; ya que, la primera, no obtuvo que' 
fuera aumentada la indemnización que le acordó el Juez de , 

 primera Instancia, que solicitó por sus conclusiones, sino que 
por el contrario, dicha indemnización fué reducida; y la se-
gunda, fué declarada culpable del delito de injurias públicas: 

y condenada, en consecuencia, al pago de una indemnización,. 

cuya cuantía la apreciaron los jueces discrecionalmente, en 
favor del agraviado, constituido en parte civil; que, habiendo. 
sucumbido las partes en algunos puntos de sus conclusiones,. 
las costas han podido ser compensadas, como lo fueron, y -
al ser tal facultad de la soberanía de los jueces del fondo,. 
escapa al control de esta Suprema Corte de Justicia; que, 
por tanto, el único medio invocado por el recurrente, o sea 
la violación de los artículos 130 y 131 del Código de Proce-
dimiento dimiento Civil, carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; "11( 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-- 
curso de casación interpuesto por Flavio R. Sosa contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Emilio Antonio Potter contra la referida sentencia; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fcd. Elpidio Beras.— - 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar- - 
che H.—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-- 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu& 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que,  
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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mandante, los jueces pueden condenar al .deirántiado al pa-. 
go de las costas"; que "si bien es cierto qué los jueces del 
fondo pueden compensar las costas cuando las partes hayan 
sucumbido en algunas de sus pretensiones, cosa que no ha 
sucedido en el presente caso, no es menos cierto que la tota-
lidad de las costas puede ser impuesta a cargo del deman-
dado"; pero, 

Sa acción civil, después de condenar a la prevenida a una 
Considerando que para compensar las costas relativas, 

multa de diez pesos oro (RD$10.00), por el delito de injurias 
públicas, y a una indemnización de veinte pesos oro (RD$20.- 
00) en favor de la parte civil la Corte a qua afirma en la sen-
tencia impugnada "que la parte civil constituida solicitó ante 
el Juez a quo que fuera acordada, en su favor, una indemniza- 

' ción de quinientos pesos oro, pero ésta fué fijada solamente 
- en la suma de cien pesos oro y la referida parte civil cons-

tituída recurrió en apelación contra el fallo del tribunal 
a quo; que si bien ante esta Corte, Emilio Antonio Potter 
concluyó solicitando que la indemnización fuera aumentada 
a la suma de quinientos pesos oro "o a la cantidad cúya 
cuantía deja a la soberana apreciación de la Corte", es evi-
dente que su petición ante este Tribunal de Segundo Grado 
está enderezada en el sentido de que la indemnización sea 
acordada en quinientos o menos pesos pero siempre en más 
de cien pesos, ya que, de conformarse Potter con esta última 
suma, no hubiera recurrido)en apelación y su recurso care-
ciera de interés; que, en fin, pretendiendo Emilio Antonio 
Potter una indemnización, en su favor, superior a la que le 
fué acordada por el Juez a quo y habiendo esta Corte desesti-
mado su petición, en cuanto al monto de la indemnización, 
al extremo de que ésta se estima justa en la suma de veinte 
pesos oro, en esas circunstancias es ostensible que la referi-
da parte civil constituida ha sucumbido parcialmente en su 
recurso y que, por tanto es procedente que sean compensa-
das las costas civiles de la presente instancia"; 

Considerando que por los motivos precedentemente 
transcritos se advierte que la Corte a qua decidió correcta- 

mente que la parte civil y la prevenida sucumbieron en sus. 

respectivas apelaciones; ya que, la primera, no obtuvo que' 
fuera aumentada la indemnización que le acordó el Juez de , 

 Primera Instancia, que solicitó por sus conclusiones, sino que 

por el contrario, dicha indemnización fué reducida; y la se-
gunda, fué declarada culpable del delito de injurias públicas: 

y condenada, en consecuencia, al pago de una indemnización,. 
cuya cuantía la apreciaron los jueces discrecionalmente, en 

favor del agraviado, constituido en parte civil; que, habiendo. 
sucumbido las partes en algunos puntos de sus conclusiones,. 
las costas han podido ser compensadas, como lo fueron, y 
al ser tal facultad de la soberanía de los jueces del fondo,. 
escapa al control de esta Suprema Corte de Justicia; que,. 
por tanto, el único medio invocado por el recurrente, o sea s 

 la violación de los artículos 130 y 131 del Código de Proce-
dimiento Civil, carece de fundamento y debe ser desesti- 
mado; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Flavio R. Sosa contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
veintiocho de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Emilio Antonio Potter contra la referida sentencia; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fcci. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar--- 
che H.—F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.-- 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.-- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu& 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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• 	?sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de l'II_ 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 27 de no, 
viembre de 1958. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
klerrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
1.2marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
'Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de 'Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Secundino 
García, dominicano, mayor de edad, comerciante, domicilia-
do y residente en Bocha Chica, Distrito Nacional, cédula 
20273, serie 5B, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia de la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, die-
lada en grado de apelación, en fecha veintisiete de noviem- 

de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del roI; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
. Vista el acta de casación levantada en la Secretaria de 

la Cámara a qua, en fecha doce de diciembre de mil nove-
cientos pincuentiocho, a requerimiento del Dr. Quírico Res-

tituyo Vargas, cédula 58961, serie 1, sello 58125, en nombre 
y representación del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29, 65 y 66 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que la sentencia impugnada en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que 
debe declarar, como en efecto declara, al nombrado Secun-
dino García, de generales anotadas, no culpable del delito 
de violación a la Ley N° 4117, y, en consecuencia, se le des-
carga, de toda responsabilidad penal, por tener su póliza de-
bidamente renovada; SEGUNDO: que debe declarar y decla-
ra, al nombrado Secundino García, de generales anotada% 
culpable del delito de violación a la Ley N° 4117, (por no 
llevar Marbete), y, en consecuencia, se le condena, al pago 
de una multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RD$100.00), 
multa que en caso de insolvencia compensará con un día de 
prisión por cada peso dejado de pagar; TERCERO: que debe 
condenar y condena, al mencionado, prevenido al pago de 
las costas penales causadas"; 

Considerando que de conformidad.con el artículo 29 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
poner recurso de casación en materia criminal, correccional 
o de simple policía, es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la'sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada o si 
fué debidamente citado para la misma; o a partir de la noti-
ficación de la sentencia, en todo otro caso; 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

»Materia: Penal. 

lkecurrente: Secundino García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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'SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

~lacia impugmada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 27 de 
viembre de 1958. 

Matkria: Penal. 

Ilecurrente: Secundino García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' 

ia Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Secundino 
García, dominicano, mayor de edad, comerciante, domicilia-
do y residente en Bocha Chica, Distrito Nacional, cédula 
20273, serie 56, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia de la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
.tada en grado de apelación, en fecha veintisiete de noviem- 

ye de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 

la Cámara a qua, en fecha doce de diciembre de mil nove-

cientos sincuentiocho, a requerimiento del Dr. Quírico Res-
tituyo Vargas, cédula 58961, serie 1, sello 58125, en nombre 
y representación del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 29, 65 y 66 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que la sentencia impugnada en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que 
debe declarar, como en efecto declara, al nombrado Samna-
dino García, de generales anotadas, no culpable deI denlo 
de violación a la Ley N9 4117, y, en consecuencia, se le des-
carga, de toda responsabilidad penal, por tener su póliza de-
bidamente renovada; SEGUNDO: que debe declarar y dedo,- 
ra, al nombrado Secundino García, de generales anotadas, 
culpable del delito de violación a la Ley N9 4117, (por no 
llevar Marbete), y, en consecuencia, se le condena, al pago 
de una multa de Cien Pesos Oro Dominicanos (RD$100.00), 
multa que en caso de insolvencia compensará con un día de 
prisión por cada peso dejado de pagar; TERCERO: que debe 
condenar y condena, al mencionado, prevenido al pago de 
las costas penales causadas"; 

Considerando que de conformidad.con el artículo 29 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
poner recurso de casación en materia criminal, correccional 
o de simple policía, es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la-sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada o sl 
fué debidamente citado para la misma; o a partir de la noti-
ficación de la sentencia, en todo otro caso; 
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Considerando que, en la especie, la sentencia objeto d 
presente recurso fué pronunciada en fecha veintisiete de n 
wiembre de mil novecientos cincuentiocho en presencia d 
inculpado, y, éste interpuso dicho recurso el día doce de dh 
clembre del mismo ario, esto es, tardíamente, porque ya ha-
¡tala vencido el plazo de diez días francos que acuerda la le 
para el efecto; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisille, por 
/tardío, el recurso de casación interpuesto por Secundino 
García, contra sentencia dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio. 
nal, en sus atribuciones correccionales, en fecha veintisiete 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A, Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada,— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal, de fecha 27 de octubre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Félix Florentino y Carela y Dres. Julio M. Escoto 
Santana y César A. Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; -Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueye, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Flo-
rentino y Carela, dominicano, soltero, de 28 arios de edad, 
chófer, residente en la calle Respaldo N° 25 de esta ciudad, 
identificado por la cédula 10167, serie 48, sello 322025, y por 
el Dr. Julio M. Escoto Santana, abogado de este domicilio, 
con su estudio abierto en el apartamiento N9 308 del Edificio 
Diez, en la Calle El Conde de esta Ciudad, identificado con la 
cédula 24631, serie 23, sello 54607, por sí y por el Dr. César 
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Considerando que, en la especie, la sentencia objeto d 
presente recurso fué pronunciada en fecha veintisiete de n 
viembre de mil novecientos cincuentiocho en presencia de 
inculpado, y, éste interpuso dicho recurso el día doce de di. 
clembre del mismo año, esto es, tardíamente, porque ya ha. 
tia vencido el plazo de diez días francos que acuerda la ley 
para el efecto; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible, por 
tarclio, el recurso de casación interpuesto por Secundino 
Garcia, contra sentencia dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en sus atribuciones correccionales, en fecha veintisiete 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
/die H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A, Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada,— Guarionex A. García de 
Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia isnpugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal, de fecha 27 de octubre de 1958. 

°Materia: Penal. 

Recurrentes: Félix Florentino y Carela y Dres. Julio M. Escoto 

Santana y César A. Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; -Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nuesve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Flo-
rentino y Carela, dominicano, soltero, de 28 arios de edad, 
chófer, residente en la calle Respaldo NQ 25 de esta ciudad, 
identificado por la cédula 10167, serie 48, sello 322025, y por 
el Dr. Julio M. Escoto Santana, abogado de este domicilio, 
con su estudio abierto en el aparta.miento 1\19 308 del Edificio 
Diez, en la Calle El Conde de esta Ciudad, identificado con la 
cédula 24631, serie 23, sello 54607, por sí y por el Dr. César 
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A. Ramos, abogado de este domicilio, cédula 22842, serie 
47, sello 9218, contra la sentencia dictada por la Tercera 
Cámara Penal del Distrito Nacional, como tribunal de ape-
lación, en fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual se exponen 
los alegatos que luego se indican; " 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 202 del Código de Procedimiento 
Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, el Juzgado de Paz de Asuntos Penales del Distri-
to Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Descarga al nombrado Ilde-
fonso de la Rosa, de generales anotadas, de vioiación a la 
Ley NQ 4809 sobre Tránsito de Vehículos, por no haberla 
cometidC-; SEGUNDO: Condena al nombrado Félix Floren-
tino Carela, de generales anotadas, al pago de una multa 
de tres pesos oro (RD$3.00) por haber violado la Resolu-
ción NQ 97-55 del Consejo Administrativo del Distrito Na-
cional, habiendo ocasionado con tal motivo una colisión de 
vehículos de motor en perjuicio de Manuel Domínguez, pro-
pietario del carro placa N9 4037; TERCERO: Condena al re-
ferido Félix Florentino Carela al pago de las costas, decla-
rándolas de oficio en cuanto se refiere al coprevenido Ilde-
fonso de la Rosa"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Julio M. Escoto Santana, por sí y por el 
Dr. César A. Ramos, a nombre y representación del preve- 
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nido Félix Florentino Carela, la Tercera Cámara Penal 
del 

Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara nulo y sin ningún efecto 
el recurso de apelación interpuesto por los Dres. Julio Esco-
to Santana y César Ramos, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de Asuntos Penales del Distrito Nacional, 
en fecha 27 de octubre de 1958, que condenó a Félix Floren-
tino Carela, a pagar una multa de RD$3.00 y al pago de las 
costas por violar el Reglamento N^ 97-55 del Consejo Admi-
nistrativo del Distrito Nacional, y que descargó al nombrado 
Ildefonso de la Rosa, por no haber cometido violación alguna 
a la Ley N9 4809; por falta de mandato del recurrente a 

di-

chos 
abogados; SEGUNDO: Que debe confirmar, como al 

efecto confirma en todas sus partes la indicada sentencia"; 

En cuanto al recurso de casación del inculpado Félix 

Florentino Carela: 

Considerando que este recurrente alega en el acta 
de 

casación, lo siguiente: "que si declaró en audiencia que 
no 

había facultado a los doctores Escoto Santana y César 
Ra-

mos, 
para que apelaran, lo hizo porque parte interesada lo 

habían influenciado sin él comprender la importancia del 
re-

curso, 
el cual ratifica ahora en todas sus partes, y de 

ma-

nera 
formal; que él no había sido éitado para la causa 

y 

que fué a ella por insinuación del señor Ildefonso de 
la 

Rosa"; 	
• 

Considerando que las únicas partes que pueden recurrir 
en casación son aquellas a quienes la sentencia impugnada 
les ha causado algún agravio; que, por consiguiente, la 

parte 

puyas conclusiones han sido acogidas no pueden recurrir 
en 

casación; 	
- 

Considerando que el Tribunal a quo para declarar nula 

la apelación, se ha fundado en las declaraciones del apelan-
te, Félix F. Carela, quien expresó que él no dió facultad, 

ni 

poder a 
los doctores Escoto Santana y César Ramos 

para 

que recurrieran 
contra la sentencia del Juzgado de Paz"; que., 
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A. Ramos, abogado de este domicilio, cédula 22842, serie 
47, sello 9218, contra la sentencia dictada por la Tercera 
Cámara Penal del Distrito Nacional, como tribunal de ape-
lación, en fecha veintisiete de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual se exponen 
los alegatos que luego se indican; " 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 202 del Código de Procedimiento 
Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, el Juzgado de Paz de Asuntos Penales del Distri-
to Nacional, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Descarga al nombrado Ilde-
fonso de la Rosa, de generales anotadas, de violación a la 
Ley NQ 4809 sobre Tránsito de Vehículos, por no haberla 
cometidC-; SEGUNDO: Condena al nombrado Félix Floren-
tino Carela, de generales anotadas, al pago de una multa 
de tres pesos oro (RD$3.00) por haber violado la Resolu-
ción NQ 97-55 del Consejo Administrativo del Distrito Na-
cional, habiendo ocasionado con tal motivo una colisión de 
vehículos de motor en perjuicio de Manuel Domínguez, pro-
pietario del carro placa N9 4037; TERCERO: Condena al re-
ferido Félix Florentino Carela al pago de las costas, decla-
rándolas de oficio en cuanto se refiere al coprevenido Ilde-
fonso de la Rosa"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Julio M. Escoto Santana, por sí y por el 
Dr. César A. Ramos, a nombre y representación del preve- 
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nido Félix Florentino Carela, la Tercera Cámara Penal del 
Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe-
declarar, como en efecto declara nulo y sin ningún efecto 
el recurso de apelación interpuesto por los Dres. Julio Esco-
to Santana y César Ramos, contra sentencia dictada, por el 
Juzgado de Paz de Asuntos Penales del Distrito Nacional, 
en fecha 27 de octubre de 1958, que condenó a Félix Floren-
tino Carela, a pagar una multa de RD$3.00 y al pago de las 
costas por violar el Reglamento N.' 97-55 del Consejo Admi-
nistrativo del Distrito Nacional, y que descargó al nombrado 
Ildefonso de la Rosa, por no haber cometido violación alguna 
a la Ley N9 4809; por falta de mandato del recurrente a 

di- 

chos 
abogados; SEGUNDO: Que debe confirmar, como al 

efecto confirma en todas sus partes la indicada sentencia"; 

casación, lo siguiente: "que si declaró en audiencia que no 
había facultado a los doctores Escoto Santana y César 

Ra- 

mos, para que apelaran, lo hizo porque parte interesada lo 
habían influenciado sin él comprender la importancia del 

re- 

curso, el cual ratifica ahora en todas sus partes, y de 
ma- 

nera 
formal; que él no había sido Citado para la causa 

y 

que fué a ella por insinuación del señor Ildefonso de 
la 

Rosa"; 	
• 

en casación son aquellas a quienes la sentencia impugnada 
les ha causado algún agravio; que, por consiguiente, la 

parte 

puyas conclusiones han sido acogidas no pueden recurrir en 

En cuanto al recurso de casación del inculpado Félix 

Considerando que este recurrente alega en el acta 
de 

Considerando que las únicas partes que pueden recurrir 

Florentino Carela: 

casación; 
Considerando que el Tribunal a quo para declarar nula 

la apelación, se ha fundado en las declaraciones del apelan-

te, Félix F. Carela, quien expresó que él no dió facultad, 
ni 

poder a los doctores Escoto Santana y César Ramos 
para 

que recurrieran 
contra la sentencia del Juzgado de Paz"; que., 
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cn tales condiciones, el presente recurso de cisación es In-
admisible; 

En cuanto al recurso de casación de los abogados Escoto 
y Ramos: 

Considerando que los recurrentes alegan en el acta del 
recurso de casación, que habían apelado "como abogados 
apoderados del Consejo Administrativo del Distrito Nacio-
nal, por ser esta institución asegurada de la Compañía San 
Rafael, C. por A., a la cual sirven"; pero, 

Considerando que tal como lo admitió el juez a quo en 
la sentencia impugnada, dichos abogados no figuraron co-
mo partes en el proceso, ni fueron defensores ni represen-
tantes de parte alguna interesada en el mismo; que, en con- 

. 

secuencia, el presente recurso de casación es inadmisible por 
falta de calidad; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por el inculpado Félix Flo-
rentino Carela y por los doctores Julio M. Escoto Santana y 
César A. Ramos, contra la sentencia dictada en fecha vein-
tisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, como tribunal de segundo gra-
do, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas correspondientes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
'certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

130LETIN JUDICIAL 	 817 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fco. de Macorís, 

de fecha 4 de septiembr.e de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Arturo Amable Vargas García. 

Abogado: Dr. Miguel Angel Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblie,a. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, e 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro de 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, ario 

116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de 1 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte d 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Artur 
Amable Vargas García, dominicano, mayor de edad, agri 
cultor, domiciliado y residente en Jima Abajo, sección d 
La Vega, cédula 1263, serie 48, sello 2249, contra sentenci 
correccional pronunciada por la Corte de Apelación de Sa 
Francisco de Macorís, en fecha cuatro del mes de septiem 

bre del ario mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo 
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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,en tales condiciones, el presente recurso de casación es in-
admisible; 

En cuanto al recurso de casación de los abogados Escoto 
y Ramos: 

Considerando que los recurrentes alegan en el acta del 
recurso de casación, que habían apelado "como abogados 
apoderados del Consejo Administrativo del Distrito Nacio-
nal, por ser esta institución asegurada de la Compañía San 
Rafael, C. por A., a la cual sirven"; pero, 

Considerando que tal como lo admitió el juez a quo en 
la sentencia impugnada, dichos abogados no figuraron co-
mo partes en el proceso, ni fueron defensores ni represen-
tantes de parte alguna interesada en el mismo; que, en con-
secuencia, el presente recurso de casación es inadmisible por 
falta de calidad; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por el inculpado Félix Flo-
rentino Carela y por los doctores Julio M. Escoto Santana y 
César A. Ramos, contra la sentencia dictada en fecha vein-
tisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, como tribunal de segundo gra-
do, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas correspondientes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
.certifico.— (Fdo.) Ernesto Cuije' hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Fco. de Macorís, 
de fecha 4 de septiembr'e de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Arturo Amable Vargas García. 
Abogado: Dr. Miguel Angel Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Mahuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ru 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Berge 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, e 
Ciudad Trujillo. Distrito Nacional, hoy día veinticuatro de 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, año 

116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de 1 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte d 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Artur 
Amable Vargas García, dominicano, mayor de edad, agri 
cultor, domiciliado y residente en Jima Abajo, sección d 
La Vega, cédula 1263, serie 48, sello 2249, contra sentenci. 
correccional pronunciada por la Corte de Apelación de Sa 
Francisco de Macorís, en fecha cuatro del mes de septiem 
bre del ario mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo 

sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar 
y al efecto declara al nombrado Antonio Reyes Ventura, de 
generales anotadas, culpable de golpes involuntarios que 
curaron después de 10 días y antes de 20 en perjuicio de 
Fausta o Faustina Valerio y que curaron antes de 10 días en 
perjuicio de Petronila Martínez, Félix Antonio Martínez, Dio-
nisio Pérez y Pérez y Saturnino Guzmán (violación a la Ley 
N^ 2022 reformada sobre accidentes causados con vehículos 
de motor) y en consecuencia se condena aplicando el prin-
cipio del no cúmulo de penas a sufrir 3 meses de prisión 
correccional en la Cárcel Pública de esta ciudad y al pago de 
una multa de RD$50.00; SEGUNDO: que debe ordenar y 
ordena la cancelación de la licencia del mencionado preve-
nido por un período de 4 meses a partir de la extinción de 
la pena impuesta; TERCERO: que debe declarar y declara, 
regular y válida la constitución en parte civil hecha por lo 
señores Fausta o Faustina Valerio, Saturnino Guzmán, Pe 
tronila Martínez y Félix Antonio Martínez y contra el serio 
Arturo Amable Vargas García, persona civilmente respon 
sable puesta en causa y en consecuencia condena a este últi 
mo al pago de una indemnización de RD$600.00 en favor d 
Fausta o Faustina Valerio y de RD$300.00 en favor de Sa 
turnino Guzmán, Petronila Martínez y Félix Antonio Martí 
nez (a cada uno), como justa reparación por los daños mo 
rales y materiales que le causó su preposé Antonio Reye 
Ventura con el manejo del vehículo de la propiedad del co 
mitente, señor Arturo Amable Vargas García; CUARTO 
que debe condenar y condena al nombrado Antonio Rey 
Ventura, al pago de las costas penales y asimismo se conde 
na a Arturo Amable Vargas García, al pago de las costa 
civiles y se ordena que estas últimas sean distraídas en fa 
vor del licenciado Américo Castillo y de los doctores Marin 
Vinicio Castillo y Manuel Tejada Guzmán quienes afirm 
haberlas avanzado en su totalidad"; y c) que sobre los re 
cursos de apelación interpuestos por el prevenido y la per 
sona civilmente responsable, la Corte de Apelación de Sa 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en. la  
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de octubre de 

.1 novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca 
ngún medio determinado de casación; 

Visto el meinorial de casación de fecha dieciséis de 
ebrero de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
I doctor Miguel Angel Brito Mata, abogado del recurrente, 

cédula 23397, serie 47, sello 55080, en el cual se invoca el 
iguiente medio: "Violación de los artículos 1315 y 1384, 32 
arte, del Código Civil. Desnaturalización de los documen-
os de la causa, falta de motivos y de base legal y, conse-
uencialmente, violación del artículo 141 del Código de 
rocedimiento Civil, al no quedar legalmente establecidos 

os hechos que se alegan como fundamento del fallo"; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1315 y 1384, 31 parte, del 
ódigo Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 
5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
n fecha diecinueve de septiembre de mil novecientos cin-
uenta y siete, el Oficial del Día del Cuartel General de la 
a. Compañía de la Policía Nacional, en San Francisco de 
acorís, sometió a la acción de la justicia a Antonio Reyes 
entura, prevenido del delito de golpes involuntarios en 

perjuicio de varias personas, ocasionados con el manejo de 
in vehículo de motor, hecho ocurrido el día diecinueve de 
'septiembre de mil novecientos cincuenta y siete en el kiló-
metro 16 de la carretera de San Francisco de Macorís a 
Ftincón; b) que conocido el caso por la Cámara de lo Penal 
lel Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, lo falló por su sentencia del cuatro de marzo del 
kno mil novecientos cincuenta y ocho, la cual contiene el si- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de octubre de 
il novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca 
ngún medio determinado de casación; 

Visto el meinorial de casación de fecha dieciséis de 
ebrero de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
1 doctor Miguel Angel Brito Mata, abogado del recurrente, 

cédula 23397, serie 47, sello 55080, en el cual se invoca el 
iguiente medio: "Violación de los artículos 1315 y 1384, 33 
arte, del Código Civil. Desnaturalización de los documen- 
os de la causa, falta de motivos y de base legal y, conse- 
uencialmente, violación del artículo 141 del Código de 
rocedimiento Civil, al no quedar legalmente establecidos 

os bechos que se alegan como fundamento del fallo"; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

erado, y vistos los artículos 1315 y 1384, 31 parte, del 
ódigo Civil, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 
5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
ri fecha diecinueve de septiembre de mil novecientos cin- 
uenta y siete, el Oficial del Día del Cuartel General de la 
a. Compañía de la Policía Nacional, en San Francisco de 
acorís, sometió a la acción de la justicia a Antonio Reyes 
entura, prevenido del delito de golpes involuntarios en 
rjuicio de varias personas, ocasionados con el manejo de 

in vehículo de motor, hecho ocurrido el día diecinueve de 
3eptiembre de mil novecientos cincuenta y siete en el kiló-
metro 16 de la carretera de San Francisco de Macorís a 
Rincón; b) que conocido el caso por la Cámara de lo Penal 
lel Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, lo falló por su sentencia del cuatro de marzo del 
trio mil novecientos cincuenta y ocho, la cual contiene el si- 

guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar 
y al efecto declara al nombrado Antonio Reyes Ventura, de 
generales anotadas, culpable de golpes involuntarios que 
curaron después de 10 días y antes de 20 en perjuicio de 
Fausta o Faustina Valerio y que curaron antes de 10 días en 
perjuicio de Petronila Martínez, Félix Antonio Martínez, Dio-
nisio Pérez y Pérez y Saturnino Guzmán (violación a la Ley 
N° 2022 reformada sobre accidentes causados con vehículos 
de motor) y en consecuencia se condena aplicando el prin-
cipio del no cúmulo de penas a sufrir 3 meses de prisión 
correccional en la Cárcel Pública de esta ciudad y al pago de 
una multa de RD$50.00; SEGUNDO: que debe ordenar y 
ordena la cancelación de la licencia del mencionado preve-
nido por un período de 4 meses a partir de la extinción de 
la pena impuesta; TERCERO: que debe declarar y declara, 
regular y válida la constitución en parte civil hecha por lo 
señores Fausta o Faustina Valerio, Saturnino Guzmán, Pe 
tronila Martínez y Félix Antonio Martínez y contra el serio 
Arturo Amable Vargas García, persona civilmente respon 
sable puesta en causa y en consecuencia condena a este últi 
mo al pago de una indemnización de RD$600.00 en favor d 
Fausta o Faustina Valerio y de RD$300.00 en favor de Sa 
turnino Guzmán, Petronila Martínez y Félix Antonio Martí 
nez (a cada uno), como justa reparación por los daños mo 
rales y materiales que le causó su preposé Antonio Reye 
Ventura con el manejo del vehículo de la propiedad del co. 
mitente, serior Arturo Amable Vargas García; CUARTO 
que debe condenar y condena al nombrado Antonio Reyes. 
Ventura, al pago de las costas penales y asimismo se conde 
na a Arturo Amable Vargas García, al pago de las costas. 
civiles y se ordena que estas últimas sean distraídas en fa 
vor del licenciado Américo Castillo y de los doctores Marinc 
Vinicio Castillo y Manuel Tejada Guzmán quienes afirmar 
haberlas avanzado en su totalidad"; y c) que sobre los re 
cursos de apelación interpuestos por el prevenido y la per 
sona civilmente responsable, la Corte de Apelación de Sar 
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tonio Martínez (a cada uno), como justa reparación por los 
daños morales y materiales que le causó su preposé Antonio 
Reyes Ventura con el manejo del vehículo de la propiedad 
del comitente, señor Arturo Amable Vargas García; CUAR-
TO: Que debe condenar y condena al nombrado Antonio Re-
yes Ventura, al pago de las costas penales y asismismo se 
condena a Arturo Amable Vargas García, al pago de las 
costas civiles y se ordena que éstas últimas sean distraídas 
en favor del Lic. Américo Castillo y de los doctores Marino 
Vinicio Castillo y Manuel Tejeda Guzmán, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad;— SEGUNDO: Confirma 
la sentencia apelada en su aspecto penal en lo que concierne 
a los golpes y heridas que curaron después de diez (10) días 
y antes de (20) veinte; TERCERO: Modifica la sentencia 
impugnada en cuanto a su aspecto civil de que está apodera-
da esta Corte respecto a la indemnización acordada a la 
agraviada Fausta o Faustina Valerio, la cual rebaja a tres 
cientos pesos oro (RD$300.00) ; CUARTO: Descarga al tes-
tigo iosé Manuel Vargas Hidalgo (a) Daña Viajes de la mul-

ta de diez pesos oro (RD$10.00) que le fué impuesta como 
testigo no compareciente por sentencia de esta Corte de 
fecha treinta (30) de mayo del año en curso (1958) por 
haber justificado su inasistencia a aquella audiencia; QUIN-
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales y 
compensa las civiles de esta instancia"; 

Considerando que en el desarrollo del único medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, "que realmente es 
dueño de dicha guagua pero que el prevenido Reyes Ventura 
actuaba por su propia cuenta, puesto que este vehículo se lo 
tenía arrendado desde el día 31 del mes de agosto del año 
1957, mediante el contrato que figura en el expediente"; 
pero 

Considerando que para condenar al recurrente al pago 
de una indemnización de conformidad con las disposiciones 
del artículo 1384, 3a parte, del Código Civil, la Corte a qua 
apreció en hecho que no obstante el contrato de arrenda- 
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Francisco de Macorís, apoderada de dichos recursos, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, 
en cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación 
interpuestos por el prevenido Antonio Reyes Ventura y el 
licenciado Héctor Sánchez Morcelo en nombre de Arturo 
Amable Vargas, persona civilmente responsable puesta en 
causa contra sentencia dictada en fecha cuatro (4) de mar-
zo del año en curso (1958) por la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en lo 
que se refiere a las heridas que curaron después de los diez 
(10) días y antes de veinte (20) e inadmisible en lo que res-
pecta a las heridas que curaron antes de los diez (10) días, 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y al efecto declara al nombrado Antonio Re-
yes Ventura, de generales anotadas, culpable de golpes in-
voluntarios que curaron después de 10 días y antes de 20 
en perjuicio de Fausta o Fautina Valerio y que curaron antes 
de 10 días en perjuicio de Petronila Martínez, Félix Antonio 

artínez, Dionisio Pérez y Pérez y Saturnino Guzmán (Vio-
lación a la Ley 2022 reformada sobre accidentes causados 
con vehículos de motor) ; y en consecuencia se condena apli-
ando el principio del no cúmulo de penas a sufrir tres meses 

de prisión correccional en la Cárcel Pública de esta ciudad 
al pago de RD$50.00 de multa. SEGUNDO: Que debe orde-

ar y ordena la cancelación de la licencia del mencionado 
revenido por un período de cuatro meses a partir de la extin-
ión de la pena impuesta. TERCERO: Que debe declarar y 
eclara, regular y válida la constitución en parte civil he-
ha por los señores Fausta o Faustina. Valerio, Saturnino 
uzmán, Petronila Martínez y Félix Antonio Martínez y 
ntra el señor Arturo Amable Vargas García, persona civil-
ente responsable puesta en causa y en consecuencia con-

ena a este último al pago de una indemnización de RD$600.- 
O en favor de Fausta o Faustina Valerio y de RD$300.00 en 
avor de Saturnino Guzmán, Petronila Martínez y Félix An- 
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tonio Martínez (a cada uno), como justa reparación por los 
daños morales y materiales que le causó su preposé Antonio 
Reyes Ventura con el manejo del vehículo de la propiedad 
del comitente, señor Arturo Amable Vargas García; CUAR-
TO: Que debe condenar y condena al nombrado Antonio Re-
yes Ventura, al pago de las costas penales y asismismo se 
condena a Arturo Amable Vargas García, al pago de las 
costas civiles y se ordena que éstas últimas sean distraídas 
en favor del Lic. Américo Castillo y de los doctores Marino 
Vinicio Castillo y Manuel Tejeda Guzmán, quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad;— SEGUNDO: Confirma 
la sentencia apelada en su aspecto penal en lo que concierne 
a los golpes y heridas que curaron después de diez (10) días 
y antes de (20) veinte; TERCERO: Modifica la sentencia 
impugnada en cuanto a su aspecto civil de que está apodera-
da esta Corte respecto a la indemnización acordada a la 
agraviada Fausta o Faustina Valerio, la cual rebaja a tres 
cientos pesos oro (RD$300.00) ; CUARTO: Descarga al tes-
tigo .losé Manuel Vargas Hidalgo (a) Daña Viajes de la mul-
ta de diez pesos oro (RD$10.00) que le fué impuesta como 
testigo no compareciente por sentencia de esta Corte de 
fecha treinta (30) de mayo del ario en curso (1958) por 
haber justificado su inasistencia a aquella audiencia; QUIN-
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales y 
compensa las civiles de esta instancia"; 

Considerando que en el desarrollo del único medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, "que realmente es 
dueño de dicha guagua pero que el prevenido Reyes Ventura 
actuaba por su propia cuenta, puesto que este vehículo se lo 
tenía arrendado desde el día 31 del mes de agosto del año 
1957, mediante el contrato que figura en el expediente"; 
pero 

Considerando que para condenar al recurrente al pago 
de una indemnización de conformidad con las disposiciones 
del artículo 1384, 3a parte, del Código Civil, la Corte a qua 
apreció en hecho que no obstante el contrato de arrenda- 
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miento intervenido entre el prevenido y el recurrente, con 
respecto a la camioneta con que se produjo el daño, el con-
ductor del vehículo actuaba en el momento del accidente 
por cuenta y bajo la dirección del recurrente, de quien reci-
bía instrucciones, relación de dependencia que infirieron los 
jueces de las "cirCunstancias del proceso" y muy especial-
mente de las declaraciones de los testigos Lorenzo Eduardiu 
Joaquín Gómez, Andrés Herrera Soto, José González Peral-
tal y Marino Antonio Simó, según los cuales el recurrente 
expresó en presencia de ellos: que "cualquier cosa que le 
pase al chófer, yo soy responsable, porque ese es mi chófer 
y la camioneta es mía"... ; que, en consecuencia, la Corte 
a qua pudo apreciar, como lo hizo, frente a los hechos por 
ella comprobados, que en el momento del accidente el con-
ductor del vehículo estaba ligado al recurrente por un lazo 
de subordinación o dependencia; y, por tanto, no violó los 
artículos 1315 y 1384, 31 parte, del Código Civil; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
documentos de la causa, que el examen del fallo impugnado 
pone de manifiesto que la Corte a qua para atribuir al recu- 

: yrente la condición de comitente del prevenido, estableció, en 
la forma en que se dijo antes, y "sin negar que entre el pre-
venido y la persona civilmente responsable había intervenido 
el contrato" de referencia, según se expresa en la sentencia, 
que el pmvenido en el momento del accidente estaba subor-
dinado al recurmnte; que las consideraciones que hace dicha 
Corte en relación con el repetido contrato, después de admi-
tirlo como intervenido entre los firmantes del mismo, resul-
tan superabundantes, ya que lo decidido por los jueces del 
fondo está justificado por otros motivos de la sentencia 
impugnada; que, por consiguiente, en dicha sentencia no se 
incurrió en la desnaturalización alegada; 

Considerando en cuanto a la falta de motivos y de base 
legal ,que también denuncia el recurrente, que la sentencia 
impugnada contiene motivos suficientes que justifican ple-
namente su dispositivo, así como una exposición completa  

de los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa que han pérmitido verificar que la Corte a qua, ha 
aplicado correctamente la ley; por todo lo cual ,e1 único me-
dio invocado carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales Motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Arturo Amable Vargas García, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, en fecha cuatro de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, en atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 

pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
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Peña, contra sentencia dictada en fecha veintiuno del mes 
de noviembre del ario de mil novecientos cincuenta y ocho. 
en atribuciones correccionales, por la Primera Cámara Pe-

nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta contentiva de los recursos de cesación le-

vantada en la secretaría de la Cámara a qua, a requerimien-
to de los recurrentes, en la fecha misma del pronunciamien-
to de la sentencia, y en la cual no se expresa ningún mea) 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 9-bis, 14 y 19 de la Ley N9 
1688, del ario de 1948, sobre Conservación Forestal y Arbo-
les Frutales, modificada por la Ley l\'? 1746, del mismo año; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de septiembre del ario mil novecientos cincuen-
ta y ocho, por actuación del Inspector de Frutos de la Se-
cretaría de Agricultura, Eladio A. Galvez, fueron sometidas 
a la justicia Nicolás Durán Henríquez o Hernández y Miguel 
de los Santos Paulino, por haber cortado árboles maderables 
sin el correspondiente permiso de la Secretaría de Estado de 
Agricultura, en la sección de Nigua, del Municipio de Petia; 
b) que apoderado del asunto el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Peña, dictó en fecha catorce del mes de octubre de/ 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar y pronuncia, el defecto contra los nombrados Ra-
fael Váztluez Vázquez, Israel Martínez Reynoso, Francisco 
Espinal López y Francisco Antonio Mejía, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a la audiencia de este 
día, a pesar de haber sido legalmente citados; SEGUNDO: 
Que debe declararlos y los declara, culpables de violación a 
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SENTENCIA DE FECIIA Z4 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Santiago de fecha 21 de noviembre de 
1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Nicolás Durán Henriquez o Hernández y Miguel de 
los Santos Paulino Inoa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituda por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del mes de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nicolás 
Durán Henríquez o Hernández, dominicano, casado, agricul-
tor, mayor de edad, del domicilio y residencia de Peña, cé-
dula 2384, serie 32, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, y Miguel de los Santos Paulino Inoa, también 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 12- 
428, serie 32, cuyo sello de renovación tampoco consta en 
el expediente, domiciliados y residentes en el municipio de 
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SENTENCIA DE FECHA 2r4 BE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Santiago de fecha 21 de noviembre de 
1958. 
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los Santos Paulino Inoa. 
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Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del mes de 
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la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nicolás 
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expediente, y Miguel de los Santos Paulino Inoa, también 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 12- 
428, serie 32, cuyo sello de renovación tampoco consta en 
el expediente, domiciliados y residentes en el municipio de 
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Peña, contra sentencia dictada en fecha veintitmo del mes 
de noviembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho. 
en atribuciones correccionales, por la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta contentiva de los recursos de oasación le-

vantada en la secretaría de la Cámara a qua, a requerimien-
to de los recurrentes, en la fecha misma del pronunciamien-
to de la sentencia, y en la cual no se expresa ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 9-bis, 14 y 19 de Ia Ley N9 
1688, del año de 1948, sobre Conservación Forestal y Arbo-
les Frutales, modificada por la Ley N', 1746, del mismo año; 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de septiembre del ario mil novecientos cincuen-
ta y ocho, por actuación del Inspector de Frutos de la Sok-
cretaría de Agricultura, Eladio A. Galvez, fueron sometida; 
a la justicia Nicolás Durán Henríquez o Hernández y Miguel 
de los Santos Paulino, por haber cortado árboles maderabWs 
sin el correspondiente permiso de la Secretaría de Estado de 
Agricultura, en la sección de Nigua, del Municipio de Peiikt; 
b) que apoderado del asunto el Juzgado de Paz del Munici-* - 
pio de Peña, dictó en fecha catorce del mes de octubre de/ 
año de mil novecientos cincuenta y ocho, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pro-
nunciar y pronuncia, el defecto contra los nombrados Ra-
fael Váziluez Vázquez, Israel Martínez Reynoso, Francisco 
Espinal López y Francisco Antonio Mejía, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a la audiencia de este 
día, a pesar de haber sido legalmente citados; SEGUNDO: 
Que debe declararlos y los declara, culpables de violación a 
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la, Ley N9 1688 sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, y en consecuencia los condena en defecto, a dos meses 
.de prisión y cien pesos oro (RD$100.00) de multa y costas, 
-cada uno; TERCERO: Que debe condenar y condena, asimis-
ano, a los nombrados Nicolás Durán Henríquez y Miguel de 
tas Santos Paulino Inoa, de generales anotadas, a un mes 
de prisión y veinticinco pesos oro (RD$25.00) de multa y 
costas, cada uno, por el mismo delito de violación a la Ley 
lkio 1688; CUARTO: Ordena que las multas sean compensa-
das con prisión en caso de insolvencia, a razón de un día 
por cada peso dejado de pagar"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de los 
prevenidos, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Admite el recurso de apelación in-
terpuesto por los prevenidos Nicolás Durán Hernández y 
lfiguel de los Santos Paulino, de generales anotadas; SE-
CUNDO: Confirma el ordinal Tercero de la sentencia N9 
361 de fecha 14 de octubre de 1958, del Juzgado de Paz del 
Municipio de Peña, que condenó a cada uno de los prevenidos 
Nicolás Durán Hernández y Miguel de los Santos Paulino, 
a sufrir un mes de prisión correccional y al pago de una mul-
ta de RD$25.00, por el delito de violación a la Ley N" 1688 
sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales; TERCERO: 
Condena a los mencionados prevenidos, al pago de las cos-
tas de sus respectivos recursos de alzada"; 

Considerando que la Cámara a qua dió por establecido 
por los documentos del expediente, ratificados por la propia 
cordesión de los prevenidos, que éstos cortaron en sus res-
pectivas propiedades rurales sendos troncos de caoba, sin 
tener el permiso correspondiente de la Secretaría de Estado 
de Agricultura; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Cámara a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de cortar árboles maderables 

sin estar provisto del permiso correspondiente, previsto por 
el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Forestal y 
Arboles Frutales, N" 1688, del año 1948, modificada por la 
Ley N" 17146, del mismo ario, delito sancionado por su ar-

tículo 14 con la pena de veinticinco a doscientos pesos oro 
de multa, y prisión de uno a seis meses; que, en conseassa-
cia, al declarar a los prevenidos culpables de dicho delito, la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Judicial de Santiago, atribuyó a los he-

chos de la prevención la calificación que le corresponde se-. 

gún su propia naturaleza, y al condenarlos respectivamente, 

a las penas de un mes de prisión correccional y veinticinco 
pesos oro de multa, les impuso una sanción que se encuentra 
ajustada a la ley; 

Considerando que .examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Nicolás Henríquez o Hernández 
y Miguel de los Santos Paulino Inoa, contra sentencia die-
tada en fecha veintiuno del mes de noviembre del año nal 
novecientos cincuenta y ocho, en atribuciones correccionalge, 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lea 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

Seatencla impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgoado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 
19 de noviembre de 1958. 

libiaterla: Penal. 

Recurrente: Adrian° Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicalia. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Larnarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
ia Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
'Tejnda, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
~tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del 
znes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de 'Trujillo, dicta en audiencia pública y como corte de casa-
dón, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adriano 
'Torres, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Inoa, municipio de San 
José de las Matas, cédula 2377, serie 36, con sello 723434, 
conga sentencia dictada en fecha diecinueve del mes de no-
viembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
atrffluciones correccionales, dictada por la Tercera Cámara  
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Penal del Juzgado de Primera Instancia dél toistrito Jüdicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turnb én la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Cámara á qua, a requerimiento del recurrente en la fecha 
misma del pronunciamiento de la Senténcia impugnada, y 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca- 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas los artículos 9-bis, 14 y 19 de la Ley 1688 
del año de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, modificada por la N" 1746, del mismo ario; y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha cinco de septiembre del año de mil novecientos cin-
cuentiocho, por actuaciones del Alcalde Pedáneo de la sec-

ción de El Rubio, fué sometido a la acción de la justicia por 
haber cortado árboles maderables (pinos) sin estar pro-
visto del permiso correspondiente de la Secretaría de Estado 
de Agricultura el prevenido Adriano Torres; b) que apo-
derado del asunto el Juzgado de Paz del Municipio de San 
José de las Matas, dictó en fecha treintiuno de octubre del 
ario de mil novecientos cincuentiocho, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1"—Que debe declarar 
y declara al nombrado Adriano Torres culpable del hecho 
de haber cortado pinos en el paraje La Culata, sin estar 
provisto de un permiso de la Secretaría de Estado de Agri-
cultura; y no culpable del mismo hecho al nombrado Aqui-
lino María Torres; pero si este último, culpable de haber des-
montado bosques en el paraje Rubio Adentro sin estar am-
parado por un permiso de la citada Secretaría de Estado 
de Agricultura, y en consecuencia procede: que debe conde-
nar y condena al primero Adriano Torres a sufrir la pena 

I :11 ;:t 
! 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE ABRIL DE 1959 

~deuda impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 
19 de noviembre de 1958. 

Itsteala: Penal. 

Recurrente: Adrian° Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicaiia. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Ompani, y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
audad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública y como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adriano 
'Torres, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en la sección de Inoa, municipio de San 
José de las Matas, cédula 2377, serie 36, con sello 723434, 
conga sentencia dictada en fecha diecinueve del mes de no-
viembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
atrilmciones correccionales, dictada por la Tercera Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del bistrito Judicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copla más adelante; 

Oído el alguacil de turnb én la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Cámara á qua, a requerimiento del recurrente en la fecha 
misma del pronunciamiento de la sentencia impugnada, y 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca- 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 9-bis, 14 y 19 de la Ley 1688 
del ario de 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, modificada por la 1\19 1746, del mismo año; y 1 y 65 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha cinco de septiembre del ario de mil novecientos cin-
cuentiocho, por actuaciones del Alcalde Pedáneo de la sec-
ción de El Rubio, fué sometido a la acción de la justicia por 
haber cortado árboles maderables (Pinos) sin estar prd-
visto del permiso correspondiente de la Secretaría de Estado 
de Agricultura el prevenido Adriano Torres; b) que apo-
derado del asunto el Juzgado de Paz del Municipio de San 
José de las Matas, dictó en fecha treintiuno de octubre del 
ario de mil novecientos cincuentiocho, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: r—Que debe declarar 
y declara al nombrado Adriano Torres culpable del hecho 
de haber cortado pinos en el paraje La Culata, sin estar 
provisto de un permiso de la Secretaría de Estado de Agri-
cultura; y no culpable del mismo hecho al nombrado Aqui-
lino María Torres; pero si este último, culpable de haber des-
montado bosques en el paraje Rubio Adentro sin esta/ am-
parado por un permiso de la citada Secretaría de Estado 
de Agricultura, y en consecuencia procede: que debe conde-
nar y condena al primero Adriano Torres a sufrir la pena 
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de Un Mes de prisión correccional y al pago de una multa 
de Veinticinco Pesos dro (RD$25.00) y al segundo Aquilino 
María Torres, al pago de una multa de Seis Pesos Oro; por 
haber violado ambos las leyes Forestales números 1746 y 
1688 respectivamente. 2^—Que debe condenar y condena 
además a los mencionados prevenidos al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 
diecinueve del mes de noviembre del ario de mil novecientos 
cincuenta y ocho la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y 
declara regular y válido el recurso de Apelación interpuesto 
por el prevenido Adriano de Jesús Torms, contra sentencia 
NQ 328 de fecha 31 del mes de octubre del año 1958, dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de San José de las Ma-
tas, que lo condenó a sufrir la pena de Un Mes de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$25.00 (Veinte 
y cinco pesos oro), por el delito de violación a la Ley No 
1688 (sobre Conservación Forestal); SEGUNDO: Que debe 
confirmar y confirma en todas sus partes la sentencia ob-
jeto de este recurso, por haberse establecido que el prevenido 
Adriano de Jesús Torres, cometió el hecho puesto a su cargo; 
TERCERO: Lo condena además al pago de las costas; 

Considerando que la Cámara a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los documentos del proceso, que 
el prevenido cortó varios pinos, verdes y secos, de distintas 
dimensiones, sin estar amparado de un permiso de la Secre-
taría de Estado de Agricultura; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de cortar árboles madera-
bles sin estar provisto del permiso correspondiente, previsto 
por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales, N9 1688, del ario de 1948, modificada por 
la Ley 1746 del mismo ario; delito sancionado por el artícu- 

lo 14 de dicha ley con la pena de veinticinco a doscientos 

pesOs oro de multa y prisión de.uno a seis meses; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido culpable de dicho deli-
to, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago ,atribuyó a los he-4, 
chos de la prevención la calificación legal que les corres-. 
ponde según su propia naturaleza, y al condenarle a la pena 
de un mes de prisión correccional y cincuenta pesos oro de 
multa ,le impuso una sanción que se encuentra ajustada a 

la Ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adriano Torres, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada,— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernestó Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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de Un Mes de prisión correccional y al pago de una multa 
de Veinticinco Pesos dro (RD$25.00) y al segundo Aquilino 
María Torres, al pago de una multa de Seis Pesos Oro; por 
haber violado ambos las leyes Forestales números 1746 y 
1688 respectivamente. 2^—Que debe condenar y condena 
además a los mencionados prevenidos al pago de las costa.s"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 
diecinueve del mes de noviembre del ario de mil novecientos 
cincuenta y ocho la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y 
declara. regular y válido el recurso de Apelación interpuesto 
por el prevenido Adriano de Jesús Torres, contra sentencia 
N9 328 de fecha 31 del mes de octubre del año 1958, dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de San José de las Ma-
tas, que lo condenó a sufrir la pena de Un Mes de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$25.00 (Veinte 
y cinco pesos oro), por el delito de violación a la Ley N9 
1688 (sobre Conservación Forestal); SEGUNDO: Que debe 
confirmar y confirma en todas sus partes la sentencia ob-
jeto de este recurso, por haberse establecido que el prevenido 
Adriano de Jesús Torres, cometió el hecho puesto a su cargo; 
TERCERO: Lo condena además al pago de las costas; 

Considerando que la Cámara a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los documentos•del proceso, que 
el prevenido cortó varios pinos, verdes y secos, de distintas 
dimensiones, sin estar amparado de un permiso de la Secre-
taría de Estado de Agricultura; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de cortar árboles madera-
bles sin estar provisto del permiso correspondiente, previsto 
por el artículo 9-bis de la Ley sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales, N9 1688, del ario de 1948, modificada por 
la Ley 1746 del mismo ario; delito sancionado por el artícu- 

lo 14 de dicha ley con la pena de veinticinco a doscientos 
pesos oro de multa y prisión de.uno a seis meses; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido culpable de dicho deli-
to, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago ,atribuyó a los he-i, 
chos de la prevención la calificación legal que les corres-7 
ponde según su propia naturaleza, y al condenarle a la pena 
de un mes de prisión correccional y cincuenta pesos oro de 
multa ,le impuso una sanción que se encuentra ajustada a 

la Ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adriano Torres, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Manuel La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada,— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto" Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia inaragnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 28 

de enero de 1958. 

.11 
Materia: Civil. 

Recurrente: Bonifacia Vega de Clark. 

Abogados: Dr. A. Flavio R. Sosa y Lic. M. Justiniano Martínez. 

~manidos: María Luisa Tesson de Báez, Eda. Báez y Antonio 

Cosme Imbert Barreras. 

Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nadonal, hoy día veintinueve del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo. dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bonifacia 
Vega de Clark, dominicana, mayor de edad, viuda, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en Maimón, sección ru-
ral del Municipio de Puerto Plata, cédula 124461, serie 37, 
sello 4432365, contra sentencia de fecha veintiocho de enero 
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de Mil novecientos Cincuenta y ocho, dictada en sus atribu-
ciones civiles, por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José Manuel Pittaluga N., cédula 47347, se.. 

rie 1, sello 3775, en representación del Lic. Amiro Pérez, 
cédula 85, serie 37, sello 25548, abogado de los recurridos, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de abril de de la República; 

mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. Flavio 
R. Sosa, cédula 61541, serie 1, sello 61680, por sí y por el 
.Lic. M. Justiniano Martínez, cédula 8459, serie 37, sello 25- 
557, en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 
medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha primero de agos-
to de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Lic. 
Amiro Pérez, en el cual se alega, contra el recurso inter-
puesto, el medio de nulidad que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 725 del Código de Procedi-
miento Civil y lo, 6 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los Casación; 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, Antonio "Cosme Imbert Barrera, María Luisa Te-
son de Báez y su esposo Eduardo Báez embargaron, en per-
juicio de su deudor Carlos Ismael Clark, en la sección rural 
de Maimón, del Municipio de Puerto Plata, determinada 
cantidad de semovientes; b) que, por actos del catorce de 
abril de mil novecientos cincuenta y seis, Bonifacia Vega 
Clark, la actual recurrente en casación, demandó a los em-
bargantes y al embargado ya citados, en distracción, de ese 
embargo, de once vacas con sus crías que afirmaba ser de la 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRH., DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 28 

de enero de 1958. 

?gatería: Civil. 

Becurrente: Bonifacia Vega de Clark. 

Abogados: Dr. A. Flavio R. Sosa y Lic. M. Justiniano Martínez. 

Iltecurridos: Maria Luisa Tesson de Báez, Eda. Báez y Antonio 

Cosme Imbert Barreras. 

Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Larnarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 

• Ciudad 'Trujillo, Distrito NaCional, hoy día veintinueve del 
mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo. dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bonifacia 
Vega de Clark, dominicana, mayor de edad, viuda, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en Maimón, sección ru-
ral del Municipio de Puerto Plata, cédula 124461, serie 37, 
sello 4432365, contra sentencia de fecha veintiocho de enero 
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de mil novecientos Cincuenta y ocho, dictada en sus atribu-
ciones civiles, por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo 
dispositivo se copia más adelahte; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José Manuel Pittaluga N., cédula 47347, se-

rie 1, sello 3775, en representa.ción del Lic. Amiro Pérez, 
cédula 85, serie 37, sello 25548, abogado de los recurridos, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; Visto el memorial de casación de fecha 15 de abril de 
mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. Flavio 
R. Sosa, cédula 61541, serie 1, sello 61680, por sí y por el 

•
'Lic. M. Justiniano Martínez, cédula 8459, serie 37, sello 25- 
557, en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 
medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, de fecha primero de agos- 

-
to de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Lic. 
Amiro Pérez, en el cual se alega, contra el recurso inter- 
puesto, el medio de nulidad que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 725 del Código de Procedi- 
miento Civil y 1Q, 6 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiuno de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y cinco, Antonio Cosme Imbert Barrera, María Luisa Te-
son de Báez y su esposo Eduardo Báez embargaron, en per-
juicio de su deudor Carlos Ismael Clark, en la sección rural 
de Maimón, del Municipio de Puerto Plata, determinada 
cantidad de semovientes; b) que, por actos del catorce de 
abril de mil novecientos cincuenta y seis, Bonifacia Vega 
Clark, la actual recurrente en casación, demandó a los em-
bargantes y al embarga:do ya citados, en distracción, de ese 
embargo, de once vacas con sus crías que afirmaba ser de la 
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propiedad de la demandante, así como en pago de una in. 
demnización de RD$500.00 por los perjuicios morales y ma- 
teriales irrogados por el ejecutante del embargo a la deman- 
dante en distracción, y al pago de las costas; c) que, en fe-
cha seis de junio de mil noveciento cincuenta y siete, después 
de efectuada una medida de instrucción ordenada por se. n-
tencia del veintiséis de julio de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, apoderado del caso, lo decidió por sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora impug-
nada en casación, dispositivo que se copia más adelante; d) 
que, en fecha primero de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete,. Bonifacia Vega de Clark interpuso recurso contra 
dicha sentencia por ante la Corte de Apelación de Santiago; 
e) que, en fecha veintiocho de enero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la Corte de Apelación de Santiago rechazó el 
recurso, por sentencia, que es la ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; Segundo: Confirma la sentencia apelada dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en atribuciones civiles, en fecha seis del mes 
de junio del ario mil novecientos cincuenta y siete, de la cual 
es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: que debe recha-
zar y rechaza, por carecer de fundamento legal, la deman-
da en reivindicación de semovientes y en reclamación de da-
ños y perjuicios intentada por la señora ponifacia Vega de 
Clark contra los señores Antonio Cosme Imbert Barrera, 
María Luisa Teson de Báez y su esposo Eduardo Báez; y 
Segundo: que debe condenar y condena a la parte deman-
dante, al pago de las costas del procedimiento'; Tercero: 
Condena a la intimante señora Bonifacia Vega de Clark, al 
pago de las castas de la presente alzada"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, la 
recurrente alega los siguientes medios de casación: Viola-
ción de los artículos 78, 80 y 81 de la Ley de Policía y de los 
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-artículos 1315 y 1382 del Código Civil y falsa aplicación de 
jos artículos 2279, 1328 y 1341 del mismo Código; y 2' Falsa 
aplicación del artículo 1813 y 2102 del Código Civil; 

Considerando que, en el anterior memorial de defensa 
se alega, contra la regularidad del recurso, por lo cual dicho 
medio debe ser examinado en primer término, que, en la pre-
sente especie, el recurso interpuesto debe ser declarado inad-
misible, en vista de que el recurrente sólo ha dirigido su re-
curso contra los embargantes y no ha puesto en causa al em-
bargado, y de que éste tampoco ha recurrido contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago, por lo cual, sos-
tiene la defensa, dicha sentencia tiene, con respecto al em-
bargado, el carácter de la cosa irrevocablemente juzgada; 

Considerando, que, conforme al artículo 725 del Código 
de Procedimiento Civil, el demandante en distracción en  el 

embargo ejecutivo debe poner en causa al ejecutante y a la 
parte embargada, a pena de nulidad; que esta regla debe 

ser cumplida por el demandante en distracción en todos los 
recursos que intentare para la solución del incidente, incluso 

en casación, toda vez que el propósito de esa regla es que la 
sentencia final sobre el incidente sea común para todas las 
partes interesadas en la suerte del embargo, a fin de que los 
procedimientos subsiguientes del embargo puedan llevarse 

a cabo sobre una base de firmeza de los procedimientos an- 

teriores; 
Considerando, que, en la especie, el examen del expe-

diente pone de manifiesto que la recurrente no ha puesto en 
causa en el recurso de casación al embargado, y que, por 
tanto, por aplicación de la regla legal ya expuesta, procede 
acoger el medio de inadmisión propuesto por los ejecutantes 
recurridos, y declarar la inadmisibilidad del recurso de ca-
sación, sin necesidad de ponderar los medios del mismo que 

ball sido enunciados; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso, de casación interpuesto por Bonifacia Vega de Clark 
contra la sentencia de fecha veintiocho de enero de mil no- 
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propiedad de la demandante, así como en pago de una in. 
demnización de RD$500.00 por los perjuicios morales y ma- 
teriales irrogados por el ejecutante del embargo a la deman- 
dante en distracción, y al pago de las costas; c) que, en fe- 
cha seis de junio de mil noveciento cincuenta y siete, después 
de efectuada una medida de instrucción ordenada por se. n-
tencia del veintiséis de julio de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, apoderado del caso, lo decidió por sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora impug-
nada en casación, dispositivo que se copia más adelante; d) 
que, en fecha primero de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, Bonifacia Vega de Clark interpuso recurso contra 
dicha sentencia por ante la Corte de Apelación de Santiago; 
e) que, en fecha veintiocho de enero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la Corte de Apelación de Santiago rechazó el 
recurso, por sentencia, que es la ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; Segundo: Confirma la sentencia apelada dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en atribuciones civiles, en fecha seis del mes 
de junio del ario mil novecientos cincuenta y siete, de la cua/ 
es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: que debe recha-
zar y rechaza, por carecer de fundamento legal, la deman-
da en reivindicación de semovientes y en reclamación de da-
ños y perjuicios intentada por la señora ponifacia Vega de 
Clark contra los señores Antonio Cosme Imbert Barrera, 
María Luisa Teson de Báez y su esposo Eduardo Báez; y 
Segundo: que debe condenar y condena a la parte deman-
dante, al pago de las costas del procedimiento'; Tercero: 
Condena a la intimante señora Bonifacia Vega de Clark, al 
pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, la 
recurrente alega los siguientes medios de casación: Viola-
ción de los artículos 78, 80 y 81 de la Ley de Policía y de los  
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'artículos 1315 y 1382 del Código Civil y falsa aplicación de 

jos artículos 2279, 1328 y 1341 del mismo Código; y 2' Falsa 
aplicación del artículo 1813 y 2102 del Código Civil; 

Considerando que, en el anterior memorial de defensa 
se alega, contra la regularidad del recurso, por lo cual dicho 
medio debe ser examinado en primer término, que, en la pre-
sente especie, el recurso interpuesto debe ser declarado inad-
misible, en vista de que el recurrente sólo ha dirigido su re-
curso contra los embargantes y no ha puesto en causa al em-
bargado, y de que éste tampoco ha recurrido contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago, por lo cual, sos-
tiene la defensa, dicha sentencia tiene, con respecto al em-
bargado, el carácter de la cosa irrevocablemente juzgada; 

Considerando, que, conforme al artículo 725 del Código 
de Procedimiento Civil, el demandante en distracción en  el 

embargo ejecutivo debe poner en causa al ejecutante y a la 
parte embargada, a pena de nulidad; que esta regla debe 
ser cumplida por el demandante en distracción en todos los 
recursos que intentare para la solución del incidente, incluso 
en cwación, toda vez que el propósito de esa regla es que la 
sentencia final sobre el incidente sea común para todas las 
partes interesadas en la suerte del embargo, a fin de que los 
procedimientos subsiguientes del embargo puedan llevarse 
a cabo sobre una base de firmeza de los procedimientos an- 

teriores; 
Considerando, que, en la especie, el examen del expe-

cliente pone de manifiesto que la recurrente no ha puesto en 
causa en el recurso de casación al embargado, y que, por 
tanto, por aplicación de la regla legal ya expuesta, procede 
acoger el medio de inadmisión propuesto por los ejecutantes 
recurridos, y declarar la inadmisibilidad del recurso de ca-
sación, sin necesidad de ponderar los medios del mismo que 
han sido enunciados; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso, de casación interpuesto por Bonifacia Vega de Clark 
contra la sentencia de fecha veintiocho de enero de mil no- 
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vecientos cincuenta y ocho dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lámar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel As.. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SplYTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco 

ris, de fecha 12 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado- Procurador General de la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada. Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, contra sentencia pronunciada por la in-
dicada Corte, en atribuciones correccionales, en fecha doce 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: 'TALLA: PRIMERO: De-
clara, en cuanto a la forma, regulares y válidos los presen-
tes recursos de apelación interpuestos, respectivamente, por 
la inculpada Altagracia José y por la parte civil constituida, 
señora María Ovidia Mateo, contra sentencia dictada, en 
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vecientos cincuenta y ocho dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

sontencia Impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco 

ris, de techa 12 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

flecurrente: Magistrado. Procurador General de la Corte de Apela 
ción de San Pedro de Macorís. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada. Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, contra sentencia pronunciada por la in-
dicada Corte, en atribuciones correccionales, en fecha doce 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara, en cuanto a la forma, regulares y válidos los presen-
tes recursos de apelación interpuestos, respectivamente, por 
la inculpada Altagracia José y por la parte civil constituida, 
señora María Ovidia Mateo, contra sentencia dictada, en 
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente resonsable, el depósito 
de un memorial con la exposición de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente no 
invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio determi-
nado de casación; que dicho recurrente tampoco ha presen-
tado con posterioridad a la declaración•del recurso, el me-
morial con la exposición de los medios que le sirven de fun-
damento; 

Per tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, contra 
sentencia pronunciada por dicha Corte en fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F .E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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atribuciones correccionales y en fecha 2 de setiembre de 
1958, por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, cuya parte dispositiva 
dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, regular 
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
de la señora María Ovidia Mateo en contra de la prevenida 
Altagracia José; SEGUNDO: Que debe declarar y declar4, 
a Altagracia José culpable de Homicidio Involuntario en la 
persona de Domingo Lazala hijo, y sen consecuencia la con-
dena a sufrir tres meses de prisión correccional, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Que de-
be condenar y condena, a Altagracia José a pagar a la parte 
civil constituída, María Ovidia Mateo, la suma de dos mil 
pesos oro (RDS2,000.00), por los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por ésta a consecuencia del hecho 
delictuoso cometido por la primera; CUARTO: Que debe 
condenar y condena, a Altagracia José, al pago de las cos-
tas'; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y, en conse-
cuencia, descarga a la inculpada Altagracia José de las con-
denaciones que le fueron impuestas por el juez a quo, en 
razón de que no hay falta alguna que pueda comprometer 
su responsabilidad; ni en lo penal ni en lo civil; TERCERO: 
Declara las costas penales de oficio; y CUARTO: Condena 
a la parte civil constituida, señora María Ovidia Mateo, 
--que s,ucumbe, al pago de las costas civiles"; 

Oído el alguacil de turno en la -lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, y 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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atribuciones correccionales y en fecha 2 de setiembre de 
1958, por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, cuya parte dispositiva 
dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, regular 
y válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
de la señora María Ovidia Mateo en contra de la prevenida 
Altagracia José; SEGUNDO: Que debe declarar y declara, 
a Altagracia José culpable de Homicidio Involuntario en la 
persona de Domingo Lazala hijo, y-en consecuencia la con-
dena a sufrir tres meses de prisión correccional, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Que de-
be condenar y condena, a Altagracia José a pagar a la parte 
civil constituida, María Ovidia Mateo, la suma de dos mil 
pesos oro (RD$2,000.00), por los daños y perjuicios mora-
les y materiales sufridos por ésta a consecuencia del hecho 
delictuoso cometido por la primera; CUARTO: Que debe 
condenar y condena, a Altagracia José, al pago de las cos-
tas' ; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y, en conse-
cuencia, descarga a la inculpada Altagracia José de las con-
denaciones que le fueron impuestas por el juez a quo, en 
razón de que no hay falta alguna que pueda comprometer 
su responsabilidad; ni en lo penal ni en lo civil; TERCERO: 
Declara las costas penales de oficio; y CUARTO: Condena 
a la parte civil constituida, señora María Ovidia Mateo, 
—que sucumbe, al pago de las costas civiles"; 

Oído el alguacil de turno en la -lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, y 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente resonsable, el depósito 
de un memorial con la exposicióii de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente no 
invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio determi-
nado de casación; que dicho recurrente tampoco ha presen-
tado con posterioridad a la declaración•del recurso, el me-
morial con la exposición de los medios que le sirven de fun-
damento; 

POT tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, contra 
sentencia pronunciada por dicha Corte en fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo, y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamarche H.— F .E. Ftavelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 11 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal 

Recurrente: Arismendy Aristy. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arismendy 
Aristy, dominicano, mayor de edad, ganadero, domiciliado 
y residente en Higüey, cédula 3566, serie 26, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en 
fecha 11 del mes de noviembre del año 1958, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Fusiona los 
dos expedientes seguidos al prevenido Arismendy Aristy, 
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por violación al reglamento sobre erradicación de la garra-
pata uno de fecha 6 de agosto de 1958 y otro de fecha 23 de 
agosto de 1958, para que sean conocidos conjuntamente ea 
la presente audiencia; SEGUNDO: Declara culpable al pre-- 
venido Arismendy Aristy, de generales anotadas, de violar' 
el reglamento sobre erradicación de la garrapata y la ley 
N9 4030 y en consecuencia se le condena al pago de una multa 
de Diez pesos oro (RD$10.00), acogiendo en su favor el prit" 
cipio del no cúmulo de pena; TERCERO: Conderra. a dicho 
prevenido al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura deI rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Proccrador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en Lat 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha 17 de noviembre de 
1958, a requerimiento del doctor Arismendy Aristy Jiménez:, 
abogado del recurrente, en la cual se alega que la sentenciai 
impugnada "viola el articulo 486 del Código Penal al aplicar' 
una pena correccional, cuando sólo podía aplicar las pe_nw; 
del artículo 471, inciso 20, del mismo Código, juzgando exvi 
último recurso, por violación al Reglamento N° 2906 que„ 
aunque ordena en su artículo 10 la imposición de las penas 
del artículo 28 de la Ley N9 4030 del 13 de enero de 1955, BO 

puede sancionar sus infracciones con estas penas, ni el juez 
aplicarlas, toda vez que la citada Ley- N" 4030 no indica mi-
nera formal que las infracciones a los Reglamentos que para 
su propia ejecución dicte el Poder Ejecutivo serán castiga-
das con las penas correccionales que ella señala para fas 
infracciones que prevee a lo largo de su articulado, razón 
por la cual la sentencia ha violado así mismo eI principicl 
de la legalidad de las penas consagrado en el artículo 4 deV 

Código Penal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 10 del Reglamento N4. 
2906, publicado en la Gaceta Oficial N^ 8146, de fecha 24 de 
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por violación al reglamento sobre erradicación de la ~- 
pata uno de fecha 6 de agosto de 1958 y otro de fecha 23 de 
agosto de 1958, para que sean conocidos conjuntamente en 
la presente audiencia; SEGUNDO: Declara culpable al pre-
venido Arismendy Aristy, de generales anotadas, de violar 
el reglamento sobre erradicación de la garrapata y la ley 
N9 4030 y en consecuencia se le condena al pago de tma mulla 
de Diez pesos oro (RD$10.00), acogiendo en su favor el prin-
cipio del no cúmulo de pena; TERCERO: Condena a dicho 
prevenido al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Proccrador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha 17 de noviembre de 
1958, a requerimiento del doctor Arismendy Aristy Jiménez, 
abogado del recurrente, en la cual se alega que la sentencia 
impugnada "viola el artículo 486 del Código Penal al aplicar 
una pena correccional, cuando sólo podía aplicar las penas 
del artículo 471, inciso 20, del mismo Código, juzgando en 
último recurso, por violación al Reglamento N* 2906 que,. 
aunque ordena en su artículo 10 la imposición de las pecURS 

del artículo 28 de la Ley N9 4030 del 13 de enero de 1955, Tau 
puede sancionar sus infracciones con estas penas, ni el juez 
aplicarlas, toda vez que la citada Ley I\P 4030 no indica ma-
nera formal que las infracciones a los Reglamentos que para 
su propia ejecución dicte el Poder Ejecutivo serán castita-
das con las penas correccionales que ella señala para. lbs 
infracciones que prevee a lo largo de-su articulado, ~a 
por la cual la sentencia ha violado así mismo e/ princiPio 
de la legalidad de las penas consagrado en eI articulo 4 del 
Código Penal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 10 del Reglamento N(' 
2906, publicado en la Gaceta Oficial N9 8146, de fec-ha 24 de 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 11 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal 

Recurrente: Arismendy Aristy. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arismendy 
Aristy, dominicano, mayor de edad, ganadero, domiciliado 
y residente en Hig-üey, cédula 3566, serie 26, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en 
fecha 11 del mes de noviembre del ario 1958, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Fusiona los 
dos expedientes seguidos al prevenido Arismendy Aristy, 
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julio de. 1957; 28 de la Ley N9 030, publicada en la Gaceta 
Oficial No 7793, del 19 de en o de 1955; 200 y siguientes 
del Código de Procedimiento '1; y 1 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 200 del Código 
de Procedimiento Criminal, las sentencias pronunciadas en 
Materia correccional, podrán ser impugnadas por la vía de 
la apelación; que de conformidad con el artículo 19 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; "La Suprema Corte 
de Justicia, decide, como Corte de Casación, si la Ley ha 
sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en única 
instancia pronunciados por los Tribunales del orden judicial. 
Admite o desestima los medios en que se basa el recurso, 
pero sin conocer en ningún caso del fondo del asunto"; que, 
en consecuencia, el recurso de casación está reservado a los 
fallos dictados en última instancia; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impugnada 
era suceptible del recurso de apelación, por aplicación del 
artikulo 200 del Código de Procedimiento Criminal, porque 
la infracción puesta a cargo del recurrente y por la cual fué 
condenado al pago de RD$10.00 de multa, es un delito, pues 
está sancionada, de acuerdo con las disposiciones del artícu-
1028 de la Ley N^ 4030, con multa de RD$10.00 a RD$1,000.- 
00, á con prisión de 10 días a 6 meses; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
eurso de casación interpuesto por Arismendy Aristy contra 
sentencia correccional pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en 
fedia 11 de noviembre de 1958, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. blorel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
elle H.— F, E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
~nue] Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe- 
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ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

IlLa presente sentencia ha sido dada y firmada por ins 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Juran de 1957; 28 de la Ley N° 030, publicada en la Gaceta 
Oficial N9 7793, del 19 de en o de 1955; 200 y siguientes 
idel Código de Procedimiento il; y 1 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 200 del Código 
de Procedimiento Criminal, las sentencias pronunciadas en 
Materia correccional, podrán ser impugnadas por la vía de 
la apelación; que de conformidad con el artículo 19 de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; "La Suprema Corte 
de Justicia, decide, como Corte de Casación, si la Ley ha 
sido bien o mal aplicada en los fallos en última o en única 
f~ncia pronunciados por los Tribunales del orden judicial. 
.Admite o desestima los medios en que se basa el recurso, 
pero sin conocer en ningún ca.so del fondo del asunto"; que, 
en consecuencia, el recurso de casación está reservado a los 
fallos dictados en última instancia; 

C,onsiderando que, en la especie, la sentencia impugnada 
era suceptible del recurso de apelación, por aplicación del 
articulo 200 del Código de Procedimiento Criminal, porque 
fa infracción puesta a cargo del recurrente y por la cual fué 
condenado al pago de RD$10.00 de multa, es un delito, pues 
está sancionada, de acuerdo con las disposiciones del artícu-
lo28 de la Ley N^ 4030, con multa de RD$10.00 a RD$1,000.- 
00, é con prisión de 10 días a 6 meses; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Arismendy Aristy contra 
thentenda correccional pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en 
fedha 11 de noviembre de 1958, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che F, E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe- 

ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.--- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

ILa presente sentencia ha sido dada y firmada por las 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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HENMENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Seabefacia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 4 de septiembre de 1958. 

biaberria: Penal. 

Illeciorrentell: Julio Rodriguez D., Rubén Galván y Guillermo Gra-
cesqui. 

Abogado: Dr. César A. Ramos F. 

lbatervinientes: Mercedes Villa Clisanti y Teresa de Jesús Mufioz. 
Abogado: Dr. Héctor D. Corominas Pepin. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia' , regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy. día veintinueve del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, arios 116' de Ia Independencia, 96' de la Res-
tauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
bTica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Rodríguez D., y Rubén Galván, quienes componen la firma 
Malván y Rodríguez", dominicanos, mayores de edad, co-
merciantes, domiciliados y residentes en esta ciudad, cédulas 
36946 y 11874, serie 1, respectivamente, cuyos sellos de re-
novación no constan en el expediente, y Guillermo Graces- 
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dorninicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado 
y residente en esta ciudad, en la casa I\19 10 de la calle "Pa-
dre García", cédula 56821, serie 1, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha cuatro del mes de septiembre de 
mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, 

sello 9218, abogado de los recurrentes Julio Rodríguez D. 
y Rubén Galván, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Héctor D. Corominas Pepín, cédula 41196, 
serie 31, sello 46530, abogado de la parte interviniente Mer-
cedes Villa Clisanti y Teresa de Jesús Muñoz, dominicanas, 
mayores de edad, solteras, de quehaceres domésticos la pri-
mera y empleada pública la segunda, domiciliadas y residen-
tes en esta ciudad, cédulas 5506 y 81492, series 37 y 1, res-
pectivamente, cuyos sellos de renovación no constan. en el 
expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en fecha 
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
la Secretaría de la Corte a qua., a requerimiento del Dr. Cé-
sar A. Ramos, actuando a nombre y representación de Julio 
Rodrig,uez D. y Rubén Galván, persona civilmente respon-
sable en la causa seguida a Guillermo Gracesqui, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente 
Guillermo Gracesqui, en fecha doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, tdepositado en fedha 
veintitrés de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, 
suscrito por el Dr. César A. Ramos F., abogado de los re-
currentes Julio Rodríguez D. y Rubén Galván, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Seadencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 4 de septiembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Allecorrentes: Julio Rodriguez D., Rubén Galván y Guillermo Gra-
cesqui. 

Abogado: Dr.. César A. Ramos F. 

Iniervinientes: Mercedes Villa Clisanti y Teresa de Jesús Muñoz. 
Abogado: Dr. Héctor D. Corominas Pepin. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
da, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
/Terrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés 
Chupaní, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día veintinueve del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la Res-
tauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
brica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Rodríguez D., y Rubén Galván, quienes componen la firma 
Malván y Rodríguez", dominicanos, mayores de edad, co-
merciantes, domiciliados y residentes en esta ciudad, cédulas 
36946 y 11874, serie 1, respectivamente, cuyos sellos de re-
novadón no constan en el expediente, y Guillermo Graces- 
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qui, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado 

y residente en esta ciudad, en la casa NI' 10 de la calle "Pa-
dre García", cédula 56821, serie 1, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha cuatro del mes de septiembre de 
mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se copia en 

otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, 

sello 9218, abogado de los recurrentes Julio Rodriguez D. 
y Rubén Galván, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Héctor D. Corominas Pepín, cédula 41196, 

serie 31, sello 46530, abogado de la parte interviniente Mer-
cedes Villa Clisanti y Teresa de Jesús Muñoz, dominicanas, 
mayores de edad, solteras, de quehaceres domésticos la pri-
mera y empleada pública la segunda, domiciliadas y residen-
tes en esta ciudad, cédulas 5506 y 81492, series 37 y 1, res-
pectivamente, cuyos sellos de renovación no constan- en el 
expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en fecha 
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Cé-
sar A. Ramos, actuando a nombre y representación de Julio 
Rodríguez D. y Rubén Galván, persona civilmente respon-
sable en la causa seguida a Guillermo Gracesqui, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente 
Guillermo Gracesqui, en fecha doce de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, ?depositado en fedha 
veintitrés de febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, 
suscrito por el Dr. César A. Ramos F., abogado de los re-
currentes Julio Rodríguez D. y Rubén Galván, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 
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Visto el escrito de conclusiones de la parte intervinien-
te, de fecha veintitrés de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, suscrito por el Dr. Héctor D. Corominas 
Pepín, abogado de Mercedes Villa Clisanti y Teresa de Js. 
Muñoz, parte civil constituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado C, párrafo 5" de la 
Ley' 2022, del ario 1949, modificada por la Ley' 3749, del 
1954; 28 de la Ley 4017 de 1957; 194 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1382 y 1384 del Código Civil; y 1, 37 y 
65, inciso 39 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, la Policía Nacional sometió a la acción de la Justicia a 
Guillermo Gracesqui, inculpado de los delitos de uso indebi-
do de vehículos de motor, golpes involuntarios causados con 
esta clase de vehículos en perjuicio de Mercedes Villa y Te-
resa Muñoz y de ingerir bebidas alcohólicas mientras ma-
nejaba; b) que apoderada del caso la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
lo decidió por sentencia de fecha diez y seis de junio de mil 
novecientos cincuenta y ocho cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como Declara, 
culpable al nombrado Guillermo Gracesqui, de violación a 
las leyes 2022 y 4017 en perjuicio de Mercedes Vila Clisanti 
y Teresa de Jesús Muñoz, y en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de dos años de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) acogien-
do la regla del no dunulo de penas, condenándolo además 
al pago de las costas; SEGUNDO: Que debe declarar, como 
declara, no culpable al nombrado Guillermo Gracesqui, del 
delito de violación a la Ley 1242, sobre uso Indebido de 
Vehículo de motor, y en consecuencia, lo descarga de dicho 
delito por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Que debe 
declarar, como declara, buena y válida la constitución en 
parte civil hecha por las agraviadas Mercedes Villa Clisanti 
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y Teresa de Jesús Muñoz, contra la firma Galván & Rodrí-
guez, parte civilmente responsable; CUARTO: Que debe con-
denar, y condena a la Galván & Rodríguez, parte civilmente. 
responsable, a pagar una indemnización de RD$1,500.00 (Un 
mil quinientos pesos oro), en favor de Mercedes Villa Cli-

,santi, y otra de RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro) en favor 
de la agraviada Teresa de Jesús Muñoz, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por el he-
cho del prevenido Guillermo Gracesqui; QUINTO: Que debe 
condenar, y condena, a la parte civilmente responsable al 
pago de las costas civiles, ordenándose la distracción de ellas 
en favor del Dr. Héctor D. Corominas Pepín, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; c) que disconformes 
con dicha sentencia, recurrieron en apelación contra la mis-
ma, el Procurador General de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, el prevenido, la parte civil constituida y las 
personas civilmente responsables puestos en causa; d) que 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha siete 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas en la forma las 
presentes apelaciones; SEGUNDO: Rechaza el pedimento de 
la parte civilmente responsable tendente a que se le conceda 
un "plazo de 15 días para ampliar y depositar documentos" 
y a "que se ordene la citación del agente P.N.", por impro-
cedente y mal fundado; TERCERO: Confirma el ordinal Se-
gundo de la sentencia apelada, el cual dispone: "que debe 
declarar, como declara, no culpable al nombrado Guillermo, 
Gracesqui, del delito de violación a la Ley 1242, sobre uso 
indebido de vehículos de motor, y, en consecuencia, lo des-
carga de dicho delito por insuficiencia de pruebas"; CUAR-
TO: Declara al prevenido Guillermo Gracesqui culpable del 
delito de golpes involuntarios producidos con el manejo de 
un vehículo de motor (Ley N" 2022), en perjuicio de Merce-
des Villa Clisanti y Teresa de Jesús Muñoz, que ocasionaron 
enfermedad por más de veinte días a cada una, y, en conse—
cuencia, lo condena a la pena de Dos Arios de Prisión y Qui- 
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Visto el escrito de conclusiones de la parte intervinien-
te, de fecha veintitrés de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, suscrito por el Dr. Héctor D. Corominas 
Pepín, abogado de Mercedes Villa Clisanti y Teresa de Js. 
Muñoz, parte civil constituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado C, párrafo 5" de la 
LeY 2022, del ario 1949, modificada por la LeY 3749, del 
1954; 28 de la Ley 4017 de 1957; 194 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1382 y 1384 del Código Civil; y 1, 37 y 
65, inciso 39 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, la Policía Nacional sometió a la acción de la Justicia a 
Guillermo Gracesqui, inculpado de los delitos de uso indebi-
do de vehículos de motor, golpes involuntarios causados con 
esta clase de vehículos en perjuicio de Mercedes Villa y Te-
resa Muñoz y de ingerir bebidas alcohólicas mientras ma-
nejaba; b) que apoderada del caso la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
lo decidió por sentencia de fecha diez y seis de junio de mil 
novecientos cincuenta y ocho cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como Declara, 
culpable al nombrado Guillermo Gracesqui, de violación a 
las leyes 2022 y 4017 en perjuicio de Mercedes Vila Clisanti 
y Teresa de Jesús Muñoz, y en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de dos arios de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) acogien-
do la regla del no cúmulo de penas, condenándolo además 
al pago de las costas; SEGUNDO: Que debe declarar, como 
declara, no culpable al nombrado Guillermo Gracesqui, del 
delito de violación a la Ley 1242, sobre uso Indebido de 
Vehículo de motor, y en consecuencia, lo descarga de dicho 
delito por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Que debe 
declarar, como declara, buena y válida la constitución en 
parte civil hecha por las agraviadas Mercedes Villa Clisanti 
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y Teresa de Jesús Muñoz, contra la firma Galván & Rodrí-
guez, parte civilmente responsable; CUARTO: Que debe con-
denar, y condena a la Galván & Rodríguez, parte civilmente 
responsable, a pagar una indemnización de RD$1,500.00 (Un 
mil quinientos pesos oro), en favor de Mercedes Villa Cli-

.santi, y otra de RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro) en favor 
de la agraviada Teresa de Jesús Muñoz, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales sufridos por el he-
cho del prevenido Guillermo Gracesqui; QUINTO: Que debe 
condenar, y condena, a la parte civilmente responsable al 
pago de las costas civiles, ordenándose la distracción de ellas 
en favor del Dr. Héctor D. Corominas Pepín, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; c) que disconformes 
con dicha sentencia, recurrieron en apelación contra la mis-
ma, el Procurador General de la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, el prevenido, la parte civil constituida y las 
personas civilmente responsables puestos en causa; d) que-
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha siete 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas en la forma las 
presentes apelaciones; SEGUNDO: Rechaza el pedimento de 
la parte civilmente responsable tendente a que se le conceda 

un "plazo de 15 días para ampliar y depositar documentos" 
y a "que se ordene la citación del agente P.N.", por impro-
cedente y mal fundado; TERCERO: Confirma el ordinal Se-
gundo de la sentencia apelada, el cual dispone: "que debe 
declarar, como declara, no culpable al nombrado Guillermo , 
Gracesqui, del delito de violación a la Ley 1242, sobre uso 
indebido de vehículos de motor, y, en consecuencia, lo des- 
carga de dicho delito por insuficiencia de pruebas"; CUAR- 
TO: Declara al prevenido Guillermo Gracesqui culpable del 
delito de golpes involuntarios producidos con el manejo de 
un vehículo de motor (Ley N" 2022), en perjuicio de Merce- 
des Villa Clisanti y Teresa de Jesús Muñoz, que ocasionaron 
enfermedad por más de veinte días a cada una, y, en conse- 
cuencia, lo condena a la pena de Dos Arios de Prisión y Qui- 
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nientos Pesos Oro Dominicanos (RDS500.00) de Multa, por 
haberse establecido que dicho prevenido no estaba provisto 
de la licencia para manejar vehículos de motor en el mo-
mento del accidente; QUINTO: Condena a la parte civilmen-
te responsable, "Galván y Rodríguez", en su calidad de co-
mitente del prevenido, a pagar RD$2,000.00 a Mercedes Villa 
Clisanti y RD$500.00 a Teresa de Jesús Muñoz, constituidas 
en parte civil, como justa reparación de los daños sufridos 
por ellas con motivo del accidente de que se trata; SEXTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas relativas a la 
acción pública; y a la parte civilmente responsable al pago 
de las derivadas de la acción civil, distrayendo estas últimas 
en provecho del doctor Héctor D. Corominas Pepín, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto a las condenaciones penales: 

Considerando que en la sentencia impugnada se ha esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron legalmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: que la noche del primero de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, el prevenido Guillermo 
Gracesqui, mientras conducía por la calle Emilio Prud'Hom-
me, de esta ciudad, la camioneta placa número 16792, sin 
poseer licencia para manejar vehículos de motor y habiendo 
ingerido bebidas alcohólicas, ocasionó con el manejo de este 
vehículo, golpes y heridas a Mercedes Villa Clisanti y Tere-
sa de Jesús Muñoz, que curaron después de veinte días; que 
el prevenido cometió una torpeza al maniobrar con dicho 
vehículo de tal modo, que irrumpió sobre la acera donde se 
encontraban las r-lñoras Villa y Muñoz, ocasionándoles los 
golpes y heridas que constan en los certificados médico- 
legales; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de golpes y heridas cau-
sados por imprudencia, con el manejo de un vehículo de mo- 

tor, previsfo por el artículo 3 reformado, de la Ley 2022, del 
año 1949, y sancionado por el apartado c) de dicho artículo 
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de 
cien a quinientos pesos, penas que se aplicarán siem-
pre en el máximo, de acuerdo con el párrafo V de ese mismo 
artículo 3 de la Ley 2022, cuando el autor del accidente no 
estuviere provisto de licencia para manejar vehículos de mo-
tor; que en consecuencia, la Corte a qua le atribuyó a los 
hechos la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y al condenar a dicho prevenido después 
de declararlo culpable del indicado delito a las penas de dos 
arios ae risión y quinientos pesos de multa, impuso al preve-
nido recurrente, sanciones ajustadas a la ley; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que los recurrentes Julio Rodríguez D. y 
Rubén Galván, alegan los siguientes medios de casación: 
"Primer Meclio: Desnaturalización de los hechos e insufi-
ciencia de motivos. Violación al artículo 23, 59 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación.— Segundo Medio: Violación 
del artículo 1384 parte tercera, del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio los 
recurrentes sostienen, en síntesis, lo siguiente: que el preve-
nido no era preposé de ellos, ni estaba a su servicio; que no 
fué autorizado por el sereno Gabriel Arroyo, a tomar la ca-
mioneta; que el prevenido fué descargado por insuficiencia 
de prueba del delito de uso indebido de vehículos, lo que 
demuestra, a juicio de los recurrentes, que la Corte a qua no 
tenía la certeza de que se lo había autorizado a hacer uso 
de esa camioneta; que la desnaturalización de los hechos, 
alegan los recurrentes, consiste en que la Corte a qua da 
por cierta la entrega de la llave al prevenido por parte del 
sereno; y la insuficiencia de motivos consiste, según lo afir-
man los recurrentes, en que para llegar a la conclusión antes 
indicada, la Corte se ha basado en la declaración del incul- 
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nientos Pesos Oro Dominicanos (RDS500.00) de multa, por 
haberse establecido que dicho prevenido no estaba provisto 
cle la licencia para manejar vehículos de motor en el mo-
mento del accidente; QUINTO: Condena a la parte civilmen-
te responsable, "Galván y Rodríguez", en su calidad de co-
mitente del prevenido, a pagar RD$2,000.00 a Mercedes Villa 
Clisanti y RD$500.00 a Teresa de Jesús Muñoz, constituidas 
en parte civil, como justa reparación de los daños sufridos 
por ellas con motivo del accidente de que se trata; SEXTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas relativas a la 
acción pública; y a la parte civilmente responsable al pago 
ele las derivadas de la acción civil, distrayendo estas últimas 
en provecho del doctor Héctor D. Corominas Pepín, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto a las condenaciones penales: 

Considerando que en la sentencia impugnada se ha esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
,que fueron legalmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: que la noche del primero de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, el prevenido Guillermo 
Gracesqui, mientras conducía por la calle Emilio Prud'Hom-
me, de esta ciudad, la camioneta placa número 16792, sin 
poseer licencia para manejar vehículos de motor y habiendo 
ingerido bebidas alcohólicas, ocasionó con el manejo de este 
vehículo, golpes y heridas a Mercedes Villa Clisanti y Tere-
sa de Jesús Muñoz, que curaron después de veinte días; que 
el prevenido cometió una torpeza al maniobrar con dicho 
vehículo de tal modo, que irrumpió sobre la acera donde se 
encontraban las .71ñoras Villa y Muñoz, ocasionándoles los 
golpes y heridas que constan en los certificados médico- 
legales; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de golpes y heridas cau-
sados por imprudencia, con el manejo de un vehículo de mo- 

tor, previsfo por el artículo 3 reformado, de la Ley 2022, del 
año 1949, y sancionado por el apartado c) de dicho artículo 
con las penas de seis meses a dos arios de prisión y multa de 
cien a quinientos pesos, penas que se aplicarán siem-
pre en el máximo, de acuerdo con el párrafo V de ese mismo 
artículo 3 de la Ley 2022, cuando el autor del accidente no 
estuviere provisto de licencia para manejar vehículos de mo-
tor; que en consecuencia, la Corte a qua le atribuyó a los 
hechos la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y al condenar a dicho prevenido después 
de declararlo culpable del indicado delito a las penas de dos 
años ae risión y quinientos pesos de multa, impuso al preve-
nido recurrente, sanciones ajustadas a la ley; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que los recurrentes Julio Rodríguez D. y 
Rubén Galván, alegan los siguientes medios de casación: 
"Primer Medio: Desnaturalización de los hechos e insufi-
ciencia de motivos. Violación al artículo 23, 59 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación.— Segundo Medio: Violación 
del artículo 1384 parte tercera, del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio los 
recurrentes sostienen, en síntesis, lo siguiente: que el preve-
nido no era preposé de ellos, ni estaba a su servicio; que no 
fué autorizado por el sereno Gabriel Arroyo, a tomar la ca-
mioneta; que el prevenido fué descargado por insuficiencia 
de prueba del delito de uso indebido de vehículos, lo que 
demuestra, a juicio de los recurrentes, que la Corte a qua no 

tenía la certeza de que se lo había autorizado a hacer uso 
de esa camioneta; que la desnaturalización de los hechos, 
alegan los recurrentes, consiste en que la Corte a qua da 

por cierta la entrega de la llave al prevenido por parte del 
sereno; y la insuficiencia de motivos consiste, según lo afir-
man los recurrentes, en que para llegar a la conclusión antes 
indicada, la Corte se ha basado en la declaración del incul- 
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pado Gracesqui, menospreciando lo que dice el acta policial 
la declaración del sereno y las demás circunstancias de la. 
causa; 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que domina la prueba en materia represiva, los 
jueces pueden fundamentar sus decisiones en todos o cual-
quiera de los elementos de prueba regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, tomando su contenido 
íntegra o parcialmente, según las circunstancias del juicio, 
sin que tengan que dar motivos que justifiquen su proceder; 
que, en tal virtud, los jueces del fondo pudieron admitir la, 
declaración del prevenido Gracesqui como la expresión de la 
verdad en lo relativo a la entrega de la llave de la camio-
neta, a.sí como atenerse a los demás elementos probatorios 
por ellos retenidos, corno consecuencia de la libre pondera-
ción de los elementos de prueba del debate, sin incurrir —en 
las violaciones alegadas; que la Corte a qua, mediante la 
ponderación de los elementos de prue,ba que fueron regular-. 
mente aportados en la instrucción de la causa, ha estable-
cido en lo concerniente al interés de los recurrentes, lo si-
guiente: a) que Guillermo Gracesqui "tenía como tres años - 
sirviendo como lavador de vehículos" en la estación de ex-
pendio de gasolina de Galván y Rodríguez en esta ciudad; 
h) que los clientes pagaban "el lavado de los vehículos a la 
bomba; c) que la "Bomba" pagaba un porcentaje al lava-
dor Gracesqui; ch) que el lavador Gracesqui estaba bajo la 
subordinación de Galván & Rodríguez y recibía instruccio-
nes de éstos para el servicio que prestaba en dicha "bomba" 
de gasolina; d) que este lavador de carros, en ocasión de su 
servicio, recibió del sereno Gabriel Arroyo, la llave de la 
camioneta que le había sido confiada a Galván & Rodríguez, 
y salió por la ciudad en dicho vehículo; que al manejar esta 
camioneta el indicado lavador de carros causó daños y per-
juicios a las señoras Mercedes Villa Clisanti y Teresa de 
Jesús Muñoz, constituidas en parte civil; que, en consecuen-
cia, al apreciar la Corte a qua, en la sentencia impugnada, 
los hechos en la forma relatada, sin desnaturalización algtma,  

y dentro de sus facultades soberanas, no ha incurrido en las 
violaciones señaladas por los recurrentes; que el hecho de 

que la Corte a qua descargara al prevenido del delito de uso 
indebido de la camioneta, por insuficiencia de pruebas, no 
significa, como alegan los recurrentes, que no tuviera la cer-
teza. de que se le había autorizado al inculpado a hacer uso 
de la indicada camioneta, pues ese descargo lo que significa 
es, que los elementos de prueba aportados ante los jueces 
del fondo, no fueron suficientes para justificar una sentencia 
de condenación por la comisión de ese delito; que en ese 
miSmo orden de ideas, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes y pertinentes que permiten a la Suprema 
Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casación, verifi-
car que en la especie no se han violado las disposiciones del 
artículo 23 inciso 5 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que por consiguiente, este primer medio debe ser 
rechazado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
los recurrentes se limitan a reiterar su alegato de que el 
prevenido no estaba bajo la subordinación de Galván & Ro-

. driguez, que era un simple lavador de carros, que sus funcio-
nes eran completamente ajenas y extrañas al hecho come-
tido; que el lavador de carros se robó la camioneta y por 

tanto este hecho no compromete su responsabilidad civil; 

pero 
Considerando que los jueces del fondo no están obliga-

dos a reproducir en sus sentencias la.s declaraciones de los 
testigos, ni a dar razones particulares por las cuales acogen 
como sinceras unas declaraciones y desestiman otras; que 
en la sentencia impugnada, y tal como se ha expresado ya 
en los desarrollos anteriores, se establece que "por las de-
claraciones vertidas en audiencia por los testigos, la con-
fesión del prevenido, los hechos y circunstancias de la causa, 
se ha podido comprobar que el prevenido Guillermo Graces-
qui utilizó con la autorización del señor Gabriel Arroyo, em-
pleado de la Firma Galván y Rodríguez, la camioneta placa 
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pado Gracesqui, menospreciando lo que dice el acta policia4 
la declaración del sereno y las demás circunstancias de la. 
causa; 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que domina la prueba en materia represiva, los 
jueces pueden fundamentar sus decisiones en todos o cual-
quiera de los elementos de prueba regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, tomando su contenido 
íntegra o parcialmente, según las circunstancias del juicio, 
sin que tengan que dar motivos que justifiquen su proceder; 
que, en tal virtud, los jueces del fondo pudieron admitir la, 
declaración del prevenido Gracesqui como la expresión de la 
verdad en lo relativo a la entrega de la llave de la camio-
neta, así como atenerse a los demás elementos probatorios 
por ellos retenidos, corno consecuencia de la libre pondera-
ción de los elementos de prueba del debate, sin incurrir —en 
las violaciones alegadas; que la Corte a qua, mediante la 
ponderación de los elementos de prue,ba que fueron regular; 
mente aportados en la instrucción de la causa, ha estable-
cido en lo concerniente al interés de los recurrentes, lo si-
guiente: a) que Guillermo Gracesqui "tenía como tres años 
sirviendo como lavador de vehículos" en la estación de ex-
pendio de gasolina de Galván y Rodríguez en esta ciudad; 
b) que los clientes' pagaban "el lavado de los vehículos a la 
bomba; c) que la "Bomba" pagaba un porcentaje al lava-
dor Gracesqui; ch) que el lavador Gracesqui estaba bajo la 
subordinación de Galván & Rodríguez y recibía instruccio-
nes de éstos para el servicio que prestaba en dicha "bomba" 
de gasolina; d) que este lavador de carros, en ocasión de su 
servicio, recibió del sereno Gabriel Arroyo, la llave de la 
camioneta que le había sido confiada a Galván & Rodríguez, 
y salió por la ciudad en dicho vehículo; que al manejar esta 
camioneta el indicado lavador de carros causó daños y per-
juicios a las señoras Mercedes Villa Clisanti y Teresa de 
Jesús Muñoz, constituidas en parte civil; que, en consecuen-
cia, al apreciar la Corte a qua, en la sentencia impugnada, 
los hechos en la forma relatada, sin desnaturalización algtma,  

y dentro de sus facultades soberanas, no ha incurrido en las 
violaciones señaladas por los recurrentes; que el hecho de 

que la Corte a qua descargara al prevenido del delito de uso 
indebido de la camioneta, por insuficiencia de pruebas, no 
sígiúfica, como alegan los recurrentes, que no tuviera la cer-
teza de que se le había autorizado al inculpado a hacer uso 
de la indicada camioneta, pues ese descargo lo que significa 
es, que los elementos de prueba aportados ante los jueces 
del fondo, no fueron suficientes para justificar una sentencia 
de condenación por la comisión de ese delito; que en ese 
mismo orden de ideas, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes y pertinentes que permiten a la Suprema 
Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casación, verifi-
car que en la especie no se han violado las disposiciones del 
artículo 23 inciso 5 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que por consiguiente, este primer medio debe ser 
rechazado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio, 
los recurrentes se limitan a reiterar su alegato de que el 
prevenido no estaba bajo la subordinación de Galván & Ro-

. driguez, que era un simple lavador de carros, que sus funcio-
nes eran completamente ajenas y extrañas al hecho come-
tido; que el lavador de carros se robó la camioneta y por 
tanto este hecho no compromete su responsabilidad civil; 
pero 

Considerando que los jueces del fondo no están obliga-
dos a reproducir en sus sentencias la.s declaraciones de los 
testigos, ni a dar razones particulares por las cuales acogen 
como sinceras unas declaraciones y desestiman otras; que 
en la sentencia impugnada, y tal como se ha expresado ya 
en los desarrollos anteriores, se establece que "por las de-
claraciones vertidas en audiencia por los testigos, la con-
fesión del prevenido, los hechos y circunstancias de la causa, 
se ha podido comprobar que el prevenido Guillermo Graces-
qui utilizó con la autorización del señor Gabriel Arroyo, em-
pleado de la Firma Galván y Rodríguez, la camioneta placa 
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nlunero "16792", ocasionando los daños ya referidos; que 
estos hechos soberanamente apreciados por los jueces del 
fondo, escapan al control de la casación; 

Considerando que por aplicación del artículo 1384, ter-
cera parte, del Código Civil, el comitente es responsable de 
la falta cometida por su empleado no solamente cuando éste 
se encuentra en el ejercicio de sus funciones, sino también 
cuando actúa en ocasión o en el ejercicio abusivo de sus 
funciones; que en la sentencia impugnada consta que el pre-
venido Gracesqui, quien servía como lavador de carros, bajo 
la subordinación de Galván y Rodríguez, cometió en ocasión 
de su servicio, una falta delictuosa que compromete la res-
ponsabilidad civil de su comitente; que al declararlo así la 
sentencia impugnada y condenar a las personas civilmente 
responsables puestas en causa, al pago de las indemnizacio-
nes indicadas en la sentencia objeto del presente recurso, 
la Corte a qua hizo una correcta aplicación del artículo 1384, 
tercera parte, del Código Civil; que por tanto, este segundo 
medio de casación debe ser desestimado; 

Considerando finalmente, que la condenación en daños 
y perjuicios, cuya cuantía es apreciada soberanamente por 
los jueces del fondo, queda justificada cuando dichos jueces 
hayan comprobado: la existencia de una falta imputable al 
demandado o a la persona de quien se debe responder; un 
perjuicio ocasionado a quien reclama la reparación y una 
relación de causa a efecto entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que a este respecto, la Corte a qua dió 
por establecido que el delito cometido por el prevenido Gui-
llermo Gracesqui, ha ocasionado a Mercedes Villa Clisanti 
y Teresa de Jesús Muñoz, daños y perjuicios morales y ma-
teriales que las personas civilmente responsables debían re-
parar; que por consiguiente, al condenar a Galván & Rodrí-
guez a pagar a Mercedes Villa Clisanti la suma de dos mil 
pesos y a Teresa de Jesús Muñoz, la suma de quinientos 
pesos, a título de indemnización, los jueces del fondo hicieron 
una correcta aplicación de los artículos 1382 y 1384 del Có-
digo Civil; 
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Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, no contiene vicio alguno que justifique 

su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

en la presente instancia a Mercedes Villa Clisanti y Teresa 
de Jesús Muñoz, parte civil constituída; Segundo: Rechaza 
los recursos de casación interpuestos por Guillermo Graces-
qui y Julio Rodríguez D. y Rubén Galván, contra sentencia 
pronunciada en atribuciones correccionales, por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha cuatro del mes 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
Tercero: Condena a Guillermo Gracesqui al pago de las cos-
tas relativas a la acción pública; y Cuarto: Condena a Julio 
Rodríguez D. y a Rubén Galván, personas civilmente res-
ponsables que han sucumbido, al pago de las costas corres-
pondientes a la acción civil, ordenándose la distracción de 
ellas en provecho del abogado Dr. Héctor D. Corominas Pe-
pin, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 17 de noviembre de 1958. 

Materia: Penal: 

Recurrentes: José Guadalupe Martínez y Marcelino Pérez. 
Abogado: Dr. Salvador Cornielle Segura. 

Interviniente: Luis Emilio Gómez Alfau. 
Abogado: Dr. Gustavo Adolfo Mejía Ricart. 

Dios, Pahia y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio BeraS, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, 

• doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día veintinueve del mes de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la Res-
tauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido José Guadalupe Martínez, dominicano, mayor de 
edad, natural de San Francisco de Macorís, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en la casa N° 9 de la calle "Balta-
zar de los Reyes", de esta ciudad, cédula 20322, serie 56, sello 
3222867, y por Marcelino Pérez, dominicano, mayor de edad, 
casado, comerciante, domiciliado y residente en la casa N° 
29 de la calle "Dr. Arístides Fiallo Cabral", cédula 16604,  

serie 	sello 1410, persona civilmente responsable, contra 

sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha diecisiete 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído,e1 Alguacil de turno en la lectura del rol; 

• Oído el Dr. Salvador Cornielle Segura, cédula'1739, se-

rie 18, sello 9701, abogado del recurrente Marcelino Pérez, 

en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Gustavo Adolfo Mejía Ricart, cédula 920, se-

rie 1, sello 1169, abogado de la parte interviniente, Luis 
Emilio Gómez Alfau, dominicano, mayor de edad, negocian-
te, soltero, cédula 4907, serie 1, cuyo sello de renovación no 

consta en el expediente, domiciliado y residente en la ciudad 
' de Miami, Estados Unidos de América, en la lectura de sus 

• conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de José Gua-
dalupe Martínez y Marcelino Pérez, en fecha diecisiete de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha cua-
tro de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el Dr. José Dolores Galván Alvarez, abogado del recu-
rrente José Guadalupe Martínez, en el cual se invocan los 
medios que luego se indican; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha dos 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Dr. Salvador Cornielle Segura, abogado del recurrente 

Marcelino Pérez, en el cual se invocan los medios que lue- 

go se indican; 
Visto el escrito de intervención de fecha veinticinco de 

• febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
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el Dr. Gustavo Adolfo Mejía Ricart, abogado de Luis E. Gó-
mez Alfau, parte civil constituída; 

Visto el escrito de ampliación de la parte civil inter-
viniente, suscrito por su abogado, en fecha cuatro de mar-
zo de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado c), párrafo TV, de 
la Ley 2022, del 1949; 1382 y 1384 del Código Civil; 1, 57, 
62 y 65, inciso 3°, de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha siete de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, 
la Policía Nacional sometió a la acción de la justicia a Joa-
quín Fernando Ravelo Díaz y José Guadalupe Martínez, 
prevenidos del delito de violación a la Ley 2022, del ario 
1949, en perjuicio de varias personas; b) que apoderada del 
caso la Segunda Cámara Penal del Distrito Nacional, lo 
decidió por sentencia de fecha dieciocho de julio de mil no-
vecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe descargar como al efecto 
descarga, al inculpado Joaquín Fernando Ravelo Díaz, de 
generales conocidas, del delito de golpes involunta.rios cau-
sados con vehículo de motor (Ley N9 2022), que curaron 
después de veinte días, en perjuicio de Luis Emilio Gómez 
Alfau, de generales anotadas por insuficiencia de pruebas; 
descargar, como al efecto descarga, al dicho inculpado Joa-
quín Fernando Ravelo Díaz, del delito de violación a la Ley 
4809, por insuficiencia de pruebas; declarando en su favor . 
las costas penales de oficio; SEGUNDO: Declarar, como al 
efecto declara, al inculpado José Guadalupe Martínez, de 
generales anotadas, culpable del delito de golpes involun-
tarios (Violación de la Ley 2022) causados con vehículos 
de motor, que curaron después de veinte días en perjuicio 
de Luis Emilio Gómez Alfau, por torpeza e imprudencia; 
Declarar, como al efecto declara, al dicho prevenido José 
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Guadalupe Martínez, culpable de violación a la Ley 4809 
(originar colisión de vehículos, y exceso de velocidad Urba-
na) ; acogiendo en su favor el principio del no cúmulo de 
penas, le condena a sufrir seis meses de prisión correccional 
y al pago de una multa de RD$100.00 (cien pesos) ; le con-
dena al pago de las costas; Declara, regular y válida la cons-
titución en parte civil formulada en audiencia por declara-
ción formal del agraviado Luis Emilio Gómez Alfau, en la 
forma; condena, a la persona civilmente responsable señor 
Marcelino Pérez, propietario del vehículo que causó el acci-
dente, al pagó de una indemnización de RD$1,500.00 (mil 
quinientos pesos) en favor del agraviado Luis Emilio Gó-
mez Alfau, por los daños y perjuicios materiales sufridos; 
condena a la persona civilmente responsable al pago de las 
costas; Declara, distraídas las costas civiles causadas a 'fa-
vor del Dr. Gustavo Adolfo Mejía Ricart por haber afir-
mado haberlas avanzado en su totalidad; TERCERO: Re-
chaza, la demanda de solidaridad de la indemnización y 
de las costas causadas, por improcedente y mal fundada; 
Rechaza, la demanda de intereses moratorios elevada por la 
parte civil por improcedente y mal fundada, rechaza la de-
manda de la parte civil relativa al apremio corporal de la 
persona civilmente responsable por improcedente y mal fun-
dada"; c) que disconformes con esta sentencia, recurrieron 
en apelación el prevenido José Guadalupe Martínez y la 
persona civilmente responsable, Marcelino Pérez; 

Considerando que sobre los indicados recursos, y des-
pués de sucesivos reenvíos, la Corte a qua dictó la sentencia 

. ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas en la forma las ape-
laciones; SEGUNDO: Declara a José Guadalupe Martínez, 
culpable de golpes involuntarios producidos con un vehículo 
de motor, en perjuicio de Luis Emilio Gómez Alfau, Aníbal 
de la Cruz y Fabio Pereyra, que curaron después de veinte 
días y antes de diez, respectivamente, (violación Ley 2022) ; 
y, en consecuencia, lo condena a seis meses de prisión y 
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Considerando que sobre los indicados recursos, y des-
pués de sucesivos reenvíos, la Corte a qua dictó la sentencia 

. ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidas en la forma las ape-
laciones; SEGUNDO: Declara a José Guadalupe Martínez, 
culpable de golpes involuntarios producidos con un vehículo 
de motor, en perjuicio de Luis Emilio Gómez Alfau, Aníbal 
de la Cruz y Fabio Pereyra, que curaron después de veinte 
días y antes de diez, respectivamente, (violación Ley 2022) ; 

y, en consecuencia, lo condena a seis meses de prisión y 
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RD$100.00 de multa; a la cancelación de su licencia para 
manejar vehículos de motor por un período de seis meses a 
partir de la extinción de la pena; y al pago de las costas 
causadas por la acción pública; TERCERO: Condena a Mar-
. celino Pérez, en su condición de comitente del prevenido, a 

, pagar en provecho de Luis Emilio Gómez Alfau, constituído 
en parte civil, una indemnización de RD$1,500.00, como 
justa reparación de los daños y' perjuicios sufridos por di-
cha parte civil con motivo del accidente automovilístico de 
que se trata; CUARTO: Rechaza el pedimento de la parte 
civil en cuanto al pago de los intereses compensatorios; 

' QUINTO: Da acta a la parte civil de su reserva para accio-
nar a los aseguradores del automóvil que ocaáionó el acci-
dente y para perseguir por vía del apremio corporal la in-
demnización que por esta sentencia se le acuerda; SEXTO: 
Condena a Marcelino Pérez al pago de las costas derivadas 
de la acción civil, distrayéndolas en provecho del doctor 
Gustavo Adolfo Mejía Ricart, quien afirma haberlas avan- 
zado"; 

En cuanto a las e,ondenaciones penales; 

Considerando que el recurrente José Guadalupe Mar-
tínez, invoca, en el único medio de su memorial, lo siguiente: 
"Violación del artículo 23, inciso 5, de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; Contradicción e insuficiencia de mo- 
tivos"; 

Considerando que en el desarrollo de este medio, el re-
currente alega, en síntesis, que la Corte a qua adoptó los 
motivos de la sentencia del juez de primer grado; que éste 
admitió que el accidente se produjo "por uha torpeza consis-
tente en no haber desviado (Martínez) el automóvil a su 
derecha"; que la Corte a qua "toma como asidero para po-
ner a cargo del inculpado Martínez, como causa del acci-
dente, la declaración vertida ante ella por el testigo Afilan° 
Sánchez, quien expresó: "si el carro público (el de Martínez)  

sigue su derecha no se produce el choque"; agregando dicho 
recurrente, que entre "ambos motivos hay una marcada 
contradicción, ya que, la lógica y la razón indican que, en 
el primer caso, el chófer Martínez siguió derecho, esto es, 
no haber desviado el automóvil a su derecha (cairsa sufi-
ciente del accidente para el primer juez) y en el otro caso, 
si el carro público sigue su derecha no se produce el cho-
que=, lo que significa que hubo una desviación, y una mar-
cada insuficiencia, obscuridad y contradicción de motivos"; 

pero, Considerando que en la sentencia irnpugnada se da por 
establecido mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que 'fueron legalmente aportados en la instrucción 
de la causa, lo siguiente: Que siendo aproximadamente las 
5 p.m. del día cinco de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, mientras el carro privado placa 7357, conducido por 
Joaquín Fernando-Ravelo Díaz, cruzaba la Avenida Morgan, 
entrando por la calle María Martínez, en dirección Sur a 
Norte, fué chocado por el vehículo placa pública 

N9 4169, . 

conducido por José Guadalupe Martínez, que transitaba por 
la Avenida William Morgan, en dirección Oeste-Este; que la 
colisión se produjo en el ángulo N. O. de la intersección de 
ambas vías; que a consecuencia de ese choque resultaron 
heridos varios pasajeros, entre ellos Luis E. Gómez Alfau, 
quien presentó traumatismo que curaron después de 20 días 
y antes de 60, de conformidad con el certificado médico que 
obra en el expediente; que el accidente se produjo por tor- 
peza. e imprudencia del prevenido 1Vlartínez; 

Considerando que por lo que acaba de exponerse se 

evidencia que la Corte a qua 
no ha incurrido en la contra-

dicción de motivo alegada por el recurrente, pues lo que en 
definitiva se ha expresado en la sentencia impugnada es 
que el único culpable de este accidente fué el recurrente 
José Guadalupe Martínez, al cometer la torpeza de no se-
guir a su derecha y la imprudencia de correr a exceso 

de 

velocidad en la zona urbana y estando el pavimento moja- 
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RD$100.00 de multa; a la cancelación de su licencia para 
manejar vehículos de motor por un período de seis meses a 
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demnización que por esta sentencia se le acuerda; SEXTO: 
Condena a Marcelino Pérez al pago de las costas derivadas 
de la acción civil, distrayéndolas en provecho del doctor 
Gustavo Adolfo Mejía Ricart, quien afirma haberles avan-
zado"; 

En cuanto a las condenaciones penales; 

Considerando que el recurrente José Guadalupe Mar-
tínez, invoca, en el único medio de su memorial, lo siguiente: 
"Violación del artículo 23, inciso 5, de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; Contradicción e insuficiencia de mo-
tivos"; 

Considerando que en el desarrollo de este medio, el re-
currente alega, en síntesis, que la Corte a qua adoptó los 
motivos de la sentencia del juez de primer grado; que éste 
admitió que el accidente se produjo "por uha torpeza consis-
tente en no haber desviado (Martínez) el automóvil a su 
derecha"; que la Corte a qua "toma como asidero para po-
ner a cargo del inculpado Martínez, como causa del acci-
dente, la declaración vertida ante ella por el testigo Atilano 
Sánchez, quien expresó: "si el carro público (el de Martínez) 
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sigue su derecha no se produce el choque"; agregando dicho 
recurrente, que entre "ambos motivos hay una marcada 
contradicción, ya que, la lógica y la razón indican que, en 
el primer caso, el chófer Martínez siguió derecho, esto es, 
no haber desviado el automóvil a su derecha (colisa sufi-
ciente del accidente para el primer juez) y en el otro caso, 
'si el carro público sigue su derecha no se produce el cho-
que-=, lo que significa que hubo una desviación, y una mar-
cada insuficiencia, obscuridad y contradicción de motivos"; 
pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que 'fueron legalmente aportados en la instrucción 

de la causa, lo siguiente: Que siendo aproximadamente las 
5 p.m. del día cinco de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, mientras el carro privado placa 7357, conducido por 
Joaquín Fernando-Ravelo Díaz, cruzaba la Avenida Morgan, 
entrando por la calle María Martínez, en dirección Sur a 
Norte, fué chocado por el vehículo placa pública N9 4169, 
conducido por José Guadalupe Martínez, que transitaba por 
la Avenida William Morgan, en dirección Oeste-Este; que la 
colisión se produjo en el ángulo N. O. de la intersección de 
ambas vías; que a consecuencia de ese choque resultaron 
heridos varios pasajeros, entre ellos Luis E. Gómez Alfau, 
quien presentó traumatismo que curaron después de 20 días 
y antes de 60, de conformidad con el certificado médico que 
obra en el expediente; que el accidente se produjo por tor-
peza e imprudencia del prevenido Martínez; 

Considerando que por lo que acaba de exponerse se 
evidencia que la Corte a qua no ha incurrido en la contra-
dicción de motivo alegada por el recurrente, pues lo que en 
definitiva se ha expresado en la sentencia impugnada es 
que el único culpable de este accidente fué el recurrente 
José Guadalupe Martínez, al cometer la torpeza de no se-
guir a su derecha y la imprudencia de correr a exceso de 

velocidad en la zona urbana y estando el pavimento moja- 
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do por la lluvia que había caído; que, en consecuencia, el 
presente medio de Casación debe ser desestimado; 

Considerando, en ese mismo orden de ideas, que el ale-
gato del recurrente relativo a que el conductor del otro ve-
hículo cometió "faltas", carece de pertinencia, en razón de 
que, como se ha expresado ya, la Corte a qua, retuvo, sin 
desnaturalización alguna, como causa única y eficiente dei 
accidente, las faltas cometidas por dicho recurrente; que 
la "fuerza Mayor o de estado de necesidad" alegada por el 
prevenido, y fundada en que él llevaba para el hospital a 
una persona que sufría de una hemorragia, debe ser des-
estimada, en razón de que este medio no fué propuesto ante 
los jueces del fondo; que, por otra parte, la sentencia im 
pugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que per-
miten a esta Suprema Corte de Justicia, en funciones de Ca-
sación, verificar que la Corte a qua hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos concernientes al interés del prevenido, 
no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que el recurrente Marcelino Pérez, per-
sona civilmente responsable, invoca en su memorial de casa-
ción los siguientes medios: Primer Medio: Falta de base 
legal e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Violación 
del artículo 1315 y 1384-3, del Código Civil. Desnaturaliza-
ción de los hechos y de la prueba"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que Marceli-
1 no Pérez, puesto en causa como persona civilmente respon-
, sable del prevenido José Guadalupe Martínez, sostuvo ante 

los jueces del fondo, que éste no era su empleado, sino que 
él le había 'alquilado el automóvil a Martínez; que frente a 
esa negativa del demandado, la Corte a qua no podía con-
denarlo en daños y perjuicios, sino después de haber com- 
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probado en hecho la relación de empleado a comitente entre 
el inculpado José Guadalupe Martínez y el demandado Mar-
celino Pérez, y que el hecho delictuoso fué cometido por 
1Vlartínez en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de 
este ejercicio; 

Considerando que la sentencia impugnada, adoptando 
los motivos del juez de primer grado (los cuales transcribe), 
expresa para justificar la existencia del lazo de comitente 
a preposé entre Marcelino Pérez y José Guadalupe Martí-
nez, en síntesis, lo siguiente: a) que ni el inculpado, ni la 
persona civilmente responsable, pudieron probar el contrato 
de alquiler alegado; b) que el comitente es quien tiene que 
probar que el preposé no es su empleado; c) que el preve-
nido dejaba el vehículo en las bombas de gasolina, lo que 
hace presumir que recibía instrucciones del propietario del 
vehículo; d) la posesión del vehículo en manos del inculpado 
frente a la no prueba del alquiler; e) que el inculpado decla-
ró que Pérez tenía poder sobre él, lo que hace presumir el 
lazo de "preposición"; f ) que el inculpado "guardaba el ca-
rro en la Bomba Shell (de la que era gerente Pérez, en el 
momento del accidente"); g) que las reparaciones mayores 
del vehículo las pagaba el dueño Marcelino Pérez, lo que 
evidencia un lazo de dependencia de José Guadalupe Mar-
tínez con respecto a Marcelino Pérez; pero, 

Considerando que el motivo señalado con la letra b) es 
erróneo, en razón de que, como se ha expuesto ya, es a la 
parte civil, demandante, a quien le corresponde probar que 
Marcelino Pérez era comitente de José Guadalupe Martínez, 
en conformidad con la regla consagrada en el artículo 1315 
del Código Civil; que los demás motivos son tan vagos e 
imprecisos, que no permiten a la Suprema Corte de Justicia, 
en funciones de Corte de Casación, verificar si en la especie, 
se hizo una correcta aplicación del artículo 1384, tercera 
parte, del Código Civil; que, por tanto, procede casar, en este 
aspecto, por falta de base legal, la sentencia impugnada, sin 
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do por la lluvia que había caído; que, en consecuencia, el 
presente medio de Casación debe ser desestimado; 

Considerando, en ese mismo orden de ideas, que el ale-
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legal e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Violación 
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probado en hecho la relación de empleado a comitente entre 
el inculpado José Guadalupe Martínez y el demandado Mar-
celino Pérez, y que el hecho delictuoso fué cometido por 
1Vlartínez en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de 
este ejercicio; 

Considerando que la sentencia impugnada, adoptando 
los motivos del juez de primer grado (los cuales transcribe), 
expresa para justificar la existencia del lazo de comitente 
a preposé entre Marcelino Pérez y José Guadalupe Martí-
nez, en síntesis, lo siguiente: a) que ni el inculpado, ni la 
persona civilmente responsable, pudieron probar el contrato 
de alquiler alegado; b) que el comitente es quien tiene que 
probar que el preposé no es su empleado; c) que el preve-
nido dejaba el vehículo en las bombas de gasolina, lo que 
hace presumir que recibía instrucciones del propietario del 
vehículo; d) la posesión del vehículo en manos del inculpado 
frente a la no prueba del alquiler; e) que el inculpado decla-
ró que Pérez tenía poder sobre él, lo que hace presumir el 
lazo de "preposición"; f) que el inculpado "guardaba el ca-
rro en la Bomba Shell (de la que era gerente Pérez, en el 
momento del accidente") ; g) que las reparaciones mayores 
del vehículo las pagaba el dueño Marcelino Pérez, lo que 
evidencia un lazo de dependencia de José Guadalupe Mar-
tínez con respecto a Marcelino Pérez; pero, 

Considerando que el motivo señalado con la letra b) es 
erróneo, en razón de que, como se ha expuesto ya, es a la 
parte civil, demandante, a quien le corresponde probar que 
Marcelino Pérez era comitente de José Guadalupe Martínez, 
en conformidad con la regla consagrada en el artículo 1315 

del Código Civil; que los demás motivos son tan vagos e 
imprecisos, que no permiten a la Suprema Corte de Justicia, 
en funciones de Corte de Casación, verificar si en la especie, 
se hizo una correcta aplicación del artículo 1384, tercera 
parte, del Código Civil; que, por tanto, procede casar, en este 
aspecto, por falta de base legal, la sentencia impugnada, sin 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-

cha 22 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Seetirrente: Eugenio L,eman. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Én Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju.sti-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña y licenciado Barón T. 
Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día veintinueve del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio 
Leman, español, mayor de edad, soltero, mecánico, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Cristóbal, cuya cé-
dula personal de identidad no consta en el expediente, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, en atribuciones correccionales, de fecha veinti-
dós de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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que sea necesario examinar las demás violaciones alegadas 
por el recurrente; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65, inciso 
3", de la Ley sobre Procedimiento de de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere ca-
sada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Luis Emilio Gómez Alfau, parte civil constituida; Segundo: 
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el recurrente 
José Guadalupe Martínez, contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha diecisiete de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otra parte del presente fallo, y condena a dicho recurrente 
al pago de las costas correspondientes a la acción pública; 
y Tercero: Casa en cuanto al aspecto civil se refiere, la indi-
cada sentencia, y en consecuencia, envía el asunto así deli-
mitado, ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, y com-
pensa las costas relativas a la acción civil. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che FI.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Telada. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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cional, hoy día veintinueve del mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio 
Leman, español, mayor de edad, soltero, mecánico, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Cristóbal, cuya cé-
dula personal de identidad no consta en el expediente, con-
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en la misma fecha del pronunciamiento de la sentencia Im-
pugnada, veintidós de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 y 401, inciso segundo, del 
Código Penal; y 1 y 2 de la Ley 4658, del año 1957, sobre 
Deportación de Extranjeros; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, fué sometido a la acción de la justicia Eugenio 
Leman, inculpado del crimen de robo siendo asalariado, en 
perjuicio del Instituto Politécnico Loyola; b) que en esa mis-
ma fecha, el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Trujillo requirió del Magistrado Juez de Instrucción 
de dicho Distrito Judicial, que procediera a la instrucción de 
la sumaria correspondiente, por tratarse de un hecho que 
constituía un crimen; e) que en fecha dieciséis de octubre de 
ese mismo año, el indicado Juez de Instrucción dictó una 
Providencia declarando que no ha lugar a la prosecución de 
las actuaciones contra el acusado, por no existir cargos su-
ficientes para inculparlo corno autor del crimen de robo 
siendo asalariado; d) que en fecha catorce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, sobre el recurso de oposi-
ción que interpuso el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Trujillo, el Jurado de Oposición modificó 
la Providencia Calificativa, y envió al inculpado Eugenio 
Leman ante el Tribunal Criminal para que allí fuera juzgado 
por el crimen de robo siendo asalariado; y e) que así apo-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Trujillo, lo decidió por sentencia de fecha  

cuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 

cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
variar y varía la calificación del hecho del crimen de Robo 
siendo asalariado, puesto a cargo de Eugenio Leman, por el 
de robo de cosas de un valor de más de veinte pesos, pero 
sin pasar de mil; SEGUNDO: Declara que Eugenio Leman 
es culpable de robo de cosas de un valor de más de veinte 
pesos, pero sin pasar de mil pesos, en perjuicio del Instituto 
Politécnico Loyola, en consecuencia se condena a cuatro 
meses de prisión correccional, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Que debe ordenar y ordena 
la deportación del nombrado Eugenio Leman, por ser grave 
el delito cometido; CUARTO: Condena, además, al procesa-
do al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado en la misma fecha en que fué pronun-
ciada dicha sentencia, la Corte de Apelación de San Cristó-
bal dictó la sentencia ahora impugnada en casación, la cual 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por el 
prevenido Eugenio Leman contra sentencia de fecha cuatro 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada en 
cuanto a la pena y, en consecuencia, condena al prevenido 
Eugenio Leman a tres meses de prisión correccional, por el 
delito de robo cuyo valor excede de veinte pesos, pero sin 
pasar de mil pesos, en perjuicio del Instituto Politécnico 
Loyola, acogiendo en favor del prevenido más amplias cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Confirma la sentencia 
apelada en cuanto ordenó la deportación del inculpado Eu-
genio Leman; CUARTO: Condena al prevenido al pago de 
las costas"; 

Considerando que la sentencia impugnada da por esta-
blecido, mediante la ponderación de los elementos de prue-
ba que fueron regularmente administrados en la instrucción 
de la causa, lo siguiente: a) que durante el mes de septiem- 
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bre de mil novecientos cincuenta y ocho se notó que del 
taller de mecánica del Instituto Politécnico Loyola, Funda-
ción Generalísimo Trujillo, de San Cristóbal, se habían des.. 
aparecido algunos objetos, tales como un juego de bujías, 
un juego de platinos, un condensador, etc.; b) que en fecha 
veinte de ese mismo mes de septiembre, el Fiscalizador del 
Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Nizao, acompaña.. 
do de su secretario y de otras autoridades, se trasladó a la 
residencia de Eugenio Leman, y comprobó que colocados en 
el motor de una guagua, propiedad de Francisco Magraner 
Ramón, habían un juego de platinos nuevos; un juego de bu-
jías tipo K.L.T., un condensador nuevo; y, además, que en 
dicha residencia habían dos sillas plegadizas, propiedad del 
Instituto Politécnico; c) que el mecánico Eugenio Leman 
estaba arreglando la indicada guagua, la cual había sido 
comprada por Francisco Magraner Ramón al Ayuntamien-
to de San Cristóbal por la suma de Sesenta Pesos (RD 
$60.00); 

Considerando que no obstante los alegatos del prevenido 
Leman, de que esos efectos no eran nuevos, y de que las dos 
sillas las había comprado la señora Folch a un profesor del 
Politécnico, los jueces del fondo llegaron a la convicción de 
que dichos objetos encontrados en la guagua, eran nuevos; 
que en cuanto al alegato referente a las dos sillas, la Corte 
a qua estimó que ese alegato carece de seriedad, y que la 
declaración de dicha señora Folch, era complaciente, por la 
circunstancia de que ella es la esposa del dueño de la gua-
gua que estaba reparando Eugenio Leman, siendo éste, ade-
más compadre de dicha señora; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de robo de cosas cuyo valor 
excede de veinte pesos, pero sin pasar de mil pesos, puesto 
a cargo del recurrente Eugenio Leman, delito previsto y 
sancionado por los artículos 379 y 401, inciso primero, del 
Código Penal, con prisión de tres meses a un año, y multa 
de cincuenta a cien pesos; que, en consecuencia, al condenar 

a dicho recurrente, después de declararlo culpable del refe-
rido delito, a la pena de tres meses de prisión correccional, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, le atribu-
yó a los hechos de la prevención la calificación legal que les 
corresponde según su propia naturaleza, y le impuso a dicho 
prevenido una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando, en cuanto a la deportación ordenada con-
tra el prevenido Eugenio Leman, que, de conformidad con 
el artículo 1, in fine, de la Ley 4658, del año 1957, "Tam-
bién podrán los tribunales de la República ordenar la depor-
tación como pena accesoria, cuando el extranjero haya co-
metido un crimen o delito cuya gravedad, a juicio del Tri-
bunal apoderado, amerite esa sanción"; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua estimó 
que la gravedad del delito cometido por el extranjero Euge-
nio Leman amerita que se ordene su deportación; que, asi-
mismo, dicha Corte estimó que procedía ordenar que si la 
deportación no pudiere ejecutarse durante el plazo de tres 
meses señalado en el artículo 2 de la indicada Ley 4658, del 
año 1957, el extranjero Eugenio Leman deberá permane-
cer en prisión por un período de seis meses; que, en conse-
cuencia, la Corte a qua aplicó también correctamente, las 
sanciones y disposiciones de la Ley 4658, del año 1957; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eugenio Leman contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal en fecha veintidós de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
., Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar- 

lir._
che a_ F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama._ 
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ii_
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
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sancionado por los artículos 379 y 401, inciso primero, del 
Código Penal, con prisión de tres meses a un año, y multa 
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Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe. 
ña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secreta. 
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 20 de octubre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Leoncio Andújar y Benito Verdi. 
Abogado: Dr. César A. Ramos F. 

Interviniente: Carmen Luisa Morera y Morera. 
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

República Dominicana. 
Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente, Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, y Manuel D. Bergés 
Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día treinta del mes de abril de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restau-
ración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Leoncio 
Andújar, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 35593, serie 1 1, sello al día, 
y Benito Verdi, italiano, mayor de edad, chófer, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 18937, serie 1•, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dictada en atri- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque entre dos vehículos ocurrido en 
Ciudad Trujillo en la noche del día 24 de octubre de 1956, 
fué sometido a la acción de la justicia Leoncio Andújar, con-
ductor de uno de ellos, inculpado de golpes y heridas en per-
juicio de varias personas que viajaban como pasajeros y 
también en perjuicio de Ramón Ureña Hernández, conduc-
tor del otro vehículo; b) que apoderada del caso la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, después de una visita a los lugares, dictó en fecha 
13 de abril de 1957, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto en el del fallo impugnado, el cual se copia más ade-
lante; c) que habiendo sido dictada esa sentencia en defecto 
contra Benito Verdi, persona puesta en causa como civil-
mente responsable, éste hizo oposición, y conocido ese recur-
so, fué rechazado en fecha 30 de junio de 1958; d) Que ha-
biendo recurrido en apelación el prevenido Leoncio Andújar, 
el representante del Ministerio Público y la persona civil-
mente responsable, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
dictó en fecha veinte de octubre de 1958, la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Pronuncia el defecto contra Benito Verdi por 
no haber comparecido, a pesar de estar legalmente citado; 
SEGUNDO: Declara regulares y válidas las apelaciones in-
terpuestas por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción y el prevenido Leoncio Andújar contra la sentencia 
dictada en fecha 13 del mes de abril del año mil novecientos 
cincuenta y siete por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Que debe habilitar como 
al efecto Habilita, el día de hoy, sábado de pasión para el 
pronunciamiento de la presente sentencia y para llevar a 
efecto cualquier recurso que se desee interponer contra la 
misma; Segundo: Que debe declarar y declara, regular, en 
cuanto a la forma y el fondo, la constitución en parte civil 
hecha por la señora Carmen Luisa Morera y Morera, de 
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buciones correccionales en fecha 20 de octubre de 1958, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, 
sello 9947, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

• Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda cédula 8632, serie 
11, sello 30021, abogado de la interviniente Carmen Luisa 
Morera y Morera, dominicana, mayor de edad, modista, do-
miciliada y residente en esta ciudad, cédula 2892, serie 1•, 
sello 2033147, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
del a República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha 28 de noviembre de 
1958, a requerimiento del Dr. Julio Escoto Santana, cédula 
24631, serie 23, sello 54607, actuando por sí y por el Dr. 
César A. Ramos F., en nombre y representación del preve-
nido Leoncio Andújar y de Benito Verdi, parte civilmente 
responsable, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 20 de marzo 
de 1959, suscrito por el Dr. César A. Ramos F., abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha 20 de marzo 
de 1959, suscrito por el Lic. Salvador Espinal Miranda, abo-
gado de Carmen Luisa Morera y Morera, parte civil cons-
tituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, apartado c) de la Ley. N" 
2022, de 1949; 188 del Código de Procedimiento Criminal; 
y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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buciones correccionales en fecha 20 de octubre de 1958, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, 
sello 9947, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda cédula 8632, serie 
1$, sello 30021, abogado de la interviniente Carmen Luisa 
Morera y Morera, dominicana, mayor de edad, modista, do-
miciliada y residente en esta ciudad, cédula 2892, serie 11, 
sello 2033147, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
del a República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha 28 de noviembre de 
1958, a requerimiento del Dr. Julio Escoto Santana, cédula 
24631, serie 23, sello 54607, actuando por sí y por el Dr. 
César A. Ramos F., en nombre y representación del preve-
nido Leoncio Andújar y de Benito Verdi, parte civilmente 
responsable, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 20 de marzo 
de 1959, suscrito por el Dr. César A. Ramos F., abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha 20 de marzo 
de 1959, suscrito por el Lic. Salvador Espinal Miranda, abo-
gado de Carmen Luisa Morera y Morera, parte civil cons-
tituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3, apartado c) de la Ley. N" 
2022, de 1949; 188 del Código de Procedimiento Criminal; 
y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque entre dos vehículos ocurrido en 
Ciudad Trujillo en la noche del día 24 de octubre de 1956, 
fué sometido a la acción de la justicia Leoncio Andújar, con-
ductor de uno de ellos, inculpado de golpes y heridas en per-
juicio de varias personas que viajaban como pasajeros y 
también en perjuicio de Ramón Ureña Hernández, conduc-
tor del otro vehículo; b) que apoderada del caso la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, después de una visita a los lugares, dictó en fecha 
13 de abril de 1957, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto en el del fallo impugnado, el cual se copia más ade-
lante; c) que habiendo sido dictada esa sentencia en defecto 
contra Benito Verdi, persona puesta en causa como civil-
mente responsable, éste hizo oposición, y conocido ese recur-
so, fué rechazado en fecha 30 de junio de 1958; d) Que ha-
biendo recurrido en apelación el prevenido Leoncio Andújar, 
el representante del Ministerio Público y la persona civil-
mente responsable, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
dictó en fecha veinte de octubre de 1958, la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Pronuncia el defecto contra Benito Verdi por 
no haber comparecido, a pesar de estar legalmente citado; 
SEGUNDO: Declara regulares y válidas las apelaciones in-
terpuestas por el Procurador General de la Corte de Apela-
ción y el prevenido Leoncio Andújar contra la sentencia 
dictada en fecha 13 del mes de abril del año mil novecientos 
cincuenta y siete por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Que debe habilitar como 
al efecto Habilita, el día de hoy, sábado de pasión para el 
pronunciamiento de la presente sentencia y para llevar a 
efecto cualquier recurso que se desee interponer contra la 
misma; Segundo: Que debe declarar y declara, regular, en 
cuanto a la forma y el fondo, la constitución en parte civil 
hecha por la señora Carmen Luisa Morera y Morera, de 
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generales que constan, por conducto del Lic. Salvador Espi-
nal Miranda, contra los prevenidos Leoncio Andújar y Ra-
món Ureña Núñez, y contra el señor Benito Verdi, en su 
calidad de comitente del chófer Leoncio Andújar en el mo-
mento de ocurrir el accidente de que se trata; Tercero: Que 
debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el señor Beni-
to, en su condición de persona civilmente responsable del 
delito, por no haber comparecido a la audiencia a concluir, 
no obstante haber sido debidamente emplazado; Cuarto: 
Que debe declarar y declara al nombrado Ramón Ureña Nú-
ñez, de generales que constan, no culpable del hecho que 
se le imputa, o sea, de violación a la Ley NQ 2022, sobre ac-
cidentes causados con vehículos de motor, golpes y heridas 
involuntarios en perjuicio de varias personas, que curaron 
en más de diez y menos de veinte días, unos, y en menos de 
diez días otro, y, en consecuencia, lo descarga por insufi-
ciencia de pruebas en cuanto a la comisión de alguna de las 
faltas que enumera el artículo 3 de la Ley N° 2022, que fuese 
causa del accidente; declarando a su respecto las costas pe-
nales de oficio; Quinto: Que debe declar y declara al nom-
brado Leoncio Andújar, de generales que constan, culpable 
de violación a las disposiciones del artículo 3 de la Ley N9 
2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor 
(golpes y heridas involuntarios en perjuicio del Capitán Ra-
món Ureña Núñez, A.M.D., y de los señores Fausto Antonio 
López Guzmán, Lucrecio Bueno Rodríguez, Carmen Luisa 
Morera y Morera, Ligia Antonia Rodríguez de Martínez, 
Carlos Benigno Rojas Martínez, y de la menor Ligia Antonia 
Martínez Rodríguez, que curaron en menos de diez, en más 
de diez y menos de veinte días, en más de veinte días, y en 
consecuencia, lo condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión correccional, a pagar una multa de Cien pesos oro 
moneda de curso legal (RD$100.00), que en caso de insol-
vencia compensará con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar, condenándolo además al pago de las 
costas penales del procedimiento; Sexto: Que debe condenar 
y condena al mismo prevenido Leoncio Andújar, y al nom- 

brado Benito Verdi, en su condición de comitente de este 
prevenido y persona civilmente responsable del delito, al 
pago solidario de una indemnización de Ochocientos pesos 
oro moneda de curso legal (RD$800.00), a favor de la parte 
civil constituida, señora Carmen Luisa Morera y Morera, 
por los daños materiales y morales ocasionados a éste por el 
hecho culposo de dicho prevenido Leoncio Andújar; Séptimo: 
Que debe condenar y condena al prevenido Leoncio Andú-
jar y al nombrado Benito Verdi, al pago solidario de las 
costas civiles, ordenando la distracción de éstas a favor del 
Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte civil cons-
tituida por afirmar haberlas avanzado; y Octavo: Que debe 
ordenar y ordena la cancelación de la licencia expedida a 
favor de Leoncio Andújar para manejar vehículos de motor, 
por el término de seis meses, a partir de la extinción de la 
pena principal impuéstale or esta sentencia"; TERCERO: 
Declara regular y válida en la forma la aelación interpuesta 
por Benito Verdi contra la sentencia dictada en fecha 16 de 
julio de mil novecientos cincuenta y ocho por la Tercera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Que debe declarar, como en efecto declara regular y válido 
en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto por 
el señor Benito Verdi, en su calidad de persona civilmente 
responsable contra sentencia de fecha trece (13) del mes de 
abril del año mil novecientos cincuenta y siete (1957), dic-
tada por este mismo Tribunal, en su contra y a favor de 
la señora Carmen Luisa Morera y Morera parte civil cons-
tituida; Segundo: Que en cuanto al fondo, debe rechazar 
como en efecto rechaza su recurso de oposición y en conse-
cuencia debe confirmar, como en efecto confirma la sen-
tencia antes mencionada, en lo que se refiere al expresado 
Benito Verdi, o sean, los ordinales "Sexto" y "Séptimo" del 
dispositivo de dicha sentencia, que dicen así: "Séptimo: Que 
debe condenar y condena al mismo prevenido Leoncio An- 
dújar, y al nombrado Benito Verdi, en su condición de comi- 
tente de este prevenido y persona civilmente responsable del 
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generales que constan, por conducto del Lic. Salvador Espi-
nal Miranda, contra los prevenidos Leoncio Andújar y Ra-
món Ureña Núñez, y contra el señor Benito Verdi, en su 
calidad de comitente del chófer Leoncio Andújar en el mo-
mento de ocurrir el accidente de que se trata; Tercero: Que 
debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el señor Beni-
to, en su condición de persona civilmente responsable del 
delito, por no haber comparecido a la audiencia a concluir, 
no obstante haber sido debidamente emplazado; Cuarto: 
Que debe declarar y declara al nombrado Ramón Ureña Nú-
ñez, de generales que constan, no culpable del hecho que 
se le imputa, o sea, de violación a la Ley N9  2022, sobre ac-
cidentes causados con vehículos de motor, golpes y heridas 
involuntarios en perjuicio de varias personas, que curaron 
en más de diez y menos de veinte días, unos, y en menos de 
diez días otro, y, en consecuencia, lo descarga por insufi-
ciencia de pruebas en cuanto a la comisión de alguna de las 
faltas que enumera el artículo 3 de la Ley Na 2022, que fuese 
causa del accidente; declarando a su respecto las costas pe-
nales de oficio; Quinto: Que debe declar y declara al nom-
brado Leoncio Andújar, de generales que constan, culpable 
de violación a las disposiciones del artículo 3 de la Ley N9 
2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor 
(golpes y heridas involuntarios en perjuicio del Capitán Ra-
món Ureña Núñez, A.M.D., y de los señores Fausto Antonio 
López Guzmán, Lucrecio Bueno Rodríguez, Carmen Luisa 
Morera y Morera, Ligia Antonia Rodríguez de Martínez, 
Carlos Benigno Rojas Martínez, y de la menor Ligia Antonia 
Martínez Rodríguez, que curaron en menos de diez, en más 
de diez y menos de veinte días, en más de veinte días, y en 
consecuencia, lo condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión correccional, a pagar una multa de Cien pesos oro 
moneda de curso legal (RD$100.00), que en caso de insol-
vencia compensará con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar, condenándolo además al pago de las 
costas penales del procedimiento; Sexto: Que debe condenar 
y condena al mismo prevenido Leoncio Andújar, y al nom- 

brado Benito Verdi, en su condición de comitente de este 
prevenido y persona civilmente responsable del delito, al 
pago solidario de una indemnización de Ochocientos pesos 
oro moneda de curso legal (RD$800.00), a favor de la parte 
civil constituida, señora Carmen Luisa Morera y Morera, 
por los daños materiales y morales ocasionados a éste por el 
hecho culposo de dicho prevenido Leoncio Andújar; Séptimo: 
Que debe condenar y condena al prevenido Leoncio Andú-
jar y al nombrado Benito Verdi, al pago solidario de las 
costas civiles, ordenando la distracción de éstas a favor del 
Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte civil cons-
tituida por afirmar haberlas avanzado; y Octavo: Que debe 
ordenar y ordena la cancelación de la licencia expedida a 
favor de Leoncio Andújar para manejar vehículos de motor, 
por el término de seis meses, a partir de la extinción de la 
pena principal impuéstale or esta sentencia"; TERCERO: 
Declara regular y válida en la forma la aelación interpuesta 

. por Benito Verdi contra la sentencia dictada en fecha 16 de 
julio de mil novecientos cincuenta y ocho por la Tercera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Que debe declarar, como en efecto declara regular y válido 
en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpuesto por 
el señor Benito Verdi, en su calidad de persona civilmente 
responsable contra sentencia de fecha trece (13) del mes de 
abril del año mil novecientos cincuenta y siete (1957), dic-
tada por este mismo Tribunal, en su contra y a favor de 
la señora Carmen Luisa Morera y Morera parte civil cons-
tituida; Segundo: Que en cuanto al fondo, debe rechazar 
como en efecto rechaza su recurso de oposición y en conse-
cuencia debe confirmar, como en efecto confirma la sen-
tencia antes mencionada, en lo que se refiere al expresado 
Benito Verdi, o sean, los ordinales "Sexto" y "Séptimo" del 
dispositivo de dicha sentencia, que dicen así: "Séptimo: Que 
debe condenar y condena al mismo prevenido Leoncio An- 
dújar, y al nombrado Benito Verdi, en su condición de comi- 
tente de este prevenido y persona civilmente responsable del 
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delito, al pago solidario de una indemnización de ochocientos 
pesos oro moneda de curso legal (RD$800.00), a favor de la 
parte civil constituida señora Carmen Luisa Morera y Mo-
rera, por los daños materiales y morales ocasionados a ésta 
por el hecho culposo de dicho prevenido Leoncio Andújar; 
Séptimo: Que debe condenar y condena al prevenido Leon-
cio Andújar y al nombrado Benito Verdi, al pago solidario 
de las costas civiles, ordenando la distracción de éstas a fa-
vor del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte 
civil constituida, por afirmar haberlas avanzado"; y Tercero: 
Que debe condenar como en efecto condena al señor Benito 
Verdi, parte que sucumbe, al pago de las costas civiles oca-
sionadas con motivo de su recurso de oposición, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Lic. Salvador Espinal Mi-
randa, abogado de la parte civil constituida, señora Car-
men Luisa Morera y Morera, por afirmar haberlas avanzado 
en su mayor parte". CUARTO: Confirma las antes mencio-
nadas sentencias: QUINTO: Condena a Leoncio Andújar al 
pago de las costas causadas por la acción pública; SEXTO: 
Condena a Leoncio Andújar y Benito Verdi al pago de las 
costas derivadas de la acción civil, distrayéndolas en pro-
vecho del licenciado Salvador Espinal Miranda, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara 
las costas de oficio respecto al co-prevenido descargado Ra-
món Ureña Núñez"; 

Considerando que los recurrentes Leoncio Andújar y 
Benito Verdi, invocan en su Memorial de casación los si-
guientes medios: 1° Falta de base legal, desnaturalización de 
los hechos e insuficiencia de motivos, violación del Artículo 
3), párrafo 5° de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
y 2" Violación del Artículo 3 de la Ley N° 2022 de 1949, y de 
las Ordenanzas Nos. 46 y 97 del Consejo Administrativo del 
Distrito Nacional; que, a su vez, la interviniente Carmen 
Luisa Morera y Morera, parte civil constituida, ha propuesto 
la inadmisión del recurso de casación de Benito Verdi, per-
sona civilmente responsable; 

En cuanto a la inadmisión del recurso de casación de la 
parte civilmente responsable: 

Considerando que la parte interviniente Carmen Luisa 
Morera y Morera sostiene que es inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Benito Verdi, persona civilmente 
responsable, en razón de que la sentencia que fué pronuncia-
da en defecto contra dicha parte, le fué notificada el 7 de 
Noviembre de 1958, y su recurso de casación lo declaró el 
día 28 de dicho mes, cuando ya estaban ventajosamente 
vencidos los plazos para la oposición y para la casación; 

Considerando que al tenor del artículo 30 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "si la sentencia se hubiere 
dictado en defecto, el plazo para interponer el recurso de 
casación se empezará a contar desde el día en que la oposi-
ción no fuere admisible"; que, en la especie, la sentencia 
impugnada muestra que fué pronunciada en defecto contra 
Benito Verdi, por no haber comparecido; que dicha senten-
cia le fué notificada por acto del ministerial Eduardo Gim-
bernard Gómez, Alguacil de Estrados de la Primera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, actuando a requerimiento de la parte civil, en fe-
cha 7 de noviembre de 1958; que si bien le fué hecha otra 
notificación a requerimiento del Ministerial Público en fecha 
veinticuatro de noviembre de 1958, ya la sentencia le era 
conocida por la primera notificación, la cual puso a correr 
el plazo de la oposición; que-siendo este plazo de cinco días 
se venció el día doce del citado mes; que, a partir del día 
trece comenzaba a correr el plazo de diez días de la casa-
ción, el cual se venció el día veinticuatro de dicho mes y año; 
que, en esas condiciones, habiendo sido declarado este últi-
mo recurso el día veintiocho, según consta en el acta levan-
tada, fué intentado extemporáneamente; que, por consiguien-
te, debe ser declarado inadmisible, acogiéndose el medio pro-
puesto por la parte civil; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido; 
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delito, al pago solidario de una indemnización de ochocientos 
pesos oro moneda de curso legal (RD$800.00), a 'favor de la 
parte civil constituida señora Carmen Luisa Morera y Mo-
rera, por los daños materiales y morales ocasionados a ésta 
por el hecho culposo de dicho prevenido Leoncio Andújar; 
Séptimo: Que debe condenar y condena al prevenido Leon-
cio Andújar y al nombrado Benito Verdi, al pago solidario 
de las costas civiles, ordenando la distracción de éstas a fa-
vor del Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de la parte 
civil constituida, por afirmar haberlas avanzado"; y Tercero: 
Que debe condenar como en efecto condena al señor Benito 
Verdi, parte que sucumbe, al pago de las costas civiles oca-
sionadas con motivo de su recurso de oposición, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Lic. Salvador Espinal Mi-
randa, abogado de la parte civil constituida, señora Car-
men Luisa Morera y Morera, por afirmar haberlas avanzado 
en su mayor parte". CUARTO: Confirma las antes mencio-
nadas sentencias: QUINTO: Condena a Leoncio Andújar al 
pago de las costas causadas por la acción pública; SEXTO: 
Condena a Leoncio Andújar y Benito Verdi al pago de las 
costas derivadas de la acción civil, distrayéndolas en pro-
vecho del licenciado Salvador Espinal Miranda, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara 
las costas de oficio respecto al co-prevenido descargado Ra-
món Ureña Núñez"; 

Considerando que los recurrentes Leoncio Andújar y 
Benito Verdi, invocan en su Memorial de casación los si-
guientes medios: 1 9  Falta de base legal, desnaturalización de 
los hechos e insuficiencia de motivos, violación del Artículo 
3), párrafo 5 9  de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
y 29  Violación del Artículo 3 de la Ley N9 2022 de 1949, y de 
las Ordenanzas Nos. 46 y 97 del Consejo Administrativo del 
Distrito Nacional; que, a su vez, la interviniente Carmen 
Luisa Morera y Morera, parte civil constituida, ha propuesto 
la inadmisión del recurso de casación de Benito Verdi, per-
sona civilmente responsable; 

En cuanto a la inadmisión del recurso de casación de la 
parte civilmente responsable: 

Considerando que la parte interviniente Carmen Luisa 
Morera y Morera sostiene que es inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Benito Verdi, persona civilmente 
responsable, en razón de que la sentencia que fué pronuncia-
da en defecto contra dicha parte, le fué notificada el 7 de 
Noviembre de 1958, y su recurso de casación lo declaró el 
día 28 de dicho mes, cuando ya estaban ventajosamente 
vencidos los plazos para la oposición y para la casación; 

Considerando que al tenor del artículo 30 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "si la sentencia se hubiere 
dictado en defecto, el plazo para interponer el recurso de 
casación se empezará a contar desde el día en que la oposi-
ción no fuere admisible"; que, en la especie, la sentencia 
impugnada muestra que fué pronunciada en defecto contra 
Benito Verdi, por no haber comparecido; que dicha senten-
cia le fué notificada por acto del ministerial Eduardo Gim-
bernard Gómez, Alguacil de Estrados de la Primera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, actuando a requerimiento de la parte civil, en fe-

cha 7 de noviembre de 1958; que si bien le fué hecha otra 
notificación a requerimiento del Ministerial Público en fecha 
veinticuatro de noviembre de 1958, ya la sentencia le era 
conocida por la primera notificación, la cual puso a correr 
el plazo de la oposición; que-siendo este plazo de cinco días 
se venció el día doce del citado mes; que, a partir del día 
trece comenzaba a correr el plazo de diez días de la casa-
ción, el cual se venció el día veinticuatro de dicho mes y año; 
que, en esas condiciones, habiendo sido declarado este últi-
mo recurso el día veintiocho, según consta en el acta levan-
tada, fué intentado extemporáneamente; que, por consiguien-
te, debe ser declarado inadmisible, acogiéndose el medio pro-
puesto por la parte civil; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido; 
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Considerando que el recurrente invoca en el desarrollc 
del primer medio de su recurso que "de acuerdo con las prue-
bas aportadas... se ha demostrado una serie de faltas a 
cargo del coprevenido Ureña. .. determinantes del acci-
dente, y todas ellas excluyentes de la posibilidad de una fal• 
ta por parte de otra persona"; que la sentencia impugnada 
al adoptar los motivos del juez de primer grado "pone a 
cargo de la persona que transitaba en una calle de preferencia 
las precauciones que deben estar —y están— a cargo de la 
persona que trata de abordar esa vía"; por lo cual ha incu-
rrido en falta de base legal e insuficiencia de motivos; que 
además dicho fallo desnaturaliza los hechos pues le dá una 
interpretación completamente distinta a la realidad", incu-
rriendo de ese modo también en "la violación del artículo 
23 de la Ley de la materia"; pero 

Considerando que los jueces del fondo mediante la pon. 
deración de los medios de prueba que fueron regularmente 
aportados al debate, .dieron por establecido, lo siguiente: a) 
Que el venticuatro de octubre de mil novecientos cincuenta 
y seis ocurrió en Ciudad Trujillo, en la intersección de la 
Avenida Bolívar y la Calle Dr. Delgado, una colisión entre 
la guagua placa N9 6182 que conducía el prevenido Leoncio 
Andújar y el carro Hillman, placa N" 10049 que conduía 
Ramón Ureña Núñez; b) Que ambos vehículos resultaron 
con desperfectos y los pasajeros de la guagua Ligia R. de 
Martínez, Ligia Antonia Martínez R. (menor), Lucrecia 
Bueno, Carlos B. Rojas y Carmen L. Morera, resultaron 
con heridas y contusiones que curaron en unos en menos 
de diez días, y en otros, en más de diez días; que Fausto A. 
López, quien viajaba en el otro vehículo, así como el con-
ductor de este último Ramón Ureña Núñez, resultaron con 
lesiones de importancia que curaron en más de veinte días; 
y c) que el accidente ocurrió debido a que el conductor de 
la guagua no vió el carro, porque transitaba a velocidad ex-
cesiva y porque no observó "las medidas que debió acon 
sejarle la prudencia antes de cruzar la calle Dr. Delgado 
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habiéndole sido imposible, por ende, maniobrar de manera 
a evitar la colisión"; 

Considerando que luego de admitir y de dejar precisa-
dos esos hechos, como consecuencia de la ponderación de las 
declaraciones de ambos conductores, de los testigos, y de 
una visita al lugar de los hechos, los jueces del fondo llega-
ron a la conclusión siguiente, según se lee en los motivos del 
fallo impugnado: "que, en esas condiciones, se desprende 
una 'falta a cargo del prevenido Andújar, que ha dado lugar 
al accidente que nos ocupa, siendo por otra parte insuficien-
tes las pruebas en cuanto a la falta que pudo haber come-
tido el prevenido Ureña, que dieran lugar también a dicho 
accidente"; 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que, contrariamente a como afirma el recurrente, los 
jueces del fondo han dado motivos suficientes y pertinentes 
que justifican el dispositivo del fallo impugnado; que asi-
mismo han hecho una relación completa de los hechos y 
circunstancias de la causa que permite verificar que la ley 
ha sido bien aplicada; que, por otra parte, dichos jueces 
al declarar que los hechos comprobados no revelan falta 
alguna a cargo del otro conductor, no han incurrido en 
desnaturalización alguna, sino que les han apreciado sobe-
ranamente y le han hecho producir las consecuencias lega-
les pertinentes; que, finalmente, el hecho de que la guagua 
transitara por una vía de preferencia, no redimía a su 
conductor de tomar todas las medidas aconsejadas por la 
prudencia, las cuales señala la ley especialmente al aproxi-
marse a la intersección de dos calles o de dos caminos; que, 
en tales condiciones, no se ha incurrido en el fallo impugna-
do en los vicios y violaciones que se señalan, por lo cual, el 
primer medio del recurso carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene el recurrente que el fallo impugnado viola el conte-

nido de la Ley N9  2022 de 1949, pues pone a su cargo una 
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Considerando que el recurrente invoca en el desarrollc 
del primer medio de su recurso que "de acuerdo con las prue-
bas aportadas... se ha demostrado una serie de faltas a 
cargo del coprevenido Ureña . determinantes del acci-
dente, y todas ellas excluyentes de la posibilidad de una fal. 
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Que el venticuatro de octubre de mil novecientos cincuenta 
y seis ocurrió en Ciudad Trujillo, en la intersección de la 
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cesiva y porque no observó "las medidas que debió acon• 
sejarle la prudencia antes de cruzar la calle Dr. Delgado :  
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desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
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de seis meses de prisión correccional y cien pesos de multa 
que le fué impuesta en primera instancia, aplicó una sanción 

ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que, 
de conformidad con el artículo 1384 del Código Civil, la con-
denación en daños y perjuicios, cuya cuantía es de la sobe-
rana apreciación de los jueces del fondo, resulta justificada 
cuando se haya comprobado la existencia de una falta, un 
perjuicio ocasionado a quien reclama la reparación y una 
relación de causa a efecto entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que a este respecto la Corte a qua dió por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido le ha 
ocasionado daños morales y materiales a Carmen Luisa 
Morera y Morera; que, por tanto, al condenar al prevenido 
a pagar a la parte civil constituida, la suma de ochocientos 
pesos oro (RD$800.00), cuyo monto fué apreciado soberana-
mente por los jueces del fondo, como justa reparación de los 
perjuicios por ella sufridos, dicha Corte hizo una correcta 
aplicación del Art. 1384 del Código Civil; 

'Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos no contiene, en cuanto concierne al prevenido, vicio 
alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
en la presente instancia a Carmen Luisa Morera; Segundo: 
Declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por 
Benito Verdi, persona civilmente responsable, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha veinte de 
octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
Leoncio Andújar, contra la misma sentencia; y Cuarto: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Lic. Salvador Espinal 
Miranda, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 
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falta y eso no basta, "ya que es necesario demostrar que 
se cometió una de las faltas que el texto legal preve y luego 
cotejar esta falta con el principio de la causalidad adecua-
da", pues a su juicio "no se ha demostrado ninguna impru-
dencia ni inobservancias de los reglamentos, ni torpeza, ni 
ninguna otra" . .. ni mucho menos. .. cualquiera falta que 
sea "causa única, generadora del accidente"; pero 

Considerando que contrariamente a lo afirmado por el 
recurrente, la Corte a qua dejó establecido, según se expuso 
al examinar el primer medio del recurso, que el accidente 
ocurrió debido a que el conductor de la guagua no vió el ca-
rro y porque "transitando dicho vehículo a velocidad exce• 
siva en aquella hora, no observó las medidas que debió acon-
sejarle la prudencia antes de cruzar la calle Dr. Delgado. 
habiéndole sido imposible, por ende, maniobrar de manera 
a evitar la colisión"; que, por consiguiente, el fallo impug-
nado precisa los hechos característicos de la falta puesta 
a cargo del prevenido, como causa única generadora del ac-
cidente, dejando de ese modo satisfecho el voto de la ley, 
razón por la cual no ha incurrido en las violaciones señala-
das en el segundo y último medio del recurso; que, por tan-
to, dicho medio carece de fundamento y debe ser desesti• 
mado; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito puesto a cargo del pre-
venido recurrente, de golpes y heridas involuntarios ocasio• 
nados con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre. , 
visto por el artículo 3 de la Ley 1\T9 2022 de 1949, y sancio 
nado por ese mismo texto, en su letra e) con seis meses a 
dos años de prisión correccional y con multa de cien a qui-
nientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad de trabajo 
durante veinte días o más; que, en consecuencia, al decla-
rar culpable al prevenido Leoncio Andújar, la Corte a qua 
dió a los hechos de la prevención la calificación que le co-
rresponde según su propia naturaleza; y al mantener la pena 
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falta y eso no basta, "ya que es necesario demostrar que 
se cometió una de las faltas que el texto legal preve y luego 
cotejar esta falta con el principio de la causalidad adecua-
da", pues a su juicio "no se ha demostrado ninguna impru-
dencia ni inobservancias de los reglamentos, ni torpeza, ni 
ninguna otra" . . . ni mucho menos. .. cualquiera falta que 
sea "causa única, generadora del accidente"; pero 

Considerando que contrariamente a lo afirmado por el 
recurrente, la Corte a qua dejó establecido, según se expuso 
al examinar el primer medio del recurso, que el accidente 
ocurrió debido a que el conductor de la guagua no vió el ca-
rro y porque "transitando dicho vehículo a velocidad exce 
siva en aquella hora, no observó las medidas que debió acon-
sejarle la prudencia antes de cruzar la calle Dr. Delgado. 
habiéndole sido imposible, por ende, maniobrar de manera 
a evitar la colisión"; que, por consiguiente, el fallo impug-
nado precisa los hechos característicos de la falta puesta 
a cargo del prevenido, como causa única generadora del ac-
cidente, dejando de ese modo satisfecho el voto de la ley, 
razón por la cual no ha incurrido en las violaciones señala-
das en el segundo y último medio del recurso; que, por tan-
to, dicho medio carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito puesto a cargo del pre-
venido recurrente, de golpes y heridas involuntarios °casi°. 
nados con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre , 
visto por el artículo 3 de la Ley NQ 2022 de 1949, y sancio 
nado por ese mismo texto, en su letra c) con seis meses a 
dos años de prisión correccional y con multa de cien a qui-
nientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad de trabajo 
durante veinte días o más; que, en consecuencia, al decla-
rar culpable al prevenido Leoncio Andújar, la Corte a qua 
dió a los hechos de la prevención la calificación que le co-
rresponde según su propia naturaleza; y al mantener la pena 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La_ 
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia. 
ma. —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— (Fdo ) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE ABRIL DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana de fecha 19 de diciembre de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Luis Hernández Reyes y Arnaldo Bergés Peral. 

Abogado: Dr. Vetilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

a 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Fran-
cisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licencia-
do Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treinta de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independercia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis 
Hernández Reyes, dominicano, soltero, mayor de edad, do-
miciliado y residente en Santiago, Cédula 46473, serie 31, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente y Arnal-
do A. Bergés Peral, dominicano, mayor de edad, casado, 
Ingeniero, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 
3449, serie 64, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana en sus atribuciones correc- 
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cionales, en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generál 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 

en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de di-
ciembre del mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimien-
to del Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 
29197, en nombre y representación del prevenido Luis A. 
Hernández Reyes y de la persona civilmente responsable, Ar-
naldo A. Bergés Peral, en las cuales no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha dieciséis de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 29197, a 
nombre de Arnaldo A. Bergés Peral, persona civilmente res-
ponsable, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado C de la Ley N" 
2022 de 1949; 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho 
fué sometido a la acción de la justicia Luis Antonio Hernán-
dez Reyes, como autor de golpes y heridas en perjuicio de 
José Altagracia de los Santos (a) Tasó, las que curaron en 
más de veinte días, según Certificado médico que figura en 
el expediente; y las que se produjeron en la colisión de la 
camioneta Chevrolet Placa 15865 que conducía el agraviado, 
hecho ocurrido en San Juan de la Maguana; b) Que apode-
rado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor, y después de un reenvío ordenado 
en interés de instruir mejor el expediente, dictó sentencia 
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en fecha veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, cuyo dispositivo figura inserto en el de la senten-
cia ahora impugnada, el cual se copia más adelante; c) Que 
sobre recursos interpuestos por el prevenido Luis Antonio 
Hernández Reyes, por el agraviado José de los Santos (a) 
Tasó, constituído en parte civil, y por Alnardo A. Bergés 
Peral, persona civilmente responsable, la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana dictó en fecha diecinueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos 
en cuanto a la forma, por haber sido interpuestos en los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisitos 
legales los recursos de apelación intentados en fechas 21, 
24 y 26 del mes de noviembre del presente año, por Luis An-
tonio Hernández Reyes, ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral 
y José Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó, (preve-
nido, persona civilmente responsable puesta en causa y par-
te civil constituída, respectivamente) contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, dictada en atribuciones correccionales en fecha 21 
del mes y año indicados cuyo dispositivo es como sigue: "PRI-
MERO: Que debe declarar y declara buena y válida la cons-
titución de la parte civil del señor José Altagracia de los 
Santos Calderón (a) Tasó por ser regular y de derecho; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara al nombrado Luis 
Antonio Hernández Reyes, culpable de golpes involuntarios 
a José Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó en vio-
lación a la Ley 2022, sobre accidentes de vehículo de motor 
y en consecuencia se condena a sufrir seis meses de prisión 
correccional y a pagar cien pesos de multa, de conformidad 
con el artículo 3 9  en su letra c) ; TERCERO Que debe orde-
nar y ordena la cancelación de la licencia para manejar ve-
hículo de motor del prevenido Luis Antonio Hernández Re-
yes por un período de seis meses a partir de la extinción de 
la pena mayor; CUARTO: Que debe condenar y condena al 
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cionales, en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 

en la Secretaría de la Corte a, qua, en fecha veintidós de di-
ciembre del mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimien-
to del Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 
29197, en nombre y representación del prevenido Luis A. 
Hernández Reyes y de la persona civilmente responsable, Ar-
naldo A. Bergés Peral, en las cuales no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha dieciséis de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 29197, a 
nombre de Arnaldo A. Bergés Peral, persona civilmente res-
ponsable, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado C de la Ley N" 
2022 de 1949; 1384 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho 
fué sometido a la acción de la justicia Luis Antonio Hernán-
dez Reyes, como autor de golpes y heridas en perjuicio de 
José Altagracia de los Santos (a) Tasó, las que curaron en 
más de veinte días, según Certificado médico que figura en 
el expediente; y las que se produjeron en la colisión de la 
camioneta Chevrolet Placa 15865 que conducía el agraviado, 
hecho ocurrido en San Juan de la Maguana; b) Que apode-
rado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor, y después de un reenvío ordenado 
en interés de instruir mejor el expediente, dictó sentencia  

en fecha veintiuno de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, cuyo dispositivo figura inserto en el de la senten-
cia ahora impugnada, el cual se copia más adelante; c) Que 
sobre recursos interpuestos por el prevenido Luis Antonio 
Hernández Reyes, por el agraviado José de los Santos (a) 
Tasó, constituido en parte civil, y por Alnardo A. Bergés 
Peral, persona civilmente responsable, la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana dictó en fecha diecinueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el 

siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos 
en cuanto a la forma, por haber sido interpuestos en los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisitos 
legales los recursos de apelación intentados en fechas 21, 
24 y 26 del mes de noviembre del presente año, por Luis An-
tonio Hernández Reyes, ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral 
y José Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó, (preve-
nido, persona civilmente responsable puesta en causa y par-
te civil constituida, respectivamente) contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, dictada en atribuciones correccionales en fecha 21 
del mes y año indicados cuyo dispositivo es como sigue: "PRI-
MERO: Que debe declarar y declara buena y válida la cons-
titución de la parte civil del señor José Altagracia de los 
Santos Calderón (a) Tasó por ser regular y de derecho; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara al nombrado Luis 
Antonio Hernández Reyes, culpable de golpes involuntarios 
a José Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó en vio-
lación a la Ley 2022, sobre accidentes de vehículo de motor 
y en consecuencia se condena a sufrir seis meses de prisión 
correccional y a pagar cien pesos de multa, de conformidad 
con el artículo 39 en su letra c) ; TERCERO Que debe orde-
nar y ordena la cancelación de la licencia para manejar ve-
hículo de motor del prevenido Luis Antonio Hernández Re-
yes por un período de seis meses a partir de la extinción de 
la pena mayor; CUARTO: Que debe condenar y condena al 



BOLETIN JUDICIAL 	 885 884 	 BOLETIN JUDICIAL 

Ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral. persona civil responsa.. 
ble al pago de la suma de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00) de 
indemnización a favor del señor José Altagracia de los San-
tos Calderón (a) Tasó por los daños materiales y morales 
recibidos; y QUINTO: Que debe condenar y condena al pre-
venido al pago de las costas penales y civiles con distrac-
ción de las últimas a favor del Dr. Luis Pelayo González, 
quién afirma haberlas avanzado en su totalidad". SEGUN-
DO: Rechaza las conclusiones de la persona civilmente res-
ponsable puesta en causa por improcedente y mal fundada; 
TERCERO: Confirma el fallo impugnado; CUARTO: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales y a la per-
sona civilmente responsable puesta en causa, ingeniero Ar-
naldo A. Bergés Peral, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de estas últimas en provecho del Dr. Luis Pelayo 
González Vásquez, abogado de la parte civil constituida, Jo-
sé Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la persona civilmente responsable, 
Arnaldo A. Bergés Peral, en su Memorial de Casación, invo-
ca los siguientes medios: Primero: Insuficiencia de motivos y 
desnaturalización de los hechos de la causa; y Segundo: Vio-
lación del Artículo 3, párrafo 2 9  de la Ley 2022 de 1949 y 
del Artículo 1384 del Código Civil; 

En cuanto al provenido recurrente: 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular-
mente administradas en la instrucción de la causa lo siguien-
te: a) que el doce de agosto del mil novecientos cincuenta y 
ocho, en la ciudad de San Juan de la Maguana, se produjo 
un choque entre la motocicleta placa 2022 manejada por su 
propietario José Altagracia de los Santos (a) Tasó, quien 
transitaba por la Avenida Anacaona, calle de preferencia, 
y la camioneta marca Chevrolet placa No 15865, guiada por 
el chófer Luis Antonio Hernández, propiedad este último ve- 

hículo del Ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral, resultando 
el primero con heridas y golpes curables en más de veinte 
días; b) Que el chófer Luis Antonio Hernández, conductor 
de la camioneta, fué imprudente al cruzar hacia una vía de 
preferencia sin tomar las precauciones necesarias como son 
reducir velocidad y detener el vehículo y c) que el choque 
se debió a dicha imprudencia, a la cual se agrega su falta 
de precaución e inobservancia de los reglamentos, pues su 
compañero de asiento el testigo Roberto de los Santos le 
advirtió que se detuviera, lo que no hizo; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes y heridas inv5- 
luntarias, causados con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor, que causaron una enfermedad de más de 
veinte días a José Altagracia de los Santos (a) Tasó, hecho 
previsto por el Artículo 3 de la Ley 2022 del 1949, en su 
letra C, y castigado por dicho texto con la pena de seis meses 
a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; 
que, por consiguiente, al declarar la sentencia impugnada la 
culpabilidad del prevenido y confirmar la del primer grado 
que lo condenó a seis meses de prisión correccional y a 
pagar RD$100.00 de multa ha dado una correcta calificación 
a los hechos de la causa y ha impuesto al prevenido, una 
pena ajustada a la ley; que, igualmente, al mantener la can-
celación de la licencia para conducir vehículos de motor por 
el término de seis meses, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación del Párrafo 49 del mencionado Artículo 3 de la 
Ley 2022; 

Considerando por último, que la sentencia impugnada 
en cuanto concierne al prevenido recurrente, no contiene 
vicio alguno que justifique su casación; 

En cuanto a la persona civilmente responsable: 

Considerando que en el desarrollo del primer medio la 
persona civilmente responsable sostiene en síntesis que en 
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Ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral. persona civil responsa-
ble al pago de la suma de Dos Mil Pesos (RD$2,000.00) de 
indemnización a favor del señor José Altagracia de los San-
tos Calderón (a) Tasó por los daños materiales y morales 
recibidos; y QUINTO: Que debe condenar y condena al pre-
venido al pago de las costas penales y civiles con distrac-
ción de las últimas a favor del Dr. Luis Pelayo González, 
quién afirma haberlas avanzado en su totalidad". SEGUN-
DO: Rechaza las conclusiones de la persona civilmente res-
ponsable puesta en causa por improcedente y mal fundada; 
TERCERO: Confirma el fallo impugnado; CUARTO: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales y a la per-
sona civilmente responsable puesta en causa, ingeniero Ar-
naldo A. Bergés Peral, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de estas últimas en provecho del Dr. Luis Pelayo 
González Vásquez, abogado de la parte civil constituida, Jo-
sé Altagracia de los Santos Calderón (a) Tasó, quién afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la persona civilmente responsable, 
Arnaldo A. Bergés Peral, en su Memorial de Casación, invo-
ca los siguientes medios: Primero: Insuficiencia de motivos y 
desnaturalización de los hechos de la causa; y Segundo: Vio-
lación del Artículo 3, párrafo 29 de la Ley 2022 de 1949 y 
del Artículo 1384 del Código Civil; 

En cuanto al provenido recurrente: 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular-
mente administradas en la instrucción de la causa lo siguien-
te: a) que el doce de agosto del mil novecientos cincuenta y 
ocho, en la ciudad de San Juan de la Maguana, se produjo 
un choque entre la motocicleta placa 2022 manejada por su 
propietario José Altagracia de los Santos (a) Tasó, quien 
transitaba por la Avenida Anacaona, calle de preferencia, 
y la camioneta marca Chevrolet placa N" 15865, guiada por 
el chófer Luis Antonio Hernández, propiedad este último ve- 
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hículo del Ingeniero Arnaldo A. Bergés Peral, resultando 
el primero con heridas y golpes curables en más de veinte 
días; b) Que el chófer Luis Antonio Hernández, conductor 
de la camioneta, fué imprudente al cruzar hacia una vía de 
preferencia sin tomar las precauciones necesarias como son 
reducir velocidad y detener el vehículo y c) que el choque 
se debió a dicha imprudencia, a la cual se agrega su falta 
de precaución e inobservancia de los reglamentos, pues su 
compañero de asiento el testigo Roberto de los Santos le 
advirtió que se detuviera, lo que no hizo; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes y heridas inv5- 
luntarias, causados con el manejo o conducción de un ve-
hículo de motor, que causaron una enfermedad de más de 
veinte días a José Altagracia de los Santos (a) Tasó, hecho 
previsto por el Artículo 3 de la Ley 2022 del 1949, en su 
letra C, y castigado por dicho texto con la pena de seis meses 
a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pesos; 
que, por consiguiente, al declarar la sentencia impugnada la 
culpabilidad del prevenido y confirmar la del primer grado 
que lo condenó a seis meses de prisión correccional y a 
pagar RD$100.00 de multa ha dado una correcta calificación 
a los hechos de la causa y ha impuesto al prevenido, una 
pena ajustada a la ley; que, igualmente, al mantener la can-
celación de la licencia para conducir vehículos de motor por 
el término de seis meses, la Corte a qua hizo una correcta 
aplicación del Párrafo 4" del mencionado Artículo 3 de la 
Ley 2022; 

Considerando por último, que la sentencia impugnada 
en cuanto concierne al prevenido recurrente, no contiene 
vicio alguno que justifique su casación; 

En cuanto a la persona civilmente responsable: 

Considerando que en el desarrollo del primer medio la 
Persona civilmente responsable sostiene en síntesis que en 

884 
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el fallo impugnado se desnaturalizaron los testimonios de la 
causa; que, en efecto, cuando Roberto de los Santos dijo que 
la colisión ocurrió "casi al cruzar la Avenida Anacaona", 
quiso decir "que estaba terminando de cruzar dicha vía", y 
que como la camioneta "recibió el impacto por el motor", de 
ello se deduce que "si ambas partes tienen un poco más de 
precaución, no pasa el accidente"; que el testimonio de Víc-
tor Ml. Leyba fué desnaturalizado porque declaró que "no 
oyó la bocina de ninguno de los vehículos", por lo cual para 
"no conocer la existencia de un 'concurso de causas eficien-
tes de las lesiones sufridas. . . la Corte ha desnaturalizado 
los hechos. . . y no ha podido motivar con la debida sufi- 

■ 
ciencia para producir un fallo condenatorio", pues aún cuan- 
do la víctima transitaba por una calle de preferencia "esto 
no supone que el conductor de la preferencia pueda y deba 
pasarle por encima a todo cuanto se interponga en su ca-
mino"; pero 

Considerando que la Corte a qua en el segundo conside-
rando de la sentencia impugnada dice así: "que por el tes-
timonio de los señores Víctor Manuel Leyba M., Cabo del 
Ejército Nacional y de Roberto de los Santos, se establece 
que —el chófer Luis Antonio Hernández, fué imprudente al 
cruzar una vía de preferencia sin tomar las precauciones 
necesarias, como son reducir la velocidad y detener el ve-
hículo; que a lo dicho se agrega que su compañero de asien-
to el testigo Roberto de los Santos lo advirtió cuando iban 
por medio de la calle de que debía "pararse", lo que no 
hizo, trayendo como consecuencia su falta de precaución y 
violación a los reglamentos, el choque de que ya se ha hecho 
referencia"; 

Considerando que examinada el acta de la audiencia ce-
lebrada en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, en donde constan las declaraciones de los 
testigos Víctor Manuel Leyba y de Roberto de los Santos, 
se comprueba que es cierto que el primero dijo "que no oyó 
bocina de ninguno de los vehículos", pero agregó: "la camio-
neta venía muy rápida; del motor no le sé decir porque no 
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lo ví"; y el segundo testigo, quien venía sentado al lado dere-
cho del chófer que conducía la camioneta, expresó que aún 
cuando ninguno tocó bocina, él le advirtió al chófer de la 
camioneta que tuviera cuidado, pero "ya estábamos muy 
adentro de la Avenida Anacaona. No redujo velocidad, ni 
paró el chófer de la camioneta al llegar a la Avenida; tam-
poco miró a los lados"; 

Considerando que de esas declaraciones y de los demás 
hechos y circunstancias de la causa, pudo la Corte a qua 
inferir como lo hizo, sin incurrir con ello en desnaturaliza-
ción alguna, que la causa eficiente y exclusiva del accidente 
fué la imprudencia del prevenido Luis Antonio Hernández, 
quien al cruzar hacia una vía de preferencia no tomó las 
medidas de precaución que deben ser observadas en esos 
casos; que, además, de esos hechos pudo inferir válidamen-
te la Corte a qua que no hubo falta imputable a la víctima, 
que haya debido ser tenida en cuenta a los fines de la cul-
pabilidad y de las condenaciones pronunciadas contra el pre-
venido; que, por otra parte, contrariamente a como lo afir-
ma el recurrente, el fallo impugnado contiene motivos su-
ficientes que justifican su dispositivo; que, por consiguiente, 
el primer medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medió 
sostiene el recurrente que se ha violado el Artículo 3, Pá-
rrafo 2° de la Ley 2022 de 1949, y el Artículo 1384 del Código 
Civil, porque la Corte a qua al desconocer "la comprobada 
falta" de José Altagracia de los Santos y abstenerse de apli-
car ese texto legal, según el cual el juez podrá si hay falta de 
la víctima rebajar la pena hasta la mitad, incurrió en su vio-
lación y "violó igualmente el Artículo 1384 del Código Civil 
por cuanto no graduó la indemnización acordada"; pero 

Considerando que los jueces del fondo por la aprecia-
ción soberana que hiecieron de los testimonios aportados a 
la causa, según se expresó a propósito del examen del primer 
medio, no establecieron falta alguna a cargo de la víctima; 
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el fallo impugnado se desnaturalizaron los testimonios de la 
causa; que, en efecto, cuando Roberto de los Santos dijo que 
la colisión ocurrió "casi al cruzar la Avenida Anacaona", 
quiso decir "que estaba terminando de cruzar dicha vía", y 
que como la camioneta "recibió el impacto por el motor", de 
ello se deduce que "si ambas partes tienen un poco más de 
precaución, no pasa el accidente"; que el testimonio de Víc-
tor Ml. Leyba fué desnaturalizado porque declaró que "no 
oyó la bocina de ninguno de los vehículos", por lo cual para 
"no conocer la existencia de un 'concurso de causas eficien-
tes de las lesiones sufridas. .. la Corte ha desnaturalizado 
los hechos. .. y no ha podido motivar con la debida sufi- 
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 ciencia para producir un fallo condenatorio", pues aún cuan-
do la víctima transitaba por una calle de preferencia "esto 
no supone que el conductor de la preferencia pueda y deba 
pasarle por encima a todo cuanto se interponga en su ca-
mino"; pero 

Considerando que la Corte a qua en el segundo conside-
rando de la sentencia impugnada dice así: "que por el tes-
timonio de los señores Víctor Manuel Leyba M., Cabo del 
Ejército Nacional y de Roberto de los Santos, se establece 
que —el chófer Luis Antonio Hernández, fué imprudente al 
cruzar una vía de preferencia sin tomar las precauciones 
necesarias, como son reducir la velocidad y detener el ve-
hículo; que a lo dicho se agrega que su compañero de asien-
to el testigo Roberto de los Santos lo advirtió cuando iban 
por medio de la calle de que debía "pararse", lo que no 
hizo, trayendo como consecuencia su falta de precaución y 
violación a los reglamentos, el choque de que ya se ha hecho 
referencia"; 

Considerando que examinada el acta de la audiencia ce-
lebrada en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, en donde constan las declaraciones de los 
testigos Víctor Manuel Leyba y de Roberto de los Santos, 
se comprueba que es cierto que el primero dijo "que no oyó 
bocina de ninguno de los vehículos", pero agregó: "la camio-
neta venía muy rápida; del motor no le sé decir porque no 
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lo vi"; y el segundo testigo, quien venía sentado al lado dere-
cho del chófer que conducía la camioneta, expresó que aún 
cuando ninguno tocó bocina, él le advirtió al chófer de la 
camioneta que tuviera cuidado, pero "ya estábamos muy 
adentro de la Avenida Anacaona. No redujo velocidad, ni 
paró el chófer de la camioneta al llegar a la Avenida; tam-
poco miró a los lados"; 

Considerando que de esas declaraciones y de los demás 
hechos y circunstancias de la causa, pudo la Corte a qua 
inferir como lo hizo, sin incurrir con ello en desnaturaliza-
ción alguna, que la causa eficiente y exclusiva del accidente 
fué la imprudencia del prevenido Luis Antonio Hernández, 
quien al cruzar hacia una vía de preferencia no tomó las 
medidas de precaución que deben ser observadas en esos 
casos; que, además, de esos hechos pudo inferir válidamen-
te la Corte a qua que no hubo falta imputable a la víctima, 
que haya debido ser tenida en cuenta a los fines de la cul-
pabilidad y de las condenaciones pronunciadas contra el pre-
venido; que, por otra parte, contrariamente a como lo afir-
ma el recurrente, el fallo impugnado contiene motivos su-
ficientes que justifican su dispositivo; que, por consiguiente, 
el primer medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medib 
sostiene el recurrente que se ha violado el Artículo 3, Pá-
rrafo 29 de la Ley 2022 de 1949, y el Artículo 1384 del Código 
Civil, porque la Corte a qua al desconocer "la comprobada 
falta" de José Altagracia de los Santos y abstenerse de apli-
car ese texto legal, según el cual el juez podrá si hay falta de 
la víctima rebajar la pena hasta la mitad, incurrió en su vio-
lación y "violó igualmente el Artículo 1384 del Código Civil 
por cuanto no graduó la indemnización acordada"; pero 

Considerando que los jueces del fondo por la aprecia-
ción soberana que hiecieron de los testimonios aportados a 
la causa, según se expresó a propósito del examen del primer 
medio, no establecieron falta alguna a cargo de la víctima; 
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que, por tanto, no estaban situados en el caso previsto en el 
Artículo 3, Párrafo 2 9, de la Ley N^ 2022; que, en esas con-
diciones, dicho texto legal no ha podido ser violado en la 
sentencia impugnada, ni tampoco, se ha podido incurrir en 
la violación del Artículo 1384 del Código Civil, que por con-
siguiente, el segundo y último medio carece también de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando, finalmente, que en cuanto a las condena-
ciones civiles, del examen del fallo impugnado se desprende 
la existencia de una falta imputable al prevenido; de un da-
ño ocasionado por el hecho imputado; una relación de causa 
a efecto entre la falta y el daño; y la condición de comitente, 
jamás negada, de la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable; que, por tanto, al condenar a ésta, al pago 
de una indemnización de dos mil pesos en favor de la parte 
civil constituída, cuyo monto fué soberanamente apreciado 
por los jueces del fondo, se hizo en el fallo impugnado una 
correcta aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Luis Hernández Reyes y Arnaldo 
A. Bergés Peral, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana en sus atribuciones 
correccionales, en fecha diecinueve de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a 
los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia. 
En Nombre de la República. 

Vista la instancia de fecha veintitrés de marzo del co-
rriente año, suscrita por el Dr. Barón del Giúdice y Marche-
na, quién actúa en nombre y representación del procesado 
José Delio Vicini, la cual copiada textualmente dice así: "A 
los Señores Presidente y demás Magistrados que integran 
la Honorable Suprema Corte de Justicia.— En Cámara de 
Consejo.— Instancia en solicitud de pronunciamiento de sen-
tencia ordenando la Libertad Provisional del señor José De-
lio Vicini Ariza.— Materia:— Parte in-fine del Artículo 59 
de la Ley número 5439 sobre Libertad Provisional bajo fian-
za, Modificado por la Ley número 643:— "No se pondrá en 
libertad al procesado sino cuando se le muestre al Juez la 
prueba de que se ha tomado la inscripción o de que se ha 
otorgado la garantía.— Honorables Magistrados:— El sus-
crito abogado, Dr. Barón del Giúdice y Marchena, identifi- 

cado con la Cédula Personal número 2700, de la Serie 23, 
renovada para el corriente año fiscal con sello número 53-
381; con estudio profesional abierto en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, en la planta baja de la casa número 57 de 
la calle "Rafael Deligne"; actuando a nombre y represen-
tación del señor José Delio Vicini, recluido en la cárcel pú-
blica de la ciudad de San Pedro de Macorís, tiene a bien ex-
poneros que:— Por cuanto:— En fecha 2 de diciembre del 
año de mil novecientos cincuenta y cuatro (1954), esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia, dictó una sentencia, co-
mo tribunal de alzada, revocando la dictada por la Hono-
rable Corte de Apelación del Departamento Judicial de Ciu-
dad Trujillo, que había negado la solicitud de Libertad Pro-
visional bajo fianza impetrada por el señor José Delio Vicini; 
y Por cuanto:— Por su sentencia de referencia esa Honora- 
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que, por tanto, no estaban situados en el caso previsto en el 
Artículo 3, Párrafo 2 9, de la Ley N^ 2022; que, en esas con-
diciones, dicho texto legal no ha podido ser violado en la 
sentencia impugnada, ni tampoco, se ha podido incurrir en 
la violación del Artículo 1384 del Código Civil, que por con-
siguiente, el segundo y último medio carece también de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando, finalmente, que en cuanto a las condena-
ciones civiles, del examen del fallo impugnado se desprende 
la existencia de una falta imputable al prevenido; de un da-
ño ocasionado por el hecho imputado; una relación de causa 
a efecto entre la falta y el daño; y la condición de comitente, 
jamás negada, de la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable; que, por tanto, al condenar a ésta, al pago 
de una indemnización de dos mil pesos en favor de la parte 
civil constituida, cuyo monto fué soberanamente apreciado 
por los jueces del fondo, se hizo en el fallo impugnado una 
correcta aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Luis Hernández Reyes y Arnaldo 
A. Bergés Peral, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana en sus atribuciones 
correccionales, en fecha diecinueve de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a 
los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia. 
En Nombre de la República. 

Vista la instancia de fecha veintitrés de marzo del co-
rriente año, suscrita por el Dr. Barón del Giúdice y Marche-
na, quién actúa en nombre y representación del procesado 
José Delio Vicini, la cual copiada textualmente dice así: "A 
los Señores Presidente y demás Magistrados que integran 
la Honorable Suprema Corte de Justicia.— En Cámara de 

Consejo.— Instancia en solicitud de pronunciamiento de sen-
tencia ordenando la Libertad Provisional del señor José De-

lio Vicini Ariza.— Materia:— Parte in-fine del Artículo 5 9 

 de la Ley número 5439 sobre Libertad Provisional bajo fian-
za, Modificado por la Ley número 643:— "No se pondrá en 
libertad al procesado sino cuando se le muestre al Juez la 
prueba de que se ha tomado la inscripción o de que se ha 
otorgado la garantía.— Honorables Magistrados:— El sus-
crito abogado, Dr. Barón del Giúdice y Marchena, identifi- 

cado con la Cédula Personal número 2700, de la Serie 23, 
renovada para el corriente año fiscal con sello número 53- 
381; con estudio profesional abierto en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, en la planta baja de la casa número 57 de 
la calle "Rafael Deligne"; actuando a nombre y represen-
tación del señor José Delio Vicini, recluido en la cárcel pú-
blica de la ciudad de San Pedro de Macorís, tiene a bien ex-
poneros que:— Por cuanto:— En fecha 2 de diciembre del 
año de mil novecientos cincuenta y cuatro (1954), esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia, dictó una sentencia, co- 
mo tribunal de alzada, revocando la dictada por la Hono- 
rable Corte de Apelación del Departamento Judicial de Ciu- 
dad Trujillo, que había negado la solicitud de Libertad Pro- 
visional bajo fianza impetrada por el señor José Delio Vicini; 
y Por cuanto:— Por su sentencia de referencia esa Honora- 
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ble Suprema Corte de Justicia acordó al impetrante el bene-
ficio de la libertad provisional bajo fianza, fijando el monto 
de la misma en la suma de veinticinco mil pesos oro (RD 
$25,000.00); y Por cuanto:— Según las disposiciones del 
Artículo 4° de la Ley número 5439 sobre Libertad Provisio-
nal bajo fianza, modificado por la ley 643 del 20 de diciem-
bre de 1941:— "La fianza se admitirá en especies, en inmue-
bles libres que representen un cincuenta por ciento más del 
valor que han de garantizar o en forma de garantía otor-
gada por una compañía de seguros que esté válidamente 
autorizada a ejercer esta clase de negocios en el territorio 
de la República; y Por cuanto:— Según las disposiciones del 
Artículo 5° de la misma ley, modicado por la Ley número 
643:— "La Fianza en especies se constituirá mediante el 
depósito que de ellas se haga en la Colecturía de Rentas 
Internas, la de inmuebles por la inscripción, en primer rango, 
de una hipoteca que se constituya en favor del Estado repre-
sentado por el ministerio público y la de garantía por medio 
de acto auténtico o bajo firma privada suscrito por el repre-
sentante de la compañía de seguros que la otorgue y por 
el ministerio público. En estos tres casos, se hace constar 
en el acto correspondiente, el objeto del cíepósito, de da 
hipoteca o de la garantía y la sumisión del depositante, del 
dueño del inmueble o de la compañía garante a peder el 
primero los dineros depositados, los segundos a que sea 
ejecutada la garantía o la hipoteca, si el procesado no se 
presenta cuando sea requerido para cualquier acto de pro-
cedimiento o para la ejecución del fallo. No se pondrá en 
libertad al procesado sino cuando se le muestre al Juez 
la prueba de que se ha hecho el depósito, de que se ha 
tomado la inscripción o de que se ha otorgado la garantía"; 
y Por cuanto:— Por medio de acto bajo firma privada in-
tervenido entre la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", y el Honorable Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, el impetrante fué puesto en libertad 
provisional bajo fianza, en ejecución de.la sentencia de esa 
Honorable Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de diciem- 

bre del año de 1954 antes mencionada; y Por cuanto:— 
Cuando intervino el indicado contrato el impetrante era 
recurrente en casación contra sentencia dictada en su per-
juicio por la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, la cual sentencia fué casada, no habiendo hasta la fe-
cha intervenido fallo sobre el fondo de la prevención, sino 
una sentencia dictada por la Honorable Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís que 
anuló la intervenida en primer grado, por vicios de forma; 
y Por cuanto:— La Compañía Nacional de Seguros "San 
Rafael, C. por A.", en uso de las facultades que le confieren 
el Artículo 99 de la ley que regula la materia, en fecha 27 
de noviembre del ario de 1957, solicitó a esa Honorable Su-
prema Corte de Justicia la cancelación de la garantía pres-
tada en favor del impetrante y esa Honorable Suprema Cor-
te de Justicia, haciéndole religión al derecho, canceló el con-
trato intervenido entre la Compañía Nacional de Seguros 
"San Rafael, C. por A.", y el Estado, siendo reducido como 
consecuencia el impetrante a prisión; y Por cuanto:— Los 
motivos que inspiraron la actitud de la compañía asegurado-

- ra garante, fueron dos: primero el que un pariente afín del 
impetrante que servía de fiador de la fianza prestada, por 
disgustos familiares, retiró la garantía ofrecida y segmdo, 
que por motivos de enfermedad debidamente justificados 
por certificado médico, el impetrante dejó de comparecer 
a una cita; y Por cuanto:— La sentencia que otorgó el be-
neficio de la libertad provisional al impetrante, de esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de diciembre 
del ario de 1954, está aún vigente y mantiene toda su fuerza 
ejecutoria, puesto que aún no ha intervenido sentencia de 
condenación en perjuicio del impetrante ni ha sido revocada 
a solicitud de parte, la antes mencionada sehtencia; y Por 
cuanto: antes al contrario el impetrante cuenta en su bene-
ficio con dos sentencias obtenidas con posterioridad a la 

situación, las cuales sentencias son la dictada por esa Ho- 
norable Suprema Corte de Justicia en funciones de Corte 
de Casación que casó la sentencia que lo condenó en la 

1)1,, 
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ble Suprema Corte de Justicia acordó al impetrante el bene-
ficio de la libertad provisional bajo fianza, fijando el monto 
de la misma en la suma de veinticinco mil pesos oro (RD 
$25,000.00); y Por cuanto:— Según las disposiciones del 
Artículo 49 de la Ley número 5439 sobre Libertad Provisio-
nal bajo fianza, modificado por la ley 643 del 20 de diciem-
bre de 1941:— "La fianza se admitirá en especies, en inmue-
bles libres que representen un cincuenta por ciento más del 
valor que han de garantizar o en forma de garantía otor-
gada por una compañía de seguros que esté válidamente 
autorizada a ejercer esta clase de negocios en el territorio 
de la República; y Por cuanto:— Según las disposiciones del 
Artículo 59 de la misma ley, modicado por la Ley número 
643:— "La Fianza en especies se constituirá mediante el 
depósito que de ellas se haga en la Colecturía de Rentas 
Internas, la de inmuebles por la inscripción, en primer rango, 
de una hipoteca que se constituya en favor del Estado repre-
sentado por el ministerio público y la de garantía por medio 
de acto auténtico o bajo firma privada suscrito por el repre-
sentante de la compañía de seguros que la otorgue y por 
el ministerio público. En estos tres casos, se hace constar 
en el acto correspondiente, el objeto del depósito, de la 
hipoteca o de la garantía y la sumisión del depositante, del 
dueño del inmueble o de la compañía garante a peder el 
primero los dineros depositados, los segundos a que sea 
ejecutada la garantía o la hipoteca, si el procesado no se 
presenta cuando sea requerido para cualquier acto de pro-
cedimiento o para la ejecución del fallo. No se pondrá en 
libertad al procesado sino cuando se le muestre al Juez 
la prueba de que se ha hecho el depósito, de que se ha 
tomado la inscripción o de que se ha otorgado la garantía"; 
y Por cuanto:— Por medio de acto bajo firma privada in-
tervenido entre la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", y el Honorable Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, el impetrante fué puesto en libertad 
provisional bajo fianza, en ejecución de'la sentencia de esa 
Honorable Suprema Corté de Justicia de fecha 2 de diciem- 
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bre del año de 1954 antes mencionada; y Por cuanto:—
Cuando intervino el indicado contrato el impetrante era 
recurrente en casación contra sentencia dictada en su per-
juicio por la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, la cual sentencia fué casada, no habiendo hasta la fe-
cha intervenido fallo sobre el fondo de la prevención, sino 
una sentencia dictada por la Honorable Corte de Apelación 
del Departamento Judicial de San Pedro de Macorís que 
anuló la intervenida en primer grado, por vicios de forma; 
y Por cuanto:— La Compañía Nacional de Seguros "San 
Rafael, C. por A.", en uso de las facultades que le confieren 
el Artículo 99  de la ley que regula la materia, en fecha 27 
de noviembre del año de 1957, solicitó a esa Honorable Su-
prema Corte de Justicia la cancelación de la garantía pres-
tada en favor del impetrante y esa Honorable Suprema Cor-
te de Justicia, haciéndole religión al derecho, canceló el con-
trato intervenido entre la Compañía Nacional de Seguros 
"San Rafael, C. por A.", y el Estado, siendo reducido como 
consecuencia el impetrante a prisión; y Por cuanto:— Los 
motivos que inspiraron la actitud de la compañía asegurada 
ra garante, fueron dos: primero el que un pariente afín del 
impetrante que servía de fiador de la fianza prestada, por 
disgustos familiares, retiró la garantía ofrecida y segundo, 
que por motivos de enfermedad debidamente justificados 
por certificado médico, el impetrante dejó de comparecer 
a una cita; y Por cuanto:— La sentencia que otorgó el be-
neficio de la libertad provisional al impetrante, de esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de diciembre 
del año de 1954, está aún vigente y mantiene toda su fuerza 
ejecutoria, puesto que aún no ha intervenido sentencia de 
condenación en perjuicio del impetrante ni ha sido revocada 
a solicitud de parte, la antes mencionada sentencia; y Por 
cuanto: antes al contrario el impetrante cuenta en su bene- 
ficio con dos sentencias obtenidas con posterioridad a la 
situación, las cuales sentencias son la dictada por esa Ho- 
norable Suprema Corte de Justicia en funciones de Corte 
de Casación que casó la sentencia que lo condenó en la 
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Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y la dictada por la 
Honorable Corte de Apelación de San Pedro de Macorís que 
anuló la dictada en primer grado por vicios de forma; y 
Por cuanto:— Cancelado el contrato de garantía interveni-
do, el impetrante goza de la facultad de prestar la fianza 
impuéstale, en especies o sea en efectivo, en inmuebles li-
bres que representen un cincuenta por ciento más del valor 
que han de garantizar o por medio de nueva garantía otor-
gada por una compañía de seguros que esté debidamente 
autorizada a ejercer esta clase de negocios en el territorio 
de la República; y Por cuanto:— La compañía de seguros 
Indemnizacionesy C. por A., ha sido autorizada mediante 
Decreto del Poder Ejecutivo a ejercer en el territorio de la 
República el negocio de garantías para fianzas judiciales 
sobre libertad provisional bajo fianza; y Por cuanto: A la 
vista y en cumplimiento a la sentencia con fuerza ejecutoria 
de esa Honorable Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de 
diciembre del ario de 1954, la compañía de seguros Indem-
nizaciones, C. por A., suscribió un contrato garantizando 
al impetrante por la suma de veinte y cinco mil pesos oro 
(RD$25,000.00), en fecha diez y ocho (18) de los corrientes; 
el cual contrato se le entregó en la indicada fecha al Ho-
norable Magistrado Procurador General de la República, 
según se comprueba por el duplicado adjunto; y Por cuanto: 
No se pondrá en libertad al procesado sino cuando se le 
muestre al juez la prueba de que se ha hecho el depósito, de 
que se ha tomado la inscripción o de que se ha otorgado la 
garantía; y Por cuanto:— Cuando hay urgencia o peligro 
en la demora, mediante autorización de juez competente, 
pueden tener lugar esta clase de diligencias en período de 
vacaciones judiciales; Por tanto:— se os ruega muy respe-
tuosamente que os plazca fallar:— PRIMERO: Habilitando 
el día para conocer del asunto; SEGUNDO: Visto el contra-
to de referencia, ordenar la libertad del señor José Delio 
Vicini quien se encuentra detenido en la cárcel pública de 
San Pedro de Macorís. Así se os ruega en la Ciudad Truji-- 
llo, Distrito Nacional a los veinte y tres días del mes de 

marzo del ario de 1959.— (Firmado) Dr. Barón del Giúdice 

y Marchena, Abogado"; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Atendido a que en fecha primero de diciembre de mil 

novecientos cincuenta y cuatro la Suprema Corte de Justi-
cia dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Que debe revocar y revoca la sentencia ape-
lada, pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad n'U-
jillo, en fecha veinticuatro de noviembre del corriente ario 
(1954), cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; Segundo: Obrando por propia autoridad, debe fijar 
y fija en la cantidad de Veinticinco Mil Pesos Oro (RD 
$25,000.00), la fianza que debe prestar el procesado José 
Delio Vicini, para obtener su libertad provisional; la cual 
debe ser otorgada en la forma que lo determina la ley de la 
materia, para garantizar su obligación de presentarse a to-
dos los actos del procedimiento y Tercero: Que debe ordenar 
y ordena que la presente sentencia sea anexada al proceso 
y notificada al Magistrado Procurador General de la Repú-

blica y a la parte civil, si la hubiere"; 
Atendido a que de acuerdo con el contrato de garantía 

suscrito en esa misma fecha entre el Estado Dominicano y la 
San Rafael, C. por A., esta compañía garantizó la suma de 
Veinticinco Mil Pesos Oro (RD$25,000.00) fijada por la 
antes mencionada sentencia, para que el procesado José 
Dello Vicini pudiera obtener su libertad provisional bajo 

Atendido a que la Suprema Corte de Justicia, fundándo-
fianza; 

se en el artículo 9 de la Ley sobre Libertad Provisional bajo 
fianza, y a instancia de parte interesada, dictó en fecha tres 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, un auto 
con el siguiente dispositivo: "RESUELVE: Ordenar la can-
celación de la fianza de Veinticinco Mil Pesos Oro (RD$25,- 
000.00), prestada por la Compañía Nacional de Seguros San 
Rafael, C. por A., en fecha primero de diciembre de mil 
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Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y la dictada por la 
Honorable Corte de Apelación de San Pedro de Macorís que 
anuló la dictada en primer grado por vicios de forma; y 
Por cuanto:— Cancelado el contrato de garantía interveni-
do, el impetrante goza de la facultad de prestar la fianza 
impuéstale, en especies o sea en efectivo, en inmuebles li-
bres que representen un cincuenta por ciento más del valor 
que han de garantizar o por medio de nueva garantía otor-
gada por una compañía de seguros que esté debidamente 
autorizada a ejercer esta clase de negocios en el territorio 
de la República; y Por cuanto:— La compañía de seguros 
Indemnizaciones C. por A., ha sido autorizada mediante 
Decreto del Poder Ejecutivo a ejercer en el territorio de la 
República el negocio de garantías para fianzas judiciales 
sobre libertad provisional bajo fianza; y Por cuanto: A la 
vista y en cumplimiento a la sentencia con fuerza ejecutoria 
de esa. Honorable Suprema Corte de Justicia de fecha 2 de 
diciembre del año de 1954, la compañía de seguros Indem-
nizaciones, C. por A., suscribió un contrato garantizando 
al impetrante por la suma de veinte y cinco mil pesos oro 
(RD$25,000.00), en fecha diez y ocho (18) de los corrientes; 
el cual contrato se le entregó en la indicada fecha al Ho-
norable Magistrado Procurador General de la República, 
según se comprueba por el duplicado adjunto; y Por cuanto: 
No se pondrá en libertad al procesado sino cuando se le 
muestre al juez la prueba de que se ha hecho el depósito, de 
que se ha tomado la inscripción o de que se ha otorgado la 
garantía; y Por cuanto:— Cuando hay urgencia o peligro 
en la demora, mediante autorización de juez competente, 
pueden tener lugar esta clase de diligencias en período de 
vacaciones judiciales; Por tanto:— se os ruega muy respe-
tuosamente que os plazca fallar:— PRIMERO: Habilitando 
el día para conocer del asunto; SEGUNDO: Visto el contra-
to de referencia, ordenar la libertad del señor José Delio 
Vicini quien se encuentra detenido en la cárcel pública de 
San Pedro de Macorís. Así se os ruega en la Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional a los veinte y tres días del mes de 

Marzo del año de 1959.— (Firmado) Dr. Barón del Giúdice 

y Marchena, Abogado"; 
Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Atendido a que en fecha primero de diciembre de mil 

novecientos cincuenta y cuatro la Suprema Corte de Justi- 
iente dispositivo: "FA- 

cia dictó una sentencia con el sigo 
LLA: Primero: Que debe revocar y revoca la sentencia ape-
lada, pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en fecha veinticuro de noviembre del corriente ario 

itivo
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$25,000.00), la fianza que debe prestar el proceso cual 
Delio Vicini, para obtener su libertad 

p ; la 

debe ser otorgada en la forma que lo determina la ley de la to- 
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dos los actos del procedimiento y Tercero: Que debe  
y ordena que la presente sentencia sea anexada al proceso 
y notificada al Magistrado Procurador General de la Repú-

blica y a la parte civil, si la hubiere"; 
Atendido a que de acuerdo con el contrato de garantía 
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celación de la fianza de Veinticinco Mil Pesos de 

O
Seguros
ro (RD$25

San 
,- 

000.00) , prestada por la Compañía Nacional  
Rafael, C. por A., en fecha primero de diciembre de mil 

II 



BOLETIN JUDIC/AL BOLETÍN JUDICIAL 

novecientos cincuenta y cuatro, para que el procesado José 
Delio Vicini, obtuviera su libertad provisional bajo fianza"; 

Atendido a que en el presente caso no se trata, de una 
simple sustitución de un fiador por otro; que, en efecto, cuan-
do en virtud de las disposiciones del artículo 9 de la Ley 
sobre Libertad Provisional bajo Fianza, el fiador entrega 
al prcnesado para que sea reducido a prisión y pide que la 
fianza sea cancelada, cesan las obligaciones resultantes de 
la fianza, y consecuentemente, quedan aniquilados los efec-
tos de la sentencia en ejecución de la cual la fianza fué con-
sentida; 

Atendido a que por_ consiguiente, en tales casos es in-
dispensable que la libertad provisional bajo fianza sea soli-
citada de nuevo, con sujeción -a las disposiciones de la ley 
de la materia; 

Por tales motivos, y visto el artículo 9 de la Ley sobre 
Libertad Provisional bajo Fianza, 

RESUELVE: 

Declarar inadmisible el pedimento formulado por el 
procesado José Delio Vicini, en la instancia de fecha veinti-
trés de marzo del corriente ario, transcrita anteriormente. 

Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día tres 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Bardn T. Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dado y firmado ha sido el auto que antecede por los 
señores Jueces que en él figuran, el mismo día, mes y año en 
él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Lilbertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex García de Peña y Manuel D. Bergés Chu-
pani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 

ati la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de revisión interpuesto por Felise Mac-

carello o Maccariello, italiano, mayor de edad, casado, mecá-
nico, domiciliado y residente en la Base Aérea Militar de 
San Isidro, cédula 68617, serie 1, cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez y siete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: Declara 
regular y válido, en la forma, el presente recurso de apela-
ción; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la pensión 
se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha prime-
ro del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del presente 
fallo; y, obrando por propia autoridad fija en la suma de 
veinte pesos oro (RDS20.00) la pensión mensual que el pre-
venido Felise Maccarello, debe pasar a la madre querellante 
señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera Martínez, para 
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novecientos cincuenta y cuatro, para que el procesado José 
Delio Vicini, obtuviera su libertad provisional bajo fianza"; 

Atendido a que en el presente caso no se trata, de una 
simple sustitución de un fiador por otro; que, en efecto, cuan-
do en virtud de las disposiciones del artículo 9 de la Ley 
sobre Libertad Provisional bajo Fianza, el fiador entrega 
al procesado para que sea reducido a prisión y pide que la 
fianza sea cancelada, cesan las obligaciones resultantes de 
la fianza, y consecuentemente, quedan aniquilados los efec-
tos de la sentencia en ejecución de la cual la fianza fué con-
sentida; 

Atendido a que por_ consiguiente, en tales casos es in-
dispensable que la libertad provisional bajo fianza sea soli-
citada de nuevo, con sujeción - a las disposiciones de la ley 
de la materia; 

Por tales motivos, y visto el artículo 9 de la Ley sobre 
Libertad Provisional bajo Fianza, 

RESUELVE: 

Declarar inadmisible el pedimento formulado por el 
procesado José Delio Vicini, en la instancia de fecha veinti-
trés de marzo del corriente año, transcrita anteriormente. 

Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día tres 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de 
Peña.— Bardn T. Sánchez L.— Manuel D. Bergés Chupani. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

Dado y firmado ha sido el auto que antecede por los 
señores Jueces que en él figuran, el mismo día, mes y año en 
él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex García de Peña y Manuel D. Bergés Chu-
pani, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día diecisiete del mes de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Felise Mac-
carello o Maccariello, italiano, mayor de edad, casado, mecá-
nico, domiciliado y residente en la Base Aérea Militar de 
San Isidro, cédula 68617, serie 1, cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diez y siete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia a continuación: "FALLA: Primero: Declara 
regular y válido, en la forma, el presente recurso de apela-
ción; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la pensión 
se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciOnes co-
rreccionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha prime-
ro del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del presente 
fallo; y, obrando por propia autoridad fija en la suma de 
veinte pesos oro (RD$20.00) la pensión mensual que el pre-
venido Felise Maccarello, debe pasar a la madre querellante 
señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera Martínez, para 
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subvenir a las atenciones y necesidades del menor Michel 
Angelo procreado por ambos; y Tercero: Condena al preve-
nido al pago de las costas"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Procurador Ge. 
neral de la República, de fecha veinticinco de febrero de mil 
novecientos cincuenta y nueve, que copiado textualmente 
dice así: "Nos, Lic. Luis E. Suero, Procurador General de la 
República; Vista la instancia que nos fué dirigida en fecha 
24 de febrero de 1959, suscrita por el Dr. Mario Read Vit. 
tini, mediante la cual solicita la revisión de la sentencia dic-
tada en fecha 17 de septiembre de 1957, por la Honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, la cual conoció de la 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 1 de 
julio de 1957, por el delito de violación a la Ley NQ 2402;— 
Visto el artículo 312 del Código de Procedimiento Criminal; 
Disponemos: Apoderar del asunto a la Suprema Corte de 
Justicia, para que decida lo que sea de derecho, de acuerdo 
con la ley.— Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, Ca-
pital de la República Dominicana, a los 25 días del mes de 
febrero de 1959, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo.— (Firmado) Lic. 
Luis E. Suero, Procurador General de la República"; 

Vista la instancia que se anexa a dicho auto, suscrita 
por el doctor Mario Read Vittini, que copiada textualmente 
dice así: "A los Honorables Magistrados Presidente y de-
más Jueces que componen la Honorable Suprema Corte de 
Justicia de la República, vía Magistrado Procurador Gene-
ral de la República.— Asunto: Recurso de revisión contra 
sentencia dictada en materia correccional por la Honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 17 de sep-
tiembre del año 1957.— Promovente: Felise Maccarello o 
Maccariello.— Abogado: Doctor Mario Read Vittini.— Ho-
norables Magistrados: El infrascrito abogado, Dr. Mario 
Read Vittini, dominicano, mayor de edad, soltero, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 

Identidad número 17733, serie 2a, renovada con sello de 
Rentas Internas Núm. 57629, en nombre y representación del 
señor Felise Maccarello o Maccariello, italiano, mayor de 
edad, casado, mecánico, domiciliado y residente en la Base 
Aérea Militar de "San Isidro, Distrito Nacional, con carnet 
de asimilado militar N" 112, quien hace elección de domici-
lio, para todos los fines y consecuencia del presente recurso, 
en el estudio profesional del infrascrito abogado, casa 
16-A de la calle Luperón, de esta ciudad, tiene a bien expo-
neros lo siguiente: 1.—Mediante querella presentada por la 
señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera Martínez, contra 
el señor Felise Maccarello o Maccariello, por violación a la 
Ley N" 2402, fué apoderada la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual 
dictó en fecha primero de julio del ario 1957, la sentencia 
cuyo es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: Que debe 
declarar y declara, al nombrado Felise llaccariello o Mac-
carello, de generales anotarlas, padre del menor Michel Ca-
brera, procreado con la señora Gladys Mercedes Pastora 
Cabrera Martínez; Segundo: Que debe declarar al nombra-
do Felise Maccarielo o Mac carello, de generales anotadas, 
culpable del delito de violación a la Ley número 2402, en 
perjuicio del menor Michel Cabrera, procreado con la señora 
Gladys Mercedes Pastora Cabrera Martínez, y, en conse-
cuencia, se le condena a dos arios de prisión correccional; 
Tercero: Que debe fijar y fija, en la suma de Veinticinco 
Pesos Oro (RD$25.00) el monto de la pensión alimenticia 
que el prevenido deberá suministrarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades del menor en referen-
cia; Cuarto: Que debe ordenar y ordena, la ejecución pro-
visional de la sentencia, a partir de la fecha de la querella; 
Quinto: Que debe condenar y condena, al inculpado al pago 
de las costas penales causadas.— 2,— No conforme con las 
sentencia indicada el señor Felise Maccarello o Maccariello, 
interpuso formal recurso de apelación y, en vista de ese re-
curso, la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
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subvenir a las atenciones y necesidades del menor Michel 
Angelo procreado por ambos; y Tercero: Condena al preve.. 
nido al pago de las costas"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, de fecha veinticinco de febrero de mil 
novecientos cincuenta y nueve, que copiado textualmente 
dice así: "Nos, Lic. Luis E. Suero, Procurador General de la 
República; Vista la instancia que nos fué dirigida en fecha 
24 de febrero de 1959, suscrita por el Dr. Mario Read Vit-
tini, mediante la cual solicita la revisión de la sentencia dic-
tada en fecha 17 de septiembre de 1957, por la Honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, la cual conoció de la 
sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 1 de 
julio de 1957, por el delito de violación a la Ley N9 2402;-
Visto el artículo 312 del Código de Procedimiento 'Criminal; 
Disponemos: Apoderar del asunto a la Suprema Corte de 
Justicia, para que decida lo que sea de derecho, de acuerdo 
con la ley.— Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, Ca-
pital de la República Dominicana, a los 25 días del mes de 
febrero de 1959, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo.— (Firmado) Lic. 
Luis E. Suero, Procurador General de la República"; 

Vista la instancia que se anexa a dicho auto, suscrita 
por el doctor Mario Read Vittini, que copiada textualmente 
dice así: "A los Honorables Magistrados Presidente y de-
más Jueces que componen la Honorable Suprema Corte de 
Justicia de la República, vía Magistrado Procurador Gene-
ral de la República.— Asunto: Recurso de revisión contra 
sentencia dictada en materia correccional por la Honorable 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 17 de sep-
tiembre del año 1957.— Promovente: Felise Maccarello o 
Maccariello.— Abogado: Doctor Mario Read Vittini.— Ho-
norables Magistrados: El infrascrito abogado, Dr. Mario 
Read Vittini, dominicano, mayor de edad, soltero, de este 
domicilio y residencia, portador de la cédula personal de 

Identidad número 17733, serie 2a , renovada con sello de 
Rentas Internas Núm. 57629, en nombre y representación del 
señor Felise Maccarello o Maccariello, italiano, mayor de 
edad, casado, mecánico, domiciliado y residente en la Base 
Aérea . 

Militar de "San Isidro, Distrito Nacional, con carnet 
de asimilado militar N" 112, quien hace elección de domici-
lio, para todos los fines y consecuencia del presente recurso, 
en el estudio profesional del infrascrito abogado, casa N" 
16-A de la calle Luperón, de esta ciudad, tiene a bien expo-
neros lo siguiente: 1.—Mediante querella presentada por la 
señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera Martínez, contra 
el señor Felise Maccarello o Maccariello, por violación a la 
Ley N" 2402, fué apoderada la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual 
dictó en fecha primero de julio del año 1957, la sentencia 
cuyo es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: Que debe 
declarar y declara, al nombrado Felise Maccariello o Mac-
carello, de generales anota,as, padre del menor Michel Ca-
brera, procreado con la señora Gladys Mercedes Pastora 
Cabrera Martínez; Segundo: Que debe declarar al nombra-
do Felise Maccarielo o Maccarello, de generales anotadas, 
culpable del delito de violación a la Ley número 2402, en 
perjuicio del menor Michel Cabrera, procreado con la señora 
Gladys Mercedes -Pastora Cabrera Martínez, y, en conse-
cuencia, se le condena a dos años de prisión correccional; 
Tercero: Que debe fijar y fija, en la suma de Veinticinco 
Pesos Oro (RD$25.00) el monto de la pensión alimenticia 
que el prevenido deberá suministrarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades del menor en referen-
cia; Cuarto: Que debe ordenar y ordena, la ejecución pro-
visional de la sentencia, a partir de la fecha de la querella; 
Quinto: Que debe condenar y condena, al inculpado al pago 
de las costas penales causadas.— 2,— No conforme CON las 
sentencia indicada el señor Felise Maccarello o Maccariello, 
interpuso formal recurso de apelación y, en vista de ese re-
curso, la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
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dictó, en fecha diecisiete (17) de septiembre de 1957, la sen-
tencia de la cual es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: 
Declara regular y válido, en la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la 
pensión se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
fecha primero del mes de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y Siete, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y obrando por propia autoridad Fija 
en la suma de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) la pensión men-
sual que el prevenido Felise Maccarello debe pasar a la ma-
dre querellante, señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera 
Martínez, para subvenir a las atenciones y necesidades del 
menor Michel Angelo procreado por ambos, y Tercero: Con-
dena al prevenido al pago de las costas'; 3.—Que después 
de dictadas y definitivas las sentencias cuyos dispositivos 
se han transcrito, han surgido documentos que fueron des-
conocidos por los jueces y que hubieran podido conducir al 
establecimiento de la inocencia del inculpado y a su descargo 
por no haber cometido el hecho que se le imputa;— 4.— Que, 
en efecto, obran en poder del impetrante dos cartas emana-
das de la querellante, que se depositan conjuntamente con 
documentos también emanados de la misma querellante, pa-
ra fines de comparación de las firmas, anexos al presente 
escrito y cuyo es el contenido siguiente: 'Querido Nino: Te 
escribo estas cortas líneas para decirte con pocas palabras 
que tú eres un delincuente y un engañador, pues todas las 
promesas que me hiciste antes de acusar a Felise de un muer-
to que él no mató, eran mentiras, pero piensas bien lo que 
tú va a hacer porque tú me conoces muy bien y sabes que 
soy capaz de cualquier cosa y que siempre hago lo que digo. 
Nino no creas que con los testigos que me mandaste ya lo-
graste salir de tu apuro pues tú sabes mejor que nadie que 
yo lo sé todo y que si quiero mandarte a la cárcel puedo 
hacerlo todo depende de tí recuerda que yo sé el asunto de 

la aduana y que si digo ésto imagínate lo que va a pasarte 
te digo lo que pienso hacer para que lo sepas y lo pienses 
muy bien antes de que sea tarde para ti pues tu mejor que 
nadie sabes que el niño es nuestro y no del pobre Felice y si 

_,BIL tu has resuelto abandonar a tu hijo es bueno que sepas que 
glir no te irá muy bien pues yo estoy dispuesta a todo contar 

que atiendas a tu hijo; este mes no voy a cobrar a Felice la 
pensión impuesta inocentemente a ese pobre hombre me da 
pena sacarle dinero a un inocente sabiendo tu muy bien que 
eres el verdadero padre del niño antes me prometías que me 
daría lo necesario para sostener a tu hijo ahora estas tran- 
quilo y piensas que yo no puedo hacer nada me abandonas 
no pienses que he acusado a Felise por la ley a tí si te lo 
haría si no cambias con no.sotros y hasta tu esposa lo sa- 
bría todo y le diré que tu fuiste el autor de que ocusara a 
Felice siendo tu el único responsable. Esta es la últ ima carta 
que te escribo así después no diga que no te he avisado. A 
brazos de tu hijo Miguelito. (Fda) Gladys M. Cabrera M..'; 
'Señora Inmaculada: Te escribo esta carta para hacerte sa- 
ber que tu piensas que sabes mucho pero quiero que sepas 
que tu no sabes nada y para demostrarte quien sabe más que 
tu o yo porque la mujer dominicana engañan y nunca son 
engañadas por nadie y menos por tí, que eres una tonta, y 
como ya ustedes no pueden hacer nada, contra mi te voy 
a decir toda la verdad sobre mi hijo Michele, en primer lu- 
gar quiero que sepas que tanto tu como tu marido han sido 
engañados por mí y por nino, ante los tribunales pues quiero 
que sepas que tengo mucha cuñas dentro de los tribunales 
y les aconsejo que no peleen más porque le va a salir peor.— 
Señora, cuando niño y yo vemos a tu marido o a ti, nos he- 
ehamos a reir, como pensar los bobos que son ustedes cre- 
yendo tanta mentira sobre el niño; y pensar que todo lo 
que pasó en el Tribunal nadie lo hubiera hecho, pero como 
fue el que me aconsejó y me preparó todo lo que yo tenía 
que hacer y decir y así lo hice para engañarlo a ustedes, y 
tuvimos existo y ahora estamos felices y nos reimos del 

11 
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dictó, en fecha diecisiete (17) de septiembre de 1957, la sen-
tencia de la cual es el dispositivo siguiente: 'Falla: Primero: 
Declara regular y válido, en la forma, el .presente recurso 
de apelación; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la 
pensión se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara de lo Penal 
del Juzgados  de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
fecha primero del mes de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y obrando por propia autoridad Fija 
en la suma de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) la pensión men-
sual que el prevenido Felise Maccarello debe pasar a la ma-
dre querellante, señora Gladys Mercedes Pastora Cabrera 
Martínez, para subvenir a las atenciones y necesidades del 
menor Michel Angelo procreado por ambos, y Tercero: Con-
dena al prevenido al pago de las costas'; 3.—Que después 
de dictadas y definitivas las sentencias cuyos dispositivos 
se han transcrito, han surgido documentos que fueron des-
conocidos por los jueces y que hubieran podido conducir al 
establecimiento de la inocencia del inculpado y a su descargo 
por no haber cometido el hecho que se le imputa;— 4.— Que, 
en efecto, obran en poder del impetrante dos cartas emana-
das de la querellante, que se depositan conjuntamente con 
documentos también emanados de la misma querellante, pa-
ra fines de comparación de las firmas, anexos al presente 
escrito y cuyo es el contenido siguiente: 'Querido Nino: Te 
escribo estas cortas líneas para decirte con pocas palabras 
que tú eres un delincuente y un engañador, pues todas las 
promesas que me hiciste antes de acusar a Felise de un muer-
to que él no mató, eran mentiras, pero piensas bien lo que 
tú va a hacer porque tú me conoces muy bien y sabes que 
soy capaz de cualquier cosa y que siempre hago lo que digo. 
Nino no creas que con los testigos que me mandaste ya lo-
graste salir de tu apuro pues tú sabes mejor que nadie que 
yo lo sé todo y que si quiero mandarte a la cárcel puedo 
hacerlo todo depende de tí recuerda que yo sé el asunto de 

la aduana y que si digo ésto imagínate lo que va a pasarte 
te digo lo que pienso hacer para que lo sepas y lo pienses 
muy bien antes de que sea tarde para ti pues tu mejor que 
nadie sabes que el niño es nuestro y no del pobre Felice y si 
tu has resuelto abandonar a tu hijo es bueno que sepas que 
no te irá muy bien pues yo estoy dispuesta a todo contar 
que atiendas a tu hijo; este mes no voy a cobrar a Felice la 
pensión impuesta inocentemente a ese pobre hombre me da 
pena sacarle dinero a un inocente sabiendo tu muy bien que 
eres el verdadero padre del niño antes me prometías que me 
daría lo necesario para sostener a tu hijo ahora estas tran-
quilo y piensas que yo no puedo hacer nada me abandonas 
no pienses que he acusado a Felise por la ley a tí si te lo 
haría si no cambias con nosotros y hasta tu esposa lo sa-
bría todo y le diré que tu fuiste el autor de que ocusara a 
Felice siendo tu el único responsable. Esta es la última carta 
que te escribo así después no diga que no te he avisado. A 
brazos de tu hijo Miguelito. (Fda) Gladys M. Cabrera M..'; 
'Señora Inmaculada: Te escribo esta carta para hacerte sa-
ber que tu piensas que sabes mucho pero quiero que sepas 
que tu no sabes nada y para demostrarte quien sabe más que 
tu o yo porque la mujer dominicana engañan y nunca son 
engañadas por nadie y menos por tí, que eres una tonta, y 
como ya ustedes no pueden hacer nada, contra mi te voy 
a decir toda la verdad sobre mi hijo Michele, en primer lu-
gar quiero que sepas que tanto tu como tu marido han sido 
engañados por mí y por nino, ante los tribunales pues quiero 
que sepas que tengo mucha cuñas dentro de los tribunales 
y les aconsejo que no peleen más porque le va a salir peor.—
Señora, cuando niño y yo vemos a tu marido o a ti, nos he-
chamos a reir, como pensar los bobos que son ustedes cre-
yendo tanta mentira sobre el niño; y pensar que todo lo 
que pasó en el Tribunal nadie lo hubiera hecho, pero como 
fue el que me aconsejó y me preparó todo lo que yo tenía 
que hacer y decir y así lo hice para engafiarlo a ustedes, y 
tuvimos existo y ahora estamos felices y nos reimos del 
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mundo, y tu y tu marido con un muerto que otro mató, asi 
cuando tu veas a mi hijo no lo llames bastardo pues ya tu 
sabes quien el verdadero padre, y al saber esto estoy segura 
que te pondrás muy guapa al saber que el niño es hijo de 
nino Ieromazo tu compatriota y que es el único macho que 
me da gusto, pero la ley fallo en contra de usd., y ahora tu 
marido que cumpla con la ley o de lo contrario ira a parar 
a la cárcel, así pues no grites más.— Te saluda. (Fda.) Gla-
dys M. Cabrera M".— De conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 305 del Código de Procedimiento Criminal, Acá-
pite 4to.: Cuando después de una condenación sobrevenga o 
se revele algún hecho, o se presenten documentos de los 
cuales no se conoció en los debates, siempre que por su natu-
raleza demuestren la inocencia del condenado'.— 6.— Es 
obvio que en el caso presente concurren las exigencias del 
transcrito artículo 305, párrafo 4to. por cuanto se trata a) 
de documentos que no fueron conocidop ni sometidos al 
debate por ante el Juez que dictó la sentencia ahora impug-
nada en revisión y b) se trata de documentos y hechos que 
vienen a establecer la inocencia del señor Felise Maccarello 
o Maccariello, en el hecho de violación a la Ley NQ 2402, 
base de la condenación dictada en su contra.— 7.— En con-
secuencia, preciso es admitir que en el presente caso el re-
curso de revisión es admisible en cuanto a la forma por 
haber sido interpuesto en las formas y dentro de las pres-
cripciones de ley, así como en el fondo por cuanto los docu-
mentos que se anexan pueden conducir al establecimiento 
de la inocencia del exponente en el proceso en el cual a la 
postre fué condenado por la sentencia ahora impugnada en 
revisión.— CONCLUSIONES: Por tales motivos y los que 
de seguro tendréis a bien suplir con vuestro elevado criterio 
y recto espíritu de justicia, el señor Felise Maccarello o Ma-
cariello, de las generales que ya constan, tiene a bien pediros 
muy respetuosamente: Primero: Que declaréis bueno y vá-
lido por regular y justo en el fondo el presente recurso de 
revisión; Segundo: Que de conformidad con lo dispuesto por 

el artículo 305 del Código de Procedimiento Criminal, de-
claréis que procede revisar la sentencia dictada por la Ho-
nonlble Corte de Apelación del Departamento de Ciudad 
Trujillo, en fecha 17 de septiembre del ario 1957, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en otra parte del presente escrito, 
por cuanto, han surgido documentos que no fueron conoci-
dos en los debates en instrucción que produjo dicha senten-
cia, que pueden conducir a demostrar la inocencia del expo-
nente en los hechos por los cuales fué condenado por la indi-
cada sentencia.— Tercero: que ordenéis, asimismo de con-
formidad con la disposición del artículo 312 del Código de 
Procedimiento 'Criminal, la anulación de todas las sentencias 
y actuaciones que pueden servir de obstáculo a la revisión 
que se ordene por la sentencia a intervenir, fijando las cues-
tiones que deban ser resueltas y actuaciones que constan en 
el expediente del caso, el cual reposa en los archivos de la 
Secretaría de la Honorable Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, con motivo del recurso de apelación que fué inter-
puesto contra la sentencia ahora impugnada.— Cuarto: Que 
se designe por la sentencia que intervenga, de donformidad 
con lo dispuesto por el artículo 312 del Código de Procedi-
miento Criminal, el Tribunal correspondiente, para. que en 
sus atribuciones correccionales, conozca nuevamente del pro-
ceso resuelto por la sentencia cuya revisión se solicita.— Es 
Justicia que se os pide y espera merecer, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, República Dominicana, hoy día veinti-
cuatro del mes de febrero del ario mil novecientos cincuenta 
y nueve (1959).— (Firmado) Doctor Mario Read Vittini.— 
Hay un sello de RD$6.00, debidamente cancelado"; 

Vista la copia certificada de la sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diecisiete de septiem-
bre de mil novecientos Cincuenta y siete, cuya revisión se 
pide; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 305, ordinal 4, 306, 308 y 311 
del Código de Procedimiento Criminal; 

'Considerando, sobre la admisibilidad del recurso en 
cuanto a la forma: 1) Que la Suprema Corte de Justicia ha 
sido apoderada regularmente, mediante requerimiento del 
Magistrado Procurador General de la República, de acuerdo 
con el artículo 308 del Código de Procedimiento Criminal; 
2) Que en la especie se trata del caso de revisión previsto en 
el ordinal 49 del artículo 305; 3) Que la sentencia impugnada 
puede ser objeto de un recurso de revisión, conforme a las 
disposiciones del artículo 307; y 4) Que dicha sentencia ha 
adquirido la autoridad de la cosa juzgada; 

Considerando, en cuanto al fondo, que de conformidad 
con el artículo 311 del Código de Procedimiento Criminal, la 
Suprema Corte de Justicia, cuando el recurso de revisión ha 
sido admitido en cuanto a la forma y el asunto no se halla 
en estado, puede, antes de estatuir sobre el fundamento de 
la acción, proceder directamente o por comisiones rogatorias 
a todos los informativos, confrontaciones, reconocimientos 
de identidad, interrogatorios y medios adecuados para po-
ner en evidencia la verdad; 

Considerando que, en la especie, antes de estatuir sobre 
el fondo, es procedente que sean interrogados el recurrente 
Felise Maccarello o Maccariello, su esposa, Inmaculada de 
Maccariello, Nino Ieromazzo y Gladys M. Cabrera M., sobre 
los puntos que serán articulados en el dispositivo de esta 
sentencia y sobre cualesquiera otros hechos y circunstancias 
que sean pertinentes; 

Por tales motivos, Primero: Declara admisible en cuan-
to a la forma, el recurso de revisión interpuesto por Felise 
Maccarello o Maccariello contra la sentencia de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha diecisiete de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Ordena: a) 
Que Gladys M. Cabrera M., sea interrogada respecto de la 
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autenticidad de las cartas dirigidas por ella a "Nino" y a la 
"Señora Inmaculada", y en caso de que reconozca la auten-
ticidad y sinceridad de dicha correspondencia, que informe 
si ella autorizó su producción en justicia, y que explique, 
además, por qué presentó querella contra Maccariello, atri-
buyéndole la paternidad del niño que ahora pretende es hijo 
de Nino Ieromazzo; b) Que el recurrente Felise Maccarello 
o Maccariello sea interrogado para que informe cual fué el 
medio por él empleado para procurarse la correspondencia 
sin fecha dirigida por Gladys M. Cabrera M., a "Nino" y a la 
"señora Inmaculada", invocada como fundamento del recur-
so de revisión, y c) Que Nino Ieromazzo e Inmaculada de 
Maccariello declaren si ellos recibieron las cartas antes men-
cionadas, y en caso afirmativo, que informen si autorizaron 
a Maccariello a producirlas en justicia; Tercero: Comisiona 
para que realice dichos interrogatorios, al Magistrado Juez 
de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, el cual será, en caso de impedi-
mento, reemplazo por auto que dicte al efecto el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, sobre simple información: 
Cuarto: Autoriza al Juez comisionado a interrogar, además, 
a todas aquellas personas cuya declaración juzgue necesaria; 
Quinto: Ordena que el expediente relativo al recurso de re-
visión sea remitido, por Secretaría, al Juez comisionado, para 
su más amplia información; y Sexto: Reserva las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo. 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Becas, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amlama, Doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, licenciado Barón T. 
Sánchez, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del 
Secretario General, en Cámara de Consejo, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve de abril de mil 
novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independen-
cia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo. ha 
dictado la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
José Dello Vicini Ariza, dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula 21561-Serie 1-Sello ( . ) contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha die-
ciséis de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero Re-
chaza el pedimento de libertad provisional bajo fianza ele-
vado a esta Corte de Apelación en favor del acusado José 
Delio Vicini Ariza, en vista de la gravedad de los hechos 
puestos a su cargo. Segundo: Ordena que la presente senten-
cia sea anexada al proceso y notificada al Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, y a la parte civil, si la hu-
biere"; 

Visto el acto de alguacil notificado en fecha veintidós 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimien-
to de José Delio Vicini Ariza, por el cual se interpone re-
curso de apelación contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís de fecha dieciséis de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Visto el escrito de fecha veintisiete de abril de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, suscrito por el doctor Barón 
del Guidice y Marehena, abogado, cédula 2700, serie 23, sello 
62468, que termina así: Primero: Declarando regular y bue-
no el presente recurso de apelación hecho mediante notifi-
cación al Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís; Segundo: Revocando 
la sentencia dictada por la Honorable Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 16 
de abril del año en curso, que rechazó la demanda en liber-
tad provisional interpuesta por el concluyente José Delio Vi-
cini Ariza; Tercero: Concediendo al señor José Delio Vicini 
Ariza el beneficio de la libertad provisional bajo fianza; 
Cuarto: Fijando el monto de la fianza que deberá prestar 
para obtener su libertad provisional; Quinto: Ordenando su 
libertad, cuando se os haga la prueba de que se ha hecho 
el depósito, de que se ha tomado la inscripción o de que se 

ha otorgado la garantía"; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República, que termina así: "Somos de Opinión: que 
sea confirmada la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, denegando la solicitud de 
libertad provisional bajo fianza al señor José Delio Vicini 

Ariza por improcedente"; 

Atendido a que el procesado José Delio Vicini Ariza se 
encuentra detenido en la Cárcel Pública de la ciudad de San 
Pedro de Macorís, bajo la inculpación del crimen de falsedad 
en escritura privada, uso de documentos falsos y estafa, en 

perjuicio de varias personas; 

Atendido a que al tenor del articulo 1'. de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, modificado por la Ley 
3774, de 1954, la libertad provisional será siempre faculta- 

tiva; 

Atendido a que en la especie no procede conceder la 

libertad provisional solicitada; 



904 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 905 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Ariza por improcedente"; 

Atendido a que el procesado José Delio Vicini Ariza se 
encuentra detenido en la Cárcel Pública de la ciudad de San 
Pedro de Macorís, bajo la inculpación del crimen de falsedad 
en escritura privada, uso de documentos falsos y estafa, en 
perjuicio de varias personas; 

Atendido a que al tenor del articulo t° de la Ley sobre 
Libertad Provisional Bajo Fianza, modificado por la Ley 
3774, de 1954, la libertad provisional será siempre faculta-
tiva; 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio I3eras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. More', Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, Doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, licenciado Barón T. 
Sánchez, doctor Manuel D. Bergés Chupan!, asistidos del 
Secretario General, en Cámara de Consejo, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve de abril de mil 
novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independen-
cia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo. ha 
dictado la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
José Dello Vicini Ariza, dominicano, mayor de edad, casado, 
cédula 21561-Serie 1-Sello (.) contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha die-
ciséis de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: Primero Re-
chaza el pedimento de libertad provisional bajo fianza ele-
vado a esta Corte de Apelación en favor del acusado José 
Delio Vicini Ariza, en vista de la gravedad de los hechos 
puestos a su cargo. Segundo: Ordena que la presente senten-
cia sea anexada al proceso y notificada al Magistrado Pro-
curador General de esta Corte, y a la parte civil, si la hu-
biere"; 

Visto el acto de alguacil notificado en fecha veintidós 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimien-
to de José Delio Vicini Ariza, por el cual se interpone re-
curso de apelación contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís de fecha dieciséis de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Atendido a que en la especie no procede conceder la 
libertad provisional solicitada; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 modificado por la Ley 3774, 
de 1954, y 6 de la Ley sobre Libertad Provisional Bajo 
Fianza; 

RESUELVE: 

Primero: Que debe confirmar y confirma la sentencia 
apelada, dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, en fecha dieciséis de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; Segundo: Que debe ordenar y ordena que la 
presente sentencia sea anexada al proceso, y notificada al 
Magistrado Procurador General de la República, para los 
fines procedentes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Barón T. Sánchez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo 
que yo, Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto Cu-
riel hijo. 

Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante -el mes de abril de 1959 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 12 

Recursos de casación civiles fallados. 	. 11 

Recursos de casación penales conocidos 	 24 

Recursos de casación penales fallados 	 27 

Sentencias sobre solicitud de Libertad Provi-
sional Bajo Fianza 	  5 

Recursos de revisión penal conocidos 	 1 

Recursos de revisión penal fallados 	 1 

Recursos de apelación sobre libertad provisional 
bajo Fianza conocidos 	  2 

Recursos de apelación sobre libertad provisional 
bajo Fianza fallados 	  2 

Declinatorias 2 

Desistimientos 	  1 

Resoluciones ordenando la libertad provisional 
por haberse prestado la fianza..._ 	. 5 

Juramentación de Abogados 	  3 

Nombramientos de Notarios 	  4 

Resoluciones administrativas 	  25 

Autos autorizando emplazamientos 	  14 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 49 

Autos fijando causas 	  30 

Total 	  218 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Ciudad Trujillo, 6 de mayo, 1959. 
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